índice alfabético 



HE LAS JIATLMAS COfíTEHOAS ES ESTE TOMO II 



A 

Acción, — Üírijida contra una persona y negándose á que otra tome 
participación cu la cansa, no pueJe obligarse a esta á hacer 
numife^taduii alguna. Página ¿kl. 

Acción tte desalojo. — Véase: Desalojo. 

Acción tic despojo. - - Pueden deducirla los poseedores del derecho de 
pablar en un campo comunal, contra el que los turbe 6 despo- 
jo cu el cjcrcioío de esc derecho. Página á5Ü. 

Acción reivindicatoría.— \ toe: Reiviudicacion. 

Acumulación de auto». — No procede cuando su trata de accioues dis- 
tintas. Página 249. 

Arraigo del juicio. — El auto sobre cl t es apelable. Página 23. 

Arraigo del juicio, — lista escépeion un procede en los juicios crimi- 
nales. Pagina 180. 

An emitnn\etito. — E\ hecho prometido y no cumplido por el locador, 
pero que no lia impedido al locatario el goce de la Tinca arren* 

t. ii ae 
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dad.-* en los limites de su derecho, no autoriza al arrenda- 
tario para no pagar los arriendos. Pagina 34!, 

Arrendamiento. — Véase : Rescisión de contrato. 

Articulo prévio. — Véase : Escepciones 

Auto inapelable. — Véase i Recusación. 

Auto nulo. — Véase : Remsadon. 

Autos inapelables — Véase : Cansas de menor cuantía. 



— Los términos para el reconocimiento de ella, establecidos 
por los artículos 1246 y 1241 del Código do Comercio, no 
corren mientras no *e verifique su entrega total. 



Carga. — No se entiende entregada la que se halla en los almacenes 
de Aduana, conducida allí por los lancheros del consignatario 
del buque. Página 420. 

(larga. — Es en el acto de ta pericia que deben hacerse por el intere- 
sado las observaciones conducentes & salvar sus responsabli- 
dades. Página 420. 

Carou — Se presume recibida en perfecto estado, y los daños que su- 
fra son de cuenta del capitán 6 del buque, salvo el vicio 
propio» la fuerza mayor ó ta culpa del cargador. Pagina 420. 

Cama atenuante. — Véase ; Uij Electoral. 

Pagina 413. P ? * 

Causasde menor cuantía. — Son inapelables los autos dictados en ellas. 
Página 112. 

Cesión. — El acreedor a quien el deudor ha cedido la cuarta parte de 
sus sueldos por arreglo aprobado por juea competente, tiene 
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mejor derecho ubre la suma que importaba dicha cuarta par- 
te en la fecha de la cesión. Página 287. 

Cesión, - Véase : Escepciones ; Fuero Federal. 

Citación de eviccion, — Véase : Evkcion. 

Comisó, — Caen en ét las mercaderías descargadas 6 cargad» en puer- 
to ó costa inhábil, y fas que existan á borda del buque fondea- 
do en lugar indebido. Página 28. 

Compensación. — Véase ; Endosatario; Juicio Ejecutivo. 

Comprador. — El de una finca puede deducir contra el que la ocupa 
como inquilino del antiguo propietario, el juicio de desahucio, 
mas no el interdicto de adquirir la posesión. Deduciendo el 
interdicto; no el juicio de desalojo, debe ser rechazada 'a 
demanda. Página 63. 

Compra venta. — Véase : Rescisión de contrato. 

Condominio por confusión de limites. - Véase: Cosa común. 

Conocimiento de la causa. - Véase : Juez Federal especial. 

Consignatario. — El de la carga que ha contratado el trasporte de ella 
hasta el buque y paraje que designase para su conducción á 
ultramar, no es responsable del flete y demoras de las lan- 
chas empleadas en dicho transporte. Los responsables son el 
Capitán ó Agentes del buque que contenia la carga y con 
quienes et consignatario estipuló el trasporte. Página 229. 

Contrato, - Véase: Perjuicios. 

Cosa común, — Las disposiciones relativas á su administración, son apli- 
cables al condominio por confusión de limites. Página 5. 

Cosa común.— Respecto de su administración debe resolverse por ma- 
yoría de votos de los comuneros, y habiendo empate, por el 
Juez de la causa. — Pagina 5. 

Cosa embargada.— Véate : Embargo. 
Costa inhábil. — Véase : Comiso. 

ende en ellas, los gastos hechos por el 
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depótito judicial y conservación de la cosa embargada. Pá- 
gina 115. 

Crímenes. - Véase : Jurisdicción de los jueces locales. 

D 

Daños y perjuicios. — En las ustiones sobre ellos debe, antes de todo, 
inquirirse la eiistencia real de ellos. Página H5. 

Dañe* y perjuicios. — Véase : Justicia Federal. 

Defecto m la demanda. — El defecto en la demanda j falta de peno* 
nerfa por na haberse acompañado el contrato social de loa 
demandantes, desaparece ante el instrumento de poder de au 
representante en que el Escribano autorizante hace referencia 
i dicho contrato. Página 145. 

De litó. - Véase: Juez local 

Deponto judicial. — Véase : Coilas procesales. 

Derecho de retención.^ El que la le; acuerda al mandatario, no le au- 
tonta a aprovechar en beneficio propio, de la cosa del man- 
dante. Página 56. 

Desahucio. — Véase : Comprador. 

Desalojo. — El término para desalojar el inquilino una Anca urbana 
arrendada ain fijación de tiempo, es de cuarenta dias, aunque 
en ella se tenga negocio de tienda. Página 287. 

Desalojo. — Para que se admita la demanda de desalojo fundada en 
el dominio, es necesario probar la adquisición de ette. Pá- 
gina 301. 

Desalojo. Debe rechazarse esta acción no comprobada la adquisición de 
la posesión; comprobada, por el contrario, la posesión trein- 
tenaria del demandado. Página 30& 

Desatojo, — Véase : Comprador. 

Deserción de la apelación. — Véase : Juez de sección. 
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Descimiento del recurso. — Lo envuelve, la vista del señor Procurador 
genera] pidiendo que se confirme la sentencia de que inter- 
puso apelación el Procurador fiscal. Página 197. 

Documentos habilitantes. — Véase : Poder. 

Dominio, — El de una cosa inmueble no se adquiere con el solo titulo. 
Es necesario que este sea seguido de posesión adquirida por 
la tradición. Página 301 . 

Dominio, — Véase : Desalojo. 



E 

Ebriedad. — Véase : Pena. 

Embargo. — Sin la conformidad de aquel á cuyo pedido se ha hecho 
un embargo, no puede ordenarse la entrega de la cosa em- 
bargada. Página ICO. 

Embargo. — Véase: Juicio ejecutivo. 

Endosatario, — Contra el de un pagaré á la orden, no procede la 
eseepcion de compensación por deuda de otra persona dis- 
tinta de su primer tenedor. Pagina 89. 

Escarcelaci&n provisoria bajo fianza.— Procede, m> resultando un hecho 
suficientemente caracterizado que dé lugar á ta aplicación de 
pena corporal. Página 426. 

Esctpcionet. — Las relativas á la eficacia de la cesión de que el rfeman* 
dante hace derivar sus derechos, afectan al fondo de la 
acción y no la personería del ador. Página 117. 

Escepcionet. — Después de opuesta y de resuelta una eseepcion dilatoria 
el demandado no puede oponer otra eseepcion de esa clase, 
por vía de articulo prévio. Página 426. 

Escepcionts. — Véase : Suprema Corte. 

i.— Cuando el precio ofrecido ha sido inferior al mandado 
pagar y no ha mediado condenación en costas, el expropiante 
debe pagar los honorarios délos peritos arbitros, nombrados 
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para resolver sobre el valor de la espropiacion j los derechos 
del Escribano actuario. Página 3. 

Espropiacion.— Siendo equitativa la avaluación hecha por el juez, de la 
cosa espropiatla y ele los perjuicios resultantes de la espro- 
piacion, debe ser confirmada. Página 66. 

Espropiacion. — El valor de ella debe fijarse según lo que resulte de los 
informes periciales y demás constancias de autos. Pá- 
gina 23Ü. 

Espropiacion.— El valor que se fije á la cosa, debe responder a su precio 
y servir también de compensación equitativa al sacrificio que 
se impone al propietario en favor del público. Página 
358. 

Espropiacion. — Aceptado por las partes el valor fijado al subsuelo á 
espropiarse, debe considerarse equitativo el I jado a los per- 
juicios de esa espropiacion, una vez que este lo ha sido en una 
suma mayor de la de aquel, y no se ha certificado cual es su 
verdadero importe. Pagina 36C. 

Estradicion. — La ley general de Agosto de 1885, no modifica lustra* 
tados regidos por ley especial. Página 331. 

Estradicion, — Debe declararse procedente observadas las disposicio- 
nes del tratado aplicable, y hallándose comprendido en él 
el hecho que motiva la requisición, sin haberse probado caso 
alguno de escepcion. Página 331. 

Eviccion. — Desde que el demandado sostiene que loque se le reivin- 
dica lo liene por cansa traslativa de dominio, puede hacer 
citar de eviccion á su causante. Pagina 275. 

f 

Falta de personería. — No la constituye, la excepción que en el fondo 
importa falta de derecho en el actor y de obligación en el 
demandado. Página SI 2. 

Falla de personería. — Véase Defecto en la demanda. 
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Ferro -Carril Central Argentino. — Véase: Impuestot. 
Fianza. — Véase: Rescisión de contrato. 

frera Federal, — Para que pueda surgir, tallándose de derechos ad- 
quiridos por cesión, es necesario quo Lanío el cesionario como 
et «denlo puedan personal mente demandar ante la justicia 
federal. Página 155. 

H 

Habem Cor pin . — Véase : Suprema Corte. 

Homicidio. — £1 precedido de provocación por parte de la victima, es 
penado con tres años de prisión. Página 2Q8. 

Homicidio. — El que sin premeditación ejecuta un acto rapaz de 
poner en peligro la vida, es culpable de homicidio simple si 
tiene lugar la muerte. Página 392. 

Homicidio. -Véase: Pena. 

I 

impuestos. — Las tierras donadas & la Compañía del Perro-Carril Cen- 
tral Argentino, al uno y al otro lado de la vía, no están com- 
prendidas en la exención de impuestos acordada á esta y sus 
dependencias, por el articulo 4° de la ley nacional de 23 de 
Mayo de 1863. Página 318. 

Inhibición. — Pidiéndolo el demandado, la decretada debe reducirse á 
la ostensión del terreno quo se reclama. Página 385. 

Intendente Municipal, — Véase: Procurador Municipal. 

Interdicto. — Habiendo acuerdo de partes sobre la recepción de pruebas 
en dias posteriores al del juicio verbal, deben admitirse las 
que en ellos se presenten ¡ y el auto sobre admisión de estas 
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pruebas, trae gravamen irreparable y es apelable, - Pá- 
gina 171. 

Interdicta de adquirir. — Véase : Comprador. 



Jactancia. — La negación dej Gobierno á reconocerla valides de títulos 
de propiedad otorgados por ¿I, dado el antecedente de haber 
el agente fiscal y el Tiscal del Estado opinado que eran nulos 
6 habían caducado, y la remisión del asunto á la decisión de 
los Tribunales, constituye el caso de jactancia previsto por ta 
ley 46, titulo 2", Partida 3*. Pagina 361 . 

Jueces de instrucción. — No csislen en el orden nacional, y el Juez Fe- 
deral exhortado por el de la causa para instruir el sumaria, 
puede negarse al Cumplimiento del exhorto. Pagina i 5. 

Jueces tetradas de tos Territorio* y<iaótiat?$.— Las causas cuyo cono- 
cimiento corresponde aeíiussegun la ley de su creación, 
deben «ríes remitidas una vez que lomen posesión de su 

Juez de Paz. — Ño puede obfígársele á dar cumplimiento i una órden, 
cuando tiene recibidas por otros jueces, órdenes contrarias. 
Página 147, 

Juez de Sección. — No le corresponde conocer en el incidente sobre 
deserción de la apelación interpuesta contra sus sentencias. 
Página 339. 

Juez Federal especial — Cesada la ausencia del Juez Federal especial 
que motivó el nombramiento de otro juez especial, el conoci- 
miento de la causa debe volver al primero. Pagina 25. 

Juez ¡ocal. — Corresponde a él, el conocimiento de la causa criminal 
por delito cometido en 
A^iAfls ■ Í^ü^ i nft w 1 ^ * 

Juez recusado. — Véase : Rerusnrimi. 



I)E JUSTICIA HACKWAL 



473 



Juicio ejecutivo. — No siendo realizables en el aclo los créditos embar- 
gados, debe proceder.se á su venia. Página 10. 

Juicio ejecutivo. — La escepeion de compensación debe resultar para 
ser admitida, de documento ejecutivo por cantidad liquida y 
vxigible. Página A'Iik 

Juicio ejecutivo. — El auto aprobando una liquidación, no es de Jos 
apelables, Página 3tG. 

Juicio ejecutivo. — Concluido por arreglo entre acreedor j deudor, 
queda de herbó le van lado el embargo, y la cuestión de terce- 
ría que di ja do tener razón de sur, debe darse por terminada. 
Página 375. 

Juicios criminales. — Véase : At raigo del juicio. 

Jurisdicción de hs Jueces Incales. — Están sujetos ¿ella, los crímenes 
cometidos fuera de los lugares á que se reitere el articulo 3", 
inciso 2° de la ley sobre jurisdicción de los Tribunales Nacio- 
nales, de [ I de Setiembre de 1863. Página 80. 

Justicia Federal. — Carece de en m potencia para conocer en las causas 
de jurisdicción nmrurrenle cuyo valores inferior ála lasa de 
Ja ley de 3 de Setiembre de IH78. Página 92. 

Justicia Federal, — No corresponde á ella el conocí miento de la causa 
por daüus y perjuicios procedentes de un contrato realizado 
en la provincia de Sania Vé entre un vecino de dicha pro- 
vincia»)' la administración del Ferro-Carril central Argentino 
residente en la misma. Página 187. 

Justicia Federal. — Corresponde á ella, el conocimiento de la demanda 
por cobro de precio de artículos vendidos para construcciones 
navales y reparación de buques. Página 239. 

Justici* Federal. — No son de su competencia las causas criminales 
por violación de domicilio. Página 244. 

Justicia Fede ral.— Demandado antedía un estrangero por un argentino, 
no puede aquel declinar de jurisdicción so pretesto de que el 
fuero federal ha sido establecido á su favor y puede renunciar 
á él. Página 24í>. 
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/«•(ida Federal — De la resolución de los Tribunales Provinciales de- 
clarando so competencia en una causa cuyo conocimiento 
corresponde a la justicia federal, puede apelarse para ante la 
Suprema Corte. Página 292. 

Justicia Federal. — Pertenece á ella» la demanda contra el dueño de 
uu vapor por averias que ha sufrido la carga por entrega fuera 
de loa términos del conocimiento. Pagina 293. 

Juzgado de Pai.— No es persona visible ni jurídica, susceptible de ser 
demandada en juicio, y todo lo obrado en la demanda enta- 
blada en su contra, es nulo. Página 328. 

L 

U¡f electoral. — Constituye una infracción de ella, la movilitacion de 
guardias nacionales hecha con motivo de las elecciones j y el 
haber sido hecha por orden del Gobierno de la provincia» es 
causa atenuante. Paginas 189 y i 90. 

litis pendencia. — fio procede sinó en el caso de tratarse de la misma 
cauta, de las mismas personas y de la misma cosa, y de ha- 
berse contestado la demanda sobre ella ante otro juez. Pá- 
gina 249. 

M 

Mala ejecución. — Véase ! Perjuicios. 

Mandatario. — El de una pensionista que después de su matrimonio 
y muerte, fea cobrado pensiones á mérito de haber llenado los 
claros dejados en las partidas que tenía recibidas de antemano, 
es personalmente responsable de la devolución de dichas pen- 
siones, aunque al cobrarlas hubiese igno/ado el i^atrimonio y 
fallecimiento de su mandante. Página 350. 

Mandatario. — Véase : Derecho de retención; Mandato. 
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Mandato. — Kl mandatario que pretende dar preferencia i sus propios 
intereses en oposición á los de su mandante, no ejecuta fiel- 
mente el mandato. Página 50. 

— Constituido por dos ó más personas un mandatario para 
un negocio común, los mandantes quedan solidariamente 
obligados á este 



Mandato. — La venta de una cosa inmueble de la sociedad conyugal que 
aparece convenida después de la muerte de uno de los cónyu- 
ges, y resulta llevada á cabo después de la muerte del otro 
cónyuge por el man Jalan o de ambos, siendo conocida la muer- 
te tanto del mandatario como del tercero que trato con 41, 
no obliga á los herederos menores de los mandantes. Estos 
herederos pueden reivindicar con sus frutos desde el dia de la 
demanda, la vosa vendida, contra el poseedor de buena fé que 
la hubo de ese tercero, salvo los derechos que contra este pue- 
dan corresponder al mencionado poseedor. Pagina 399. 

Marca de fabrica. — E\ juicio sobre falsificación de ella, debe empezar 
por demanda ó acusación del interesado, y no por sumaria 
información. Páginas 162 y 167. 

Mejora del recurro. — No corresponde señalar un término para ella, en 
las apelaciones en relación. Página 339. 

Mejor derecho. —Véase : Cesión. 

Mujer fosada. — La que es parte interesada en el juicio, está obligada á 
absolver las posiciones que le sean deferidas por la contra- 
parte. Pagina 315. 

N 

Nuiidad. — Véase: Juzgado 



O 

Ordenes contrarias. - Wase ; Juez de Paz. 
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P 

Pena. — La de seis años fio presidio ó penitenciaria puede ser reducida 
á la de cuatro años, st á la estilación de la riña y al estado Je 
ebriedad, se agrega la naturaleza de la herida que solo pro- 
duce la muerte por accidente. Página 392. 

Perjuicios, - El que no ejecuta la obra encargada en tiempo propio j 
del modo que fué intención do los partes que se ejecutara, á 
más de la rescisión del contrato, debe indemnizar los perjui- 
cios causados por la mala ejecución. Página 50. 

Perjuicios, — Véase : Espropiacion. 

Pmoneria del actor. — Véase; Escepciones. 

Poder. — La falta de transcripción de los documentos habilitantes, no 

invalida un poder otorgado en Bolivia. Página lia. 
Poseedor de buena fé. — Véase: Mandato. 
Posesión. — Véase; Acción de desojo: Solidaridad. 
Posiciones. — Véase : Mujer casada. 

Procesado, — Debe ser puesto en libertad, no resultando del proceso 
un hecho bien caracterizado que di lugar i la aplicación de 
pena corporal. Página 151. 

Procurador General — Véase : Desistimiento del recurso. 

Procurador Municipal. — No tiene personería para representar al In- 
tendente Hutiicipal en las demandas deducidas contra él, in- 
dividualmente. Página 219. 

Pruebas. - Víase : Inter dicto. 

Puerto inhibiL — Véase : Comiso, 



R 



Rebeldía. —Contra las sentencias dictadas en rebeldía, no hay más re- 



f>E JUSTICIA NACItífUL 477 

curso que el de recision, del cual debe conocer el 
dictó. Pagine 149. 
Reconocimiento de firma. — Véase ¡ 

Resurto de rescisión, - Véase : Rebeldía. 

Recusaáon. —El auto que la rechaza por no ser fundada en causa legal» 
es inapelable. Pagina 18. 

Recusación, ~E\ Juez recusado por una de las camales comprendidas 
en el articulo 43 de la lej nacional de procedimientos, debe, 
una vez que se reconoce por la contraparte la verdad de ella, 
inhibirse del conocimiento del juicio; y los autos que dicto 
después de recusado» son nulos. Página 101. 

Reivindicación. — Es inadmisible esla acción no probándose adquisi- 
ción perfecta del dominio y resultando en contra una posesión 
por más de sesenta años por parle del poseedor. Página 269. 

Reivindicación. — La designación del arca que se reivindica, puede es- 
tablecerse durante el término de prueba. Página 216. 
Reivindicación, —Tiene que desecharse, no probándose el dominio. 

Pagina 219. 
Reivindicación. — Véase : Evicáon. 
Reos ámenles. — Véase : Causas criminales. 

contrato. — Establecida en un contrato de arriendo la 
obligación del locatario de dar fiador en caso de atraso en el 
pago de alquileres, la no presentación de dicho liador, verifi- 
cado este caso, dá derecho á la rescisión del contrato. Página 



de contrato.— El transcorso de cuatro periodos consecutivos 
sin pagar el precio del arriendo, da derecho para pedir la 
rescisión del contrato. Página. 341 . 
de contrato. — La compra-venta de vino hecha sobre muestra 
y la subsiguiente entrega del cargamento, no impide que el 
comprador, dentro de los tres días, reclame la rescisión del 
contrato, probando que el cargamento entregado contenía 
vinagre y no vino. Página 387. 
Rescisión de contrato. — Véase : Perjuicios. 



FALLOS DE LA SUPREMA CORTE 
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Sentencia. — Véase : Rebeldía. 

Sentencia inapelable, - Lo es, la deíinilÍTa del Juez de Sección, recaída 

en las causas menores de 200 pesos inertes Página 100 
Servidumbre de pistas. — Véase: Vinas. 

Sociedad conyugal. — Véase : Mandato. 

Solidaridad.— fio se presume y no tiene lugar en Ja 
25C. 

Solidaridad, - El pago de la mitad de la suma adeudada por dos soli- 
dariamente, no exime al que la pagó, de 
gar otra mitad. Página 2<i7. 

Solidaridad. — Véase : Mandato. 

Sumaria información. — Véase : Marca de 
Sumario. — Véase : Jueces de Instrucción. 

Suprema Corte. — No es competente para conocer en la demanda de- 
ducida sobre mejor derecho á un campo, contra una provin- 
cia que no tiene sobre dicho campo, derecho alguno de pro- 
piedad ó posesión. Página 69. 

Suprema Corte. — No tiene jurísdicion originaria para conocer en tos 
recursos de habeos corpas interpuestos por particulares. Pá- 
gina 120. 

Suprema Corte. —No puede sin petición de todas las partes, fallar sobre 
una escepcion no resuella por el Juez de Sección, ni tomaren 
consideración separadamente, las demás escepciones no re- 
suellas por el mismo. Pagina 183. 

Suprema Corte. —No puede entender en casos que no son de superin- 
tendencia ó no vinieran á su conocimiento por un recurso le- 
gal. Página 371. 
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Tercería. — Véase : Juicio ejecutivo. 
Término de iirueoo. -Véase: Reivindicación. 



Via ejecutiva.— Cuando no se pide con el objeto de prepararla, no pro- 
cede el reconocimiento previo de firma. Pagina 20. 

Violación de domicilio. - Véase i Jmticia Federal. 

Visiat. — La prohibición de tenerlas sobre el prédio vecino, sancionada 
por el articulo 2Gr.8 del Código Civil, se refiere á las fistos 
desde las habitaciones y no á las de las azoteas. Página 222, 
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CAUSA LXXXV 



!l* Dolores Garrido de Luque tj />* Concepción Garrido de 
Escobar, contra /í. Sebastian Alcyre; sobre administración de 
una cosa común. 

Sumario. — I o Las dispocisionos relativas á la administra- 
ción de la cosa común, so a aplicables al condominio poi con- 
fusión de límites. 

2' Respecto de dicha administración, debe resolverse por ma- 
yoría de votos de los comuneros, y habiendo empate, por el 
Juez de la causa. 



Causa. — Se esplica en el 



o 
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del Jin Fcienl 



Corrientes. Setiembre 6 de 188fi. 

indo: i n Que por la sentencia de fecha 20 de 
corriente á foja 42 del primer cuerpo, se declara que hay 
indivisión forzosa en los campos pertenecientes a las señoras» 
Garrido de Luque y de Escobar y el de B. Sebastian Alegre, y se 
les deja el derecho á salvo para intentar la acción correspondiente 
á fin de establecer la forma ó modo de administrar la cosa común 
mientras dure la indivisión forzosa, y es el caso do csplícar que 
este condominio es por confusión de límites; pues ambos litigan- 
tes manifiestan que cada uno ocupa una parte del campo en que el 
otro no pretende derecha alguno, y solo se duda cuál es el limite 
que separa ambas porciones ú mitades, teniendo cada parte la 
mitad del campo total* Esto no varía Jo quo se ha dispuesto eu 
Ja sentencia citada, porque Jas disposiciones y reglas estableci- 
das por el derecho para dividir, usar ó administrar la cosa co- 
mún» son también aplicables al condominio por confusión de 
límites, al menos hasta la parte donde exista la comunión ó 
consecuencia de la confusión de los límites, pues el artículo 2746 
del Código Civil , reputa condominos á los colindantes, cuyas 
propiedades tienen confundidos sus límites y lo mismo Freitas 
artículo 4404. 

í* Que habiendo ocupado las demandantes y el demandado la 
parte del campo que á cada uno les pertenecía, creyeron ocu- 
par la mitad á que respectivamente tenían derecho, hasta que 
se practicó la mensura por eJ agrimensor Virasoro, que puso de 
manifiesto que Alegro ocupaba con sus poblaciones una esten- 
cion mayor que la que le pertenece, pues poseyendo hasta el 
Arroyo Medina, y ocupando á la vez la zona S. T. Q. f . 



HOJA COMPLEMENTARIA 

Esta hoja complementaria se encuentra a los efectos de permitir 
la búsqueda por página dentro del Volumen. 
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una ostensión mayor que )a mitad del campo total, única 
á que tiene derecho, y por consiguiente, justo es que las de- 
mandantes pretendan ocupar toda la ostensión de campo, qito 
sus títulos les dan. 

3 o Que al practicarle la mensura surgió también la cuestión 
con los herederos del linado Lagraiia, pretendiendo estos que su 
|iTopicdaddc Itá-Caabó se estienda hasta la línea D. E. del 
plano, mientras que Alegre y Garrido sostienen que su propio- 
dad está limitada por el Arroyo Medina, pero esta cuestión no 
altera la posesión que Alegre tiene en casi toda la estension del 
, si bien 



Medina, siendo de notarse 




,, báeia el Sud del Arroyo 

es 




cijos años, 
\" Que habiendo 



la mensura que la zona con las 



letras S. T, Q. P. pertenecerá á Alegre ó á las señoras Gar- 
rido según sea el resultado del pleito que tiene Alegro con los 
herederos de Lagraña, y existiendo por consiguiente, indivi- 
sión forzosa respecto de esa zona mientras dure ese pleito, con- 
viene averiguar lo que dispone el derecho respecto al estado de 
indírision forzosa de las cosas comunes y desde luego puedo es- 
tablecerse que Alegre no tiene derecho de exigir que continúen 
las cosas en el estado actual, porque él ocupa una estension ma- 
yor que la que le corresponde, y el uso ú goce de la cosa común 
debo descansar sohre el pié de la más completa igualdad. 

5° Que según el artículo 2700 del Código Civil, cuando al- 
guno de los condóminos no conviniese en cualquiera de estos es- 
pedientes, es decir, el uso ó gocf de ta cosa común, 6" la posesión 
común, ó la administración, ó alquiler, ó arrendamiento, ni 
uaan del derecho de pedir la división debe prevalecer el pare- 
cer de la mayoría. El presente caso debe ser reglado por esta 
disposición del Código, puesto que las partes no convienen en 
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los 

si bien 
que cuando 




ninguno do Jos espedientes que indica la ley para que los comu- 
neros arreglen el uso 6 administración de la cosacomun, y por 
otra parto, la división que para tales casos es un recurso deci- 
sivo, m en este caso imposible, mientras subsista el pleito con 

dispone lo mismo, 
caso tic indivisión forzosa, y dice, 
10 convienen cu alguno de esus es- 
división, y cuando la piden y no hay 
que et condominio se extinga ; 
pero si no la piden, ó habiendo imposibilidad de extinguirse el 
condominio, prevalecen} ta dceiaiofi do ta mayoría de votos, 

6 J Que el apoderado de Alegre ha manifestado en su escrito 
y en el juicio verbal ;í que fueron citadas las partes, que este no 
estaba dispuesto á arreglo alguno y solo deseaba que continuase 
el goce de la cosa común, como la habían tenido basta el pre- 
sento, y no so hiciese innovación alguna mientras dure el pleito 
con los herederos Lagraua, y no consintiendo en esto espediente 
la parte de las señoras Garrido, no hay la mayoría de votos que 
exige el artículo 2700 del Código Civil, y debe, por consiguiente, 
resolverse el empate por el Juez, con arreglo al artículo 2706 del 
mismo. 

7o Que aunque nuestro Código Civil no señala al Juez ninguna 
regla espresa para resolver en casos semejantes, Freitas en el 
artículo 4356, ineiso 6", dice: que los arbitros y el Juez atende- 
rán á la mayor ventaja de los condóminos y al uso a que la cosa 
esta destinada, y aplicando esta regla y las demás de equidad y 
justicia que el derecho prescribe, elJuzgado encuentra con ve- 
niente para ambos condóminos, que mientras dure la indivisión 
forzosa, ocupe la sona S. T. Q.P. aquel que ofrezca más precio 
por ella, debiendo depositarse el importe en el Hauco Nacional, 
para ser entregado oportunamente ó euando cese la indivisión for- 
zosa, á aquel que resu lte dueño de la zona espresada, pudiendo, 
por consiguiente, levantarse el alambrado en la línea S. T. é 
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Q. P. según sea el que ofrezca imyor precio por la dicha zona, 
á cnstn de ambos colindantes, como es de derecho, J lo Fes- 
cribo la provincial sobre nlambridos. Como la posesión de 
Alegre en la parte cuestionada con los herederos Lagaña, está 
limitada por dos puestos de estos al Sud del Medina, y esto 
puede ocasionarte algún perjuicio, debe también estimarse por 
peritos el valor de este perjuicio, según sea la estension decampo 
que ocupan, y las señoras Garrido deben abonarle la cantidad a 
que monte esa estimación mientras dure el pleito cuu dichos he- 
rederos Lagraiia, debiendo hacerse esa estimación por uno, como 
el arrendamiento de la zona S. T. Q. 1*. 

Por estos fundamentos: definitivamente juzgando, fallo y 
resuelvo do conformidad a lo establecido en el último conside- 
rando que antecede, y en consecuencia, luego que quede ejecu- 
toriada esta resolución, comparezcan ¡i audiencia verbal con el 
objeto de hacer las propuestas del caso, para ocupar la zona 
S. T, Q. P. y nombrar al mismo tiempo Jos peritos que han de 
determinar la cantidad en que estimen el perjuicio que sufre 
por la ocupación de los herederos Lagraña de parto del 
que aquel reputa de su propiedad. Hágase saber con el 

orit 




futrios ittim. 



RECTIFICACION 

Corneales. Setiembre 1-1 de 188fi 

Y vistos : Considerando: i" Que efectivamente hay error do 
cálculo en la parte dispositiva de la sentencia en cuanto obliga 
á las señoras Garrido ¡i indemnizar á Alegre el perjuicio que 
le resulta de las poblaciones de Lagraña en la parte disputada, 
cuyo error proviene de haber creído equivocadamente que eran 
iguales las fracciones de Lumpo que iban á quedar ocupando 
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ambas partes fuera de la zona S* T. Q. P. y se estableció por 
este motivo que dichas señoras indemnizasen ásu colindante ó 
comunero el perjuicio que le resultaba de la ocupación de La- 
graña; pero evidentemente la zona T. S. D., hasta el arroyo 
Medina que ocupa y seguirá ocupando Alegre, no obstante el 
pleito con Lagraña es mayor que la R Q. A. C. que ocupan y 
seguirán ocupando las señoras Garrido, sin computar la zona 
8. T. Q. P, que la ocupará el que ofrezca mayor precio por 
ella, como se vé por el plano y por las observaciones del agri- 
mensor Virasoro, fojas 15 vuelta y 16, l* r cuerpo. 

2 o Que habiendo incurrido el Juzgado en este error de 
cálculo, debe dejarse sin efecto lo que 
de que las sonoras Garrido indemnicen á Alegre el 
ció que le resulta <le la oci. pación de Lagrañ 

dichas sí 'ñoras, aunque en ese exceso sea molestado por las po- 
blaciones de Lagraña; pero manifestando el Dr. Luque su con- 
formidad, siempre que se le exhonore do la obligación de abo- 
nar á Alegre el perjuicio á que es condenado por error de cálculo, 
debo proveerse de conformidad, puesto que Alegre no queda de 
ningún modo perjudicado. 

3 o Que según el artículo 232 de la Ley Nacional de Procedi- 
mientos, ei Juez está autorizado para rectiJicar el error de cál- 
culo en su parte dispositiva. Por estos motivos y lo espuesto en 
el escrito que antecede, se rectifica lo que se resuelve en la sen- 
tencia de seis del presente por error de cálculo, ordenando que 
las st ñoraj Garrido están obligada* á abonar á Alegro el perjui- 
cio que le resulta por las poblaciones de Laguna al Sud del Ar- 
royo Medina, y se declara que no están obligadas á abonarle 
indemnización alguna por este motivo. 

Carias Luna. 
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Corte 



líuonos Airo*. Julio lu de 1887. 

Vistos : No haciéndose lugar á las peticiones deducidas en el 
acto de la vista de su causa, atenea la naturaleza sumaria del 
juicio y la forma en que na sí fio concedido el recurso, se con- 
firma por sus túndame ritos, coa costas, el auto apelado de foja 
diez v siete vuelta ; y previa reposición de sellos, devuélvanse. 

J. tt, GOUOSTIAGA. — J. DOMINGUEZ.— 
L LADISLAO FRIAS. — FEDEKICO IBAII- 

GÚRES.— C, S. DELAlOlUlE. 



C7 AU H A LUXXTI 



f>« Adolfo Carranza A costa, y por § t>. 
Ih Ánlonio Pinto 
sobre venta de 



contra 





Sumario. — No siendo realizabU-s en el ;icto los créditos 
el juicio ejecutivo, deue procedersc á su venta. 



Caso. — Kn el juicio ejecutivo iniciado por D. Adolfo Car- 
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ranzaAcostn, y seguido porÜ. Rafael Ortiz, su sucesor, contra 
D, Antonio Pinto de Sampaio, se embargaron algunos créditos 
del deudor, pendientes de sus respectivas liquidaciones. 

Ejecutoriada la sentencia de remate, el acreedor pidió la ren- 
ta de los créditos embargados. 



listando sujetos los derechos embargados al resultado de la 



Vistos: no siendo realizables en el acto los créditos embar- 
gados, y atento lo dispuesto por los artículos doscientos ochen- 
ta y tres y siguientes de la ley de Procedimientos, se retoca el 
auto apelado de foja ciento cuarenta y cuatro vuelta, declarán- 
dose quedebo procederse desde luego ¡i la venta de dichos cré- 
ditos. Previa reposición de sellos, devuélvanse. 






Buenos Airei*, Julio 19 de 1887. 



J. B. GOIIOSTIACA. - - J. DOMINGUEZ.— 
ULAUISLAO FRIAS. — FEDERICO IBAll- 
GÚREN. — (ü. S. DE LA TORRE. 
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CAUSA 



Clark y C ñ contra li. Agustín Comastri, por expropiación ; 



condenación en costas, el expropiante debe pagar los honorarios 
de I03 peritos arbitros, nombrados para resolver sobre el valor 
de la expropiación, y los derechos del escribano actuario. 



Vaso. — En la expropiación seguida por Clark y O contra 
Comastri, se sometió A peritos arbitros la fijación de la indem- 
nización, una vez que Comastri rehusó el precio ofrecido por 
Clark y C\ 

Los árbitros laudaron fijando un precio mayor del ofrecido, 
y sin condenación en costas. 

Comastri pidió que Clark y C manifestaran conformidad 
con la cuenta de honorarios de su abogado, y se regularan 
estos y tos de los arbitros. 





Falto de l» ftupvm» €«rl* 



lluenos Aires, Julio 2 de 1887. 




costas que las de actuación, y las correspondientes á Jos hono- 
rarios de los peritos que se nombren en el juicio, no ha lugar a 
la petición de foja ciento cincuenta. Y paTa proveer lo que cor- 
responda en cuanto á la petición de regulación y pago de los 
honorarios de los árbitros, dedu;ida por la parte de Clark y 
C", traslado. 



Vistos en el acuerdo : siendo Los honorarios de los peritos, 
conforme al artículo dieciocho de la ley de expropiación, de 
cargo del expropiante, cuando la oferta ha sido inferior al precio 
mandado abonar, y no modificando e*ta disposición la circuna- 



J. B, COROSTIAGA. — J, DOMINGUEZ, — 
L LADISLAO FRIAS. — FEDERICO JBAR- 
GCREN — C. S. DE LA TORRE. 



Contestado el traslado, se dictú el siguiente 




Üucnos Airo*, Julio '-Í1 <ie 18K7. 
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tancia de haberse conferido la calidad de arbitros á loa peri- 
tos nombrados en este juicio, se declara que los honorarios de 
estos deben ser abonados por el r o presentan te de la Compañía 
del Ferro-Carril de Buenos Aires al Pacíüco, debiendo esta dis- 
posición entenderse estensivn al honorario del escribano quena 
actuado con dichos peritos árbitros, y ú efecto de que se practi- 
que la regulación de dichos honorarios, nómbrase al Secretario 
doctor Taruassi, quien deberá estimar también la del doctor 



Sumario. — 1-n el Orden nacional no existen jueces de ins- 
trucción, y el Juez Federal exhortado por el de la causa, para 
instruir elsuiuarin, puede negarse al cumplimiento del exhorto. 



Lacasa. 




4'ÁUKA LWWIII 



Vriutiittit contra 
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Vaso. — En la causa criminal iniciada contra los autores y 
cómplices del choque que turo lugar el 25 de Abril de 1887, 
entre los kilómetros 326 y 327 del Ferro-Carril Central XoTte. 
y remitida para sn tramitación y conocimiento al Juzgado Fe- 
deral de Catamarca, se dictó el siguiente : 

Auto del Juca Federal e*u*rf tule 



En mérito del dictamen fiscal que precede, y demás antece- 
dentes de su referencia, admítese en cuanto hubiere lugUT, ta 
denuncia interpuesta : en su Tirtud precédase á instmir en 
forma el correspondiente sumario sobre t i delito denunciado, 
debiendo a) efecto recibirse declaración á los testigos que fue- 
Ten presentados, y A cuantas personas aparezcan que puedan 
dar luz sobre el particular, librándose el correspondiente ex- 
horto al señor Juez Federal de Santiago, á los fines indicados, 
adjuntándose en copia legalizada, los principales antecedentes 
en que debe basarse el sumario, y una lista de los empleados y 
demás personas, que según aquellos deben ser Llamados ¿ de- 
clarar como testigos, dmjiéudose igualmente las demás provi- 
dencias que el caso requiere, como se solicita; (art. 3 , i no. 3° y 
4", ley sobre jurisdicción y competencia; artículos 352 y 374, ley 
Nacional sobre Procedimientos Judiciales ; Tejedor. Curso de 
Derecho Criminal, tomo 2°, página 87, X o * 157 al 181 ; Arts. 
H75, 1178, 1180, 1183 y 1197, Ley Prov. de Proc). 



Joaquín (Juíroya. 



Junio 8 dr- 1887. 



Autos y vistos : el exhorto del Juez Nacional de Catamarón, 
por el que se pide & este Juzgado instruya el sumario respec- 
tivo en la causa iniciada con motivo do un choque do trenes 
ocurrido entre los kilómetros 326 y 327 del Ferro-Carril Cen- 
tral Xorte, y considerando : que de las averiguaciones practica- 
das por este Juzgado, resultó que el hecho denunciado tuvo 
lugar en territorio de la provincia de Catamarca; que por tanto 
y con arreglo al artículo 3", inciso 4° de la ley de jurisdic- 
ciun y competencia, este Juzgado se excusó de conocer en esta 
causa, por ser de ta competencia del Juzgado nacional de Cata- 
marca, á quien se remitiéronlos autos respectivos. Que por otra 
parte, en el órden nacional no existen jueces de instrucción, sin 
que ademas haya superioridad gerárquica alguna entre los dis- 
tintos jueces de sección ; que no tiene razón de ser la alirmacion 
de que exista mayor facilidad en la formación del sumario, por 
este Juzgado, desde que tendría que trasladarse el inf ranscrito 
¿puntos situados fuera de su jurisdicción , como es el que ha 
sido teatro del hecho denunciado, debiendo ser el jaez de Cata- 
marca, quien, como queda establecido, instruya en forma el 
sumario y conozca de la causa hasta su terminación ; que el 
preso Gauna está ya en Catamarca ¿disposición del juez de esa 
sección. 

Por estas consideraciones y las concordantes de la vista fis- 
cal, se resuelve que se devuelva al juez exhortante el exhorto 
remitido ú los efectos de ley. Hágase saber. 

/*. Otaeckea y Alcorta. 
t. ii a 

■ 
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VISTA DEL SEfiOll PROCURADOR GENERAL 

Suprema Corte: 

Siempre que un juez nacional dirija un despacho preeatorio 
á un juez provincial, sea para hacer citaciones ó notificaciones, 
ó recibir testimonios, ó practicar otros actos judiciales, será 
cumplido el encaryo, dice ct articulo 13 de la ley de jurisdic- 
ción y competencia. 

Ksta obligación que la ley impone á los jueces do provincia 
rige, no es necesario decirlo, para los jueces nacionales entre sí t 
pero no más allá. 

Un juez puede encomendar ú otro ciertas diligencias deter- 
minadas y precisas» pero no, salvo sea superior en gerarquía, el 
levantamiento 6 prosecución del s.mario, porque ello importa* 
ría desprenderse de su jurisdicción. 

Encuentro por e*to que el juez de Santiago está en su derecho 
al rehusar el encargo que el de Cutama rea le confiere, en tér- 
minos absolutos í indeterminados. 

Las consideraciones en que el señor juez de Catamarca apoya 
su resolución, no son atendibles. 

El inciso 2* del artículo 12 de la ley de Setiembre que invoca 
en su favor, fué visiblemente calculado para el caso de que no 
existiera juez de sección en el lugar del delito; el 3" para aquel 
en que el juzgado no hubiese tomado ya posesión de la causa, y 
no tuviera A su disposición al delincuente. 

La mayor 6 menor comodidad ó facilidad para el j uez y para 
los testigos, no son tampoco fundamentos detenerse en cuenta. 
El juez puede trasladarse á donde le sea más cómodo ; puede or- 
denar también la comparencia de los testigos tí su propio juz- 
gado; puede por último, encomendar á otro juez ciertas dili- 
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goncias, determinándolas con precisión de antemano. Lo que no 
puede es hacer abandono de la misiva que la ley le ha confe- 
rido. 

Ks por todo esto mi parecer que» dando ta razón al Juzgado ik 
Santiago, debe V. E. prevenir al de (alainarca rnritimie sus 
procedimieutos. 

Eduardo Cosía, 



ralla df- I» BupreniR Corte 

Duchas Aiivs, Julio 23 u".- 1887, 

I'or lo que resulta del auto del juez de sección di- Santiago, 
corriente á foja catorce, y de conformidad con lo expuesto y 
pedido por el señor Procurador General en su precedente vista» 
téngase esta p^r resolución y devuélvase. 



J. DOMINGUEZ. — ULADISLAO FRIAS,— 
FE11EIUCU iñAncCniiN. — C. S. DE la 
TOURE. 
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I). Francisco li. Madero contra D. Juan 11. Clark, 
reconocimiento 



Sumario. — No 
fe 




el reconocimiento previo de 
ir la vía ejecutiva 



Caso. — D* Francisco B. Madero pidió se citara ¡i D. Juan 
E. Clark, para practicare! reconocimiento de firma de un con- 
trato de participación en la Km presa del Ferrocarril trasandino 
con el objeto de hacer protocolizar dicho contrato. 



Bueno* Ain>. Aloyo 31 ik> 1887. 

En mérito de las diligencias precedentes, téngase poT acredi- 
tada la competencia del Juzgado, y por abanada la multa en 
que se ha incurrido por infracción a la ley de sellos, debiendo 
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la Comisión Nacional de Educa- 
ción. Y proveyendo a lo solicitado en el escrito de foja 4, cítese 
en forma á D. Juan E. Clarkvpara que comparezca á prestar el 
reconocimiento pedido, el dia 27 del corriente á las 3 de la tar- 
de, bajo apercibimiento, espidiéndose por Secretaría el testimo- 
nio que se indica en el tercer otrosí del mismo escrito. 



Clark reclamu y se dictó el siguiente 



r«Ho M Juez Federal 



Huimos Aires, Jimio 13 di¡ 1887. 

Vistos y considerando : I" Que todo aquel contra quien se 
presenta en juicio un instrumento privado iirmado por él, está 
obligado Á declarar si la liriua es suya 6 nó, conforme a lo 
dispuesto en el artículo 1031 del Código Civil, 

2" Que la palabra juicio empleada en la disposición citada, no 
significa estrictamente una demanda contenciosa sobre las obli- 
gaciones contenidas en el instrumento privado, sinú su presen- 
tación ante la justicia para cualquier objeto legal, como el de 
darle fecha cierta, ó el carácter de instrumento público por el 
reconocimiento judicial. 

3° Que al pedir este, la parte de Madero se propone protocoli- 
zarlo en el Registro de un escribano público, según expresamen- 
te lo ha manifestado en su escrito de foja 5, y esto basta para 
caracterizar el juicio de protocolización que autoriza á pedir el 
reconocimiento de la firma. 

4 o Que no afectando en lo más mínimo ese acto el fondo do los 
derechos ú obligaciones contenidas en el documento ; versando 
además la cuestión sobre un acto esencialmente personal al 
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emplazado, y sobre un documento, cuyo original nopaede salir 
de las oficinas, con arreglo al precepto expreso de la ley de en- 
juiciamiento ; claro es que este juicio no puede tener otra for- 
ma de su stanciacion que la citación, á los efectos del artículo 
1031 del Código Civil. 

5 o Que conüríendo en efecto traslado al demandado sobre el 
único punto en cuestión, que es la autenticidad de la firma, este 
solo podría contestar que es 6 no auténtica, lo que ciertamente 
no podría hacer no teniendo á la vista el documento con la firma 
original, y en el caso de pronunciarse afirmativamente siempre 
tendría que comparecer ante el juez, á lus efectos del artículo 
87 de la ley nacional de enjuiciamiento, que viene á ser en re- 
sumen lo mismo que la citación recurrida. 

Por estos fundamentos y los concordante* del precedente es- 
crito, que el Juzgado considera perfectamente aplicables, no ka 
Jugar á la reposición solicitada, y se concedo en relación la ape- 
lación subsidiar iamentü interpuesta, remitiéndose los autos á 
la Corte Suprema en la forma de estilo. 

Virgilio M. Ted'in, 

F»ll» 4* I* Suprew» C«rte 

Buenos Aires, Julia 28 ilr 1887. 

Vistos : no teniendo por objeto el reconocimiento solicitado, 
preparar la via ejecutiva, único caso en que, con arreglo á los 
artículos doscientos cincuenta y cincuenta y seis de la ley 
nacional de enjuiciamiento, puede comenzarse el juicio, pidien- 
do previamente el reconocimiento de íirma, se revoca el auto 
apelado de foja siete, y repuestos los sellos, devuélvanse. 

l'LADISLAO RUAS. - FEDERICO IDARGÚ- 
HEN,— C.S. DE LA TOHRE. 
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IK firvtfttno fhrtahtfa. contra Melara y Marti, por cobro tle 



Sumario, — El auto sobre arraigo dd juicio, es apelable. 



Cíwo. — 1). Gregorio Bartolotto, capitán de la Carmelita fi tt 
demandó álos .señores Melara y Marti por cobro de estadías, 

Los demandados contestaron la demanda, negaudo su obliga- 
ción, y oponiendo además la excepción de arraigo, fundándola 
eu ser el demandante extranjero no domiciliado. 

Kl juez de sección dictó sentencia definitiva en la causa, re- 
solviendo al mismo tiempo que Bartolotto arraigase el juicio. 

Bartolotto apeló. 



Ruónos Aires, Febrero 4 de 1887. 

■ 

Arraigue el juicio previamente, como está mandado á 
foja 131. 



Tcdin. 
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Bertolotto entendiendo el auto como una denegación de ape- 
laciou, ocurrió á la Corte Suprema. 



Buenos Aires, Julio 3U de 1887. 

Vistos en el acuerdo: No habiéndose deducido como préyia 
la excepción de arraigo, y siendo apelable en ambos efectos el 
auto recaído á su respecto, se moca el do fecha cuatro de Fe- 
brero último, y remítanse estas actuaciones al juez de sección, 

para que provea lo que corresponda, sobre la apelación do la 
sentencia. 



(¿LADISLAO FRIAS. — FEDERICO IBAR- 
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aí/a hermanos contra IK Cesar liotti, por cumplimiento de 
contrato, sobre nombramiento de juez ad hue; por recurso de 
hecho. 



Sumaria. — Cenada la ausencia dr.l juez federal especial 
que motivó ci nombramiento de otro juez especial, el conoci- 
miento de la causa debe volver al primero. 



Caso. — En la causa entre Viaña hermanos, y D. César 
Botti, por impedimento del juez, federal, fué nombrado juez 
especial el doctor D. Angel C. Padilla. 

Pendiente la reBolueíon de un incidente, este se ausentó de 
Tucumau, y á pedido de Viaña hermanos, se dictó el 



Auto 4«1 Jue* F«4«ral 

Tucuiiiaij. Mayo 31 «le 1887. 



Resultando del precedente informo del actuario, que el Juez 
ad h»c, doctor Padilla, base ausentado de esta Sección, sede- 
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signa en su reemplazo y en su tamo, al doctor Pttrício Za va- 
lía, por estar impedidos respectivamente Jos que siguen en lista 
doctorea E. Tcrán y S. Viafia, abogados patrocinantes, y el 
doctor Vera un ejercicio do una función ad hoc. Hágase saber 
al nombrado. 

ir arela . 

Kxcusádose el Dr. Zavalla, fué nombrado el Dr. D. Javier 
S. Frias. 

Botti pidiú revocatoria y apeló in mftsfdium. 



Aulo del Jurz Federal 

Tueumnn, Bayo 38 1887. 

Y vistos: considerando que la designación del Dr. Frias, co- 
me juez ad hoe, en reemplazo del Dr. Padilla, qun ejercía la 
misma función, solo tiene por objeto augurar el ónlon regular 
del proceso interrumpido en el caso ocurrente por la ausencia 
Jeljuei: primitivo ; que el auto observado, por su naturaleza y 
resultadas ulteriores no puede traerá la parte que solicita su 
reposición , perjuicios irreparables, por cuanto no se decide pur 
él ninguna cuestión que afecte el fondo de la causa principal, ó 
que por sisóla importase un daño que no pudiese enmendarse ; 
que por otra parte, loa nombramientos quede jueces especiales 
hacen los titulares por su impedimento, si derivan virtual mente 
de sus funciones permanentes, no estando por lo tanto estos 
actos, que revisten un carácter administrativo, sujetos A ser ob- 
servados mediante el empleo de recursos establecidos puramente 
para providencias interlocutor ias ó sentencias deünitivas, y no 
pudiendo comprenderse en ninguna de las de esta clase, el 
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decreto observado, no ha lugar & la reposición solicitada. 

Y considerando en cuanto i la apelación, que por loa mismos 
fundamentos que anteceden y los del escrito de focha 27 presen- 
tado por Víaña y C\ el decreto de referencia, no puedu estimár- 
sele como providencia interlocutoria que cause perjuicios irre- 
parables, ni como definitiva, únicos casos en los que es proce- 
dente la apelación, conforme al artículn 206 de la ley sobre 
procedimientos nacionales, y doctrina uniforme de la Corte : no 
ba lugar, igualmente, á la apelación, con costas. Hágase saber 
y repónganse las fojas. 

Uotti hizo presente que el Dr. Padilla había vuelto á Tucu- 
tnon, y pidió se dispusiera la remisión de autos al mismo 
para seguir conociendo en la causa. 

rail* del Juex federal 

Turmníin, Mayo 31 de 1887. 

Estando ya designado el juez qiu- ha de conocer en este asun- 
to, estése á lo resuelto. 

i ¡(ir cid. 

Interpuesto recurso de hecho, y pedido informe, se dictó el 

Falle de la Suprema Carie 

Buenos Aires, Julio :i0 de 1S87. 

Vistos en el acuerdo: resultando del precedente informe, 
haber cesado ron el regreso á la ciudad de Tueuman, del Dr. 
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D. Angel C. Padilla, el motivo que di6 lugar al nombramiento 
del Dr. D. Javier S. Frías, se revoca el auto de fecha treinta y 
uno de Mayo del corriente año, declarándose que el conocimien- 
to y decisión de esta causa, corresponde al Dr. Padilla. Remí- 
tanse en consecuencia estas actuaciones al jcez do su proceden- 
cia, previa reposición de sellos, para quo las mande agregar á 
sus antecedentes. 



I! LADISLAO FRIAS, — FEDERICO lÜARCf- 
HLN. — C S. DE LA TORRE, 



CAUSA XC'U 



El Fisco .\acionat contra tiiavi y SangmneUi y i). Gerónimo 
Sangumetti, por contrabando. 



Sumario, — Las mercaderías descargadas ó cargadas en 
puerto ó costa inhábil, y las que existan ¿i bordo del buque 
fondeado en lugar indebidu, caen en comiso. 



DE JUSTICIA IUCIOFÍAL 

Caso. — Se explica en la 



IIESOLUCIOÜ DEL ADMINISTRADOR DÉ ADUANA 

Concordia, Setiembre fi de 188<>. 

Vistos : de la sumaria instruida con motivo de la aprehen- 
do a de mercaderías desembarcadas más abajo de la líarra del 
Yuquerí Grande y demás documentos agregados, resulta : i* 
Que llegando el Gefc de la Aduana, JJ. Evaristo Moreno al punto 
indicado, en la madrugada del dia Domingo 15 de Agosto pró- 
ximo pasado, descubrió sobre la costa una cantidad de merca- 
derías, y con ayuda del guarda D. Faustino Figueredo, y de 
los marineros del iíesguardo, líanueí Solis, Damián Sánchez. 
Pablo Kios, y Gerardo Lescano, que iban á sus órdenes, apresó 
¡1 D, Juan Chiozza. capitán de la goleta paraguaya lavmjna 
Primera, y á los marineros tripulantes del buque, Angel Mor- 
fina, Gaetano Donatís, Francisco Calvo, y Pablo Certoria, que 
se ocupaban en descargar de una lancha y ocultar en los pa- 
jonales y bosquecitos de la costa, bultos de mercaderías, que el 
capitán Cbiozzo expresó haber sido conducidos pi»r el buque de 
su mando, fondeado á poca distancia de allí, y trasladados á 
tierra por intermedio de la lancha, por ser imposible atracar el 
buqne mayor á la costa. 

2° Custodiados por los a prehensores, los individuos y las mer- 
caderías desembarcadas, hasta las horas hábiles del mismo dia, 
fueron por disposición del administrador conducidos al puerto 
unos y otros, lo mismo que la goleta con el resto del cargamen- 
to que existía á bordo, cuando fué apresada su tripnlacion. 

3" Veriucado todo, se procedió á instruir la presente suma- 
ria, interrogando á la tripulación sobre las causas del fondeo de 
la goleta Lavayna Primera en puerto no habilitado al efecto, 
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y sobre todas las circunstancias del desembarco clandestino que 
estaba practicando : 

I o El expresada D. Juan Chiozza declarad foja \\ ser capitán 
de la goleta Lavagna Primera, que si» sufrir averías duraute el 
viaje, el dia «abado U do Agosto, á las cuatro y media de la tar- 
de, y navegando en perf ecto estado con viento suficiente para lle- 
gar al puerto de Concordia su destino, largó anclas ¿ dos leguas 
de distancia, porque un individuo que na oido nombrar Facundo 
le hizo señas de que parase, diciúudole que tenía orden de los se- 
ñores Sanguinetti y Giavi para decirle que dejase en ese punto 
la carga que había recibido en Montevideo de la casa de 1). Fran- 
cisco Barsi, y que venia consignada i la úrden, á pesar de lo 
cual, el declarante sabía positivamente que pertenecía i los se- 
ñores Sauguiuctti y Giavi; que se negó á efectuar tal operación, 
pero que, teniendo por otra parte órden de diciiacasa, cuyo socio 
principal í>. Gerónimo Sangimictti es el propietario del buque 
Lavagim Primera, atendió la indicación de Facundo, decidiéndo- 
se ú efectuar la dusciirga durante la noche; que al efecto bizotres 
viajes con la laucha grande, siendo eu el último sorprendido por 
el señor administrador y los que le acompañaban; que no pre- 
tendía descargar más ; que las mercaderías desembarcadas 
eran de Sanguinelti y Giavi, y bulto inús ó menos consistían en 
diez cajones tabaco negro, dos cajones naipes, un cajón cigar- 
ros, cincuenta cajones ajenjo, cincuenta cajones ginebra, y 
diez tercerolas aguardiente. Interrogado por sus cómplices, de- 
claró que los marineros fueron allí por su órden, sin que íes 
hubiera ofrecido retribución alguna, y que Facundo quedó en 
ayudarlo con sus peones, cosa que no efectuó ; 

2° El mismo capitán Humado Hueramente (f. 3 vta), ratifica 
su anterior declaración, y rcquiriéndole los papeles del buque, 
entregó el libro de sobordo, que comienza en la página 1, con 
una anotación, fecha 31 de Diciembre de 188*, y termina en 
la página 8, con la relación de un mil doscientos veinte y dos 
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bultos, sin fecha, pero firmado por Juan Chiozza, espresando 
este que esa relación es ta de la carga que recibió en Montevi- 
deo , menos la que desembarcó en la cesta, más abajo de la bar- 
ra do Yuqucrí, pues no la incluyó para efectuar t i desembarco 
clandestino ; que en dicho libro, como puede comprobarse, es- 
tán declarados unos bultos de muebles usados, con la marca 
J. O., de los cuales no trac conocimiento, porque los embarcó 
sin documento alguno ; entregó también el rol de. equipaje es- 
pedido por el cónsul paraguayo eu Montevideo, la patente de 
sanidad , tres conocimientos, un manifiesto de carga de la adua- 
na de Montevideo, y otro manifiesto excedido por el cónsul 
argentino eu ese punto; que los dos últimos documentos los trae 
bajo sobrecerrado, dirijidosá esta administración, razón por la 
cual ignora si están comprendidos un ellos los bultos de merca- 
derías que desembarcó en la costa. Y añade finalmente quo Fa- 
cundo le bullía prometido ayudarlo con sus peones, pero que 
solo les indicó el lugar más á propósito para esconder la^ mer- 
caderías, retirándose un momento antes de presentarse allí el 
^oiíor administrador. 

3" Angel Mor lino, tripulante de la Laváfpia Primera , inter- 
rogado sobre los mismos puntos que el capitán, declara ft foja 
5: que el buque no ha sufrido accidente alguno desde su sali- 
da de Montevideo , que se baila en excelentes condiciones para 
navegar, que a las cuatro y media del día 14 de Agosto, te- 
niendo viento regular para llegar al puerto, el capitán mandó 
amainar y dar fondo: que á la noche les dió órdeu de poner 
carga en la lancha grande, designando el capitán los bultos 
que habían do ser desembarcados, á lo que se rehusó el decla- 
rante, cuando se apercibió que se trataba de hacer un Contra- 
bando; pero que el capitán le ro^'ó que lo acompañara, dicien- 
do! e que tenía seguridad de que no serían sor p rendidos, que 
hicieran |res viajes con la lancha grande, siendo sorprendidos 
y presos en el último ; que al efectuarse la descarga, estaba un 



32 VAHOS DE LA SUPREMA CORTE 

individuo grueso, de estatura regular, barba liona, quien les in- 
dico los parajes más á propósito paru la descarga. 

4 B Gaetano Lonatis (a Cajarat)otro de los tripulantes indica- 
dos, declara á foja 7 : que entre 4 y 5 de la tarde del día 14 de 
Agosto fondeó la Lavagna Primera por orden del capitán, te- 
niendo rieiito favorable para continuar navegando, y sin haber 
sufrido inconveniente alguno : que á las nueve de la noche el 
capitán les dió órden de abrir las escotillas, é indicaba u los 
marineros los bultos de mercaderías que habían de ser puestos 
en la lancha, donde se encontraba el declarante, recibiéndolos» 
después de haber él con la tripulación hecho presente al capi- 
tán que iban á cometer un delito, contestándoles este que no 
tuvieran cuidado de nada, pues en todo caso ¿l asumía la res- 
ponsabilidad. Que efectuaron tres viajes del buque mayor á 
tierra, con la lancha grande, hasta las tres de la mañana, pró- 
ximamente, hora en que fueron sorprendidos y presos por el 
señor Administrador y cuatro marineros armados, cuando solu 
faltaba subir dos cajones á la barranca ; que de la tripulación, 
solo el contramaestre ni se ocupó de la descarga, y que en la 
costa encontraron un hombre que les ayudú á descargar y les 
indicó el paraje por donde debían ocultar las mercaderías. 

5 o Francisco Calvi declara ser también marinero de la goleta 
Lavagna Primera, que sin haber sufrido más accidente en el 
viaje que una varadura en la a .na cerca de Fray Ututos, de la 
cual salieron inmediatamente con el botador, y continuaron 
navegando basta el dia sábado 14 de Agosto, como á las cuatro 
y media de la tarde, en que habían llegado á la ultura del Yu- 
nucrí grande, cuando el capitán dió órden de amainar las velas 
y dar fondo, teniendo viento en popa suficiente para continuar 
navegando; que después de dar fondo, el capitán fué á tierra 
regresando con un individuo, con quien comió á bordo, y que 
volvió á tierra en el primer viaje que hicieron de mercaderías 
con la lancha grande, indicándoos el paraje donde debían ocul- 
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tartos, y ayudándoles a efectuarlo j que en la persona que lo 
interroga (el Administrador de aduana), reconoce al mismo que 
con cuatro marineros armados los redujo á prisión en momen- 
tos cu que á las tres de la mañana del dia 15 de Agosto, se ocu- 
paban con tres marineros más de la tripulado» del 'iuquc alas 
órdenes del capitán Chiozza, en descagar las mercaderías que 
J levaban en la lancha por tercera vez, del buque mayor á 
tierra. 

& Pablo Certería, marinero también de la goleta Lavagna 
Primera, declarad foja 11 que este buque, bailándose en ex- 
celentes condiciones para navegar, y con viento en popa para 
continuar, el capitán mandó amainar las velas y dar fondo como 
á las cuatro y media de la tarde del sábado U de Agosto, un 
poco antes de llegar á la barra del Yuquerí Grande ; que des- 
pués el capitán mando amar el bote chico, y el declarante y 
el marinero llamado por apodo Cojarat (Tí aciano Uonatis, se- 
gún lo expuesto en el resultando 4 ü j t lo condujeron á tierra, 
donde conversó con un individuo que fué con el capitán il 
bordo, y después de comer regresó en la primer Jane b a do mer- 
caderías que descargaron ; que les ayudó a acomodarlas y á 
ocultarlas ; no sabe el nombru del tal individuo, pero da su 
filiación conforme la dió Calvi y Cajarat ; que ocupados á las 
tres de la mañana del dia Domingo 15 de Agosto, el declárame 
cou tres marineros más, y con el capitán CMozza en la des- 
carga de la ¡ancha, después de su tercer viaje del buque ma- 
yor a tu rra, fueron sorprendidos y presos por el que lo interro- 
ga. Presente también á este acto el capitán, confirmó en todas 
sus partos las declaraciones de Certoria, espresando que él, 
por olvido, no había consignado en sus declaraciones la cir- 
cunstancia recien mencionada por este. 

T En careo el capitán Chiozza con I). Nicolás Giavi y D. 
Gerónimo Sanguiuetti, socios ambos de la razón Saiiguiuctti 
y Giavi, expone el primero foja 2i)y siguieiiu.'s : que recibió 
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órdenes verbales en la casa cuyos dos socios están presentes, y 
por conducto de D. Francisco líarsi y Miller, de fondear el 
buque antes de llegar á la barra del Yuquerí Grande, y desem- 
barcar todas las mercaderías que en uno de los tre* conoci- 
mientos están consignadas á la orden, en el punto indicado don- 
de encontraría un individuo encargado de recibir la carga y 
ayudaría Ü practicar el desembarco: que el individuo que ha 
oidu nombrar Facundo fué quien se presentó Invocando la dr- 
dendeSanguinetti yGiavi y con quien arreglaron las condicio- 
nes y manera de efectuar el desembarco, que practicaban como 
qneda dícbo, cuando fueron sorprendidos. 

D. Nicolás Giavi declara que es verdad que compró á Barsi 
una cantidad de mercaderías que fueron embarcadas en la La- 
\>Qfjna Primera, pero que es falso, falsísimo, haber dado ellos 
(Sanguinetti y Giavi), orden á líarsi para que embarcaran pur su 
cuenta, con el lin de ser contrabandeadas, esas mercaderías, 
como tampoco le han dado orden alguna al tal Facundo. Kl Sr. 
Üanguinetti declarando ser el propietario do la Lavayna Prime- 
ra, se expresa conforme en todo con lo expuesto por &u socio el 
Sr. Gtavi en este acto. 

8 U D. Juan B. Tenido, que es llamado también á declarar en 
este sumario por aparecer como consignatario de parte de las 
mercaderías halladas á bordo de la goleta Lava tj na, dice que 
efectivamente lo es de mercaderías cuyo embarque dtjó orde- 
nado á su comitente en Montevideo, D. Francisco Barsi, pero 
sin designarle buque ; que tuvo conocimiento del contrabando 
efectuado por el buque conductor de sus mercaderías, cuando 
era ya de pública notoriedad en la ciudad, 

9° Juan PeTaz, contramaestre de la Laiagna Primera, depo- 
ne á foja 32 sobre los mismos puntos objeto del sumario ; que 
entre cuatro y cinco de la tarde del día i í de Agosto, el capi- 
tán mandó arrear velas y dar fondo á una distancia que cavi- 
laba en más de dos leguas de este puerto, sin que para esta 
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operación hubiese otro motivo sinó que el capitán no caería lle- 
gar al puerto, pues tenía viento en popa, y el buque no había 
sufrido accidente alguno que le impidiera continuar navegando : 
que una hora después el capitán fué conducido á tierra por Ca- 
jarat y otro marinero, y regrosó con una persona quien ] m 
oido llamar Facundo, que esto volvió con la tripulación á tier- 
ra orno á las nueve y media de la nuche, cuando aquella efec- 
tuó la primeta descarga de mercaderías ; que ó] declarante no 
tomó parteen esa operación porque se hallaba enfermo, y el 
capitán lo mandó recojerse ásu camarín, á consecuencia del he- 
cho que relaciona a foja 33 vuelta. 

ÍÜ*> Llamado finalmente el capitán, para que ;:;iipliara sus 
declaraciones, expuso al tenor del interrogatorio de foja U vuel- 
ta ; que las mercaderías por las que Jirmó un conocimiento á la 
orden en Montevideo las recibió de l>, Francisco Barsí j Mil- 
ler, quien debía pagarle el fíete á su regreso ; que el líete de 
Jas mercaderías que se comprenden en los otros dos conocimien- 
tos debía serle abonado por sus respectivos consignatarios, los 
señores Sanguinetti y üiavíyD, Juan 11. Tenido ; que como 
remuneración de sus servicios decapitan, el propietario del bu- 
que le tiene asignada la cuirta paite de las utilidades; que á 
dicho propietario, D. Gerónimo Sanguinutti rinde cuentas en 
esta ciudad de lo que percibe por Üetes después de cada viaje 
concluido ; que jamás lia conducido por su propia cuenta nin- 
gún bulto, que así no le pertenece absolutamente nada do los 
recibió para contrabandear, ni tampoco se le na ofrecido 
retribución por este acto, limitándose a cobrar el Hete romo te- 
nía dicho ; que no lleva libro diario de navegación, ni el de 
cuentay razón, sinó únicamente el de sobordo que ha presen- 
tado, en el cual las anotaciones están hechas por él, y alguna 
vez por el despachante del buque ; que por lo que respecta á 
las mercaderías desembarcadas, él daría cuenta al propietario 
<lel buque para que cargara, el importe del Üete á iiarsi y 
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Millor, y si esto no se aceptaba, lo cobraría el declarante al 
mismo cargador en Montevideo. En todo lo demás confirma sus 
anteriores declaraciones. 

11° Además de los testimonios que quedan relacionados, y 
con los mismos objetos de este sumario, se mandó que el capi- 
tán de la goleta Itosttade la Concordia, D. Constantino Costa, 
y el gefe del Resguardo, D. Martin Almada practicasen un exa- 
men pericial; y de su informe corriente Á foja 9, jesuíta : que 
la Lavagna Primera se encuentra en excelentes condiciones 
para navegar ¡ que el din 14 de Agosto liabú fondeado en un 
Jugar donde hay ¿gua para un buque de doble calado, y que 
desde ese mismo lugar al puerto batí podido pasar desde el 14 
al 10, no solo la lavagna l'rtmera que fué conducida el 15 por 
el mismo capitán Costa, sinó también los vapores Olimpo y 
Júpiter, de mayor calado, que han subido sin accidente al- 
guno. 

12" A fojas 23 ; 39 y 40, constan 1.. diligencias practicadas 
para el comparendo de Facundo Echevarría, á objeto de recibir 
su declaración, sin que esto se baya podido obtener basta hoy. 

13" Por resolución de foja 14, se mandaron ¡igregar los docu- 
mentos á que se ha hecbo mención en el número 2*, y corre de 
fojas 12 a 19. Y asi también á fojas 34, 40, 37 . 38, 40 y 5(1, 
se hallan los inventarios clasificación y aforo de los trasportes 
y mercaderías practicados en forma dispuesta oportunamente; 
de cuyas operaciones resulla que el importe de las mercaderías 
del conocimiento ¡i la órden ;f. 10), que son las descargadas en 
la costa es de 1317 pesos 51 centavos, gravadas con derechos 
por valor de 1285 pesos 93 centavos. Las que be encontraron 
á bordo á la consignación de D. Juan B. Tenido, valen según 
tarifa 1427 pesos 05 centavos; sus derechos la suma de Gil 
pesos 81 centavos. Y las quo vieuen á la orden de los señores 
Sauguinetti y Oiavi tienen un valor de 3902 pesos 30 centa- 
vos, á que corresponden 881 pesos 44 centavos de derechos. 
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14 fl PoT ultimo obran en este espediente : I o Un escrito tic 
los señores Sanguinetti y Giavi (f. 25), solicitando que la admi- 
nistración les informara sobre diversos puntos relativos á las 
operaciones de la Lavagna Primera, solicitud á que no se hizo 
lugar por las razones que fundan el decreto recaído en su con- 
secuencia ; 2? Otro escrito del sc r 'or D. Juan B. Tealdo, solici- 
tendo también que esta administración le informara por que* la 
Lavatjna Primera no había cumplido con las disposiciones de 
las ordenanzas. Tampoco so hizo lugar, como, consta á foja 28 
y vuelta \ 3" De fojas 41 á 44, una exposición de los señores 
Sanguinetti y Giavi, que se mandó agregar para tomarla en 
consideración al resolver, Solicitan en ella que se les entregue 
las mercaderías de su consignación conducidas por la Lavagnn 
Primera, fundados, dicen, enet principio de derecho penal co- 
mún, de no aplicar pena donde hay inocencia, principio que, 
agregan, siendo aplicable á las personas es aplicable á las cosas, 
y que así es cómo el artículo 1045 de las ordenanzas eximo de 
pena a las mercaderías mácenles, y que ese artículo es unu ra- 
zonable explicación, un corolario del 1023, que sanciona el co- 
miso de las mercaderías descargadas y de las que se hallen á 
bordo del buque, que fondeó en puerto no habilitado. 

Llamado el gofo de la aduana á pronunciarse administrativa- 
mente en este sumario, de acuerdo con lo prescripto en los ar- 
tículos 1054 y 1055 de las ordenanzas de aduana, su resolu- 
ción debe determinar ; I a Cuáles son los hechos que resultan 
probados, y que importan una infracción á las leyes cuya apli- 
cación le corresponde ; 2 a Quienes son los contraventores : 3 
Qué pena es la que so impone en caso de delito comprobado. 

Y considerando : I o que sobre el primer punto los cuatro mari- 
neros, Angel Merlino, üaetano Donatis, Francisco Calvi y Pa- 
blo Certería, y el contramaestre Juan Perast, todos tripulantes 
de la goleta Lavagna Primera, en viaje de Montevideo á este 
puerto, están contestes cu declarar que cuino á las cuatro y 
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media de la tarde del día Ude Agosto, su capitán mandó Amai- 
nar velas y dio fondo más abajo de la barra del Yuquerí Gran- 
de, & dos leguas de distancia próximamente del puerto de su 



2 fl Que esas declaraciones están además corroboradas por el 
informe del capitán D. Costaotíno Costa que el día 15 halló fon- 
deado dicto buque en el punto indicado, cuando filé á remolcar- 
lo hasta el puerto por comisión que le dió el administrador de 



3" Que Ü.Juan Chiozza, capitán de la Lavagna Primera, pre- 
so también en tierra con sus marineros, confiesa que en efecto 
ordenó el fondeo, y lejos de daT razón que lo justifique, con los 
demás individuos de su tripulación, declaran quo el buque se 
hallaba en perfecto estado; que tenían viento favorable sufi- 
ciente para continuar navegando, sin que ningún inconveniente 
obstara para llegar hasta este puerto, y que el fondeo fui un 
acto deliberado de antemano para practicar el delito de con- 
trabando en que fueron sorprendidos. 

Así también aparece del dictamen del capitán Costa, y del 
gofo del Resguardo (Res., N fl U). 

4 o Que el lugar de tal fondeo no es puerto habilitado al efecto 
ni mucho menos para que los buques practiquen la descarga 
de mercaderías sujetas á derechos de importación j 

5" Que si con arreglo á la doctrina umversalmente admitida, 
.solo dos testigos libres de toda excepción bastan para establecer 
la verdad legal sdbre un hecho, en este caso debe reputarse su- 
perabundante la prueba do que la goleta lavagna Primera ha 
infriojido el artículo 890 de las ordenanzas de Aduana que 
prescriben terminantemente que ningún buque puede fondear 
en lugar no habilitado- 

6" Que conforme á lo establecido en el considerando anterior, 
está también probado no solo el hecho del fondeo, sinú que el 




tierra. 
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capitán de ta Lavagna Primera, con cuatro marineros do su 
tripulación, se ocupaban en descargar ciando ti ñámente el bu- 
que, sirviéndose de su lancha grande, habiendo echado á tierra 
ya todas las mercaderías expresadas en el conocimiento de foja 
16, cuando fueron presos en la madrugada del dia i 5 de 
Agosto. 

7 o Que además, para que toda operación de importación sea 
considerada contrabando, basta que la aprehensión se verifique 
como cu este casj ba sucedido, en lugar y horas no habilita- 
das. 

8 o Considerando sobre el segundo punto, ú sea á quienes es im- 
putable la responsabilidad per el fondeo y descarga del buque, 
fuera de tiempo y lugar : que por todas las leyes de la navega- 
ción al capitán le está dado el gobierno absoluto del buque, y 
su voluntad y disposiciones, puede consiguientemente hacerlas 
valer, aún contra el dictamen de la mayoría, cuando para tomar 
deliberaciones extraordinarias se ha formado junta délos elí- 
dales de á bordo. 

9" Que prescindiendo déla anterior consideración, que por 
sí sola es decisiva para establecer la responsabilidad del capitán 
Chiozaa, por lo que respecta al fondeo, están también contestes 
sobre este particular todas las declaraciones de los marineros, 
del contramaestre, y la suya propia, que excluye su inocencia,' 
al confesar que en Montevideo recibió instrucciones por inter- 
medio de D. Francisco Barsi y Jlíller, para fondear más aba- 
jo de la barra del Yuqueri Grande y descargar las mercaderías 
que traía bajo conocimiento á la orden, come lo verificó. 

10" Que por la misma razón, le incumbe la mayor responsabi- 
lidad por la descarga, puesto que si es verdad que los que en 
esta operación le ayudaron lo son también, los marineros tie- 
nen en su favor la circunstancia atenuante de haber obrado 
para servir á su capitán, ó bajo Inseguridad que él les ofrecía 
de impunidad, aún en el caso de ser descubiertos, y en cuanto 
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al individuo Facundo, cuya complicidad también resulta pro- 
bada, no se lo puede conceptuar tampoco culpable en el mismo 
grado que el capitán, porque este, en raion de su cargo, tenía 
mayores y más imperiosos deberes que cumplir al respecto. 

H Qnecomo prueba do la órden que el capitán dice emanada 
de la casa délos señores Sanguinettí y Giavi, en virtud de la 
cual ¿1 ha procedido, infrinjiendo las leyes de Aduana, no existe 
más que lasóla declaración del capitán, insuficiente por lo tan- 
to para comprobarla. 

i 2" Considerando por último, en cuanto á la pena que la 
Aduana debe aplicar a estos delitos : que si bien resulta indu- 
dablemente justificado que el capitán no trataba de descargar 
todos los efectos que traía ú bordo del buque en el lugar donde 
fueron aprehendidos, si» ó arribar al puerto de su destino con 
los demás que venían incluidos en los manifiestos, el artículo 
800 de las ordenanzas no reputa la presunción de inocencia 
cuando se trata do un liecbo posible, y así ha establecido in- 
contestablemente para su infracción la pena señalada en los 
artículos 1023 y 1024: estoes, el comiso do las mercaderías 
descargadas y de las que existan á bordo del buque, con una 
multa igual al capitán y ¡i cada tina de las personas que hubie- 
ren intervenida en la carga 6 descarga. 

13" Que lo argüido contra esa sanción por los señores San- 
guinetti y Giavi, no tiene fundamento alguno legal, por las 
razones siguientes : 

i" Porque las leyes que penan las defraudaciones de la renta 
de Aduana son sustancial mente excepcionales y diferentes de la 
legislación común, como que son diferentes los fines de cada 
una. Aquellas se encaminan á obtener principalmente una repa- 
ración civil del perjuicio a* la hacienda pública, mientras que las 
leyes sobre delitos comunes buscan una reparación moral, que 
no pasa enninguncaso de la persona del delincuente. La pri- 
mera se hace efectiva siempre que se descubre una contraven- 
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cion, sin tener en cuenta cuál fué la intención del que contra- 
vino, y la segunda no tiene lagar, aunque esté conocido el de- 
lito y aii autor, si también no está probada su voluntad crimi- 
nosa. En los casos, por ejemplo, de trasbordo simulado, de falsa 
manifestación de mercaderías, por menor cantidad, calidad ó 
valor en fin, diferentes de los verdaderos, las Aduanas (salvo 
cuando se conceptúa error evidente é imposible de pasar desa- 
percibido), responsabilizan la mercadería objeto de la operación 
sin atender á la inocencia que pueda existir del comerciante, 
capitán, lanchero 6 dependiente ; y esto es porque no pena la 
falsedad de la manifestación, sinó la defraudación de la renta. 

2* A rstos principios es que obedece también el artículo 104a 
citado en la exposición dt* los señores Sauguinotti y líiavi, que 
se toma aquí en consideración. Por eso es que cuando prescribe 
que las aduanas retengan los buque*, lanchas, carros, merca- 
derías ú cualquier otro objeto sin consideración al dueño, 6 á 
que dichus instrumentos hayan sido alquilados, el alcance y 
único objeto deesa prescripción, es para garantir la percep- 
ción de la renta defraudada con los objetos que declara más 
directamente obligados al pago, dejando perfectamente á salvo 
los derechos del cargador, dueño ó consignatario inocente para 
que pueda repetir su acción c ontra el capitán del buque ó cual- 
quier persona en cuya buena fé se lió. Que no hay ta! i mer- 
caderías culpables ni personas inocentes * ante la Aduana que 
trata de garantir la renta, es una prueba también la circuns- 
tancia de que en todos los casos de infracción se permite como se 
habría permitido en este, á haberlo solicitado los señores San- 
guinettí y Giavi, y D. Juan B. Tealdo, que sustituyeron la 
responsabilidad de las mercaderías embargadas por una lianza ¡» 
satisfacción del administrador. 

3 a Además el caso presente n ■ es el del artículo 1045, que in- 
vocan los señores Sanguinetti y Oiavi, para pedir e] despacho de 
las mercaderías que no se habían descargado cuando \&LáiHHfna 



FALLOS DE LA SUPREMA CORTE 



fué sorprendida en su operación de contrabando. Ellos mismos 
lo esponen copiando la ordenanza, que se despachen « todas las 
demás que no estén en infracción á las leyes ». Del t Uo lite- 
ral de esta misma disposición, entóneos resulta que la Aduana 
no puede ni debe desp ichar porque está obligada á retener las 
mercaderías que se hallaron a bordo de la Lavagw* porque él 
buque y carga estaban en infracción á las leyes desde que fon- 
deó aquel y se ocupaba la tripulación en su descarga en horas y 
lugar no habilitados de la costa. 

4 o El caso Icjislado por el artículo 1045, habría tenidolugar 
si el buque hubiese llegado á puerto y cumplido todos los requi- 
sitos para el despacho de las mercaderías de los señores San- 
guinetti y Uiavi, que vienen consignadas en el maniücstode la 
aduanado procedencia, en el del consulado argentino y en el 
libro do sobordo, sin hacerlo repecto de las otras qm? no figu- 
ran en ninguno de estos documentos, entúnecs sí que cumplía a 
la administración retenor estas y despachar aquellas Pero es 
que no se ha podido veriiiear así, porque en virtud de la in- 
fracción al artículo 890.de las ordenanzas de Aduana, el buque, 
como lo dicen los solicitantes, fué apresado antes de su arribo, 
luego entúnecs es de rigurosa aplieacion Ja sanción del artículo 
890, á cuyo precepto se fultó. 

14' Finalmente considerando que sí bien el artículo 1024 se- 
ñala igual multa al capitán que á cada una de las personas que 
hayan contribuido á la carga ó descarga, está por el artículo 
1056, dada al administrador la facultad de disminuirla, siempre 
que en la sumaria encontrase motivos sulieientes de atenuación. 

15° ^ue en esta categoría se conceptúan las circunstancias 
apreciadas en el considerando 10, respecto de los marineros, y 
en cuanto á Facundo Kchovarría, no ha sido posible hasta hoy 
la determinación precisa ó identidad de su persona, lo que si no 
exime de responsabilidad, hacía ilusoria por el momento la que 
el presente sumario arroja sobre tat individuo. 
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16" Quo no satisfaciendo á la justicia el que por la causa di- 
cha m por ninguna otra queden burladas las disposiciones de 
la ley, no puede entenderse que se extingue toda acción para 
perseguirse el delito de contrabando, porque con esta resolución 
termina la jurisdicción de la Aduana para aplicar la pena ad- 
ministrativa á uno de los contraventores. 

Por tales cuestiones administrativamente resuelvo : 

^Declarando cuidas en comiso las mercaderías descargadas de 
la goleta Ijivafjna Primera en la costa del rio, en la madrugada 
del 15 de Agosto próximo pasado, importantes la suma de un 
mil trescientos diecisiete pesos cincuenta y un centavo nacio- 
nales (1317 $ 51 c). 

Asimismo declaro caídas en comiso las mercaderías que so 
encontraron á bordo del mencionado buque, cuyo valor en de- 
pósito, según tarifa, asciende á ta suma de cinco mil trescien- 
tos veintinueve pesos, noventa y cinco centavos (1320 $ 95 c. , 
y la lancha grande que se tomó trasportando las mercaderías, 
cuyo valor aproxima! ivo es de ciento cincuenta pesos naciona- 
les (150$). 

2" Que el capitán del expresado buque D. Juan Cbiozza 
abone una multa igual al monto total del comiso, ó sea de seis 
mil setecientos noventa y siete pesos, cuarenta y seis centavos 
nacionales (6707 S *f> c). 

3" Que los marineros Angel Mor fino, Gaetano Donatis, Fran- 
cisco Calvi y Pablo Certoria están de mancomún y solidaria- 
mente obligados á abonar una multa por la suma de seis mil 
setecientos noventa y siete pesos, cuarenta y seis centesimos 
nacionales. 

4" Que se dé cuenta al señor Juez Federal de esta resolución, 
á efecto de lo establecido en el último considerando, respecto 
al individuo Facundo Echevarría, y para que se baga efectiva 
la multa ó prisión de los marineros anteriormente nombrados. 

5" Que no presentándose el recurso de apelación en tiempo, 
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notificada que sea esta resolución* los interesados, se pase este 
espediente al señor Contador interventor, para que practique la 
liquidación y haga h adjudicación de los valores declarados en 
comiso, de conformidad á lo dispuesto por el artículo 1030 do 
las ordenanzas de Aduana. Repónganse los sellos. 

Evaristo Moreno 



liwllo del 



Paraná, Octubro 19 de 1886. 

Í vistos : estos autos traídos cu apelación, de la resolución 
deUdrnmistradorderenUsde Concordia por los señare. Geró- 
«imo Sanguinetli, y la razón social S ingninetti y Giavi repre- 
sentida por el procuradorD. Agustín Antéate? y de los que re- 
sulta: t-Q B e e n la tarde de! U de Agosto ultimo, el buque 
paraguayo lavagm l'rimera que navegaba de Montevideo á 
Concordia, por órdeu de su capitán, amainó velas y dio fondea 
dos leguas antes de llegar al puerto de su destino, poco más 
abajo del logar denominado Barra del Yuqueri Grande á horas 
cuatro y inedia de la tarde. (Declaraciones del capitán v marine- 
ros del buque, corriente ¡i f...) 

2" Que el buque, lejos de sufrir averías durante el viaje se 
encontraba en perfecto estado de uavegabílidad, y tenia vi,'nto 
favorable para poder llegar al puerto de su destino, siendo por 
lo tanto un actovoluutario del capitán su fondeo, (Declaraciones 
c.tadas é informes del capitán du la goleta Umita de ta Con- 
cordia, D. Constantino Costa, y del Gefe del Reaguardo 1). 
Martin Alma, f. 9). 

3" Que al anochecer de esc d% el capitán del buque bajó 
a tierra, regresando poco después á I»ordo a^-impaiiado de otra 
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persona, que se designa solo con el nombre de Facundo, por no 
ser conocido del capitán y tripulantes, y por órden del capitán, 
cuatro do los marineros empezaron á desembarcar parte de Ja 
carga del buque, y después de hacer tres viajes en la lancha 
grande del buque, fueron sorprendidos en el actu de catar ocul- 
tando los cajones en la costa por el administrador de rentas, el 
guarda Faustino l jguerero, y por cuatro marineros más que 
acompañaban, el capitán del buque Lavagna Primera, y los 
marineros del mismo, Angel Mor tino, tiaetano Donatis, Fran- 
cisco rntvi y Pablo Certoria, siendo todos estos conducidos pre- 
sos, y considerando que es absolu I amonte prohibido á los buques 
fondear en los puertos no habilitados, ó atracar á otro* lugares 
de la costa déla Nación, que los oclusivamente permitidos para 
cargar y descargar, bajo las penas establecidas en los artícu- 
los y 102i de las ordenanzas de aduana, y en el ca-o 
suít judice está evidentemente comprobado el hecho del fondeo 
sin necesidad, en lugar no habilitado, y con el deliberado pro- 
pósito de bacei contrabando, habiéndose por lo tanto incurrido 
en las penas ante dichas, art. 890 de las mismas). 

Considerando : Que los recurrentes para pedir revocatoria de 
la resolución del Administrador de Rentas, se fundan en que 
dicha resolución declara caidas en comiso, no solo las mercade- 
rías desembarcadas, siuó también las que existían á bordo del 
buque lavagna Primera, cuando por declaración del capitán y 
marineros, estas no han pensado contrabandearse, como lo cor- 
robora el hecho de que las mercaderías desembarcadas no Jigura- 
ban en el maniliestode carga, ni en el libro de sobordo* viniendo 
en el conocimiento á Ja órden t mientras que las existentes «í 
Imrdo estaban despachadas en toda regla y figuraban en el li- 
bro de sobordo, por cuya razón piden se dejen libres estas mer- 
caderías, así como el buque, porque su dueño no autorizó el 
contrabando, creyendo le son aplicables las disposiciones del 
artículo IO-i5dc las ordenanzas de Aduana. 
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Considerando : que la pena de comiso, establecida para los 
buques que fondean en puerto ó costa inhábil, comprende no 
solo las mercaderías desembarcadas ó descargadas, sin/» tam- 
bién las que existan á bordo det biu t ue fondeado mingar inde- 
bido, sin justificar la necesidad de tai fondeo, excepción que, 
lejos de haberse siquiera invocado, consta por el contrario que 
el fondeo ha sidu para verificar contrabando, y por lo tanto no 
les es aplicable á los recurrentes Jas disposiciones del artículo 
1045 de las ordenanzas de Aduana (arts, 1023 y JOlíG délas 
mismas). 

Considerando ; que las ordenanzas de aduana no toman en 
consideración la inocencia del dueño de las mercaderías, del 
buque, lancha ó carro de transporte, para aplicar las penas ó 
lijar la responsabilidad de las cosas sin consideración al dueño 
de estas, porque de otra suerte quedaría ilusoria en muchos ca- 
sos la penalidad que las mismas establecen, y por lo tanto no 
es admisible la incepción que invocan los señores D. Gerónimo 
Sanguinetti y (¡iavi, mucho mas si se tiene presente, que la de- 
claración del capitán del buque havagna Primera lo* compro- 
mete eonio autores del contrabando verilicado, declaración que 
si bien es singular y no basta para probar, ella establece cierta 
presunción de culpabilidad, por c minio no se comprende que el 
eapitan quiera hacer pesar la responsabilidad del contrabando 
verilicado en el dueño del buque, su co-partícipe en las utilida- 
des, cuando por este hecho, no diminuiría un ápice su propia 
responsabilidad, y botaría por lo menos para no hacer con tilos 
excepciones que ta ley no establece SO pretexto ó tolo* de 
inocencia del dueño del buque y mercaderías. Arts, ÍHíl, 1U27, 
1028 y 1031, Ord. de Aduana, y L i% causa !H, 2* serie de los 
Fallos) . 

Considerando por utra parte : que la excepción de nulidad 
alegada por los representantes de los querellantes por el hecho 
de haber resuelto en esta causa el Administrador de rentas, 
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sicndo partícipe del comiso, como descubridor, no es fundada en 
ley, porque por las mismas ordenanzas es ú quien toca conocer 
en los delitos de contrabando, siempre que las mercaderías no 
harán salido de la jurisdieccíou de las aduanas, ni habido delito 
coneio, como sucede en el presente caso. (Arts. 1034, 1035, 
1054, 1055, KítíO, 1002 al 72, y Fallos de la Suprema forte, 
serie I a , t. 8', piig. 303, y t. G", pag. 58, t. i% pág.273, y 
I3,pág. 335 de la 2 1 sene). 

Considerando por último : tjue la pena impuesta al capitán 
1). Juan t'hiozza y á ios marineros Angel Mor fino, Gaetano Do- 
natis, Francisco Calvi y Pablo t ertoria, del buque Lavaijna 
Primera, sorprendidos en el delito de i entrabando, ha sido con 
arreglo á los artículos 1024 y 1050 do las ordenan zas de Aduana, 
y que el individuo Facundo no ha sido habido ni ha podidoeom- 



Por estas consideraciones, y de acuerdo con lo dictaminado 
por el Procurador Fiscal, se confirma en todas sus partes la 
resolución del Administrador du rentas de Concordia, corriente 
si fojas 64 y 05 de estos autos, debiendo tu caso de no oblarse 
la pena pecuniaria en que han sido cendeitados los marineros 
nombrados en el último considerando, s r reducidos á prisión, 
de conformidad lo dispuesto por el artículo 1032 de las orde- 
nanzas, á cuyo fin se librarán las órdenes del caso, y liquidán- 
dose los derechos debidus al Tesoro, en !a forma prescrita por 
el artículo 1020 de las ordenanzas. Hágase saber con el origi- 
nal, y n 'pónganse los srllos. 





Francisco f . Fiyueroa. 



Los señores (¡iav i y Bangui in lti, y I). (¡orúnimo Kangui- 
iH tti, apelaron. 
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VISTA DEL SEÜOR PROCURADOR GENE» AL 



Uñónos Aires, Noviembre 21 do 188ü. 

Suprema Corte; 

La goleta paraguaya iavagna Primera fué sorprendida üt- 
frayanii, fondeada en costa no habilitada, desembarcando mer- 
caderías de contrabando. 1 hecho está comprobado y confesado. 

Los artículos de las ordenanza* aplicables al caso son termi- 
nantes. « Ningún bu ti ue, dice el 890, podrá fondear en puerto 
no habilitado, ni atracar á otros lugares de la costa de la nación 
que los exclusivamente permitidos para las operaciones d^ 
carga y descarga, bajo la pena señalada en los artículos 10±í 
y 1024. 

La infracción al arti.-uloSOO, dice el 1023, será penada con 
el comiso de tas mercaderías descarga da* ó cargadas cu puerto 
ó costa inhábil, y de ¡ai que existan ¡i b->rdo del buque fondea- 
do cu lugar indebido. 

Kl artículo 1024 hace extensiva la pena al capitán y á las per- 
sonas que hayan contribuido ú la carga ó descarga. Como se vé, 
el hecho y el derecho no ofroc^n dilieultad de ningún género. 

Los dueños de las mercaderías quu existían ¿ borde, preten- 
den encontrar en las disposiciones transcritas una distinción 
verdaderamente arbitraria é" insostenible. 

« Kl artículo 890 se reüere, dicen, á las mercadelas proceden- 
tes de puerto inhábil, 6 que se descarguen en puerto ó costa 
no habilitada ; y es refiriéndose á esas mercaderías de proce- 
dencia inhábil, que dice el último período que caerán en comiso 
las que existan á bordo ». 



DE JUSTICIA NACIONAL 40 

Toda esta argumentación reposa en la adulteración del texto 
do la ley, recurso ú que es deplorable se recurra. 

El articulo dice literalmente así en la ediciou oficial de 1877 
como en la última de Lajouane : < las mercaderías que se baya 
descargado ó cargado en puerto o costa inhábil». 

Con la interposición inocente de una coma, de la disposición 
que comprende la carga y descarga en puerto inhábil, se pre- 
tende hacer dos : una para las mercaderías que procedan de 
puerto inhábil, y otra para la que se descargue en puerto in- 
hábil, 

i:i artículo en cuestión, para nada ha tenido en vista la pro- 
cedencia de las mercaderías, y solo se refiere á los buques que 
carguen 6 descarguen en puerto inhábil, condenando en uno y 
otTo cuso, tanto las mercaderías desembarcadas cómelas que 
oxisteu á bordo. 

Pero todo esto es tan óbvio, que no puede discutirse seria- 
mente. 

Lo mismo digo délas demás observaciones; con respecto a" 
la buena f¿ con que han procedido los dueños do las mercade- 
rías existentes á bordo, de los peligros que correría el comercio 
por e 1 hecho de hacer responsables á cargadores inocentes de las 
falta de los capitanes, etc., etc. 

Son estas consideraciones, cien veres aducidas, y cien veces 
rechazadas con el texto expreso de Ja ley. Siendo este tan cla- 
ro como esplícito, los interesados debieron poner el más graudo 
esmero en no cometer errores, y en no confiar sus intereses sino 
á personas do toda honradez y responsabilidad. 

Sírvase V. fe confirmar la sentencia recurrida. 



Eduardo Cosía 
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Buenos Aires, Agosto 3 de 1887 

Vistos: por sus fundamentos, y atento lo dispuesta y pedido 
por el señor Procurador General, en su vista de foja ciento siete, 
se confirma con costas el auto apelado de foja ochenta y cuatro 
vuelta, y devuélvanse previa reposición de sellos. 

L' LADISLAO FRIAS. — FEDERICO IBARGÚ- 
REN- — C. S. DELA TORRE. 
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D° Cenobio, Saldias de Kern, contra D. ¡Azaro Stagnaro, sobre 
rescisión de vontraio é indemnización de perjuicios 

Sumario. — El que no ejecuta la obra encargada en tiempo 
propio y del modo que fué intención de las partes quo se ejecuta- 
ra, á mas de la rescisión del contrato, debe indemnizar los per- 
juicios causados por la mala ejecución. 
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¡ca en el 



El 



Hilónos Aires. Julio 7 

Vistos estos autos iniciados por demanda de D. JorjoA. Kcrn 
en representación de D" Cenobia Baldías de Kern contra a Lá- 
zaro -Stagnaro, para que se declare que el demandado no ha cum- 
plido Las obligaciones contraídas por él para hacer en una casa 
de propiedad do la demandante las obras convenidas y se le con- 
dene al pago de los perjuicios originados por lainejecut ion, esti- 
mados en mil doscientos pesos nacionales y se declaro rescindido 
el contrato coueostas. 

Resulta : 1" Que entre la demandante señora de Kern y el 
demandado Stagnaro su celebró un contrato en virtud del cual el 
segundo se comprometía á ejecutar diversas obras de albañilería 
m la casa calle de Azcuénaga número 318, de propiedad de la 
pnmera t que detalladamente se enumeran en el contrato y re- 
producen en el escrito de foja 4, mediante el pago de la cantidad 
de oc hocientos sesenta y ocho posos moneda nacional, de la 
cual recibió antes de empezar Ja obra dos cientos pesos, y tres- 
cientos cincuenta después, cuando las paredes estuvieron álaal- 
tura de los marcos, debiendo recibir él resto cuando la obra 
estuviere perfectamente concluida. 

■2" Que concluida la obra resulta, según la demandante, que 
los trabajos han sido pésimamente ejecutados y otros omitidos 
pudiendo mencionar, desde luego, los siguientes defectos. Que 
las paredes están torcidas, que. las puertas lian quedado fuera de 
la Jmea do Jas demás de la casa, que tas mezclas no son las con- 
anidas, que parte de los reboques no lian sido hechos d frataclu 
que loa umbrales de mármol están muí colocados, se han omiti- 
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do algunas pinturas y dejado sin cambiar parte de las baldosas 
rotas de los patios; de donde se deduce que Ktagnaro no lia cum- 
plido las obligaciones do .su cargo, y no puede, por consiguien- 
te, pretender que le entregue el saldo del precio de la obra, has- 
ta tanto no lo cumpla, que, asegura, no lo liará, por no estar 
dispuesto ni en condiciones de hacerlo* 

3° Que. contestando Staguaro la demanda pido se le absuelva 
con impresa condenación en costas á la parte actora, como asf 
mismo al pago del saldo, que confiesa deber, sobre lo cual forma 
la correspondiente contnid cinam la, alegando en su defensa y en 
apoyo de la reconvención, que los efectos de obligaciones deque 
se trata deben ser juzgados por las diposiciones relativas á las 
obligaciones de hacer, y según estas la condenación al pago de 
los perjuicios ó intereses solo es procedente cuando ¡a ejecución 
de la obligación es imposible por culpa del obligado ó cuando 
la ejecución forzada hiciese necesario emplear la violencia con- 
tra ¡apersona del deudor; no encontrándose en ninguno de estos 
casos, el que motívala demanda, pues ha habido ejecución de 
lo convelí ¡do, siquiera pretende la demandante que ha sido pési- 
ma, y le achaque la omisión de una pequeñísima parte, en cu- 
yo caso no puede pedirse la rescisión del contrato, para concluir 
en la indemnización de perjuicios que se estiman en mil doscien- 
tos pesos; que esplicada así la improcedencia de la rescieion 
queda demostrada también la improcedencia de la indemniza- 
ción que pretende, pues deudo hay mala ejecución, no cabe 
dicha indemnización, en los casos en que la ejecución, en los 
términos del contrato, pudiera ser practicable en la hipótesis 
de ser verdad lo que alinua la actora y él niega por su parte ; 
qm> la suma de los perjuicios que se piden es arbitraria, y ni se 
demuestran los hechos por donde pueda apreciarse el valor déla 
pérdida sufrida, ó el déla utilidad que haya dejado de percibir, 
sin cuya demostración ó esposicion no es posible contestar afir- 
mando ó licuando la verdad de la pretendida estimación; que es 
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un corolario de lo que precede la petición para que 30 le entre- 
gue la suma de dinero que la misma actora reconoce ser el sal- 
do dcl'contrato de locación que ha mediado entre Jos litigantes. 

4" Que la causa fué recibida á prueba después de oírse á la 
actorasobre la reconvención (auto de foja ifi vuelta) para que 
se justifique la importancia du las obras ij-mitadas, la do las 
omitidas, la efectividad de las perjuicios sufridos y el quantum, 
ói|ue el demandado ha cumplido por su parle toda la estipula- 
ción del contrato: habiéndose producido únicamente las posicio- 
nes absucitas por el demandado á foja 22 y foja 3t, el informe 
pericial de foja 23 y la declaración del tc*t¡tfo I MI i ni á foja.,, 

Y considerando : I" Que según rt artículo 80 de la Ley Na- 
cional de Enjuiciamiento, el demandado debe contestar confe- 
sando ó m irando categóricamente los hechos establecidos en la 
demanda, pudiendo su silencio ó sus respuestas evasivas esti- 
marse rumo un rceonoeimieto de la verdad de ellos. 

2" Que con arreglo é este principio ha quedado establecida la 
verdad del contrato alegado por la demandante en los términos, 
cláusulas y condiciones determinadas en el escrito de demanda, 
jhh'S á osle respecto no se ha hecho observación alguna, siendo 
por el contrario la reconvine ion un reconocimiento esplícito 
de él. 

3" Que el reconocimiento pericial de que instruye el informe 
cor ríe uto ¡í fojas 23, contra cu vas conclusiones el mismo 
demanda ' o 110 lm hecho observación, demuestra que dicho 
Céntrate no ha sido cumplid. 1 por éste con estricta sujeción 
:í lo convmido, estando claramente rspecifteadas has violaciones 
procedentes de mala ejecución ó de omisión de obras compren- 
didas en la convención;; cuyo valor han estimado los peritos en 
la cantidad de doscientos veinte y siet«- pesos diez centavos mo- 
neda nacional, sin que haya sido objeto de iiipugnacmu alguna, 
lo que indica que ambas partes la han considerado acertada. 

í" Qiieel demandado nu ha negado el hecho afirmado esplí- 
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citamente por la demandante de que no estalla dispuesto ni en 
condiciones de cumplir el contrato rehaciendo las obras mal 
hechas y ejecutando las omitidas, no habiendo insinuado si- 
quiera la voluntad de su parte de ajustarse á las conclusiones 
del dictámen pericial, pudiendo inferirse la voluntad contraria 
del hecho mismo de eontrademandar por el saldo del precio con- 
venido, porque esto importa sosteuer la ejecución perfecta y com- 
pleta del contrato. 

5" Que según el artículo 025 del Código Civil, el que esta 
obligado á hacer alguna obra debe ejecutarla en un tiempo pro- 
pio y del modo que fue la intención de las partes que se ejecuta- 
ra ; pues si de otra numéralo hiciese se tendrá por no hwho. y 
el artículo 3U0 autoriza al dueño A ejecutar la obra por sí ó por 
otro cuando es susceptible de ser hecha por un tercero, por 
cuenta del obligado, ó solicitar los perjuicios 6 intereses perla 
inejecución de la obligación. 

ti* Que como consecuencia de las conclusiones precedentes se 
impone la rescisión del contrato y la condenación del deman- 
dado al pago de la suma en que han sido estimadas las obras 
omitidas y las mal ejecutadas, como indemnización de los per- 
juicios en esta parte á que ha optado la demandante. 

7" Que en cuanto a otros perjuicios que parecen derivarse de 
haberse empleado en las obras más del tiempo convenido, apar- 
te de que no se han alegado hechos precises y concretos que 
sean materia de coutestacion, no se ha demostrado que se hu- 
biese estipulado un plazo fijo para la conclusión délas obras. 

8 o Que aún en la hipótesis de haberse lijado plazo, y dando 
por sentado que las obras se hayan efectuado con el retardo 
que pretende la demandante, para que sea procedente, por esa 
causa, una acción do daños y perjuicios es necesario que haya 
mediado requirimiento judicial ó estrajndicial por parte del 
acreedor, conforme á lo dispuesto por el artículo 500 del Códi- 
go Civil, lo que ni aún se ha insinuado en lademauda. 
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0* Que además no se ha demostrado con prueba legal feha- 
ciente la existencia real de perjuicios» como consecuencia inme- 
diata y directa de la demora. 

!0. Que habiéndose demostrado la falta de cumplimiento por 
parto de Stagnaro á todas las estipulaciones del contrato, es 
evidente que no puede á su vez exigir la entrega del saldo 
adeudado, conforme a lo dispuesto en el articulo i 201 del Có- 
digo Civil, el cual se halla afectado alas responsabilidades de 
aquel, por la inejecución ó defectuosa ej ecución de las obras conve- 
nidas, siendo, por consiguiente, improcedente la contraderaanda. 

Por estos fundamentos, fallo: declarando que Slagnarono ha 
cumplido las obligaciones contraidas en el contrato á que se re- 
lie re la demanda, y en su consecuencia, se le condena al pago de 
la cantidad de doscientos veinte peso?;, diez centavos moneda 
nacional en que ha sido estimada la inejecución ó defectuosa 
ejecución, con costas ; absolviendo ¡i la señora de Kcrn do la 
contrademanda. Notifíquesc original. 

Virgilio M. Taítn 

F»ll« dm I» Suprema forte 

11 nenas Aires. Agosto i do 1887. 

Vistos: por sus fundamentos, se confirma con costas el auto 
apelado de fojas cuarenta y ocho, declarándose que satisfecha la 
demandante del valor que por la sentencia se le manda abonar» 
el esreso déla suma depositada a las resultas del juicio, debe 
ser devuelto al demandado. — Repuestos los sellos, devuélvanse. 

ULAMSLAO USIAS. — FEDERICO 
IIíAKGCHES. — C S. DE LA 
TORRE. 
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causa mm 



I>" Ramona, & Maiiiti^ & hídora y ji' Agutina Sierm . 
contra ti. Tonas iXnrarro; sobre entrn/é de cuatro marcos de 
agua de! rio Mancan, 



Sumaria. — I TA mandatario que pretendo dar j>referencia á 
sus propios intereses 011 oposición a los de su mandante, no eje- 
cuta fielmente el mandato. 

& El derecho de retención que la lejacm-rda al mandalario, 
no le autoriza áapruvecliar en beneficio propiu, de la cosa del 
mandante. 



('aso, — ¡Se cRplica en el 



rallo «id J M ea Federal 



Cataroarea, Seüembn) ;tfde I88ñ 

Vistos estos autos seguidos por el Dr. D. Guillermo Correa, 
en representación de las señoras ])• Ramona, D a Matilde! 

ísidorayD' Agustina Sierra, naturales de la Jíepúbiicado 
Chile, centra el ciudadano argentino I). Tomás Navarro, reprs- 
sentadopor Ü. Segundo (, Acuna, aclamando la entrega de 
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cuatro marcos de agua del rio Ahincan, que indebidamente Jes 
retienen, destinados á la irrigación del fundo de San Miguel, 
en e) distrito de San José, cora prensión del Departamento de 
Tinogasta. jurisdicción de cata provincia; de los cuales resultan 
los hechos siguientes : 

l" En nueve de Abril tíe mil ocb ocien tos sesenta y nueve, fué 
celebrado en Copiapó un compromiso en escritura pública entre 
D" Feliciana Torres, viuda de Ü. Miguel Sierra, y sus cinco hi- 
jos legítimos que lo eran D. José, ya finado, las tres deman- 
dantes y la también linada, 1)" Matilde Sierra, por el quecou- 
vinieron en proceder estrajudicialmente á practicar las particio- 
nes de la testamentaría de aqin-1, uttjuiUmmtase desde luego ¡í 
dicha señora viuda, la linca en que vivía con su fa ilia, y á sus 
espresados cinco hijos, en comuu t his propiedades raices ubiea- 
das en eJ enunciado pueblo de San José, entre Jas que figuraba 
el fundo denominado «San Miguel» dotado con cinco marcos de 
objeto de esta cuestión, (InterrogacioiK-s i" y i7\ 1 fojas 
71 y 75: esmturade fojas 85 y 8Í>; boleto dr luja 8H, y oscri- 

2 ' Mas como tal derechi.de aguas no había sido aún t straido 
del rio por laantoridad c.unpetcnte, fué que el finado D. Jos¿ 
Sierra, pur sí y en nombre do sus coherederos, seguu paree 
entro á gestionar la demarcación y entrega de la mism . lo que 
no habiéndose pulido conseguir, por entonces, encargó poste- 
riormente á su yerno, D. Tomás Navarro, para que continuase 
ta gestión, como lo hizo, juntamente con la de ires marcos más 
de agua del mismo rio, que «-ste había comprado en esa época, 
ó sea de IK72 á 1874, lo que constituye el total de lo* ocho mar- 
cos mencionados en el presente pleito. (Memoriales de fojas 3Ü 
y 40 y de fojas 50 y 57; escritura de lujas 40 y 53; interngu- 
cim.es Cálidas 5\ 7'y \1\ J fojas 71, 72 y 75; declaraciones de 
salcedo, Orqueray K. Ueyaosu, preg. 4- a fojas I -{5 vuelta 
137 vuelta y 130), 
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3 fl De esto modo fué que Navarro siguió las enunciadas gestio- 
nes, conjuntamente, por sí, por su suegro y por parte de Jas de- 
mandantes, hasta que en Octubre de 1881, consiguió 1c fuesen 
demarcados y entregados, indistintamente, los ocho marcos de 
agua preiudicados, á lo menos incompletos, pero de tal suerte 
que, según el uso del lugar, todas las najas en el caudal do 
agua del rio las soportasen proporcionaimente sus condueños 
en la dotación correspondiente á cada uno de ellos, asi es que 
en los anos de seca cada marco no representaba, en realidad, 
mas qtu' una fracción ó baja proporcional de su antedicho cau- 
dal. (Acta de foja 36 ; interrogaciones 5\ 7\ 10\ 17', 20 s y 22\ 
i fojas 71, 72, 74 vuelta, 75 vuelta y 76; auto de foja 87; duela* 
raciona citadas de Xarvaoí, Salcedo, ürqueray Keynoso, preg. 
3* ; id. de los Id. y Méndez y Salcedo a la 4\ fojas 129 vuelta, 
135 vuelta, !37, 138 vuelta y 140 vuelta; R fojas 131 vuelta 
y 135 vuelta). 

4 o De aquí resultaba, que habiéndose atribuido el demanda* 
do un derecho preferente sobre sus tres marcos y uno mas que 
dice corresponderle por sucesión de su suegro, D. José Sierra, 
solo reconociese á sus demandantes y coherederos de éste, un 
derecho á los otros cuatro marcos que le reclaman, limitado al 
sobrante de agua que quedase después de estraidos íntegramen- 
te, los suyos. (Acta citada de foja 30; memoriales id. á 
foja 39 vuelta y de foja 50 á foja 58; interrogaciones Id. G\ 
17* y 2(í\ á fojas 71 vuelta, 75 vuelta, 90 vuelta, 91 y 110 
vuelta). 

5 Ü También es digno do observarse, que el mismo Navarro 
se atribuía además el derecho de retención de toda el agua que 
se le reclama, en virtud do no haberle sido reembolsados por las 
señoras Sierra, los honorarios y (jastos correspondientes á sus 
enunciadas gestiones administrativas para el reconocimiento, 
demarcación y entrega de la misma agua, sienda esta otra di* 
as razones alegadas por aquel para rostir toda pretensión so- 
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Irc el particular, por parte de sus comitentes, y atribuyéndose, 
asi mismo, el derecho de usarla, en beneüriodo su finca de San 
José, como lia seguido utilizan dula hasta el presente, sin abo- 
narles remuneración alguna por el uso. (Memoriales citados ¡i 
fojas 39 y 58¡ interrogaciones id. 21 y 22, foja 76, foja 91 vuel- 
ta, foja H3 vuelta, y foja 117. declaraciones id. y demás 
testigos de foja 129 á foja 141, en sus respuestas a la 8* pre- 
gunta del mismo interrogatorio de frja 120). 

6 o Finalmente, debe notarse» que aunque al parecer, se han 
hecho diversas tentativas para el arreglo de esas cuentas, ellas 
lian fracasado, ya por tas antedichas pretensiones del demanda- 
do, como porque ésto no las ha presentado en forma, prefiriendo 
seguir disponiendo del agua de sus comitentes, ¡nde fin id amen te, 
ó hasta ser remunerado á su satisfacción. (Acta de foja 36 y 
demás antecedentes ya citados). 

Y considerando: i ' Que ya se le considere al demandado 
como apoderado directo de las señoras Sierra, ó como mero ges- 
tor olicioso para la continuación de Jas antedichas diligencias, 
ambas partes han quedado su gotas á los derechos y obligaciones 
propias entre mandantes y mandatarios, máxime si sy tiene en 
cuenta que el asunto aludido fué llevado par aquel á feliz éxito 
y ratificado por estas lo hecho en su nombre, á lómenos tácita- 
mente. (Artículos 1870, incisos h } y 6 o , 1873 á 1876 v 1892. 
1935 t 1936, 2288. 225)7 y 2304 del Código Civil). 

2° Que entre sus deberes recíprocos, figuran por parte del 
mandatario el de ejecutar fielmente el mandato, rendir cuen- 
tas de sus operaciones y entregar cuanto recibiere en virtud del 
mismo, con más los intereses de los valores que aplicase ¡i uso 
propio, y por parte del mandante el de reembolsar á aquel desús 
anticipos, con los mismos intereses, desde rjuo Jos hizo, y satisfa- 
cerle, en su caso, la retribución correspondiente de sus servi- 
cios. (Artículos ;i871, 1908 al 1913, 1949 ai 1952, 2298, 
2300 y 2306 del mismo CÍSÉfo). 
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3 o Quesean queda establecido, Navarro no ejecuto" rm mpnr 
te su mandato, en el sentido de haber pretendido éírpmmm- 
eta a sus propios intereses en oposición á los de sus mandantes 
puesto que sus gestiones sobre los echo marcos do agua, Jo 
eran en común y por mitad entre ambas partes, vdc consiguien- 
te, mal podía rehusarse, como lo ha hecho, á sufrir una dismi- 
nución proporcional en la demarcación que se le adjudicara y 
á la* mermas en el cauda! del rio; asi es ojie Lampoco era de en- 
trañarse, que en tales condiciones, le fuesen observadas las 
cuentas desu procuración, y que se rehusase también el recibo 
de una parte del agua de sus poderdantes, aún en el supuesto 
deque aquel hubiera procurado cumplir,»,, ,,i.,s ..bliffaaioniw, 
inherentes á su mandato. (Artfe utos 1802, 1908 á PH 1 ^90 

4° Que en lo referan te á Aseñoras Sierra. es también de 
Servarse, que, á falta de las .spensas r-orn <<poud¡entcs al des- 
empeño del mándalo, juguera no solo que eontnbuve.eu con 
la mita'l Je los gastos de tas gestione, antes mencionadas, aun 
antes d. rendírseles Jas cuentas antedicha., ,i„ú qil( . uimlivu á 
la remuneración propureional de mis servicios, romo lo tienen 
ofrecido, no obstante ser ellos gratuitos por su naturaleza en 
ciertos casos. (Artículos 1871, 19i9 T 1950 105* al 1955 

5" Que por lo demás, ,., un principio general de derecho en 
esta clase de negocios y oíros semejantes, que hasta ser paga- 
do el mandatario di sus adelantos y de su retribución ó comi- 
sión, puede retener en cuanto baste para el pago, cualesquiera 
bruñes /.valores del mandante que se hallen en su poder ó á su 
disposición, lo que por ciertu uo podría llevarse hasta el estre- 
mo do pretender, como lo ha hecho Navarro, apropwW, so pro- 
testo de indebidas preferencias, de parte del agua recibida a 
nombre de sus poderdantes, ni de aprovecharse indefinidamente 
el uso M resto de la misma, invocando aquella facultad limita- 
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da á los enunciados reembolsos c internes correspondientes 
(Artículos Í05G, 2208, al 39 H del ('¿.ligo Civil . 

6" Quedado el tiempo trascurrido desde que Navarro recibió 
el agua de sus poderdantes, y el mayor valor que progresiva- 
mente ha venido tomar-do el uso di- la misma, se comprende des- 
de luego que su Aporte lia de esceder al de una mitad de los 
fistos y honorarios correspondientes á las o stiones administra- 
tivas de su referencia, que, como es sabido, son sencillas, tanto 
en su tramitación, como en su ejecución, y por lo mismo, p<.co 
dispendiosas para cada interesado en particular; 

7 o Que de todo lo antedicha se deduce claramente la siu razón 
por parte de Navarro, al pretender, so pr el esto de preferencias 
indebidas, mayor caudal de agua al que legítimamente lo corres- 
ponde, y rétetiet eírfes/ode ta misma, por su propia mni ion en 
la preseutacion formal Je las cuentas relativas ásus antedichas 
gestiones, viniendo a>í ú quedar sug.-to á las responsabilidades 
que para tales casos establecen las leyes y doctrinas que reglan 
los procedimientos. (Artículos 13 y 371, Lvy Nacional sobre 
Procedimientos; Ley K\ titulo 22, partida 3\ y Causa 68, pá- 
gina 141, tomo 10, serie 2- de los Faltos de tu Suprema Corte). 

l'or tanto, y omitiendo otras consideraciones se declara: que 
I). Tomás Navarro debe restituir a sus demandante s, señoras 
Sierra, la mitad del agua, objeto de esta cuestión, ó sean cua- 
tro marcos de los oe.hn qm- ¡o fueron entregados en Octubre de 
mil ochocientos ochenta y uno del rio A laucan, y que llevó á su 
linfa de San José, dentro del perentorio término de treinta días 
de ejecutoriada la presente resolución, con m;ís el importe del 
uso de la misma, hasta el día de su restitución, deduciéndose 
previamente de este valor el de la miímf de tos pastos hechos j 
y honorarios devengados por el mismo Navarro, con sus intere- 
ses de Banco por sus gestiones ante mencionadas, según cálcu- 
lo de peritos; todo ello sin perjuicio de los derechos que pudie- 
ran corresponder á los respectivos coherederos y demás int.re- 
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sados sobro el particular, coa especial condenación en costas a 
la parte del demandado. 

Hágase saber con el original, repónganse los sellos y oportu- 
namente devuélvanse los documentos acompañados por uno y 
otro litigante, dejando constancia en autos. 

Joaquín tjuirofja. 



F«ll* de |« *u previa Carie 



Sueno» Aires, Agoslo 9 de J8S7. 

Vistos: por sus fundamentos, y considerando además, que 
aún admitiendo eomo procedente el derecho de retención alega- 
do por el demandado, no ha tenido Oste el de aprovecharen be- 
neficio propio del agua de los demandantes ; y que no se ba ale- 
gado tampoco por aquel, que el valor de Jos gustos y honorarios 
que cobra sea ó pueda ser mayor qno el correspondiente al del 
uso del agua hecho por su parte; se coafirma con costas el auto 
apelado de foja ciento cuarenta y siete vuelta, y devuélvanse 
' i reposición de sellos. 
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B, Lis 



t t contra ft. leli.v Fiesta; mitrr 
interdicto de adquirir 



Sumarme- I- KJ comprador do una linca, puede deducir 

contra i l que la ocupa como inquilino del antiguo propietario, el 

juiciode desahucio, mas noel interdicto de adquirir la pose- 
sión. 

2" Deducido el interdicto y no el juicio de desalojo, debe ser 
rechazada la demanda. 



Caso. — I). Lisandro Mudariaga compró ¡i D. Jiudecindo Vi- 
llanueva un sitio y casa 8itaen el departamento General Peder- 
nera. provincia de San Luis, ocupada por ü. Félix Flcsea, inqui- 
lino del vendedur. 

Exponiendo que Hosca no quería desalojar, ni continuar 
como inquilino por el precio y condiciones quo exigia, pidió se 
diera porduducido en contra de él el interdicto de adquirir, y se 
le condenara cu definitiva ¡í ] a entrega do la linca. 
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San Luis. Noviembre 13 do 18HK. 

vistos : por lo que de ellos resulta, y considerando : 
l ü Que IJ. Itudecindo Villanueva transfirió á I). ] J.sandro 
Madariaga t sin ninguna limitación, todos los derechos y accio- 
nes que lo correspondían sobre el inmueble de que se trata, 
inclusive la posesión, que juntamente con el dominio espresó 
tener, al otorgarla escritura pública de foja i . 

2 1 ' Que además, y para mayor garantía del adquirente, el 
vendedor, en nresmeia d«- dos testigos, lo hizo reconocer en su 
carácter de comprador, aceptándolo comital, el inquilino, se- 
Stó Flesca, sin objeción de ningún género, según consta de la 
confesión calificada de foja 52. 

3" Que no teníeudo el locatario por el mero liecbo de serlo, 
la posesión civil de la cosa arrendada, y sí solamente el goce de 
ella, ó si se quiere, la posesión natural ó de hecho, no procede 
el el interdicto de adquirir (artículos 2496 y 2497 del 
Civil), que es el que se ha promovido por medio del es- 
de foja 4, el cual tiene por objeto solicitar una posesión 
en que todavía no s»e ha entrado, con perfecto derecho para ello, 
aún cuando haya podido deducirse el juiciode desahucio. 

4 o Que en el caso sub jmhce, ni este sería procedente, atento 
Jo dispuesto por los artículos 1 40G y 1 198, en especial el último 
y su nota, así como por los artículos 1515 y siguientes, título 
dé la Locación del Código Civil, y en vista del contrato del 
arrendamiento de foja 19, cuya existencia no ha sido negada do 
contrario, 

5 o Que no pueda legalmente decirse que exista litis pendencia 
ante la justicia provincial, por cuanto allí se ha entablado una 
demanda pidiendo la nulidad del contrato de locación celebrado 
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entre Villanueva y Flesca y el consiguiente desahucio contra 
este, la cual, según se ré por las copias corriente de fojas 29 á 
40, no ha sido contestada, anees loque produce la prevención y 
la radicación de la causa (L. 3, tft. 10, Part. 3™). p ür otra parte, 
la acción interpuesta ante fa jurisdicción ordinaria es diferente, 
como queda sentado, del interdicto de adquerir, deducido en este 
espediente; y el nrounciamieuto judicial debe recaer sobre el de- 
recho ó acción quü se ejercita, tal cual lo ha propuesto el escri- 
to dü demanda, .según lo puceptúa el artículo 13 de la Ley Na- 
cional de Procedimientos, en armonía con la Ley 10, título 22, 
Partida 3 a , y lo tiene establecido la jurisprudencia de la Supre- 
ma Corte en varios de sus fallos, y entre otros los que registran 
¡aserie!', tomo % pági Mí i 220; serie 1*, tomo 5", página 
251 , y serie 2% tomo 1", pagina 3UO. 

Por estas consideraciones, y con arreglo á lo dispuesto por Ja 
Ley 8, titulo 22, Partida3\ no ha lugar, con costas, al inter- 
dicto de adquirir que se deduce. Hágase saber con el original y 
repónganse los sellos deficientes. 

Falla de U «Suprema Corle 

Buenos Airef, Agosto 11 iiu 15tf7, 

so confirma el auto apelado de 
, con costas. Repuestos los sellos, devuél - 
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CAUSA XCVI 



La empresa del Ferro-carril de Hítenos Aires y liosa no, contra 
D. Andrés Canessa; sobre expropiación. 



— ¡Siendo equitativa la avaluación liocba por el 
Juez, de ]a cosa espropiaday de los perjuicios resultantes do la 
expropiación, debe ser continuada. 



Caso, — Se es plica en il 



Rosario, Octubre 22 de ISBtí. 

Y vistas estas actuaciones iuiciadas por el representante del 
ferro-carril de Buenos Aires y Rosario Limitada, solicitándo la 
expropiación de una área de terreno de propiedad de D. Andrés 
Canessa, necesaria á la colocación de la línea férrea de la men- 
cionada Empresa. 
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Y considerando : i* Que los tres peritos que han sido nom- 
brados parala avaluación del bienrah á expropiarse y los per- 
juicios ocasionados, se espiden en disconformidad. 

p Que en este m$ es deber del Tribunal designar cuál sea el 
valor total de Ja expropiación. 

3* Que dada la ubicaron del terreno á expropiarse, la forma 
cu que el ferro-carril lo atraviesa y los perjuicios que ese cor- 
te irregular ocasiona al propietario del terreno, las avaluacio- 
nes de los peritos nombrados por las partes, más ó menos inte- 
resados en el aumento ú disminución de la suma á abonarse, por 
el hecho de que las partes buscan para nombrarlos personas 
que sa n verdad no obran con una parcialidad absoluta, á lo me- 
nos lo vcníican con una relativa, hacen dudosa la justicia de 
sus apreciaciones. 

4 J Qüoel P^'to tercero nombrado de oficio por el Tribunal 
do ha sido tachado por ninguno de Jos interesado., colocándose 
por otra parte, al hacer el avaluó de destrucciones, en un ter- 
mino medio d, aquel en que los peritos nombrados por el expro- 
piante y expropiado ío hacen. 

5° Que en cuanto al precio que da el perito tercero ala man- 
zana de terreno, como el de perjuicios por fraccionamiento, se 
encuentra corroborado por el informe del perito señor Uunuce 

con una mínima diferencia, lo que hace en este sentido mérito^ 
tu la tasación de equol. 

«° Que atendido el dertino. situación j calidad del terreno á 
expropiarse, no hay un caso de venta forzó*, en el cual se *»« 
avaluado la manzana de terreno en ocho mil pC80S n<lc ¡onales y 
losperjnicios por fraccionamiento, cuando ni «„„ la cipropia- 

pueda valer en venta. 

Por estos fundamento*. , se declara, que el valor del terreno 
tomado por la empresaesel que resulte tener á razón de cuatro 
mil pesos la macana; que los perjuicios por fraccionamiento 
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quedan compensados con la suma de mil y quinientos pesos, por 
destrucción de árboles y sementeras el do quinientos, y por des* 
truceion de cercos el de cíen pesos de la misma moneda. En su 
consecuencia, ampliada que sen la consignación de foja % entién- 
dase en oportunidad la correspondiente escritura de venta ¡í 
favor de )a Empresa expropiante, con declaración de que las 
costas causadas, y ú las cuales se refiere la ley do la materia, 
son ¿cargo de esta. Notiííquese con el original y repónganse 
los sellos. 

(i. Escalera y ¿uviria 



Buenos Aires Agosto 13 de 1887. 

Vistos : siendo equitativa á juicio de esta Corte la avaluación 
Lecha del terreno i razón de cuatro mil pesos nacionales la 
manzana de diez y nueve mil cuatrocientos ochenta y cinco 
metros cuadrados, y la estimación de los perjuicios que por el 
fraccionamiento, destrucción de árboles, sementeras y cercos 
lia ce la sentencia apelada de foja treinta y seis, se 
con costas, y 
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CAUSA \1 VII 



fPlhhres C. tle Urquisa, contra la Provincia da Entre-Ilion 
por mejor derecho á un campo; sttbre competencia. 



Sumaria. — La Suprema Corta no es competente 
cer en la demanda ¿educida sobre nnjor derecho á un 
contra una provincia que no tiene sobre dicho campo derecho 




lesión. 



en el fallo de la Suprema Corte. 



VISTA DEL SESOU NIOCL'IUDOU CESEItAL 



Suprema Corte; 

La incompetencia de V. E. en este caso, por razón d^ las per* 
sonas T es á mi juicio, Á todas luces evidente, 

La cuestión sobre mejor derecho al sobrante que pudiera 
existir en los terrenos denominados «Hincón deUiquiza», re- 
monta á 1872. 
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Desde esta remota fecha, la sucesión del general i rquiza 
sostenido su derecho á ser preferida á todo otro solicitante. 

Practicada la mensura, rebulló un esceso de tres leguas 
mil cuatrocientas setenta y seis cuadras. 

Todavía en Junio de Í883, decía la señora viuda del «presado 
general Urquiza : en mi carácter de muda de mi finado esposo 
desde tS7^ven U osiguiendoautos respecto del cumpa denomina- 
da «tunean de ¿> 7 „/ 3 «> y p (l ra terminar este enojoso asuntóme 
he altanado ó comprar el sobrante llamado Fiscal (foja 206 
3 pf cuerpo). 1 

EuSeU,mhredd mÍsinoaño l elg.hier^de Entre llios de 
conformidad con sus leyes agrarias, reconoció en propiedad á 
hmmimm ja citado general l' rquiza la mitad de aquel es- 
ceso, reservándose disponer de la otra mitad oportunamente. 

En Ja misma fecha, en compensación de falta que resultó en 
los terrenos de San José, de la referida sucesión Urquüa, el mis- 
mo goluernofde. Entre Rios concedió ú dicha sucesión en propie- 
dad mía legua, á ubicarse en el sobrante del Hincón. 
Quedan todavía 1550 cuadras, objeto de esta demanda. 
Después de las tramitaciones de estilo, fueron ellas concedi- 
das á la señora Cándida S. de Victorica, por decreto de Diciem- 
bre de 188i f 

La señora viuda de Urquiza pidió luego reconsideración de 
este decreto, y como el gobierno de Entre lüos no lo revocara 
fórmalo formal protesta contra él. Esta vez la señora viuda 
Procedía á nombre propio, y en su calidad do tutora de dos de 
sus hijos menores, adjudicatarios en común con ella délos ter- 
Tunosd.-I Hincón. 

Es por último rn este último carácter, no ya á nombre de la 
sucesión, que dirijo su demanda contra el gobierno de Entre 

líiOS. 

Abura bien: según se ha visto, por espacio de doce años, los de- 
rechos al .obrante en cm-sti..» han sido reclamados á nombre de 
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la sucesión del generel Urquiza, y es solo cuando se ocurre á 
V. E. que la se rio ra viuda se presenta á título propio. 

La cuestión se presenta en tal caso muy sencilla, 

Es de todo punto indiferente que el domicilio de la señora 
viuda sea en esta capital ó en Entre Rios. 

Ella y sus lii jos menores son cesionarios de la sucesión, su tí- 
tulo no es originario. 

Es, por consiguiente, el domicilio de la sucesión, no <-I de 
ella, el que determina la jurisdicción, y nadie ha puesto, ni 
puede poner en duda que el domicilio de la sucesión del general 
Urquiza es la provincia de Entre Rios. 

La aplicación del artículo 8* de ta ley de jurisdicción y com- 
petencia, es entonces palmaria, y fuera de toda discusión. 

La incompetencia, por razón de Ja materia, es también noto- 
ría. 

Por más que se pretenda presentar la acción que se Iraca 
Y. E., bajo una nueva faz, es ella siempre la misma. 

Por espacio de doce anos, la existencia del sobrante y su ca- 
lidad de pertenencia pública, lian sido retoñe cida* por la señora 
viuda sin reserva alguna. Rolo ba pretendido esta señora ser 
preferida on la compra. El titulado dominio que hoy pretende» 
hacer valer, no es, así, Binó una manera de traer á V. E. una 
cuestión, que no podría venir como un :>imple recurso do los 
actos administrativos del gobierno de Entre Rios, en ejercicio 
de atribuciones propias. En realidad, esta demanda no importa 
otra cosa. Después de doce anos del ejercicio de una acción, no 
es permitidocambiarsu naturaleza al solo objeto do cambiar 
de jurisdicción. 

Pido, por todo esto, se sirva V. E, declararse incompetente. 



Eduardo Costa. 



FALLOS DE LA SIWEMA COtlTE 



Valla da la Suprema C'arte 

flujos Ain^, Agobio 2J ,le 1RS7. 

Victos estos autos iniciados contra el gnbieno de la provincia 
de Kntre Kios por 1)« Dolores <\ de Irquiza, por si y en repre- 
sentación de sus hijos m&nwea de edad, Don Cipriani y Don 
Carmelo de Urquiza, en lo relativo espceialm. nte al incidente 
sobre incompetencia de esta Corte. nroinovido por el represen- 
tante del gobierno demandado. 

líesutta de su examen : (¿u.» en el año 1X72, hallándose la su- 
cesión del general CJrquiza en posesión de un etmm conocido 
con el nombre de «Kineon de Urquiza» en d Departamento del 
1'ruguay, provincia de Entre Rios, ocurrieron ante aquel go- 
bierno diversas personas denunciando y solicitando en compra 
como liscal una porción de dicho campo, que decían poseer de- 
más dicha sun sion. 

Que con conocimiento de estas denuncias é invocando su títu- 
lo de albacea, primero, y el de adjudicatario de parte de aquel 
campo, después, la señora de Irquiza se presento al gobierno 
de Entre lí ios oponiéndole ;i ellas, fundada en que aunque en 
realidad poseyera la sucesión mayor ostensión de campo 
que la rendida a sus causantes no debía esta ser considerada 
como fiscal sino de propiedad particular de los dueños origina- 
rios del terreno, y in que. además deséese sobrante fiscal, cor- 
respondía á la sucesión mejor derecha á su compra, por ra- 
zón de la posesión legal, y solicitaba de?de luego se hiciera la 
venta á su favor. 

Que comprobada por diversas mensuras la existencia ÜV 
aquel sobrante» el gobierno de Kntr- Hios, por resoluciones su- 
cesívas que aceptó y aún solicitó la señora de Tirqniza, acordé 
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sucesión de su esposo la mitad de dicho so- 
brante, haciendo mérito de los derechos que le daba la posesión 
quede ([ habría tenido aquella, se le adjudicó además en pago de 
cierto crédito otra estension menor del mismo, dejando con 
ello reducido este A una estension de dos mil quinientas cuaren- 
ta y nueve hectáreas y algunas áreas. 

Que por resoliiojim posterior del mismo gobierno, de seis de 
Diciembre de mil ochocientos ochenta y cuatro, de la que la se- 
ñora de l'rrj ti iza pidió reconsideración, que le fué negada, 
aquella última fracción de campo fué enajenada y entregada a 
favor de dona ''andida Soneira de Victoriea, que la tenía denun- 
ciaba igualmente i n compra como fiscal. 

Finalmente, que con ocasión de tal resolución, la señora de 
Crquiza, haciendo mérito indistintamente, ya de ser dueña del 
campo por prescripción, ya de tener mejor derecho á su compra 
en caso de ser fiscal, y pidiendo se lo respete en su posesión y 
reconozca su derecho de propiedad, lutraido la presente deman- 
da á que el gobierno de Entre Ríos lia rehusado contestar, 
oponiendo que ni por razón de la-i personas, por ser la señora 
de Urquiza vecina de Entre Kios, ni por razón de la materia, por 
tratarse de un acto enteramente administrativo del Gobierno de 
la provincia, corresponde en ella conocerá la Suprema Corte 
Nacional. 

Y considerando : Que según resulta de los antecedentes rela- 
cionados, el gobierno de la provincia de Entre Rios no tiene hoy 
ni lia tenido á la fecha de la interposición de la presente deman- 
da, la posesión ut la propiedad del terreno ú que ella se refiere, 
por haberla enajenada ante*, bien tí mal y despreudidose por 
tal medio, plena é irrevocablemente, de todo derecho é interés 
directo en el mismo. 

<¿ue él no puede, por tanto, ser considerado re( 
interesada en los autos. 

Qui. ¡a acción deducida diríjida, no á obtener do aquel goMer- 
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no una indemnización de pérdidaa é intereses por el hecho tí he- 
chos que I| motivan, ni la estimación ó valor del terreno enuncia- 
do, sinóá litigar la propiedad do este, no puede ser utilmente 
™° tÍ ^ SÍ " Ó . COa j j I a ^ l | d ^tario ó adjudicatarios que sostie- 
nio actual de dicho terreno, ' P nes aI d °mi 

Que lo espuesto demuestra, que prescindiendo de toda apre- 
ciación sobre el hecho de la vecindad de la demandante en ia 
provincia de Kntre Rios, hecho sobre el cual no es dado á la 
Corte pronunciarse sin abrir la causa á prueba y dilatar su deci- 
sión, el gobierno de aquella provincia debe ser considerado es- 
traño áoste juicio, y el ftjfeft entre particulares puramente, res- 
pecto de los cuales este Tribun;.!, ni por la Constitución, ni por 
las leyes nacionales, ejerce jurisdicción orijinaria. 

Por estos fundamentss y de conformidad á lo pedido por el se- 
ñor Procuradora enera! y Defensor de Menores, en sus vistas 
de fojas y i 23, se declara que esta Suprema Corte carece de 
jurisdicción para conocer en la presente demanda, dejando á salvo 
el derecho de los interesados para que la deduzcan ante quien 
y contra quien corresponda. 

Notifíquesecon el original, repónganse lo* sellos y 
se los autos. 



ULadislao frías (en disidencia).— 



FEDE1UCO 
LA TOHR6, 



— C. S. DE 



La señora doña Dolores Costa do Urquiza, por sí y en re pre- 
sentación do sus hijos menores, D. Cipriano y D. Carmelo de 
l rquiza, que por la ley tienen el mismo domicilio que aquella. 
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como dueños del campo denominado «Rincón de Urquizn», si- 
tuado en la provincia de Entre Itios, ejercitando, según espresa 
ja sea la acción eunfeKoria, lejislada por las artículos 2795 ¡í 
2799, 6 la acción uegatoria, por los artículos 2800 á 280Í1 del 
Código Civil, u pn senta ante la Corte, y entabla demanda con- 
tra el gobierno de dicha provincia, á fia de que se respeten los 
derechos «al™ que aquel le desconoce, en.uua parte del mismo 
campo, turbándola en la quieta y pacífica posesión de lo que di- 
ce, tiene derecho á poseer y llamar suyo. Ksponn los hechos y fun- 
da estensamente su demanda, alegando, cutre otras razones la 
de tener a SU favor una posesión Je 00 años, y acompañando va- 
nos documentos, entre ellos, las hijuelas por las coala, consta 
mm uürma. que, en la testamentaría del general Urquiza en 
Unían con dichos sus hijos, se le adjudico el mencionado campo 
y un testimonio de la merced en virtud de la cual, desde 1598, 
dejo el campo de pertenecer al dominio publbo 

Dicha señora es vecina de esta Capital y time arraigo en 
ella, según lo ha comprobado coa el testimonio do dos testigos 
contestes y dignos de té. 

Bal» prueba no ha sido destruida por U que indica el repre- 
sontuntedo Entre Ri», en s „ escrito de foja 77. a saber: la a 
enunciaciones del.., instrumentos públicos; los escritos do la 
demandante me cita, en que, «gnn pretende, esta ha confesa- 
do ser reciña de la ciudad del Uruguay. Us ftímit , m ¿j¿¡ 
mente aseveraciones délos funcionarios otorgantes de esos ins- 
trunientos, , ,,„ ,, u r lo tante, una confesi.,., de la demandante 
que pueda perjudicarle, j l us 0SC ritos no contienen manifesta- 
con a gnnudo q„e su domicilio sea o» dicha ciudad, no siendo 
el hecho de su presentación, pt^ de haberlo cambiado, 6 te- 
ir/roY" 1Uír ,r ''° U ^'"^ ««'«"dad á que se diri- 

La vecindad, para los efectos del fuero .federal, se adquiere 
por cualquiera de las circunstancias de que habla el artículo 1 1 
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de la ley sobre jurisdicción y competencia de los tribunales na- 
cionales, entre las que se enumeran la residencia continua de 
dos años en una provincia, 6 tener en ella propiedades raices. 
Además, en caso de habitación alternativa en diferentes lugares , 
el domicilio es el tugaren que se tiene la familia (artículo 93 
del Código Civil), como la demandante la tiene en esta ciudad. 

Resulta, pues, que esta es una causa civil, entre vecinos de 
esta capital, que gozan del fticro federal y la provincia de En- 
treEies, cuyo conocimiento corresponde originariamente á la 
Corte Suprema, con arreglo al artículo 1\ de la ley de 18 de Se- 
tiembre de 1884, y al artículo \\ inciso i", de la ley citada sobre 
jurisdicción y competencia de los tribunales nacionales y se en- 
cuentra en el mismo caso que la causa de Labarthe contra la pro- 
vincia de Buenos Aires, por entrega de un campo comprado i 
su gobierno t en la cual la Corte se declaró competente, no obs- 
tante baberso alegado, como en la presente, por el representante 
de la provincia, que se trataba de resoluciones en asuntos con- 
tencioso-administratrvos sobre tiernas pública-», apelables, se 
gun la Constitución local, para antu Ja Corto Suprema de la 
Provincia, 

Las razones que se aducen para negar la competencia de la 
Corte en este caso, no me parecen fundadas. 

La falta de acción, no es escepeiou dilatoria que impida el 
ingreso al pleito, sinó perentoria, por su naturaleza y la ley, 
debiendo según esta ser objeto de la sentencia definitiva. 
Antes de la contestacio*. del pleito, solo en casos muy raros 
podría descebarse de oficio la demanda por falta de acción: por 
ejemplo, cuando manilkstamenteso pidksc una 'cosa absurda. 

La demanda deque se trata, no se encuentra t-n tal condición ( 
ella es clara, conforme á la acción que se deduce, y 'reúne todos 
los requisitos legales ; si es justa ó injusta, no ba llegado toda- 
vía la oportunidad de declararlo. En su eotHefiuejicu, deba ad- 
mitirse y seguir su cuno ordin iri-t. <><m arralo ú dcrclm. 
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El representante de líi provecía de Entre Rios invoca las 
disposiciones de la constitución u 1 la misma, sobre la jurisdic- 
ción de sus tribunales en las caik is contencioso-adruinistrati- 
tus, esponiendo que son iguales á la¿ que estatuye la Constitu- 
ción de la provincia de Buenos Aires; yro es óbvío, que ellas, 6 
cualesquiera otras del mismo origen, no pueden obstar á la ju- 
risdicción de los tribunales nacionales, siempre que por la 
Constitución y las leyes de la Nación, que t m la ley suprema, 
la causa corresponda al fuero federal, y no esi* comprendida en 
ninguna de las incepciones estábil cidas, como 
senté caso. 

v reli-.Te. iKít-A üvízai la ■-•OinT».-< t-n,- j : * «io \ é*¿ a 



las razones que alegó en la causa de liorches contra la 
provincia de Entre Ríos, las cuales se reducen, como espn. 6 cu 
el vuto que di en esa causa, á que las provincias no son dema.-- 
dabtea ante la Corte por particulares, y que están fuera de la ju- 
risdicción nacional los actos administrativos de Jas autoridades 
provinciales, y especialmente los emanados de leyes dictadas en 
ejercicio de los poderes DO delegados al gobierno federal y reser- 
vados á las provincias, como >on las J« yes sobre tierras públi- 
cas. 

Estas razones no son atendibles, a mi juicio, por los motiros 
que manifesté en el voto mencionado, y á ellos me remito. 

Por estas consideraciones y las demás pertinentes aducidas 
en dicho voto, soy de opinión que la Corte debe declararse com- 
petente para conocer de esta causa, y ordenar que el represen- 
tante de la provincia de Entre Iíios conteste derechamente la 
demanda. 



L* LADISLAO FRIAS. 
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«AINA YC VIII 



la Municipalidad de la Ca^hil, contra (iraiid y 
por escrituración; sobre recusación. 



Sumario, - El auto que rechaza la recusación por no ser 
fundada en causa legal, es inapelable. 



Caso. — En el juicio de espropiacieu seguido por la Munici- 
palidad contra Grand y Ha^uat, el procurador de estos, recusó 
al Juez de Sección por haber dicho procurador publicado una so- 
licitada denunciando la condescendencia del Juez con tos tasa- 
dores que gestionaban honorarios en el asunto, por su parcialidad 
á favor do uno do estos y por encontrar duda sobre la competen- 
cia del juzgado» en asunto de su poderdante contra Schwartz 
hermanos. 



rallo «el Jues Federal 



Buei)u« Aires, XoYkinbrc 19 Je lffeW. 



Por lo que resulta del certificado precedente, téngasele por 
parte á D. Octavio Lelüni, debiendo constituir domicilio legal 
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sin mas trámite, coq arreglo á lo dispuesto en el artículo ti" do 
la Ley de Enjuiciamiento. Y no alegándose para la recusación 
ninguna de las causales establecidas en el articulo 43 de la Ley 
citada, no lia lugar á lo solicitado en el segundo otrosí del pre- 
cedente escrito y de las «acepciones opuestas, traslado y autos. 
Repónganse el sello sin más trámite. 

Virgilio M. Tedin, 



fallo de la Suprema Corle 



lindos Aires, Agostó 26 de 1887. 

Vistos : no siendo apelable el uuto do foja ciento sesenta y 
una según lo dispuesto por el artículo treinta y dos de la ley de 
procedimientos nacionales, se declara improcedente el recurso 
interpuesto, y repuestos los sellos, devuelrase. 



L LADISLAO MUS. — FEDERICO 
iBAHüLltES. — c. S. DE LA 
TORRE. 
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CACHA Al IX 



Contienda de comftetenria motiva entre el Juez Federal de 
Corrientes y el del Crimen de la provincia de Santa / V. en 
la causa criminal contra llcníto Quintana* }>or hmnieidh. 



Sumario, — Los crímojus como t idus fin ra de los luprares á 
que se refiere el artículo 3-, inciso 2', de la ley sabré jurisdic- 
ción de los Tribunales Nacionales do \ i de Setiembre tic 1803, 



Caso. — ñ 27 de Octubre de 1885, Beuitu Quintana dió muer- 
te á Htibcrto Cabrera, habiendo ocurrido el hecho á uno ó dos 
metros déla costadel rio, cerca de la Ayudantía dd Puerto de 
Reconquista, y de varias casas de particulareslsujetas á la juris- 
dicción de la srb-delegacion política de Reconquista, provincia 
de Santa Fé. 



Corneóles, Febrero 22 de 1886. 

Y vistos; considerando: 1" Que. según aparece de las decla- 
raciones de este sumario y del informe del Sub Prefecto del 
Puerto de Goya, el hoinii ¡dio cometido por Beuiio Quintana en 



1» Persona de Kiliborto Cal,™, M * teili(lo Iugar d 
«üll;.:, • ^ día el Fiacl. 

Z : 2 T"" yvAWittrh ' n ^ * i- 

■ ri vlu T\ " <írí """ eS m ' l " S V " isla, 
SlrSr c.„,tidocn nia - 

3" Qne tampoco atribuye jurisdicción á ,-te jareado h cir 
,7'7r ia *l "Hito a la coi, ti rio d £ 

tro del espacioque el articulo ¡¡(Mu del Cidigo civil obúrad 

los dueño., de terreno, ribereños á deiur ,L ' 

m '"-J'ir jt.í ra cu] le u i*:iiiiiiih 

■ »«<¡S 

T/T ;' ;,it,r¡lna "¿«rMicck,» 'errUoru!, la n 
•í «MlAelti, mismo; asilos c r l„ u ,n, <IMe st . 
" 'I' <** del «* 4ue limita , a provincia d 1 

V ri J , C «-ta el mismo rio 

J l..jur, 5 d c C .onde SUSi ,ntoridade Sa br aZ atodo Bu territorio v 

ÍI Td Í' 7 """ÍB" ** " ^ni- 
ño 1 araná j el arroyo del Bey, que lo limiian 

4-Q«. habiéndose cometido el delito « territorio nacional 

•>t« terntuno, porque ¿ello» le, fM atribuida la jnrisdiceion 
-I f enmma, e„ toda su ostensión, con ape.acion ú Z 

<lo. po, la le, de organizo» provisoria que sed.etó el a o 87 
.■Ta ey está aun en vi g e„cia hasta que se nou.br Sffifi 

lacreados per .a ley orgánica de iü de Octubre del 2 
ba decidido por .te Ju2g ado en .arios £ £ 

T. II. 
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5' 1 Que lo quo dice el Sub-Prcfecto de (¡ova al terminar su 
informe, ú foja 10, i saber : que loa habitantes del puerto do 
Reconquista están sujetos ú la jurisdicción judicial de la sub- 
delegación políticade Reconquista, pruTincia de Santa Vé, es una 
apreciación errónea, al menos en cuanto á este caso, porque el 
conocimiento y juzgamiento de un delito corresponde al Juez 
del lugaT donde cate ha sido cometido, y do á los jueces de otro 
territorio distinto. 

Por estos fundamentos y no obstante lo espuesto y pedido 
por el Fiscal, se declara que corresponde á los jtiect-s de Yaz del 
Ohaco conocer cu primera instancia de esta causa; en su con- 
secuencia, luego que quede ejecutoriada esta resolución, remíta- 

áíin de quo lo remita con el preso Benito Quintana .1} Juez de 
Paz de la colunia Avellaneda, que es la que queda más al sud y 
cuyo territorio liúda c«n la provincia do Santa Fe, según los in- 
formes privados que este Juzgado ha obtenido de personas cono- 
cedoras de la situación de las colonias nacionales. Hágase 
saber. 

tuno. 

El Juez de Paz de la colonia Avellaneda hizo presente que 
el delito fué cometido en territorio do la Provincia de San- 
la Fé. 

Auto dd Jufi 1" <?(3fi*i*i 

Corrientes, «ayo i de ]88f¡. 

Y vistos: resultado la nota que antecede, que el delito que 
La motivado la prisión de Benito Quintana por homicidio per- 
petrado en la persona de Filiberto Cabrera, lia sido cometido en 
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territorio de la provincia Santa Fe* y no en cltcrritorio nacio- 
nal del Chaco, y si esto fueso así, habría en la resol ación de 
esto juzgado un error de hecho, proveniente deque el infras- 
crito no conoce de vista el lugar donde sucmlió el di lita, cuyo 
error no altera en lo más mínimo los fundamentos de su resolu- 
ción en queso declara incompetente para conocer del apunto, y 
solo pono de manifiesto que tampoco es competente el Juez de 
Paz de la colonia Avellaneda, por no haberse euntetido el d.-Iito 
en el territorio de su jurisdicción, en cuyo caso lo que procede 
es, que el Juez de Paz requerido, requisa á su vez á laautori- 
dad que sea competente para conocer de la causa por razón del 
lugar donde ss ha cometido el delito, siéndolo el Juez del Cri- 
men de la ciudad de Santa Fé, si no está dividida la provincia 
en varias circunscripciones judiciales, que saque de la jurisdic- 
ción de aquel esa parte del territorio santafecino y lo sujete á 
otro Juez; y como la instrucción del sumario puede hacerla 
cualquiera autoridad sin que esto altere la jurisdicción del Juez 
que debe conocer y fallar la causa, nada importa que el sumario 
haya sido instruido por el ayudante de la Snh- Prefectura de 
fioya, para los efectos de la jurisdicción compe tente. 

Por estos motivos, devuélvase este oficio al Juez de Paz do la 
colonia Avellaneda, manifestándole que este juzgado está con- 
forme en que se declare incompetente en caso no haya tenido lu- 
gar el hecho en el territorio nacional del Chaco y sí in el terri- 
torio de la provincia de Santa Fé, 6 sea en la már^n derecha 
del arroyo del Rey, que divide el territorio do dicha provincia 
del territorio nacional del Chaco; y remita en tal caso el espe- 
diente al señor Juez del Crimen de la ciudad de Santa l e, ponien- 
do al preso Benito Quintana á su disposición para que' proceda 
a conocer y fallar la causa con arreglo á derucho, agriando es- 
tos - 



luna. 
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El Juez de Paz remitió el espediente al Juez del Crimen de la 
provincia de Santa Vi. 



Auto del Juez del C rimen 



Santa IV, Agento hi U> 

Constando de la nota del Juez de Paz de licconqiüstfc, que el 
delito que motiva estos autos, lia sido cometido en territorio 
nacional, pues ha sido cometido áoclio varas de la orilla del rio 
t'ii el puerto de ItcconquUtn. donde la nación tiene jurisdicción, 
rcm tta use estos actuados al se ti* ir Juez de Sección de la provin- 
cia de Corrientes, par u que deponga lo que crea conveniente. 

Eudoro liosas 



Comen lea. Agosto 31 de 1886. 

Yvistos: considerando; 1* Que no es conveniente pedir nue- 
vo informe de la sub-dt-lcgacien del puerto de Goya sobre el lu- 
gar donde sucedió el hecho que motiva este sumario, tanto por- 
que ya informó diebo su b -de legado á cerca de esto, como aparece 
:í foja !0. y consta de otros antecedentes y decuraciones que 
obran vu el sumario el lugar d. l hecho, como la gran demora 
que ha sufrido esta causa, ocasionada por los incidentes que lian 
ocurrido y que no ha sid»i posible evitar. 

2 J Que el auto del señor Juez del Crimen de Santa Fé, es in- 
fundado y vago, pues que alirma que el delito se ha cometido a 
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ocho varas de la orilla del río donde la nación tiene jurisdicción 
lo que no esevacto, porque el territorio do la provincia de Santa 
fé está limitado per el arroyo del líey, quejo separa del terri- 
torio del Hiacu.ypor consiguiente el delito se lia conn tido en 
territorio do la provincia de Santa IV, que está fuera de la juris- 
dicción nacional y ,ft»j e lo a i a;i autoridades provinciales. 

3' Que también se alirma que el delito Uú lia cometido en el 
puerto do Reconquista y se sostiene que su conocimiento cor- 
respondo á este Juzgado de conformidad al artículo 3\ inciso 
de la ley de competencia uaci-mal que atributo á la jurisdicción" 
federal los crímenea cometidos cu ha rios, islas y portes, pero 
la dificultad consiste en averiguar que* vs lo que se entieud, por 
puerto, en el sentido y mente de la ley. 

Vulgarmente se llama puerto aquel] u porción de rio donde 
fondean los buques para desembarc ar caiga y pasajeros, r todo 
el espacio de tierra que qtmla frente á esa parto del rio. do mo- 
do que según esta denominación vulgar, corresponderían í la 
justnia nacional los crímenes cometidos en las calles de las ciu- 
dades situadas á las márgenes de los nos navegables, r,,,^ di-sen 
frente al rio ó liasen los puntos de embarque, y en este sentido 
badicl.oel S ..bd,depado.le l(oconquista, fnja 12. que el delito 
se na cometida en el puerto de Reconquista, IVro debe buscarse 
cual es el sigmfieaíto lega! d, la palabra puerto que emplea la 
ley, y desde luego, siendo el fundamento de esta la r n-<titucion 
que atribuye á la jurisdicción nacional los casos de almirantazgo 
y jurisdicción marítima, se vi que no pertenece á esta clase un 
homicidio cometido en el territorio de una provincia donde las 
aguas del rio no llegan jamás; puesto que ha sido com-tido como 
á ocho varas déla barranca frente á la casa que ocupa la \yu- 
dantía. Podría cuesti- na rae si la playa del rio hasta donde lle- 
gan hs unís altas crecientes, es lo que la ley emprende bajo 
la denominación de puerto, porque esto espacio de tierra 
está á veces cubierto por las aguas, aunque, por otra parto, m 
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una continuación del territorio do la provincia, pero no puedo 
habCT cuestión respecto á la parte del territorio que está sobre 
la barranca y donde no alcanzan las aguas en ningún tiempo, 
aunque esté unida á la parte baja, porque loa liechos cometidos 
en estos lugares ninguna relación tienen con la jurisdicción de 
almirantazgo y marítima. 

Las leyes de Estados Unidos que establecen esta jurisdicción, 
comprenden todos los crímenes y delitos cometidos en los altos 
mares y en las ensenadas, puertos y bahías, dentro de la cre- 
ciente y menguante de la marea, dentro de la jurisdicción de 
los Estados Unidos y fuera del cuerpo de algún condado (Sto- 
ry, Vodcr judicial, traducido por Can tilo, página i 26; Conkling, 
Organización, jurisdicción y práctica de las Cortes de los Esta- 
dos Unidos* jurisdicción criminal, capítulo 8 t página 169; y 
Kent, Gobierno y jurisprudencia constitucional de los Estados 
Unidos, traducido por Carrasco Albano, página 222 al fin). 

Y aunque no ha sido cometido el delito en la playa, sinó en 
el territorio doude jamás llegan las aguas, según ;se vé por los 
informes y declaraciones que obran en autos, Story, en el lu- 
gar citado, atribuye una jurisdicción alternada á las Cortes de 

correspondiendo los casos que ocurran, & las primeras, cuando la 
el ülo del agua, y á las segundas, cuando la 




otra pane, el arroyo del Itey que divide el territorio do 
Santa ¥6 del territorio nacional del Chaco, es un tío interior 
que á veces no sera navegable, y no se refiere á estos la jurisdic- 
ción marítima y dealmirantazgo, sinóá los grandes rios navega- 
bles que descmboL-an en el mar y no pertenecen por consiguien- 
te á ningún Estado. 

Por estos fundamentos y los espuestos en las resoluciones de 
fojas í i vuelta y 15, este Juzgado insiste en declararse imeompe. 
tente para conocer de esta causa. En su consecuencia, 3 
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estos antecedentes á la Suprema Corte para que decida la com- 
petencia, de conformidad á lo dispuesto cu el título G' 1 de la ley 
de procedimientos nacionales, y avísese al señor Jue/ dul Crimen 
de la ciudad de Sauta Fé, Hágase sabor con el original. 

Carlos Luna 



VISTA DEL SESOU PJtOCL'llADOU GENERAL 

Buenos Airea, Marzo ¿3 .le 1887, 

Suprema Corte ; 

La jurisdicción de la autoridad nacional en las riberas do 
los rios y canales navegables es, ú mi juicio, esclusiva, en cuan- 
to se refiere á los intereses déla navegación, del comercio, y de 
la percepción de la renta, y concurrente, con respecto al conoci- 
miento de los crímenes perpetrados á in mediación de dichos rios 
y canales. 

Un crimen cometido en territorio de unn provincia á algunas 
varas de las aguas navegables, cunada afecta los intereses de 
la navegación ni los del comercio, y no hay razón que atribuya 
su conocimiento á Jos tribunales de la Nación, El artículo 3° do 
Ja ley de jurisdicción y competencia, de donde arranca la compe- 
tencia de la justicia federal en casos do esta naturaleza, solo se 
refiere á los ríos, islas y puertos, sin haeer mención de las ri- 
beras. La conocida disposición del Código Civil que limita los 
derechos de dominio dentro de los 35 metros de ribera, no puedo 
considerarse fuente de jurisdicción, sinó ú los objetos <iuc tal 
limitación ha tenido notoriamente en vista, es decir, a la faci- 
lidad de trafico, las conveniencias del comercio, la fiscalización 
de la renta. 
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La doctrina prevalente en las Cortes Americanas paréceme 
de todo punto exacta y aplicable a las nuestras : La Jurisdicción 
del almirantazgo en materia criminal, dice Stonj, abraza todas 
tas ofensas públicas cometidas en alta mar, ensenadas, puertos, 
bahias, á partir déla linca de las más bajas mareas. Atli es 
eselusiva ta jurisdicción de tos Tribunales del atmirantaz( i0 , 
porque ta de tos Tribunales de derecho común está limitada á 
tas ofensas cometidas en la cstatsion de un condado. Con respecto 
ú tas costas del mar, ta jurisdicción está dividida ó alternada 
entre los tribunales de derecho coman y ios del almirantazgo 
siguiendo los limites de ¡ax alias ;/ bajas mareas; laprtmera,v ta 
jurisdicción del derecho comitn, se extiende sobre tierra tanto 
como la marea baja, tj ta jurisdicción del almirantazgo tanto 
como ta marea alta, astfui ad filum w/ua. Traducción de Calvo 
página 331). 

Resultando do las informaciones producidas que el crimen 
que origina este sumario ha sido perpetrado algunas varas arri- 
ba de la barranca, doudu nunca alcanzan las aguas, pionso que 
su conocimiento corresponde al Juez de la provincia de .Santa 
Fe\ á cuya jurisdicción pertenece la márgen derecha del arroyo 
del Eey, en que tuvo lugar el homicidio. 

Eduardo Costa 



Falla de I» 8upremn Corte 

• 



de ikh7. 



Vistos: resultando que el h nc ) 10 qne mi)tira ]a pr0(fentc m „ 
sa so ha ejecutado en el territorio de la provincia de Santa Fú, 

* que se reCere el artículo tercero, inciso 
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segundo de la ley sobre jurisdicción y competencia de los tribu- 
nales federales; y atentos los fundamentos concordantes capues- 
tos por el Juez de Sección, y por el señor Procurador General en 
la vista que precede; se declara que el conocimiento y resolución 
de esta causa corresponde al Juez del Crimen de la ciudad de 
Santa Fé, al cual, en tu consecuencia, se remitirán estos autos» 
avisándose con oficio al señor Juez de Sección de la provincia 
do Corrieutes. 

V LADISLAO FIWAS. — FEDERICO 
IBAHGfillES. — t. S. DB LA 
TOltnE. 



CAUNA C 



73, contra I). Itamon López, por cobro 
'ejecutivo <te pesos 



Sumario. — Contra el endosatario de un pagaré á la orden, 
no procede la excepción de compensación por deuda de otra per- 
sona distinta de su primer ' 
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Caso. — D. Amustia Sánchez, endosatario de un pagaré por 
000 pesos firmado por R. A, López y Ramón López á favor de 
A. R. Rojas y hermano, siguió ejecución contra D. Ramón Ló- 
pez. 

£1 ejecutado opuso la cscepcion do compensación, fundándo- 
la en que su co-deudor solidario tenía un pagaré del señor Rojas 
por 900 pesos, que estaba ejecutando ante el Juez de I a Ins- 
tancia. 

El ejecutante contestó que el pagaré á que se refería el eje- 
cutado era firmado por D. Absalon Rojas, que era una pegona 
distinta de A, R. Rojas y hermano, á cuyo favor fué otorgado el 
que fundaba la ejecución. 

- 

r«ll« del Jims Federal 

SautingOj Mar/.o 24 de 1887 

Y vistos : en la ejecución seguida por el Dr. Agustín J. Sán- 
chez contra D. Ramón López por cobro de la suma de ($ 900) 
novecientos pesos nací ona les que reza el pagaré de foja 2; del 
prolijo exámen de los autos, resulta : que el protesto de foja 
10 no está hecho en forma, por cuanto no se ha practicado lle- 
nándose las formalidades que caprinamente prescriben los artí- 
culos 891 y 892 del Cúdígo de Comercio. 

En efecto, A foja 10 vuelta cousta que el domicilio del deudor 
López era conocido (Departamento Banda) y quo sin embargo de 
conocérsele, lejos de buscársele en él, se ocurrió a la Intendencia 
de Policía á exijir el pago del pagaré. 

Considerando que de conformidad con las disposiciones lega- 
les espresas que quedan citadas, constando el domicilio del deu- 
dor, dele este ser buscado en él para oxijirle el pago, pues no 
habría razón que justificara el protesto, mientras no constara la 



DE JUSTICIA NACIONAL 



91 



negativa del deudor á verificar el paga, circunstancia que soto 
puede hacerse constar riendo personalmente al deudor; que en 
el caso subjudice t constando el domicilio del deudor debía bus* 
cársele para exijirleel pago y proceder en todo caso en la for- 
ma prescrita por el citado artículo 892 del Código de Comercio; 
que por tanto, es exacto que el protesto de foja 10 no se ha hecho 
en forma, y que en consecuencia, «o produce los efectos legales. 
Por estas consideraciones y sin tomar en cuenta lo espuesto por 
las partes, no se hace lugar á la ejecución seguida contra don 
Ramón López, con costas al ejecutante, debiendo, en su mérito, 
levantarse el embargo trabado que corre á foja 24, Hágase saber 
y repónganse los sellos. 

Bueno* Aires, Agosto 27 de 1887. 

Vistos : habiéndose deducido la ejecución contra uno de los 
firmantes solidarios del pagaré de foja des, el cual no ha hecho 
observación, ni ha podido hacerla en las circunstancias de la cau- 
sa contra la validez del protesto, habiendo por el contrario reco- 
nocido la verdad de la deuda; y no habiéndose probado, ni proce- 
diendo contra el endosatario de dicho pagaré la escepcion de com- 
pensación poT deudas de otra persona distinta del primer tenedor 
del mismo; so revoca el auto apelado de foja sesenta y seis» y se 
declara que debe llevarse adelante la ejecución, con costas. Re- 
puestos los sellos, devuélvase. 

U.AMSLAO FRIAS, — FEDERICO 
lIlARGCllEFL — C. S. DE LA 
TORRE. 
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causa m 



#>. José 



Hos*olU\ contra IK Vinuel Somndo; sobre emanación 
de arrendamiento 



Sumario.- La justicia federal carece de competencia para 
conocer en las causas de jurisdicción concurrente cuyo valor es 
mierw* - * Je Setiembre de 1878. 



Caso. — Kn la causa promovida por J). José Kossotti sobre 
consignación de 150 pesos por alquileres del mes de Julio de 
1885, en la que el propietario «orondo sostenía deberse Tope- 
sos por i5 dias del mes de Junio, so dicto el 



Falla del Juez 



La Finia, Abril 30 de 18&3 

Vistos estos autos seguidos por D, José 
Miguel SoromJo, sobre consignación. 
Y considerando : I» Q ue para que la consiguacion ténsalos 
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la persona, modo y tiempo sean las mismas que lo estipulado 
(artículo 758, Código Civil;- sin loque no produce dicho efecto de 
pago. 

2 o Que á estar á los términos del contrato de fojaSO, este ha 
debido empezar a rejir desde ella do Junio, y por tanto, desde 
esa fecha han debido empezar á correr los arrendamientos, sin 
que valga lo contrario el alegato de la parte de Rossotti, deque 
no ocupó la casa sinó el primero de Julio : pues romo se recono- 
ce por la «muía, esto había dado lugar á una acción de indem- 
nización por daños y perjuicios, pero de ninguna manera á rete- 
ner el precio de locación, desde que se halla confesado y recono- 
cido que rejía desde el 15 de Junio. 

vista de lo espnesto y consignado, resulta que la 
no alcanzaba en su cuantía á pagar el todo de la 
deuda i por lo que, y de conformidad con el artículo citadoy el 
76G t debo fallar y fallo: que la consignación es imperfecta y en 
su consecuencia, que el señor liossotti debe abonar las costas de 
este juicio. Repónganse los sellos. 




Isidoro Álbarracin, 



Fftll» de la 



Unen os Aires, Seticrubro 3 de 1887 

Vistos : resultando de los escritos de oposición y contestación 
corrientes á foja 6 y 18 de estos autos, que el presente pleito 
se ha triado sobre la suma solo de setenta y cinco pesos va- 
lor de los alquileres correspondientes á la segunda quincena del 
mes de Junio en que debió comenzar úrej ir el arriendo estipula- 
do en el contrato de foja cuatro, y siendo aquella suma mani- 
fiestamente inferior á la tasa de la competencia del Juez de Seo- 
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cion, con arreglo á ta ley nacional de tres de Setiembre de mil 
ochocientos setenta y ocho y d las de la provincia de Buenos 
Aires de veinte y tres de Setiembre de mil ochocientos cincuen- 
ta y cuatro y treinta de Setiembre do mil ochocientos sesenta y 
tres; se declara sin valor ni efecto la sentencia recurrida de foja 
60 y repuestos los sellos, devuélvanse. 

ULADISLAO FRIAS. — FEDERICO 
IIUMif HFN, — C. S. DE LA 
TORRE, 



CAUSA 



de competencia negativa entre et Jucs Federal de 
Corrientes yelde r Instancia del territorio nacional de Mi- 
siones, en la causa criminal contra el ex-tteceptor de lientas 
D. Manuel F. López y otros, por defraudación de rentas. 

Sumario. — Las causas cuyo conocimiento, según la ley or- 
gánica de los tribunales nacionales, corresponde á los Jueces Le- 
trados creados por «Ha, deben serles remitidas una ve* que to- 
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Caso. — El ministerio de Hacienda remitió al Juez Federal 
ile Corrientes un sumario levantado al cx-Kcceptor de San Javier 
D. Manuel F. López, por complicidad en la extracción ilegal de 
maderas en el territorio nacional dt' Misiones. 




Corrirntes, Enero U de ]8&1 

Y vistos : resultando de estos anteceden tes mérito bastante, 
procúdase al arresto del Receptor de rentas nacionales de San 
Javier, l), Manuel F. López, librándose oficia á S. E. el señorGo- 
bernador de Misiones para que lo liaga efectivo por medio de las 
autoridades do su dependencia y lo remita á disposición de este 
Juzgado, bajo segura custodia. Y respecto á que el embargo de 
las maderas que se lia trabado en las Aduanas de Monte Caseros 
y Concordia, está fundado en haber sido exportadas del territo- 
rio de Misiones con permisos indebidos del Receptor de San Ja- 
vier y otras autoridades; y según la terminante disposición del 
artículo JOCO, cuando del sumario resulta un delito conexo, es 
decir : cuando un mismo hecho de transgresión á las leyes de 
Aduana dá lugar á dos acciones diferentes, d e Jas que una sea por 
delito común, cuya acusación corresponda al Ministerio Público 
y cuyo fallo corresponde á los tribunales ordinarios, y la otra á 
la Administración por la defraudación de la renta, el Administra- 
dor pasará sin resolución el sumario al Jurz de Sección á que 
pertenezca, para que las dos acciones sean instruidas cu un solo y 
mismo juicio; por lo tanto, se declara que este Juzgado es el úui- 
co competente para conocer y decidir, no solo de la causa con- 
tra los empleados que resulten autores de delitos comunes, 
aiuó también de la defraudación de las rentas fiscales, hecha 
por los dueños ó consignatarios de las maderas embargadas en 
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Monte Caseros y Concordia, que indebidamente ba sido separa- 
da de aquella y sometida ¡í los administradores de esas Aduanas 
para su resolución; en su consecuencia, diríjaseles oficio á fin do 
que se abstengan del conocimiento y decisión de las causas á que 
se refiere este espediente, y remitan ú este Juzgado todos los an- 
tecedentes que obren en su poder y hagan saber á los interesados 
comparezcan ante este Juzgado, por sí ó apoderado legal, en el 
término de treinta dias, á estar ¿derecho en la causa» bajo aper- 
cibimiento de que les parará el perjuicio que por derecho haya 
lugar si asi no lo hicieren. 

Debiendo asimismo informar diclios Administradores sobre 
las medidas de conservación que sea preciso adoptar para evitar 
el deterioro de dichas maderas, si no han sido entregadas bajo 
fianza ó rendidas en remate para evitar su pérdida; y en vista 
do esos antecedentes y de la declaración del Receptor Lopez t se 
procederá á adelantar el sumario y se adoptarán las demás me- 
didas que resulten ser conducentes para descubrir la verdad de 
los hechos y asegurar las resultas del juicio, y se proveerá asi- 
mismo sobre la acumulación que pide el Fiscal, del espediente 
sobre esplotacion de bosques nacionales de Misiones y esporta* 
cion de sus maderas, relativo á Salvador Schiaffino. 

Luna 

Tenido conocimiento de que el Juez Letrado de Misiones había 
tomado posesión de su puesto, se dictó el siguiente 

Airt» M Jim de »e»i.» 

Gómenles, Noviembre 12 de 1886 

Y vistos : Con lo espuesto por el Procurador Fiscal y consi- 
derando : i* Que habiéndose nombrado el Juez Letrado para el 
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territorionacional de Misión^y tomado posesión de su car«o 
ba mado completamente la jurisdicción que ejercía este 
do sobre las causas que se seguían por hechos ocurridos «, él 
pues por el artículo 36 de la ley orgánica de los territorios 
clónales corresponden á diclio Juez Letrado todas las causas ci- 
viles, entórnales y correccionales y también las que compe:en á 
los jueces federales. 

2 o Que si bien Jas maderas lian sido embargadas en la Adua- 
na de Monte Caseros y Concordia, la causa que motiva este pro- 
ceso no es puramente de contrabando sinó también por delitos 
comunes coneios que se suponen cometidos por los empleado, del 
territorio de Misiones, por cuyo motifo se mandó acumular al 
espediente U causa sobre embargo, sacándola de la jurisdicción 
déla Aduana, como se Té por c! auto de 14 do Enero del año 
1884, corriente á foja 89, primer cuerpo. 

Por estas consideraciones, se declara que este Juzgado carece 
de jurisdicción para seguir entendiendo en esta causa; en su 
consecuencia, remítanse los autos al señor Juez Letrado del te- 
rritorio de Misiones, para que entienda y decida lo que corres- 
ponda por derecho, poniendo a su disposición el depósito de di- 
nero que existe en la sucursal del Banco Nacional de esta ciu- 
<Ud. lo que se arisará por oücio al gerente á los efectos que haya 
inger. Hágase saber con el original. 



Luna. 



Posada?, Enero 21 de 1887 



Antosy vistos: Considerando: I* Que ol señor Juez de Sec- 
ción de Corrientes se amó el conocimiento de esta causare- 



T. IJ. 
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clarando su competencia por el auto de 14 de Enero de 1884, 
corriente en el primer cuerpo de autos, de acuerdo con lo resuel- 
to por la Suprema Corte en casos análogos (Causas XLIII, tomo 
6*, y XCIV, tomo i 5 do sus fallos;; de lo que resulta que dicho 
señor Juez era cuando ella se inició el único competente para 
conocer y decidir» 

2" Que la circunstancia de haberse nombrado posteriormen- 
te para este territorio un Juez, no le quita* aquel su competen- 
cia para continuar entendiendo en los asuntos pendientes ante 
él. Para que esto no fuese así habría nido menester una disposi- 
ción espresa, desde que ante todo debe tenerse en cuenta la bue- 
na administración do justicia, que esije evitar, en cuanto fuese 
posible, delaciones, gastos y perjuicios para las partes, tanto 
más graves en el caso presente, cuanto numerosas son las perso- 
nas á quienes habría que obligar á constituir nuevos repreNen- 
t antes careciendo en el lugar absolutamente de personas idóneas 
al objeto. Por otra parte, existe el antecedente establecido por 
la ley de setiembre 14 de 1863, que mandaba terminar y fene- 
cer ante los tr ibunales de provincia ante quienes pendían las cau- 
sas que pertenecían a la jurisdicción nacional que se creó, dis- 
posición de alta equidad dictada para la división de la jurisdic- 
ción que en ese caso afecta la soberanía. 

3° Que continuando y decidiendo la presente causa el señor 
Juez de Sección de Corrientes, la justicia se hará la misma, sin 
qué pueda decirse que se desvirtúa desde que tendrá que aplicar 
las misma, leyes y por consiguiente las mismas penas, 

4" Quoámás, habiendo dicho señor Juez tomado desde el 
primer momento conocimiento del asunto, se halla en mejor 
aptitud de apreciar y juzgar, puesto que ha podido notar hasta 
la impresión que sus preguntas y observaciones pueden haber 
causado al reo en el acto de la declaración y confesión, y es sin 
duda esta una de Jas razones por lo que establecen las prácti- 
cas la obligación de los jueces de mantenerse en el conocimien- 



to anticipado que hubieren tomado de alguna cansa que por cual- 
quier razón pudiese competirles, aunque por ello se viniere á 

privar al juez natural y competente de parte de 8U jurisdic 
cion 



Por estas consideraciones y no obstante la opinión del Fiscal 
ad koc, este Juzgado se abstiene de conocer do la presente causa 
y devuelve al Juzgado de donde procede, espresándole que en 
caso de disconformidad la pase á la Suprema Corte á los efectos 



11 Quiroga. 



VISTA DEL SESOft PROCURADOR GENERAL 

Buenos Airas, Marzo 28 de 1887. 

La jurisdicción es un atributo de la soberanía, que puede el 
soberano depositar y distribuir en la forma que mis estime 
conveniente. 

Cuando dos naciones, ó fracciones de una, se reúnen ó se se- 
paran, es materia convencional establecer qué jueces han de co- 
nocer de las causas pendientes; diré mejor, es este un punto 

* _ ^ los 

poderes que Ínter» 

vienen en la nueva creación, no de derechos inherentes á los 
territorios unidos 6 separados. 

La práctica entre nosotros ha sido varia. Al organiiarse la 
justicia federal, las causas pendientes ante los tribunales de 
provincia continuaron ante los mismos, aunque por las perso- 

Zti^ ZTi T7 P00dÍer4n * U nacional . 

(Artículo »de la ley de jurisdicción y competencia). 
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Federalizsdo el municipio de la capital, los asuntos de juris- 
dicción federal que tramitaban ante los tribunales déla provin- 
cia de Buenos Aires, pasaron á los jueces que con este motivo se 
creaban, mientras que los asuntos pendientes ante la Corte 
Suprema de la misma provincia, á cualquier jurisdicción á que 
pertenecieran, quedaron & la resolución de la misma (Artículos 
309, 310 y 3H de la ley de Diciembre de i 881). 

lío habiendo determinado la ley que federalizó el territorio de 
Misiones qué jueces conocerían de las causas pendientes, incum- 
be a la discreccion de esta Corte, en defecto de otro poder, de- 
terminarlo. 

La elección no es para mí ni difícil, ni dudosa. 

Radicado el juicio ante el Juzgado de Corrientes, próximo á 
terminar después de una larguísima tramitación, sería contrario 
i todo principio de buena administración pasarlo á un nuevo 
Juez, para principiar de nuevo. 

Pienso por esto, que debe V. ü. resolver esta contienda or- 
denando que el Juzgado de Corrientes continúe sus procedi- 
mientos. 



VmtMm de I* Siipw Vmrtm 

Buenos Aires, Setiembre 10 de 1887 

Vistos: oído el señor Procurador General, y por los funda- 
mentos del auto del Juez de Sección de Corrientes de doce de 
Noviembre de mil ochocientos ochenta y seis, corriente A foja 
doscientas tres de este espediente, se declara que et juez compe- 
tente para continuar en el conocimiento de esta causa es el Juca 
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Letrado dol territorio do Misiones; en su consecuencia, remí- 
tansele los autos, avisándose por oficio al Juez de Sección de 
Corrientes. 

ULAD1SLA0 FRIAS. — FEDERICO 
IDARCtiftEN. — C. S. DE LA. 
TORRE. 



CAUNA €111 



José CtoxtiayC*. con f). Antonio Barbich, por falta de cum- 
plimiento de contrato; sobre recusación. 



Sumario. — El Juez recasado por una de las causales com- 
prendidas en el artículo 43 de la lev nacional de procedimientos, 
debe una vez que se nconoce por la contraparte Ja verdad de 
ella t inhibirse del conocimiento dol juicio; y los autos que dicto 
después de recusado son nulos. 
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Cojo.— En la causa seguida porGoitia y C\ con Barbich, so- 
bre cumplimieato de contrato de venta de 10.000 fanegas de 
maiz, se dictó laudo arbitral, condenando á Goitia y C - al pago 
del maiz, gastos, intereses y costas. 

El abogado de Barbich pidió que Goitia y C* manifestaran 
si estaban conformes con su cuenta de honorarios, y con esto 
motivo, Goitia y O negándose á la ma n ¡fea I ación , recusaren al 
Juez Federal Dr. D. Isidoro Albarracin, fundándose en que su 
hermano el Dr. D. Francisco Albarracin era deudor de Barbich, 
como este lo tenía reconocido. 



! La Piala, Noviembre 23 de 1883 

Considera mío : que la recusación se basa únicamente en el 
testimonio del testigo Dr. D. Francisco Albarracin; y que si 
bien este ha declarado que era deudor de Barbich, ha agregado 
igualmente que fuera por un pagaré de plazo aún no vencido. 
Y teniendo en cuenta que no es verdadero deudor en la acepción 
de la ley sinóelque puede ser apremiado judicial e* inmediata- 
mente al cumplimiento de la obligación, lo que no sucede en Jas 
obligaciones á plazo hasta ojie este no se halla veucido; y que 
por otrapartu, es esta la interpretaciou constante que, se ba dado 
á la tacha por deudor, á los testigos. No ha lugar A la recusación 
en su consecuencia, de la reposición que su deduce, 
lo y autos. 




Albarracin. 



Cíoitiay C 1 , pidieron 
insnbmUum. 
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Atate del Jue* federal 



Lo Pinta, Em-ro 13 de 1886 

Vistos : en el incidente sobre reposición del mito en que no 
se hace lugar ¡i la recusación deducida por los señores José 
Goitia y C B . 

Y considerando: I o Que según puede verse en el escrito 




Antonio Barbich, « siéndome, pues, escusado probar, dice, lo 
que está probado por la misma declaración del Dr. D. Fran- 
cisco Albarracin » ; y de la misma declaración del Dr. Albarra- 
cin, corriente á foja 170, consta que era deudor do un pagaré 
á favor de Barbich, de plazo no vencido; de todo lo que se des- 
prende que el recusante renunció á nuevas pruebas, 6 se con- 
vino en que se fallase la recusación cuii la sola declaración del 
Dr. Albarracin, lo que hacía innecesario, por tanto, el recibir 
la causa á la prueba á que se refiere el artículo Íi3 de la men- 
cionada Ley de Enjuiciamiento. 

2" Que tampoco pudo recibirse á prueba, desde que por el 
recusante no se habían llenado los requisitos lijados en el ar- 
tículo 20, de lijar los nombres y residencia de los testigos y 
prestar juramento de no proceder de malicia, que es obligatorio 
para la recusación de los Jueces Seccionales como para la de 
los miembros tíe la Suprema Corte, según lo dispuesto en el 
artículo 31 de la dicha ley. 

3 ' Que por el artículo 205 do la Ley de Enjuiciamiento y 
fallos do la Suprema Corte, no se permite recurso al -uno del 
fallo que retaiga en una solicitud de n posidun ; y por el 32 de 
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la misma ley, bace cosa juzgada el fallo desechando una recu- 
sacion cuando no estuviera fundada en alguna de las cansa- 
Ies enumeradas en el artículo 43 de 1a misma ley. 

Per estas consideraciones, fundamentos del auto de foja 38f 
y concordantes del escrito de foja 420, no ha lugar á la reposi- 
ción, ni á la apelación solicitada, con costas. Hágase saber 
original y repónganse los sellos. 



Isidoro Atbarracin. 



Los mismos señores GoiUay C\ entablaron recurso de apela- 
ción y nulidad contra el huido, d< positando en el Banco Nacio- 
nal la sumado 5000 pesos, importe do la multa fijada en el 
compromiso. 



»'•■!• del Jim» Fedml 



La Piala, Noviembre 25 Je 1885 



Provio pago al señor Ilarbich de la suma oblada, de confor- 
midad «1 acta de foja \2 ruelta, otúrgaase los recursos do 
ablación y nulidad solicitados, acordándose para la mejora, el 
término de tres días. 



Atbarracin. 



«¡oitía y C« pidieron reposición y apeheion del auto anterior 
por haber sido dictado por el Juez después de recusado. 
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Vistos : en el incidente sobre reposición del auto de foja 305 
en que se concede a los señores José Ooitia y C\ los recursos 
de nulidad y apelación, previo pago de la multa estipulada en el 
acta de compromiso de foja 12 vuelta. 

T considerando : 1° Que las razones que se aducen sobre re- 
cusación, están rebatidas con «que segun fallo de foja 381 y 
confirmación dictada en la fecha en el incidente sobre recusa- 
ción en esta causa y entre los mismos interesados, este juzgado 
ha entendido y resuelto que la recusación á que la parte se refie- 
re en este escrito, era improcedente por su forma y por sn falta 
de causal legítima é igualmente irrecurrible 6 inapelable sn fallo 
al respecto». 

Que en cuanto al fondo, se halla confesado por la misma 
parte en su escrito de foja 380, que la sentencia arbitral era 
ejecutable, una vez que so diera finnza bastante fpara sn ejecu- 
ción, y no habiendo sido objetada la del señor Emilio Casares 
y constando al Juzgado su solvencia» bastaba esta para los obje- 
tos de la ley. 

3 o Que segun los términos del acta de foja 12 vuelta, se es- 
tipuló que del fallo de los árhitros, no se acordara apelación ni 
recurso alguno, lo que importaba escluir basta el de nulidad, 
reducción, etc., si no es que prémmente se pagase «4 beneficio 
de la otra parte- la multa de JUm pesos nacionales; y por tanto, 
este Juigado no pudo ni debió dar tramite a las solicitudes de 
apelación y nulidad si no es que esas condiciones no se llena- 
ban, consignando esa multa a las resultas del juicio, como se ha- 
cía por la parte de Goitia y C\ en su escrito de foja 384. 
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4 o Que por el articulo 205 de la ley de enjuiciamiento y 
Fallos de la Suprema Corte, no se permite recurso alguno del 
fallo que recaiga en una solicitud de reposición; y por el 32 do 
la misma ley, hace cosa juzgada el fallo desechando una recusa- 
ción, cuando no estuviera fundada en alguna de las causales 
enumeradas en el artículo 43 de la mencionada ley. 

Por estas consideraciones y concordantes del escrito de foja 
416, fallo no haciendo lugar á los recursos de reposición y ape- 
lación interpuestos, con costas. Hágase saber original, y repón- 
ganse los sellos. 



Barbich, pidió inhibición contra Goitia y G*. 




Goitia y C*. pidieron reposición y apelaron del auto ante- 
rior. 



La l'Jala, Enero 1.1 de 18Hi 

Vistos : en el incidente sobre reposición del auto en que su 
ordena inhibición de venta, | lo¿ señores José Goitia y C - . 
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Y considerando: \* Que según fallo de foja 381 y confirmación 
dictada en la fecha, en el inoidente ¡sobre recusación entre los 
mismos interesados, este Juzgado ha entendido y resuelto que 
la recusación á que la pártese refiere en este escrito, era impro- 
cedente por su forma y por falta de causal legítima, é igualmente 
irrecurrible é* inapelable su fallo al respecto. 

2» Que aunque así no fuera, tratándose de medidas conser- 
vatorias parala ejecución de la sentencia, 6 embargos preven- 
tivos para garantirse de su ejecución, corresponde diotarlos ai 
Juez que entienda en la causa, hasta el momento en que se de- 
duce, lo que no es sino en cumplimiento de la obligación de no 
dejar burlada la acción de Ja parte mientras no pase á Juez com- 
petente; y asi so halla declarado en el artículo 463 de la ley de 
enjuiciamiento de la provincia, que ei embargo será válido aun- 
que fuese incompetente el Juez que lo dicte, sin más condicio- 
nes que las de que se haya dictado con arreglo á las disposicio- 
nes de osa ley, que solo requiere para que so dicte, que ol crédi- 
to esté acreditado en instrumento público. 

3* Que tratándose de la ejecución de la sentencia, y aquí se 
trata de una sentencia, el demandante puede pedir, fundandoen 
escritura pública ó prueba fehaciente el arraigo o seguridad de 
su ejecución, aún antes de deducir la demanda (inciso 3 o del ar- 
tículo 55 do la ley do enjuiciamiento), y de aquí se desprende 
que este auto puede ser dictado ú ordenado por el Juez que en- 
tendía en la causa, hasta tanto que no se haya dado por recusa- 
do ó que se haya desprendido del conocimiento de los autos, y 
pasado á otro Juez ó al superior; pues es sabido que los embar- 
gos no se decretan ni se ejecutan con citación del contrario 
porque sería hacerlos ilusorios. 

4" Que por el artículo 305 de la ley de enjuiciamiento y fallos 
de la Suprema Corte, no se permite recurso alguuo del fallo que 
recaiga en utia solicitud de reposición; y por el 32 do la misma 
ley. hace cosa juzgada el Fallo desechando una recusación, cuan- 



tos 
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do zto «atavie» fundado en alguna de las causales 
en el artículo 43 de la misma ley. 

Por estas consideraciones y concordantes del escrito de foja 
431, fallo no haciendo logará los recursos de reposición y ape- 
lacíon deducidos, con costas. Hágase saber original y repóngan- 
te loa selles. 

El Dr. Aldao Arbitro tercero pidió regulación de honorarios. 



W»ii»M Jue* rnleml 



Como se pide y se 
coya 




La FJaUi, Diciembre 3 de 1885 



D. 



Atbarracin. 



1UIÍ, t 



confiriéndose por 



Uoitia y C* pidieron reposición y a¡ 
el Juez traslado que no fué contestado. 
Por las apelaciones denegadas, los mismos señores ocnrrieron 
la Suprema Corte. 



Buenos Aires, Setiembre 13 de 1887 

Vistos: considerando en cuanto al auto do foja38l f que el 
de la deuda en que se basa la causal de recusación deduci- 
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da por los señores Goitia y Compañía contra elJuez de Sección, 
Be halla esplící tatúente reconocido por la parte de don Antonio 
Barbich; y siéndoosla causal, mude las enumeradas por el artí- 
culo cuarenta y tres de la ley nacional de procedimientos, se re- 
voca dicho auto, declarándose impedido al Juez de Sección doc- 
tor don Isidoro Albarracin para conocer en la presente causa. 
Y en cuanto á los demás autos apelados, resultando que ellos hm 
sido dictados con posterioridad á la recusado u f déjanse sin 
efecto. Repuestos los sellos devuélvanse. 

BENJAMIN VICTORfCA. — U LADISLAO 
FRIAS. — FEDERICO lBARGtiUH. 
— C. S. DELATOME. 



CAUSA CIV 



La Empresa del Ferro-Carril de Buenos Aires y Rosario, con- 
tra la sucesión de D. Julián Ávila, por espropiaeum; sobre 



Sumario. — En las causas menores de 200 peios fuertes, la 
ntencia definitiva del Juez de Sección es inapelable. 



no 

Caso. 



FALLOS DE LA SUPREMA CORTE 

So esplica en el 



Rosario, Agosto 15 de 1886 

Vistos : A foja ÍO el representante de la empresa y el defen- 
sor de los sucesores de don Jnlian Avila, nombraron de común 
acuerdo como único perito tasador del terreno á espropíarse y 
de los daños y . perjuicios de esa espropiacion, á don Javier Mu- 
nuce. 

Este f á foja il ( se espide justipreciando en la suma de 150 
pesos moneda nacional curso legal, el valor total de la espro- 
piacion mencionada. Dada vista de ella a las partes, fuéle aque- 
lla notificada al defensor en fecha \ de Junio del corriente año 
«ornóse constata á foja H vuelta. 

En 18 de Junto del mismo, como consta del cargo puesto 
por el secretario al pió det escrito del defensor, corriente á 
foja \% este objeta la avaluación practicada oponiéndose 
a ella. 

Y considerando: i a Que el nombramiento del perito Munu- 
ce, ha sido hecho de acuerdo entro el defensor y la parte con- 
traria. 

2» Que este acto implicó en si la confianza que el defensor 
tenía en que el perito que nombraba haría un justiprecio equi- 
tativo y verdadero, pues de otra manera es lógico suponer no hu- 
biera deferido al dicho nombramiento. 

3° Que por la pericia notoria que el nombrado señor Mnnu- 
ce tiene en todo lo que se relaciona con el valor de la propiedad 
rate en esta provincia por la clase de ocupación que desempeña, 
su dictamen merece fó á este Juzgado. 
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A* Que al oponerse el defensor A la tasación de foja 11, lo 
ha hecho á los 12 días posteriores de haber ella quedado ejecu- 
toriada, siendo por tanto en ese estado inadmisible la oposición 
deducida. 

5 o Que no obstante lo espuesto en el considerando 3 o , si el 
defensor tenia algún fundado motivo para disconformarse con 
la tasación verificada, debió hacerlo en tiempo hábil y no en la 
estación inoportuna en que lo ha hecho. 

Por estos fundamentos fallo : 1* Declarando que el valor de- 
bido ú la 'sucesión de don Julián Avila, por la espropiaoion y 
perjuicios del terreuo de la referencia, es el de 150 (pesos mo- 
neda nacional curso legal. 

2° Que previa ampliación, hasta esa snma, de la consignación 
¿que so refiere el boleto de foja2, se estienda á favor de la em- 
presa la escritora de venta correspondiente dándosele la pose- 
sión respectiva. 

3 o Que es á cargo de dicha empresa el pago de las costas, de 
acuerdo con la ley de la materia. 

Previniéndose, ademas, al defensor don Calisto González debe 
tener mayor cuidado, en casos análogos, en el lleno de su come- 
tido. 

Notifíquese con el original y repónganse los sellos, 

(i. Escalera y Zuvirla* 



Buenos Aires, Setiembre 15 de 1887 

Vistos: No resaltando que la pretensión de la parte apelante 
esceda de la tasa establecida por el artículo coarto déla ley sobre 
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jurisdicción y competencia de los tribunales nacionales, para 
determinar la competencia de esta Corte, se declara inapelable 
el auto recurrido de foja quince, y deruékanse los autos al Juz- 
gado de su procedencia, previa reposición de sellos. 



JIEKJAMK ViCTOftlCA. — U LADISLAO 
FRIAS. — FEDERICO IBARCÚREW.— 
C. S. DE LA TORRE. — SALUSTJAftO 
J. U Y ALIA. 




La Empresa del Ferro-Carril de Buenos y Rosario, contra la 
sucesión de D, Basilio Lazada, por expropiación; sobre compe- 
tencia. . 



Sumario* — Son inapelables los autos dictados en las cansaa 
de menor cuantía. 
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Caso. — Se halla osplicado en el 

F«ll»ieUueg Federal 



Rosario, Agoálo 15 do lfcfó*i 

Vistos: A fojaH el representante cié la empresa y el defen- 
sor de loa sucesores de D. Basilio Lozada, nombraron de común 
acuerdo, como único perito tasador del terreno á espropiarse y 
de los daños y perjuicios de esa espropiacion á D. Javier Mu- 
nace. 

Este á foja 1% se espide justipreciando en la suma de 100 
pesos moneda nacional, curso lega!, el valor total de la espro- 
piacion mencionada. Dada vista de ella á las partes, fuéle arme- 
lla notificada al defensor en fecha cuatro de Junio del corrien- 
te año, como se constata á foja 12 vuelta. 

En 18do Junio del mismo año, como consta del cargo puesto 
por el secretario al pié del escrita del defensor, corriente á foja 
i 3, este objeta la avaluación practicada, oponiéndose a ella. 

1 considerando : §* Que el nombramiento del perito Munu- 
ce faa sido heclio de acuerdo entre el defensor / la parte contra- 
ria. 

2? Que ese acto implici en sí la confianza que el defensor tenía 
en que el pjrito que nombraba, haría un! justiprecio equitativo 
y verdadero, pues de otra manera, es lógico suponer no hubiera 
deferido al dicho nombramiento. 

3» Que por la pericia notoria que el nombrado señor Munuce, 
tiene en todo lo que se relaciona con el valor de la propiedad 
raií en esta provincia, por la clase de ocupación que desempeña, 
sn dictamen merece fé á este Juzgado. 

4 o Que al oponerse el defensor ala tasación de foja 12, lo ha 
hecho á los 12 días posteriores úv haber ella quedado ejecuto- 
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riada, siendo por tanto en eso estado inadmisible la oposición 
deducida. 

5* Que no ostaute lo espuesto en el considerando 3* t si el de- 
fensor tenia algún fundado motivo, para disconf orinarse con la 
tasación verificada, debiú hacerlo cu tiempo hábil, y no en la 
estación inoportuna en que lo ha hecho. 

Por estos fundamentos, fallo : I o Declarando que el valor 
debido á la sucesión de don Basilio Lozada por la expropiación 
y perjuicios del terreno de la referencia, es el de 100 pesos mo- 
neda nacional curso legal. 

2 o Que previa ampliación hasta esa suma de la consignación 
á que s¿ reliere el boleto de foja % se estionda á favor de la 
empresa, la escritura de venta correspondiente, dándosele la 
posesión respectiva, 

3* Quees á cargo de dicha empresa el pago de las costas, de 
acuerdo con la ley de la materia. 

Previ n iéud ose t además, al defensor don Calisto González debe 
tener mayor cuidado, en casos análogos, en el Heno de su come- 
tido. 

Notifíquese con el original y repónganse los sellos. 

fl. Escalera y Zwiría. 



Wmltm *m la Suprcm C«r*e 



Dueños Aires, Setiembre 15 de 1887 

Vistos : no resultando que la pretensión do la parte apelante 
esceda de la tasa establecida por el artículo 4° de la ley sobre 
jurisdicción y competencia de los tribunales nacionales, para 
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determinar la competencia de esta Corte, se declara inapelable 
el auto rucurridode foja quince; y derrítanle prém reposición 



DESJAMIN VlCrOBICA.— ULAÜISI.AO 
FMAS. — FEDEhlCOlBAnGtREN. 
— C, S, DE LA T'HiltE. — SAMIS- 
TIAKO J. Z AYA LIA. 



CAUSA CVI 



D. José M'de la Torre, contra D. José Ulhauey Ü. Pedro Godoy 
por tercería de dominio; sobre cosías y daños y perjuicios . 



Sumario.— %* En las costas procesales se comprenden los 
gastos hechos por el depósito judicial y conservación de la cosa 
embargada. 

*> En las cuestiones de daños y perjuicios, deba antes de todo 
inquirirse la eiísfcencia real da ellos. 



11G 
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Cato* — En el juicio ejecutivo do Ulloque contia Godoy, 
se embargaron unos bueyes de propiedad de D. José SI' de la 
Torre, quitn dedujo tercería, pidiendo el desembargo, con cos- 
tas y daños y perjuicios. 

Después de rechazada «una escepcion opu^ta por ul ejecutan- 
te t este desistió del embargo. 

Aute del Juca Federal 

Sao Luis, Abril 13 de 1887. 

Autos y Tistes : Amerito del desistimiento que precedo, he- 
cho por la parte ejecutante, lióse por terminada la torcería de 
dominio, interpuesta por la do D. José SI* de la Torre. Leván- 
tese, en su consecuencia, el embargo trabado sobre los doce 
bueyes, objeto de ella, y entregúense, previa constancia en autos 
al reclamante, por medio del oficial de justicia, siendo las costas 
á cargo del demandado. Hágase sabor y repóngase lo» sellos. 

P. E. Migitez. 

La Torre pidió aclaración por no hacerse mención en el auto 
de los gastos de depósito y pastaje do los bueyes embargados, y 
de los perjuicios causados por el embargo. 

Falle del Jiaea Federal 

Sau Luis, Abril 14 de 1887- 

Vista : la solicitud que antecede, se declara: que con arreglo 
á la ley, la condonación en las costas procesales, como es la de 
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que se trata, comprende todos los gastos y diligencias indispen- 
sables hechos en el pleito, siendo por lo tanto estensiva ella al 
pastaje y al depósito de los animales en cuestión. T en cuanto á 
la indemnización que se reclama de daños y perjuicios, siendo 
doctrina establecida por la Suprema Corte (série 2", tomo 7« 
página 339 de los Faltos), que en las causas de esta clase, debe 
primeramente inquirirse la existencia real do los perjuicios, 
paraapreciar después la naturaleza de las hechos que los produ- 
jeron, y la responsabilidad legal de sus autores, circunstancia 
que si bien pudiera presumirse, dados los términos del desistí- 
miento y atento el mérito de la espresada condenación, punto 
es este, que no esti jurídicamente debatido ni demostrada í( ún 
su realidad; por lo que so dejan & salvo los derechos que sobre 
el particular compotan al peticionante, para que pueda ejerci- 
tarlos en la forma que viere convenirle. He^óngase la foja. 



I* Sii|»reiMft forte 



Rufinos Aires, Seliembro 20 de 1887. 



Vistos: porsusfundaraontos, ae confirma con costas, el auto 
apelado de foja cincuenta vuelta, y repuestos los sellos, de- 



hEMAMIN VICTO RICA . — UL, ADISLAO 
FRIAS. FEDERICO iRARGÚREtf. 
— SALUSTIANOJ. ZA VALIA. 
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CAUSA « Vil 



D. tietijamm ttaticnzo por l\Hiv Avelina Aramatjoy C\ contra 
D. Lauro Estoves, por cobro de pesos; sobre personería. 

Sumario* — La falta de transcripción de los documentos ha- 
bilitantes, no invalida un poder otorgado en Bolivia. 



Caso, — Se esptica en el 



rail» *el J«e* r«**r*l 

Tucuman, Enero 38 de 1887. 

Vistos : estos autos, do los que resulta: Que el Dr. D. Benja- 
mín Matienzo, en representación de la sociedad minera de Tu- 
piz» (Bolivia) de Félix Avelino Aramayoy O, demanda á don 
Lauro Este ves como consignatario de la sociedad, el valor de 
ochenta y ocho barras de Bismuto metálico, más los daños y per- 
juicios. 

Y considerando: I a Que la cscepcion de falta de personería, 
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fundada en la omisión en el podordefoja I a de las procuraciones 
y documentos habilitantes, dolos que en 61 se hace referencia, 
no puede oponerse como defectuosa a* los actos j contratos he- 
chos en el estranjere, cuyas formas y solemnidades, son Tegidas 
únicamente, por las leyes del país donde so hubieren otorgado 
(artículo 12 del Código Civil), 

2° Que esta doctrina ha sido aplicada espresamentc poT la 
Suprema Cortede Justicia, y á ella deben ceñirso las resolucio- 
nes en casos análogos. (Causa CXIV, Fallos do la Suprema Cor- 
te, tomo 14, seno 2", página 529). 

3 o Que para que los instrumentos procedentes del estran joro, 
invistan en el país el cáracter público que exígela ley, solamen- 
te se requiere que rengan debidamente autenticados, 

4 n Que el poder de foja f • llena las condiciones de una perfecta 
legalización, habiendo intervenido en ella el Cónsul argentino, 
con sujeción á las disposiciones dolos artículos 28 y 33 del re- 
glamento consular, á la práctica uniforme adoptada en estos ca- 
sos, y sin que Í todo esto obsto la resolución recordada, de la 
causa CVII, tomo8 n ( súrie 2\ la que no altera la legalización 
hecha en el caso ocurrente. 

Por estos fundamentos, fallo : no haciendo lugar, con costas, 
á la articulación promovida por don Lauro Kstcves, sobro falta 
do personería en el demandante ; y al efecto, mando que contes- 
te derechamente la dsmanda. 
Notifiquen original y repónganse los sellos. 

Franciscú L. fiaran. 
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llnruos A¡r L -s, Siembre 50 de 1887. 

Vistos: por sus fundamentos se confirma con costas el auto 
apelado de foja treinta y cuatro vuelta, y repuestos los sellos 
devuélvase. 



BENJAMIN VICTORICA * — ti LADISLAO 
FftIAS. — FEDERICO iBARGGREtf. 



« ALNA C'VIII 



II Eduardo Soja, por reamo de Habrás Corpus, contra una re- 
solución de ¡a U. Cántara de Diputados de la Aacion. 



Sumario, —La Suprema Corte no tiene jurisdicción origina- 
ria para conocer en los recursos de habeos eorpus, interpuestos 
por particulares. 
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Como. — Por un dibujo publicado en el periódico Don Quijote 
el 4 do Setiembre do 1887. su redactor D. Eduardo Sojo, fué 
puesto en prisión, en virtud de resolución de la H. Cámara de 
Diputados de la Nación, que la ordenó por todo el tiempo que 
durasen sus sesiones. 

Sojo interpuso el recurso de habeas Corpus ante la Suprema 
Corto, fundando la competencia de la misma cu el artículo 20 
de la ley de 14 de Setiembre de 1863, sobre jurisdicción y 
competencia de los tribunales nacionales. 



VISTA DEL SEÑOR PRÜCtUADüK CESEItAL 

Suprema Corte : 

En el caso de D. Eliseo Acerolo, igual en todo al presente, he 
manifestado á V. E. por estenso mi parecer con respecto á la fa- 
cultad de que las Cámaras de la nación entienden estar premuni- 
das para castigar la violación de sus privilegios é inmunidades 
(l',*,7M0\ página 163). 

En el citado caso, como los anteriores, de Calvete y Latorre, 
la resolución de V. E. fué contraria á aquellas facultades, y de- 
claró que el castigo de la violación de los espresados privilegios 
correspondía á los tribunales de justicia» de acuerdo con lo dis- 
puesto por la Uj de 14 de Setiembre de 1863. 

Habiendo jurisprudencia uniforme establecida por esta Corte, 
ocuparía estérilmente la recargada atención de V. E., repro lu- 
ciendo Ó esforzando las mismas consideraciones que en opor- 
tunidad no remota, hice valer. Y sería esto menos escnsable, 
cuando ningún argumento, que no fuese antes considerado, sé 
ha traido al debate, para demostrar que la ley de Setiembre no 
atribuye á los tribunales de justicia el conocimiento de loa de- 
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sacatoscontra el poder legislativo; ni menos, que la facultad ttc 
castigarlos por tas mismas Cámaras, sea indispensable á su 
existencia. 

Me limitaré, por tanto, ú TOgar :í V. E. tenga por reproducidos 
los fundamentos de mi dictamen antes recordado, y a pedir en 
su mérito, la inmediata libertad del recurrente. 



Aulo de I» Suprema Corte 

llueims Aír<^, Spiknibro 15 úü 18*7, 

Vuelcan los autos al señor Procurador General, para que to- 
mando especialmente en consideración el punto relativo A la 
competencia de esta Corto, á que so refiere el recurrente al final 
de su escrito, so sirva dictaminar sobre él. 

VrCTOHICA. 



VISTA DELSESqH rROCUIUDOIt GE3EKAL 

Suprema Corte : 

La jurisdicción establecida por V. E. en los casos de habeas 
corpus ocurridos en el asiento de su fleliberaciones t es de todo 
punto uniformo. Los que lum deducido este recurso en la capi- 
pital, todos lian ocurrido directamente á V. E. prescindiendo de 
os jueces de sección. 
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En todos estos casos, V. E. lia hecho lugar o ha denegado la 
libertad que se solicitaba. 

Lo recordaré sucintamente : en 1870, D. Juan V. Montaña, 
preso á disposición del gobierno nacional, solicitó directamente 
su excarcelación que le fué negada; en 1871, el coronel D. Pa- 
tricio Rodríguez, preso por el gobierno nacional» dedujo igual 
recurso directo, y fué puesto en libertad ; en 1877, D. L. de la 
Torre, dedujo el mismo recurso, y V. E. no hizo lugar, por no 
estar preso ; el mismo D. L. do la Torre, ocurrió, en 1877 di- 
rectamente, y V. E. no hizo lugar á la excarcelación, por no 
estar comprendida la violación del secn-to en la ley de Setiembre. 

Vienen enseguida lus casos recientes de Acevedo y el pre- 
sente. 

Surje ahora la duda acerca de si todos liemos estado equivo- 
cados: «cerca del derecho con que V. K. lia conocido originaria- 
mente de estos recursos. 

El Congreso, sg dice, no ha podido ampliar los casos de juris- 
dicción originaría, y por consiguiente el artículo 20 do la ley de 
Setiembre que ¡atribuyo á V. K. tal jurisdicción originaria en 
los recursos de babeas corpus, es repugnante á la Constitución, 
y de ningún valor. 

Al expedirme en los casos de esta naturaleza en que be sido 
llamado á intervenir, mi opinión esta consignada implícitamen- 
te, y de perfecta conformidad con la de mis antecesores, y de to- 
dos los miembros do esta Corte, con una sola excepción reciente. 
En ella me ratifico decididamente. 

Ocurre ante todo preguntar : al conocer ta Corte de estos re- 
cursos, deducidos directamente ¿ ejerce jurisdicción originaria, 
ó conoce por apelación ? 

El que ocurre á V. E, por haber sidu preso por una autoridad 
que juzga destituida de pode! para prenderlo, viene en queja en 
apelación, ante esta Corto do una resolución que reputa in- 
justa. 
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No es, pues, exacto que V. E. ejerza jurisd icción originaria eu 
estos casos. 

Así lo han declarado las mis altas autoridades constituciona- 
les de la unión americana, los jueces Marshall y Story, en los 
casos do iLos Estados Unidos v. Hamilton» 3 Dalí 17 ¡ ex-parte 
Bnnford 3 G. 448 ; ex-parte Itohman and Swartwant, 4 c. 75 ; 
ex-parte Kearney 7 w. 88; ex-parto Virginia otto. P. 371. 

En todos estos casos, el recurso fue deducido directamente, y 
la Suprema Corte de los Estados Unidos, después de considerar 
el punto, también allí suscitado, acerca de la jurisdicción origi- 
naria, tomó conocimiento del recurso, declarando que en nada 
ae oponía á las diaposiciones de la Constitución, que en esta par- 
te ha seguido la nuestra. 

Basta esto solo para justificar el procedimiento seguido hasta 
ahora por V. E . 

Estando de perfecto acuerdo la doctrina establecida por esta 
Corte con laque rige para la Corte americana, no veo la necesi- 
dad de investigar, si el Congreso ha podido ampliar los casos de 
jurisdicción originaria que la Constitución determina. 

Podría observarse que la disposición del artículo MH, si bien 
importa una limitación del poder que confiere al Congreso para 
establecerlos tribunales inferiores, y dictar las reglas y excep- 
ciones á que hayan ellos de ajustar sus procedimientos, no es tan 
absoluta que excluya la facul tad de ampliar tos casos de juris- 
dicción federal, 

«Cuando la Constitución confiero poderes generales, dice el 
Federalista, tkno el mas grande cuidado, en aquellos casos en 
que juzga impropio que estos poderes sean ejercidos por otra 
autoridad, de insertar cláusulas negativas, prohibiendo su ejer- 
cicio.! 

En ninguna parte de la Constitución, se encuentra la prohi- 
bición de extender los casos de jurisdicción originaria. La limita- 
ción impuesta al Cungrvso, podría más bien decirse, es un pri- 
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vilegio en favor de loa ministros extranjeros y de las provincias. 
El Congreso tiene facultad ilimitada para organizar el mecanie- 
y funcionamiento do la justicia de la nación; pero no podrá su- 
jetar á los tribunales inferiores, alus provincias y á los minis- 
tros estranjeros. 

Hé ahí t a mí juicio, la inteligencia más racional del artículo 
citado. No se vé empero, porqué no hubiera do extender aquel 
privilegio á otros casos, al recurso de habeos corpus, por ejem- 
plo, que ha sido considerado como una de las más grandes con- 
quistas, el palladium de la libertad en los pueblos de que los 
hemos tomado. 

Es estala manera cómo el Congreso de la Nación ha entendi- 
do, acertadamente á mi juicio, aquella disposición, al acordar á 
V. E. el conocimiento originario de esto* recursos. Consecuente 
con esta manera amplia de interpretación, el Congreso ha esten- 
dido también la jurisdicción federal á las causas entre los veci- 
nos de la capital y de una provincia. 

Si alguna duda quedara aún, diré, señor, con el gran Juez 
Marshall, en el caso deBunford, antes citado : 

*Hay alguna oscuridad un la ley del Congreso, y algunas du- 
das se han suscitado en la Corte con respecto á la interpretación 
de la Constitución. La Corte, sin embargo, en favor do la li- 
bertad, hace lugar al recurso.» 

Eduardo Costa. 

MI* 4* I* Suprema Cferte 

Buenos Aires, Sclicmbrí; 22 <le 1887. 

Visto en el acuerdo este recurso y debiendo decidir ante todo 
la cuestión de competencia suscitada, en que ha sídooido espe- 
cialmente el Procurador General. 
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La misión que incumbe á Ka Suprema Coito de mantener á 
los diversos poderes tanto nacionales como provinciales en la es- 
fera de las facultades trazadas por la Constitución, la obliga á 
ella misma a absoluta estrictez para no est ral imitar la suyo, 
como la mayor garantía que puede ofrecer á los dereclios indivi- 
duales. 

Por grande que sea el interés general, cuando un derecho fie 
libertad se ha puvstoen ccuJUnto con atribuciones de una rama 
del poder público, mas grande y más respetable es el de queso 
rodee ese derecho individual de la formalidad establecida para su 
defensa. 

No es dado á persona ó poder alguno, ampliar ó estender los 
casos en que la Corte Suprema oj orce jurisdicción esclusiva y 
originaria por mandato imperativo de la Constitución Nacional 

Para que el caso ocurriese en el procedimiento que se le ha 
sometido por el recurso de habeos corpus, seria necesario que el 
individuo arrestado fuese un embajador, ministro t ó cónsules- 
tranjero, 6 el arresto hubiese sído decretado por tribunal ó juez 
de cuyos autos le correspondiese entender por apelación. 

Pudiera parecer que tratándose de un mandamiento de uno de 
los cuerpos constituyentes del Poder Legislativo, en tales recur- 
sos, era más propio que la Corto Suprema lo resolviese en úni- 
ca instancia ; pero si tales recursos pudieran ser procedentes en 
tales císos, sería necesario que la c institución fuese reformada 
al respecto. 

La ley autorizando el recurso de habeos corpus, y atribuyen- 
do á todo juez el resolverlo, no ha podido alterar y no ha altera- 
do la jurisdicion fundada en las claras y terminantes prescrip- 
ciones constitucionales. 

Así la ley relativa de los Estados Unidos que contiene análo- 
gas disposiciones, dice : Los diversos jueces y Cortes dentro de 
sus respectivas jurisdicciones, tienen poder para librar autos do 
/iafreí«cor/íí«(Juditiury act. seo, 752). 
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La Constitución argentina y la de Estados Unidos, concuer- 
dan en las disposiciones que fundan la jurisdicción de U Supre- 
ma Corte, y loa fallos do la de lus Estados ünilos, así como las 
opiniones de sus más reputados expositores están contestes en 
que no puede darse caso ni por ley del Congreso que altere la 
jurisdicción originaria de la Corte este udiéndola á otros casos 
que á los que la Constitución imperativamente la lia limitado, do 
tal modo que la ley y el auto que eu transgresión so dictase, no 
sería de efecto alguno. 

La redacción de los testos de la Constitución Nacional y de 
la americana en los artículos de la referencia, que no difieren 
sino en el órden metódico de sus incisos, es eu la argentina más 
clara respecto á la limitucion de los casos en que ambas precep- 
túan que debe entender la Corte originariamente. 

En estos casos (los de jurisdicción federal establecidos por el 
artículo anterior) dice el artículo ciento uno, la Corto Suprema 
ejercerá su jurisdicción por apelación según las reglas y escep- 
ciouesque prescriba el Congreso, pero en todos los asuntos con- 
cernientes á embajadores, ministros y cónsules estranjeros y en 
loa que alguna provincia fuera parte, la ejercerá originaria y 
exclusivamente. 

En todos loa casos relativos á embajadores ú otros ministros 
públicos, dice la americana, y aquellos eu que un Estado sea 
parte, la Corte Suprema teudrá jurisdicción originaria. En to- 
dos los otros casos, la jurisdicción de la Corte Suprema será do 
apelación, tanto respecto á la ley como al hecho, con las eícepcio- 
des y reglamentos que el Congreso hiciere. 

Da ambos testos resulta,¡si bien con mayor claridad en el tostó 
argentino, que el Congreso puede establecer escepcionesy dictar 
reglamentos ala jurisdicción de apelación, lo que importa deoir 
distribuir la justicia entre los tribuuales inferiores y la Corte 
que siempre es de apelación, con oscepcion de los casos en quola 
ley hubiese limitado el recurso ó en que la jurisdicción es ori- 



♦ 



Í2R PALLO» DE LA SUIMIEMA COHTE 

ginsria y delusiva, vocablo que no está en la Constitución ame- 
ricana y que hace mas terminante el precepto si aún pudiera 
serlo más. 

^ La jorisdicctononginariaycscWadela Corte, no está su- 
jeta á las «acepciones que pueda establecer el Congreso ; limita- 
da como lo está, no puede ser ampliada ni restringida; la que 
está sujeta i reglamentación, es ia jurisdicción apelada, que 
puede ser ampliada y restringida por la ley, según la organiza- 
ción y reglamentación de los tribunales inferiores, tanto respec- 
to de las cuestiones de hecho como de derecho. 

El palladium de la libertad no es una ley suspendióle en sus 
efectos, revocable según las conveniencias públicas del momen- 
to, elpaikdium de la libertad es la Constitución, esa es el arca 
sagrada de todas las libertades, de todas las garantías indivi- 
duales coya conservación inviolable, cuya guarda senramente 
escrupulosa debe ser el objeto primordial de las Ityes, la condi- 
ción esencial de los fallos de la justicia federal. 

por el recurso de hateas corptts, funda- 
daen la igualdad ante la ley, no ticueotra escepcion que cuando 
la persona que ha sido objeto do un mandato indebido contra su 
libertad, pueda traer un conflicto internacional. En los demás 
casos, el juez más inmediato, más espedito en sus resoluciones, 
es y debe ser el competente, no sin la garantía también de la' 
apelación, dada asimismo en favor de la libertad. 

La apelación al tribunal superior es la garantía dada tanto en 
próde la justicia como de la libertad individual. Si hubiera duda 
en la interpretación del texto constitucional relativo, debía re- 
solverse por la apelación en favor de la libertad, pero nuuca por 
interés alguno, en contra de aquel testo expreso. 

El artículo veinte de la ley de catorce de Setiembre de mil 
ochocientos sesenta y tres, no autoriza á pensar que la mente 
del Congreso hubiera sido crear un nuevo caso de jurisdicción 
originaria esclusiva. No hay vaguedad en sus términos, no hay 
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oscuridad, y si la hubiese, ella desaparecería por completo á la 
luz del precepto cía™ é íntergiversable de la Constitución. 

La Corte y los jueces de sección pueden entender del recuTao 
de habeos corpits, pero dentro desús respectivas jurisdicciones, 
como dice la ley de los Estados .Unidos, y la confusión que allí 
se La advertido, ha sido sugerida porque en su última parte se 
establécela apelación á la Suprema Corte en estos recursos ; y 
entonces, en los casos de acudirse directamente á la Corte de 
órdenes de prisión espedidas por jueces inferiores, enfirtud de 
las dudas con respecto a la interpretación de la Constitución, 
con relación ála jurisdicción originaria, se ha opinado en favor 
do la libertad, que debía hacerse lugar al recurso, porque preci- 
samente se trataba de jueces respecto de cuyos autos corres- 
pondía apelación, y en cuanto a la facultad de entender la Corte 
en apelación, ninguna limitación puede deducirse del testo 
constitucional. 

Las palabras del juez MarshuH citadas por el señor Procura- 
dor General, en el caso de ex-parto liuuford 3, c. 448, como emiti- 
das en el caso de los Estados Unidos v. Hamilton (3 Dalí, i 7) 
se refieren al recurso de /tabeas corpus, en el caso de nn preso 
mandado á la cárcel por un juez de distrito. El preso había 
sido enviad* á la cárcel por mandato del juez de distrito de Pen- 
sylvunia, acusándolo de alta traición, y «habiéndose presentado 
á la Corte pidiendo /tabeas corpus, la Corte después de detener el 
asunto por algunos dias p;ira considerarlo, mandó que se le 
admitiera al preso una lianza personal por la sumada cuatro mil 
dollars y dos fiadores, cada uno por la suma do dos mil 
dollara >, 

El otro caso citado por el señor Procurador, ex-parte Buuford 
3, Cranch 448, página 038, se refiere «á una prisión ilegal orde- 
nada por las justicias de paz del districto de Columbía, y la 
Corte del circuito expidió una urden de prisión diferente sobre el 
huleas corpus corrigiendo dos errores, pero todavía erróneamen- 
t. ir. 



iso 



FALLOS Uf. LA SUPREMA CORTE 



te, esta Corte tiene jurisdicción para revisar loa procedimientos 
de la Corte de circuito sobre /tabeas corpus fuera de esta Corte.» 
«El mandato de prisión se resolvió que era ilegal, porque no es- 
tablecía alguna buena causa cierta sostenida por juramento.» 

En cuanto al caso también citado es-parte Bolman and es- 
parte Swartwout, Craneh 4 t página 23 1 c. 7, fué resuelta «bajo 
la sección XIV delJuditiary (act. U. S. Large8l) esta Corte 
tiene poder paTa librar un auto do babeas corpus á efecto do 
examinar la causa de una prisión ordenada por la Corte de dis- 
tricto de Colombia», 

El caso de ex-parte Kearny que trac AVlieaton, es aún menos 
aplicable si no resuelve absolutamente la doctrina contraria. En 
íl se resolvió que «la Corte no tenía autoridad para dictar tin 
auto de babeas corpus por una prisión ordenada por la Corte de 
distrito de Columbia en virtud de desacato». El juez Story, sos- 
teniendo que la Corte tenía autoridad en el caso, como se había 
resuelto en el de Bol Imán ya citado, resolvió la negativa en cuan- 
to á disponer la libertad de) detenido por no ser apelable ante ella 
el auto de prisión en juicio crim.aal por las leyes de los Esta- 
dos Unidos. 

Todos estos casos están mencionados en la colección de las de- 
cisiones constitucionales de los tribunales federales de los Esta- 
dos Unidos por el doctor Orlando Bnmp, traducida y concorda- 
da con los testos de las constituciones americana y argentina 
perdón Nicolás A.Cairo, fundando la siguiente decisión : «La 
Curte Suprema putdo ser investida con el poder de dar un auto 
de habeos corpus para libertar una persona presa por un tribu- 
nal inferior, porque el Writ es apelable por naturaleza o. (1"ed, 
página 157, número 2130). 

En la misma obra, número 21 16, se encuentra esta otra deci- 
sión más pertinente al punto mb-judicc ; «En todos los casos á 
que el poder judicial se estiende, y en que la jurisdicción 
originaria no está expresamente acordada á la Suprema Corte, 

t 
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supodcrjudicialdobesor freído cu la forma «Je apelación v 
solamente en esta forma. La jurisdicción originaria no puedo ser 
ampliada, pero su jurisdicción apelada puede ser ejercida en 
todos los casos de que se pueda tomar conocimiento bajo este 
artículo, en los tribunales federales, cn Jos cuales la jurisdic- 

Wh TiM) "* n0 PUCti0 S " Cj0rCÍda '* (Cuheníí v " Vir S ini » «, 

Y todavía conviene apuntar el siguiente: ex-parte IJarry, 2710 
C5 f en que fué decidido (m'.mero 21 Í2 que la Suprema Corto no 
tiene jurisdicción originaria en un procedimiento iniciado por 
individuo particular que es estranjero, para obtener reparación 
de agravios Lechos por otro ind ¡vid uo particular que es ciudadano 
pnesto que se trataba de la detención indebida de una persona' 
Kansey's Digest 30. tLa Corto Suprema, no tiene jurisdicción 
originaria en una solicitud de habeas corpas hecha por un es- 
trangero que no es un embajador, un ministro ni cónsul » 

El Juez Storjr pronunció la opinión de la Corte. «liste caso 
d.jo, es reconocidamente pidiendo el ejercicio de Ja jurisdicción 
originaria por esta Corte. La constitución délos Estados Unidos 
no ha conferido tal jurisdicción originaria sinó en todos Jos ca- 
sos que afectan embajadores, otros ministros oúblicos y cónsu- 
les y aquellos en que un Kstado sea parte. El caso actual no pue- 
de incluirse en una ni en otra proposición. Es el caso de un in- 
dividuo particular estranjero que busca reparación por unda- 
uo alegado que lo lia inferido otro individuo particul ,r q«e es 
ciudadano de Xcv-York . Es claro por consiguiente que este 
tribunal no tiene jurisdicción originaria para atender la presen- 
te solicitud y que nosotros no podemos acordar ningún ucto do 
habeos corpus, escepto cuando es necesario parael erreiciode la 
jurisdicción dada á esta Corte por Ja Constitución 6 la, leyes de 
losEstados Unidos, yasea originaria ó apelada. Por conscien- 
te, sin entrar en los méritos de esta solicitud, estamos obligados 
por nuestro deber, á rechazar la petición dejando qu, el solicitan- 
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te busque su reparación en aquel otro tribunal de los Estados 
Unidos, que tenga facultad para acordársela, t 

En el caso esparte George ti i I bou me (9 Feters) cuando se 
presentó la solicitud, vi Chief Justicc Murshall, dijo ; «Como 
la jurisdicción de la Suprema Corte es de apelación, debe prime- 
ro demostrarse que la Corto tiene facultad en este caso para 
acordar un habeos Corpus*. El juez Story después de estable- 
cer los hechos del caso, pronuncióla opinión de la Corte, termi- 
nando con estas palabras : «Por estas razones, somos de opinión 
quo la parte está legítimamente encarcelada por el mandato del 
tribunal de circuito, y por consiguiente, que la petición para el 
kabeas corpas debe ser negada». 

Es oportuno también citar el caso de "William Marbury v. 
James Madisaon (i Cranch 437, página 308), secretario de los 
Estados Unidos, en confirmación de la doctrina sostenida inva- 
riablemente por la Corte Suprema de los Estados Unidos, de 
que el Congreso no puedo asignar jurisdicción originaria ú la 
Suprema Corte en casos diferentes du los especificados, en la 
Constitución. En dichos casos se establecieron las decisiones si- 
guientes: «Una ley del Congreso repugnante á la Constitución, 
no es ley*. tCuando la Constitución y una ley del Congreso es- 
tán en conflicto, la Constitución debe regir el caso & que ambas 
se refieren». «El Congreso no puede conferir á esta Corte juris- 
dicción originaria alguna». «Librar un auto de mandamus or- 
denando á un secretario de estado la entrega de un papel, sería 
el ejercicio de la jurisdicción originaria que no puede conferirle 
el Congreso y que no está conferida por la Constitución áesta 
Corte» «La sección XXIII del Judiciary Act (1 Stat at Large 
81) es sin valor, en tanto cuanto intenta acordar facultad á esta 
Corte para librar autos de mandamus en casos de jurisdicción 
originaria quo la Constitución no ha conferido á esta Corte.* 

En el ¡Sai iotmé fiüjest do Abbot, se encuentra también lo si* 
guíente : «La Suprema Corte tiene poder para espedir manda- 
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miento do habeos corpus pero solo en ejercicio tío la jurisdicción 
de apelación»» (tomo 2*, artículo hateas corpus, números lf y\% 
cuando respecto al último punto S. C. 1833, ex-parte Wat Kins, 
7 Esfc. 568, 4835; esparte Milbonrne 9, Est, 704, 1847; Mat- 
ter of MehzerS, FLow. 176, 1852; Mattcr of KarneU id. 103). 

Si del recuerdo de las d te ¡sienes de la Suprema Corte, se pasa 
á la consulta de ios comentaristas do la Constitución y lejos 
americanas t se encontrará la conlirmaciou absoluta, sin dejar 
lugar á du<" a, de la doctrina que aquellas fundan y que hace 
inadmisilda el recurso entablado. 

Kent, vagina 315, ed. do 1884. «Admitiendo que esta jurisdic- 
ción originaria do la Corte Suprema puede ser compartida con 
otro tribunal segun la discreción del Congreso, ha sido resuelto 
que esta jurisdicción originaria no puede ser ampliada y que 
la Corto Suprema no puede ser investida ni aún por el Congreso 
mismo, con alguna otra jurisdicción originaria sino aquella que 
so le dá en los casos dMscritospor la Constitución. Es la juris- 
dicción do apelación de la Suprema Corte, la que la hace más 
digna y eficaz y la convierto en un objeto constante de atención 
y solicitud de parte del gobierno y del pueblo de los Estados 
Unidos.» 

Story que no se lia puesto en contradicción en sus fallos como 
juez, dice en sus comentarios do la Constitución federal dolos 
Estados Unidos (traducción de Calvo, ed. de 1881, página 34!, 
numero 933): «La jurisdicción que segun la Constitución debe 
ser ejercida en primara y última instancia por la Corte Supre- 
ma de los Estados Unidos, esta limitada A los únicos casos con- 
cernientes á los embajadores, los otros ministros públicos, los cón- 
sules y las controversias en que un Estado es parte. El Congreso, 
no puede, según la Constitución, darla jurisdicción en pri- 
mera y última instancia por otra causa. Este es un ejemplo del 
principio que la concesión de un poder páralos casos especifica- 
dos, importa la esclusion de esc poder para otros caaos. De otra 
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manera, la cláusula de la Constitución, sería completamente 
ilusoria. Si esta hubiese tenido la intención de dejar al Condeso 
la facultad de repartir d su albedrío el poder judicial entre la 
Corte Suprema y los tribunales inferiores, ella so habría limita- 
do ¿definir el poder judicial y loa tribunales investidos de ese 
poder. En consecuencia, se tiene hoy por cierto que la Corte Su- 
prema de los Estados Uní Jos, no puede ejercer una jurisdicción 
originaria, es decir, conocer en primera y última instancia sinó 
délas causas especialmente enumeradas pnr la Constitución. Si 
una ley del Congreso estendiese use poder, la ley seria inconsti- 
tucional y tic ningún efecto». 

Y yaque se cita al Federalista por el seíior Procurador Gene- 
ral, aunque en parte no relativa, y en contradicción al principio 
recordado por Story de qu; 1 la concesión de un poder para casos 
especificados impórtala escisión de ese poder para otros casos, 
que coincide con el principio de la antigua jurisprudencia, inclu- 
sio unios esi esetusio alterius, y cuando precisameute no se tra- 
ta de punto en que la Constitución haya conferido poderes gene- 
ralcs,sinóespresanunte limitados, el Federalista en la parte que 
hace al caso dice ; «La Corte Suprema, tendrá jurisdicción 
originaria únicamente cu los casos relativos á embajadores ú 
otros ministros públicos y cónsules, y en aquellos en que un Es- 
tado sea una délas partes... Hemos visto que la jurisdicción 
originaria de la Corte Suprema, se limitaría á dos clases de cau- 
sas y de esas de naturaleza tal, quo rara vez ocurrirían. En to- 
dos los demás casos de competencia judicial, la jurisdicción ori- 
ginaria pertenecería X los tribunales inferiores, (y la Corte Su- 
prema no tendría más que una jurisdicción do apelación con las 
escepciones y bajo los reglamentos que hiciere el Congreso.* 

Es principio inconcuso en esta materia, que una disposición le- 
gal para casos determinados implica la csclusioii de los demás» 
porque de otro modo la disposición sería inútil como dice Story. 
Así sería cv id intcm ente inexacto deducir que el Congreso éh 
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Tirtudde sus facultades generales de legislación cuando la Cons- 
titución ha especificado los requisitos necesarios para ser presi- 
dente de la República, pudiera agregar el de ser militar Ó ecle- 
siástico, porque la Constitución no lo ha "prohibido. Es de Ja 
esencia del sistema constitucional que nos rige, la limitación de 
los poderes públicos á sus atribuciones y facultades demarcadas 
como derivadas de la soberanía del pueblo, por su expreso con- 
senso. 

lis principio de derecho común que el mandatario solo puede 
hacer aquello áquu se halla espresa ó implícitamente autoriza- 
do por su mandato, y e-te principio es el mismo que sirvo de 
base á la interpretación do los poderes en el órden constitucional. 
Solo alas personas en et orden privado es aplicable el princi- 
pio de que nadie puede ¡ser obligado i hacer lo que la ley no 
mande, ni privado de hacer lo que la ley no prohibe; poro ¡í los 
poderes públicos no se les puede reconocer la facultad do hacer 
lo que la Constitución no les prohibe espresaniente, sin inver- 
tir los roles respectivos de mandante y mandatario y atribuirles 
poderes ilimitados. 

Para causarla aplicación de la doctrina establecida por los 
fallos de la Suprema Corte de los litados Unidos, que ha citado 
el señor Procurador General dictaminando respectode la proce- 
dencia de la jurisdicción originaria de InSuprema Corte, punto 
quo por primera vez se somete debidamente a su decisión, en 
caso de recurso de kabetu corpus, ha necesitado prey untarse si a 
entender en el caso sub-judicc, ejercía jurisdicción originaria ó 
apelada, y para contestarse afirmativamente que era apelada, lo 
ha hecho apoyado en las mismas decisiones. Poro allí se trataba 
de autos de tribunales de justicia inferiores á la Corte Suprema, 
de cuyas resoluciones virtualmente ó por ostensión do sus faculta- 
des de Supremo Tribunal de apelaciones podía entender, y se ha 
visto que cuando ía naturaleza del auto por la naturaleza de la 
causa lo hacía inapelable, la Corte Suprema rechazo* el recurso. 
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t Uc caso no puede ser rotulado (Dockated) á menos que haya una 
órden, decreto ó" sentencia de algún tribunal inferior, porque 
la jurisdicción apelada, necesariamente implica alguna resolución 
judicial, alguna sentencia, decreto ú órden de t i tribunal infe- 
rior del cual se apela. (The Alivia, 7 Wall: 577; Bomp Col. de 
Dec. trad. de Calvo, tomo II t página 156, número 2119).» 

No es posible reconocer en la honorable Cámara de diputados 
de la naeion, de cuyo mandamiento de prisión procede et recur- 
so entablado de habeos corpus, el carácter de tribunal en el caso, 
sujeto al recurso de apelación para ante esta Corte. Ello es re- 
pugnante á la independencia de los poderes legislativo y judi- 
cial y á otros principios fundaméntalos del órden constitucional 
que nos rije. Para tal consideración seria necesario que esta Cor- 
te hubiese sido investida de ia facultad de revisar los actos de 
las Cámaras Legislativas en los casos en que ellas tienen peca- 
liar y esclusi va jurisdicción, lo que no se puede sostener sin evi- 
dente error. 

No puede fundarse pues, el derecho de ocurrir en apelación á 
esta Corte, do un acto de una Cámara Legislativa, en que se re- 
curre en los Estados Unidos de autos de los jueces ó tribunales 
de justicia. 

Por las consideraciones espuestas, se declara que esta Corte 
notienejurisdiccionoriginariaenla presente causa, debiendo 
el recurrente ocurrir donde corresponda. Kotifíqnese con el 
original habilitándose las horas necesarias ; y prívia reposición 
de sellos, archívese. 

BENJAMIN YICTOAICA. — (¿LADISLAO 
FRIAS, — FEDERICO IRARGÚREK 

(f» disidencia). — c. s. de la 
torre (e« disidencia). — salus- 

TIASIOJ. ZA VALIA . 
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El artículo veinte (lela ley nacional de Jurisdicción y Com- 
petencia de los tribunales federales de catorce de Setiembre de 
mil ochociento 9 sesenta y tres dispone testualmeute lo si- 
guiente : 

«Cuando uu individuo se halle detenido ó preso poruña auto- 
ridad nacional, ó á disposición de una autoridad nacional ó so 
color de una -irden emitida por autoridad nacional... la Corto Su- 
prema ó los jueces do Sección podrán á instancia del preso ó de 
sus parientes ó amigos investigar sobre el origen de la prisión, 
y en caso de que esta haya sido ordenada por autoridad ó perso- 
na que no esté facultada por la ley, mandarán poner al preso in- 
mediatamente en libertad.» 

Del punto de vista de esta ley que tiene por objeto garantir 
la seguridad perenal de los que habi tan el territorio do la Repú- 
blica contra prisiones ilegales, poniéndola inmediatamente bajo 
el amparo de todos y cada uno los tribunales que forman el po- 
der judicial de la nación, la jurisdicción de la Suprema Corte 
para conocer de la legalidad do una prisión llevada á cabo por 
orden y disposición de una de las Cámaras del poder legislativo 
de la nación, es pues indudable. 

El sentido de la disposición citada es tan claro y completo su 
alcance, como generales sus términos, y no es posible sin olvi- 
dary contrariar unos y otros íntrududr en ella distinciones ni 
limitaciones que no admite evidentemente su testo, y que no son 
conformes siquiera con la naturaleza del privilegiado recurso 
que ella sanciona, uno de cuyos principales caractéres es el de 
poderser llevado ante cualquier JuezóCorte territorial, que e 
halle inmediato al lugar de la prisión que lo motive. 
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No se trata absolutamente en esta disposición, como errónea- 
mente á mi entender se sugiere, de facultades incidentales ó 
accesorias ó simple raen le de- recursos puestos al alcance de cada 
Juez como medio solo de hacer fácil y posible en casos dados, el 
curso de los procedimientos judiciales, p ira deducir de ahí que 
la importante garantía que ella acuerda, no puede ser dispensa- 
da por los jueces por vía de acción directa y principal, sino 
como un incidente de otro juicio; no, ella es mucho más que 
una disposición si rapio mente procedí mental, es una disposición 
jurisdiccional como su colocación misma en la ley lo indica, 
principal é independiente du toda otra, y que tiene por objeto 
especial y único, incorporaren nuestra legislación el remedio del 
hateas curpus, no conocido ni practicado antes en nuestro sis- 
tema de procedimientos, invistiendo al propio tiempo á los jue- 
ces con los medios necesarios para hacerlo efect ivo. 

Sostener por tanto tal recurso puramente como un incidente 
de la jurisdicción de apelaciou de la Corte, es á la par que con- 
travenir al precepto claro do la ley, desnaturalizar por completo 
aquel remedio llano y espeditivo que la misma ley acuerda en 
favor de todo el que se supone estar sufriendo una prisión ar- 
bitraria. 

So sugiere sin embargo que con arreglo á los términos del 
artículo ciento uno de la Constitución Nacional, no es dado á 
esta Corte conocer origtnartanu nto de otros easos que los enu- 
merados en dicho articulo, y que no estando el presente com- 
prendido entre cll^s, queda él necesaria raen lo fuera do la juris- 
dicción de este Tribunal. 

IV r o contra tal sugestión, que envuelve desde luego un des- 
conocimiento de la eficacia y validez de la ley antes citada, ley 
que es digno recordar, fué discutida y sancionada por el pri- 
mer Congreso que siguió la reorganización de la República, y 
en cuya confección colaboraron acreditados miembros de la 
Convención que sanciono como de la que reformó posteriurmen- 
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te la Constitución, y que por lo miamo puede considerarse como 
una genuinay segura interpretación de esta, contra tal sugestión, 
digo, puede observarse que los términos del articulo citado son 
«implemento afírmateos de la jurisdicción originaría do la 
Suprema Corte, eo los casos qtiu él enumera, y no negatorios ni 
restrictivos de los poderes legislativos dd Congreso para esten- 
der esa misma forma de conocer á casos distintos* en el ejerci- 
cio de la facultad que la Constitución le deliere para reglar los 
procedimientos en los juicios, distribuir la jurisdicción entre 
los Tribunales del ftiero nacional y dictar todas las domas leyes 
necesarias y conveniente al ejercicio de los poderes conferidos 
al Gobierno General. 
Los términos de ese artículo son en efecto: 
«En estos casos (todos los que enumera el artículo cien como 
de competencia de la Suprema Corte y demás Tribunales infe- 
riores déla Nación), la Suprema Corte ejercerá su jurisdicción 
por apelación según las reglas y esceneiones que prescriba el 
Congreso, pero en todos los asuntos relativos á embajadores, 
ministros y cónsules estrangeros, y en Jos que alguna Provincia 
fuese parte, la ejercerá originaria y cselusivamente. > 

Establecen pues ellos como regla general la jurisdicción de 
apelación, pero la establecen, ¡.eguu se vé, con sujeción por una 
parte ¡i las escepciones que el Congreso crea conveniente pres- 
cribir i su respecto, y por otra á las que esplícítamente se seña- 
lan en el artículo mismo. 
Estas últimas no son eseJuyenlcs de las primeras. 
La vital importancia de los casos enumerados en la segunda 
parte, relacionadas estrictamente con la p:iz pública, y los 
intereses políticos y diplomáticos déla nación, espliea la dispo- 
sición especial y espresa de que ellos son objeto, pero de ahí no 
resulta á la verdad que solo en esos casos y no en otros sea posi- 
ble el ejercicio de la jurisdicción originaria, ni que quede el Con- 
greso privado por tal medio de estender e>a jurisdicción á cua- 



V 

140 



FALLOS DE LA SÜPltENA CORTE 



lesquiera otroa do los casos á que so estiende ol poder judicial 
de la Nación. 

Dejando, al contrario, la disposición constitucional con fa- 
cultad á aqoel cuerpo para hacer escepciones & la jurisdicción 
de apelación, virtualiuente lo habilita para ampliar la jurisdic- 
ción originaria, 

Lo ha entendido así el Congreso, y lo ha practicado esta 
Corte sin oposición no solo en el caso en cuestión. 

La ley de procedimientos de catorce de Setiembre do mil 
ochocientos sesenta y tros, dispone en efecto, reglamentando el 
procedimiento de la segunda instancia, que la Suprema Corto 
podrá á petición de todas las partes resolver sobro lo principal, 
aún cuando la apelación hubiere recaído sobre un incidente de 
la causa; y esta disposición que no es en rigor siuó el estableci- 
miento de una instancia tínica y la concesión de una jurisdic- 
ción originaria, ha sido estrictamente cumplida sin observación 
en todos los casos. 

Pero, si lo espuesto no bastase, y la disposición constitucional 
fuese en realidad suscept ible de dudas, sería todavía do exami- 
nar ai ellas son talos que justifiquen en este caso el ejercicio de 
ta autoridad deferida á esta Corte para declarar nulas las leyes 
incompatibles con los preceptos de la Constitución, y fulminar 
tal declaración contra la que la autoriza á espedir en primera 
instancia el auto de hahem corpas en defensa de la seguridad 
individual garantida por la ley fundamental. 

Conviene recordar i este respecto con diversas autoridades, que 
cno pueden las Cortes declarar nula una ley, simplemente porque 
en su opinión sea ella contraria á lo que se supone ser el espíritu 
de la Constitución, cuando este no resulta de una disposición es- 
presa». Que cenando la ley fundamental no lia limitadoesplícita- 
mente los poderes del Congreso, no pueden estos ser restringidos 
por haberse descubierto algo en el espíritu de la Constitución 
que no este* sin embargo mencionado en dicho instrumento». 
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Y finalmente, que «es solo ea disposiciones constitucionales 
espresas, limitando el Poder Lejislativo, que puede encontrarse 
un seguro y sólido fundamento á la acción de las Cortes de 
Justicia para declarar nula cualquier disposición de la Le- 
gislatura». 

Sin afirmar que sea necesario siempre, que una especial prohi- 
bición de la Constitución 6 un esplícito mandato de la misma 
hayan sido menospreciados ó desobedecidos para que pueda de- 
clararse inelic iz una ley, puede pues concluirse, dados los an- 
tecedentes relacionadas, que la que es materia y sirve de funda- 
mento día acción deducida, no es susceptible de tal declaración. 

No puede en verdad desconocerse el peso de la autoridad en 
que se apoya la opinión contraria, teniendo como tiene por fun- 
damento diversas decisiones de los Tribunales Norte-America- 
nos, pero tampoco debe desconocerse que debido al gran respe- 
i to que en aquellos Tribunales se tributa siempre ajos prece- 
\ dentes judiciales, la cuestión de jurisdicción que preocupad 
l esta Corte, se ha considerado cerrada en ellos sin ulterior 
| debate, con una sola resolución pronunciada en los primeros 
tiempos de su instalación. 

Finalmente, si lo que ' onstifcuyeJla esencia y el verdadero 
carácter de la jurisdicción de ii^eUciou no es otra cosa que ta 
facultad «: revisión de los procedimientos, do una otra Corte 
ó autoridad cualquiera, y si esa revisión puede tenor lugar lo 
mismo por el recurso de habeos corpus que por el recurso or- 
dinario y técnico de la apelación, el presente puede en rigor 
tenerse come un easode jurisdicción de apelación creado y esta- 
blecido por la ley misma. 

Fundado cuestas consideraciones, que, aparte de la autoridad 
de la ley del Congreso, tienen en su favor la de los precedentes 
de esta Corte» que ha ejercido constantemente basta el presente 
sin una sola escepcíon la jurisdicción originaria que aquella ley 
ladeGeTe, según lo demuestran los casos á que se Teflere el Se- 
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ñor Procurador General en su preceden te vista, y en las demás 
razones aducidas por este funcionario, mi voto en la presento 
cuestión es porque la Corte se declare competente para entender 

Jo, y proceda á conocer do él en el fondo. 

C. S. de la Toare. 



Después de lo espuesto r-or el Señor Procurador funeral y el 
Señor Ministro que incha precedido en la votación, solo agrega- 
ré dos palabras sobre la siguiente cuestión: 

¿Puede establecerse desde luego que el remrso de /tabeas 
corpas, c^ado por el artículo reinte de la ley de U de Setiem- 
bre de 1803, is un caso de jurisdicción originaria, y no de ju- 
risdiccion apelada? 

La mayoría de la Corte, fundada en que es un caso de juris- 
dicción originaria, no comprendido en el artículo \0l do la 
Constitución, ba decidido que este alto Tribunal es incompe- 
tente para conocer de id. 

Por oí Tecurso de habeas corpus se somete á la revisión de un 
Tribuual la resolución pronunciada en una causa de que otro 
ha tomado ya conocimiento. 

Esta facultad de revisión es lo que constituye la jurisdicción 
apelada, según lo establecen uniformemente los comentadores 
norte-americanos, colocando dicho recurso entre las formas en 
que puede ejercerse dicha jurisdicción, y la Suprema Corto de 
los Estados Unidas en el caso de Bol Imán y Swartwont lia deci- 
dida terminantemente que el recurso do habeas corpus es por 
su naturaleza de jurisdicción apelada. 

Se observa que esto solo puede entenderse cuando se interpone 
contra uu auto de prisión espedido por Jos jueces inferiores. 
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Pero yo pregunto ¿cambiado naturaleza el recurso según sea 
la clase de autoridad de que emana la resolución que lo motiva? 
Evidentemente que no. 

El recurso se con ser ra siempre- el mismo, ya sea que se inter- 
ponga contra una úrdeudo prisión « manada de un juez federal, 
ó de cualquier otra autoridad nacional. 

Kn uno y otni cuso, se ocurre directamente al juez que lia de 
conocer do él, Y, si pues, cuando se recurre de una orden de 
prisión espedida por un juez f- deral, el resurso de habeos coquis 
os dejnrisdiccion anclada, no hay razón alguna para decir que 
él sea dejnrisdiccion originaria cuando se interpone contra una 
una orden emanada de <-tra autoridad que no sea un juez de 
Sección. 

La cuestión queda, pues, reducida á saber si el Congreso 
tiene facultad para estender la jurisdicción apelada de la Stt- 
premn Corte á otras resoluciones qm- á las dictadas por los jue- 
ces ó tribunales federales. 

El Congreso lia decidido ya esta cuestión prácticamente, sin 
que se baya puesto en duda sus facultades constitucionales. 

En efecto, por el artículo Hde la ley de U de Setiembre de 
J8Ü3, ha dado á la Suprema Corte, en los casos que en dicho 
artículo se determina, jurisdicción apelada para conocer de tas 
sentencias pronunciadas por los Tribunales Superiores de pro- 
vincia, que son de jurisdicción distinta y que no son propiamen- 
te su 3 inferiores. 

Por las ordenanzas de aduana ha dado á los jueces federales 
jurisdicción apelada en las causas do contrabando resueltas 
por el jefe de aquella repartición y á la Suprema Corte para 
conocer de las resoluciones de este en última instancia. 

La facultad constitucional con que ha procedido en estos casos 
el Congreso, estendiendo la jurisdicción apelada de la Suprema 
Corte a otras resol tic iones que ú las dictadas por los jueces fe- 
derales, no puede ponerse en duda, si se tiene en cuenta to 



144 



FALLOS DE LA SUPIIEHA CORTE 



dispuesto por los artículos Í00 y 101 líe la Constitución. 

Según el artículo 101, la jurisdicción apelada de la Córtese 
estiende á todos los casos enumerados en el artículo J00, con 
escepcíon tan solo do los concernientes a Embajadores, Minis- 
tros y Cónsules Estrangeros, y los en que una provincia fuese 
parte. 

DLIio articulo habla, como sd tú, de canoa y no de jueces; 
luego cualquiera que sea h ¡lutoridad fjuo los resuelva, sus re- 
soluciones pueden ser materia de la jurisdicción apelada, según 
las reglas y escepciones que prescriba el Congreso. 

Por consiguiente, pues, si en uso de esta facultad lia podido 
el Congreso estender constitucioiialmenU- la jurisdicción apela- 
da de la Corte á Jas resoluciones de los Tribunales de Provincia 
cuando se comprometen por ellas la Constitución ó las leyes 
Nacionales, y il las del Administrador do Aduana por versar 
sobre puntos regidos especialmente por las leyes del Congreso: 
ha podido muy bien estenderla igualmente á los casos del artí- 
culos veinte de la ley citada, cuando una autoridad nacional 
compromete con sus resoluciones las garantías acordadas por el 
artículo 18de la Constitución a" la libertad individual. 

Dé lo espuesto resulta pues: Que siendo el recurso de /tabeas 
cor/ms de jurisdicción apelada por su naturaleza, y estando 
atribuido su conocimiento a* la Suprema Corte, concurrentemen- 
te con los jueces federales, no puede negarse la competencia de 
este alto Tribunal para conocer de él, y mucho menos cuando, 
como en el presente caso, se interpone contra la resolución espe- 
dida por una de las ramas del Congreso ejerciendo atribucio- 
nes judiciales. 

Por lo demás, y respecto á la cuestión de si el Congreso puede 
estender la jurisdicción originaria de la Corto, á otros casos que 
los enumerados en el artículo ciento uno de Ja Constitución, 
estoy de perfecto acuerdo con el Señor Procurador General y 
con el Señor Ministro que me ha precedido en la votación, y 
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tanto por esto como por las breves consideraciones que dejo 
espuestas, pienso que la Suprema Corte es competente para 
conocer en el recurso 



KEBERICO iBARCCnEPf. 



C'AUNA CIX 



Teófilo Meyer ¡f C contra th Fsleban Taim e, por expendio de 
vinos falsificados; sobre defecto kf/at en ta demanda y falta 



Sumario. — El defecto en la demanda y falta de personería 
por no haberse acompañado et contrato social de los demandan- 
tea, desaparece ante el instrumento de poder de su represen- 
tante en que el escribano autorizante hace referencia i\ dicho 
contrato. 
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Caso. — Se eeplíca en el 



MI* Jim Federal 

Buenos Airea, Manto 18 de 1887. 

Y vistos estos autos en lo relativo á la escepcion de defecto 
legal en el modo de proponer 1a demanda fundada por el deman- 
dado en el heclio de que Ja sociedad Teófilo Meyer y C", actora 
en el juicio, no ha presentadu el instrumento público que acre- 
dite su carácter de tal sociedad y la de su registro en el Tribu- 
nal de Comercio; y considerando: que si bien no se ha presenta- 
do el contrato social, su existencia está debidamente acreditada 
por la escritura de poder de foja 7, en la que se hace referen- 
cia por el escribano autorizante del citado instrumento. Que el 
apoderado señor García lia cumplido igualmente su representa- 
ción, presentando la escritura de poder, de acuerdo al artículo 
5 o de la ley de Procedimientos, revistiendo por consiguiente la 
demanda todos los requisitos que exige la ley. 

Por estas razones fallo, no haciendo lugar con costas á la 
escepcion deducida, y en consecuencia intímese á Don Esteban 
Tabire conteste derechamente la demanda dentro del término 
lega). 



Andrés Ugarriza. 



W JUSTICIA HACIOHAL 



üumoi Aires, Setiembre 2-1 de 1887. 

Jm í°7 f r fDudameiltos ' se «ooflrma con costas el auto 
apelado de foja veinte, y gestos los sellos, de.uélvaose 



BENJAMIN VICTORICA. U LADISLAO 

FRIAS. — FEDERICO IBARCCfiEN. — 

C * S ' UE L * TORRE. — SALÜSTIANO 
i- ZA VALIA. 



«41*1 i'X 



Dr. D. Antonio Stt 
un 




Ü, José E. Mantilla ; por 
cumplimiento de un oficio. 
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Caso. — En la cansa del Dr. Silva contra Man silla por reí- 
i indicación de un campo, después de concluida en favor del Dr. 
Silva, se pidió y obtuvo oficio al juez de Faz del Baradero, para 
dar á Silva la posesión del campo y poblaciones, y proceder al 
desalojo de los intrusos. 

£1 jnez de Paz contestó que no le era posible cumplir esa 
órden, porque había recibido otras órdenes que acompañaba 
en copia, una del juez federal Dr. Tedin, mandando se impidie- 
ra todo acto de turbación de la posesión actual del terreno 
ocupado por cuenta de Martínez Campos, en el ángulo X. 0. 
S. S, K, del campo ocupado por Mansilla; y otra del juez de pri- 
mera instancia de San Nicolás, mandando no se cumplieran 
órdenes emanadas de otros jueces que importasen una modifi- 
cación de la posesión en el campo ocupado por et Dr. Faustino 
Alsina, lindero por el X. O. con campo cuestionado entre Cam- 
pos, Mansilla y el Dr. Silva. 

YA demandante pidió se intímase al Juez do Faz el cumpli- 
miento dentro de tres dias de la órdeu recibida, bajo las con- 
minaciones de derecho. 

m 

Fall* 4*1 Ju« Federal {ad hov) 

La Pinta, Oclubre 20 de 1886. 

■ 

No siendo posible proceder como se solicita, atento los oficios 
y órdenes del juez federal de la capital y del juez de primera 
instancia de San Nicolás de los Arroyos, délos que dá cuenta 
el juez de Faz del Baradero, no ha lugar á lo que se pide. 
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Falto «e |* ftuprem C«rle 

Buenos Aire», Setiembre 97 de 1887. 

Vistos : por los fundamentos aducidos por el juez de Sec- 
ción seconürma con costas el auto apelado de foja seiscientos 
cincuenta y tres vuelta, y devuélvanse previa reposición de 
aellos. 



(.'LADISLAO FUIAS. - FEDERICO 
IHARGÜIiEN. — C. S. DE LA 
TOimE. 



CAUSA CXI 



D. Pedro Landin, en recurso de hecho en los autos con 
D. Francisco Navarro^ por apelación t 



Sumario. — Contra las sentencias dictadas en rebeldía, no 
hay más recurso que el de rescisión, del cual debe conocer el 
juez que las dictó. 
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Caso. — Se esplica en el 



mil* de la ftwprem* C»rte 

Dueños Aires, Setiembre 37 de 1897. 

Vistos en el acuerdo : I>or lo que resulta del informe del 
Juez de Sección, t no procediendo contra las sentencias dicta- 
das en rebeldía, con arreglo al articulo ciento noventa y uno do 
la ley nacional de procedimientos, otro recurso que el de resci- 
sión, del cual debe conocer el juez que ha dictado la sentencia 
contraía cual se interpone, se declaran bien denegados los re- 
cursos deducidos. Remítanse en consecuencia ebtas actuaciones, 
precia reposición de sellos, al Junz de Sección para que las man* 
de agregar a sus antecedentes. 

BENJAMIN VtCTORlCA. — U LADIS- 
LAO FRIAS. — FEDERICO 16AR- 
GÚREK. — C. S. DE LA TORRE. — 
SALUSTIANO J, ZA VALIA. 
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D. Anatolio Viejobuato contra I). Alejo Itcboredo y \). Julio 
Yictorica, por presentación tíe registros electorales no 



Sumario. — No resultando del proceso un hecho bien carac- 
terizado quedé lugar á la aplicación de pena corporal, el pro- 
debe ser puesto en libertad. 



Caso. — Por acusación de D. Anatolio Viejobucno imputando 
á D. Alejo Reboredoy á D, Julio Victo rica el delito de false- 
dad, consistente en haber presentado alas mesas receptoras de 
votos de la Parroquia del Socorro, en la elección del 7 de Febre- 
ro do 1886, un padrón no depurado, se dictó el 



Amtm del Jmm Federal 

Bueoos Aires, Febrero 22 de 1886. 

Por recibido , con los documentos á que se refiere, que el 
actuario conservará en secretaría, y por lo que resulta de los 
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antecedentes del samario, líbrese oficio á la Policía para que sean 
constituidos en prisión D. Alejo Reboredo y D. Julio 
dando cuf uta inmediatamente de 



Los procesados recurrieron de iste mito, negándoseles la 
apelación que obtuvieron por fallo de la Suprema Corte de f ■ 
<le Abril de 1880. 



VISTA DEl SESOIl MtOtüRADOR GENERAL 



Suprema Corte: 



Ruónos Ainw, Slnr/o 1;( d P 1KK7, 



Resolta de lo informado por el señor Juez, que pocas horas 
despnns d<> iniciado (Me recurso, ya estaban en libertad los 
que ocurrían ú V. E. buscándola. 

No veo entonces objeto rn ¡nrestigar si el Juzgado pudo ó nn 
decretar la prisión, puesto que el hecho ha cesado. 

Cierto es que la libertad ha sido decretada bajo lianza. No se 
ba sometido empero a V. E, la cuestión de si ha do ser chanec- 
lada ó no. Satisfechos con la libertad, los interesados nada han 
pedido al respecto. 

Xo obstante esto, diré u V. E. que, á mi juicio, no 
damento bastante para la prisión. 

Los acusados del delito do falsedad por haber ocultado un 
documento público, declaran que nada han ocultado, ni han 
tenido ocasión de ocultar, agregando que, s¡ no presentaron el 
padrón reformado por el Dr. Tedin fué simplemente porque 
entendieron que el que debía servir para la elección era el que 
habían recibido de la junta calificadora. 
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Era este á mi entender un hecho comprendido en las pres- 
cripciones de la ley de elecciones, no de la ley de U de Setiem- 
bre de 1863 sobre falsedades. 

Y en este caso, pienso que no babria razón bastante paTa 
mtciar la causa por la prisión, que pudo 6 debió ser, si á ello 
había lugar, el resultado del juicio. 



Eduardo Costa, 



r«IIO de I* NipniiM «'«rte 



Biteno» Airrs. Siembre 2T (Ir 18K7. 

Vistos: No resultando de las enunciaciones contenidas en el 
informe deIJuer do Sección, Ul . hecUo bien caracterizado que 
dé lugar á la aplicación de una pona corporal, lo cual se halla 
corroborado por la circunstancia misma de haber el juez con- 
cedido á los procesados escarcelacion bajo de fianza; ^sin per- 
juicio de lo que resulte ulteriormunte del proceso, y de con- 
formidad con lo espuesto por el señor Procurador General : 
se reroca el auto apelado, de fecha veinte y dos de Febrero de 
mil ochocientos ochenta y seis, y »e declara que los procesados 
deben ser puestos en completa libertad, llemítanse en conse- 
cuencia estas actuaciones al Juez de Sección á sus efectos. 



l Ladislao frías (en disidencia). — 
FEDERICO IBARGÜRRN, — C. S. 1)E 
U TORRE. 
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DISIDENCIA 

Vistos y considerando : que el juicio á que se reCere este 
recurso, versa sobre el delito de falsedad que so imputa a los 
procesados haber cometido en el ejercicio de las funciones que 
la ley electoral les confiere y so castiga con utia gravo pena 
coTporal por el artículo sesenta y cuatro de la ley do catorce de 
Setiembre de mi) ochocientos sesenta y tres, sobre los críme- 
nes sujetos i\ la jurisdicción nacional y sus penas. 

Que ese delito es una infracción de la ley de elecciones, que 
no tiene pena especial designada por ella, y está previsto por 
las leyes generales, debiendo en consecuencia ser juzgado el 
caso en cuestión con arreglo ¡i estas, y no á la ley de elecciones, 
según el artículo sesenta y nueve de la misma. 

Que el recurso pendiente es sobro el auto de prisión, único 
punto que tiene que resolver la Corto, y ú este respecto subsis- 
ten en el estado actual de la causa, los mismos motivos quo die- 
ron lugar á otro auto ; esto es, existe la justificación loga I bas- 
tante parala prisión, conforme al artículo quince del capítulo 
tercero, sección cuarta del Reglamento provincial de mil ocho- 
cientos diez y siete, 

For estos fundamentos, se confirma el auto apelado, transcrito 
áfoja nuevo de estas actuaciones, las cuales se remitirán al juez 
de la causa, en laforma ordinaria. 



ULAD1SLAO FRIAS. 
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VAVHA I I III 



Sánchez {/ Máfmél contra Ctarti »/ C\ /wr obro ríe /jes os ; 

sobre etnapelmeia 



Sumario. — Para que pueda surgir el fuero federal, tratán- 
dose de derechos adquirirlos por cesión, es necesario ojiu tanto 
el cesionario como el ceden te puedan personalmente deman- 
dar ante la justicia federal. 



Caso. — Se osplica en el 

Falla «el Jhh Federal 

Buenos Aim* f Marzo 19 de 1&Í7. 

Vistos estos autos promovidos por los señores Sánchez y 
Maimón contra D. J. E. Clark y C\ por cobro de posos , para 
resolver sobre las escepcione, de mcompetonoia y falta de per- 
sonalidad en los demandantes, resulta: 

í° Que la demanda deducida tiene por oUjeto hacer efectivo 
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el pago de aniñas que se dice adeudan los demandados por tra- 
bajos do construcción del Ferro-Carril al Pacífico, de quo son 
concesionarios, ejecutados por los demandantes. 

2* Que la competencia atribuida á este Juzgado para conocer 
de ella, proviene, según se espresa en el escrito de demanda, 
de la diferente nacionalidad entre el ciudadano argentino, \K 
Samuel Sánchez, contratista primitivo de dichos trabajos, cu- 
yos derechos representa la sociedad Sánchez y Malinln, por 
cesión 6 traspaso que hizo aquel del referido contrato, y los 
señores Clark y O, estrangeros. 

ebez y ¿taimen, que es la parte acto ra, figuran ciudadanos argen- 
tinos y estnmgoros, hecho qua no ha sido contestado por 
ellos, 

Y considerando; I" Que según el artículo 8* de la ley sobre 
jurisdicción y competencia de los tribunales nacionales, para 
surtir el fuero federal, es preciso que el derecho que se disputa 
pertenezca originariamente y no por cesión ó mandato á ciudada- 
nos estraogeros ó vecinos de otras provincias, respectivamente 

2" Que la mente ó espíritu de esta disposición ha sitio indu- 
dablemente limitar la jurisdicción federal á los casos en que 
sea el dueño originario del derecho que se disputa quien lo 
reclama en juicio, y no sus mandatarios 6 cesionarios, para 
evitarse pretenda hacer surtir el fuero por la cesión ú mandato, 
ó continuar un fuero que existió con \& persona del eedinte 
en otras á quienes la ley escluye t cuando *a jurisdicción no 
nace por razón de la materia. 

3" Que además, no es exacto que el derecho que reclaman tos 
demandantes (el pago de los trabajos de construcción del Fer- 
TO-carril al Pacífico) les pertenece por cesión de D. Samuel Sán- 
chez, sinó por derecho propio, pues son ellos quienes ban 
efectuado los trabajos y anticipado los fondos con conocimiento 
y consentimiento de los señores Clark y C*, según resulta de 
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los documentos que ellos misinos han exhibido, lo que los 
constituya en acreedores directos rte estos. 

4* Que si bien es cierto que el primitivo contrato fué cele- 
brado con D. Samuel Sánchez, consta de la misma demanda 
que este no efectuó trabajo alguno, y que por sí solo carecía de 
los capitales necesarios para cumplir, por lo que se asoció a 
los señores ü. Lisandro Sánchez y D. Cários Malmén, con el 
objeto de ejecutar y aprovechar dicho contrato, cuyo acto 
aceptado por los señores Clark, constituye una verdadera nova- 
cion en la persona del deudor, con relación á estos, no presen- 
tando respecto de los nuevos asociados ninguno de los carac- 
teres de U cesión de derechos á que aluden los demandantes. 

5" Que aún en la hipótesis di; existir la cesión en legal forma, 
la acción que surge de clk sería para pedir que se le dé á 
ejecutar al cesionario las obras convenidas, pero en la acción 
para cobrar el importo de las obras ejecutadas, nacidas del con- 
trato novado con la sociedad Sánchez y Maimón, y cumplido 
por la misma, que es de loque ahora se trata, ya nada tiene que 
ver la persona del cedente, ni influir, por consiguiente sobre el 
fuero á que corresponde esa demanda. 

6" Que según el artímlo 10 de la ley antes citada, en las 
sociedades colectivas, y en general en todos loscasos en que dos 
ú más personas asignables pretenden ejercer una acción solida- 
ria, para que esta caiga bajo la jurisdicción nacional es pre- 
ciso que cada uno de ellos individualmente tenga el derecho de 
demandar ante los tribunales nacionales, lo que no sucede en 
el presente caso, según queda establecido. 

Por e&tos fundamentos, se declara este Juzgado incompetente 
para entender en la demanda de foja..., absteniéndose en conse- 
cuencia de resolver sobre lo demás. Notifíquese original. 



Virgilio M. Tedin 
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VISTA DEL SESOR PROCURAÜOIl GENE1UL 



Buenos Aires, Junio 6 di; 1887. 



Suprema Corle : 
La sentencia del señor Juez de Sección abunda en funda- 



se pretende. 

c Establécese una sociedad colectiva dice el artículo pri- 
mero, i La razan social, continúa el segundo, será la de San- 
ches y Malméi » — ¿cómo es posible se hable de cesión? 

D. Leandro Sunchez y ]>. Carlos Malmén son verdaderos 
socios del contratista primitivo D. Samuel Sánchez. Ellos de- 
mandan á Clark, por interés propio, como partícipes en la 
sociedad, por trabajos hechos por ellos, cuyo cobro persiguen 
para sí t no para su socio D. Samuel, únicamente. 

Y aún en el caso de cesión positiva, si Sánchez y Malmeo, 
hubiesen adquirido el contrato originario, y como cesionarios y 
dueños esclusivos fueran los únicos interesados en su ejecución, 
muy oportunamente se ha observado que no ha podido serles 
transferido el privilegio personal de que goza el cedonte D. Sa- 
muel. 

Siendo esta pretendida cesión el único fundamento en que se 
apoya la diversa nacionalidad, la incompetencia de Ja justicia 
federal es notoria y fuera de toda discusión. 

Sírvase V. B.« así declararlo, confirmando la sentencia recur- 
rida. 




Eduardo Cosía. 
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Buenos Aires, Octubre 1* de 1887. 

Vistos y considerando: Que con aireólo al artículo octavo do 
la ley nacional de Jurisdicción y Competencia de los Tribuna- 
les Nacionales, para que ptuda surgir el fuero federal, tra- 
tándose de derechos adquiridos por cesión, es necesario que la 
parte actual y nominal en loa autos, o sea el cesionario, como el 
acreedor originario, ó sea el c< dente, puedan personalmente de- 
mandar ante la justicia federal, pues así lo indican claramente 
los términos de dicho artículo, al estaMecor que en las causas 
entre un nacional y un eslrangero o entre vecinos de dife- 
rentes provincias, es decir, en las causas en que nominaliuentc 
entran nacionales y t-strangeros ó vecinos de diferentes provin- 
cias, ha de mediar además ta condición de que el derecho que se 
disputa corresponda originariamente ú personas que hubiesen 
podido ocurrir igualmente al fuero fed. ral. Por este y los fun- 
damentos concordantes del amo apelado de foja ciento nueve, 
y los invocados por el señor Procurador General, se confirma' 
con costas dicho auto, Kepóngan*. los sellos, y dcviu'lvanso. 

UOJAMIS VlCTOniCA, — U LADISLAO 
Nil AS. — FEDERICO IIIAftGÚHEN, — 
C. S. ÜE LA TOHltE. — SALUSTIANO 
J. ZAVALIA. 
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« AUftACXM 



Santiago fí. Damel y C% contra 1K Pedro Chwto/ihcrsen; 
sobre entrega tic mercaderías embargadas. 



Caso, — Los señores Santiago B. Daniel y C" pidieron se 
despachara órden á la aduana para que les entregasen unas 
mercaderías venidas en vapores consignados á i). Pedro Chris- 
topuersen.de las que habían pagado el fíete, que resultaron 
haber sido embargadas por dicho Sr. Christophersen. 

El juez ordenó que este manifestase si estaba conforme con 
la entrega, y manifestada disconformidad, se dictó el 




Sumario. — Hin la fuaformidad de aquel á cuyo pedido so 
ha hecho un embargo, no puedo ordenarse la entrega de la cosa 
embargada. 



BUCQOá Aires, Maye 7 de 1887. 



Resultando de la precedente manifestación no estar confor- 
me D. Pedro Christophcrsen con la entrega solicitada por esta 
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parte, de mercaderías embargadas á pedido de aquel; y aten- 
diendo A que la Aduana no es en este caso si nú un mero ejecu- 
tor de las órdenes dictadas par el Juzgada, á los efectos de di- 
cho embargo, no ha Jugará lo solicitado, f deduzca esta parto 
su acción en forma contra quien corresponda. Repóngase rl 
sello, tin más trámite. 



rallo de I* Snprem» Corle 



: p->r sus fundamentos se cmilirma con costas el auto 
o de foja quince. Repuestos los sello^ devuélvase. 



"ESJAMIN VICTORICA, — ULADISLAO 
FBUS. — FEDERICO lUARCCRES. 

C. S. DE LA TORRE, — SALUS- 
TIASO J, 7 A VALIA. 



T. ti. 



n 
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Adolfo Helor íj V* contra Don Juan tirunenfjo, por juhificacum 
de marra de fábrica', sobre formación de sumario, 

Suwmno—Kl juicio sobre falsificará»! de marca de fábrica 
debe empezar por demanda, ó acusación del interesado, y no 
por sumaria in formación. 



Caso.— Uclor f O, denunciando que en plaza se vendían pro- 
ductos falsiücados de la marca «Aperital», sin haber podido 
dar hasta entonces cotí el centro de la falsificación, pidieron se 
levantara una sumaria información, tomando declaración á Don 
Juan Brunengo, secuestrándole los efectos falsificados que se 
encontraran en la Licorería de su propiedad, y verificando otras 
diligencias; de todo to debía dárseles vista para formular 
acusación en forma. 

Mío del Jufi Mml 

Dueiio»Airftv NoMembro iSdelWfi. 

Estando resuelto por el artículo 4' de la ley de Agosto 10 de 
1876, que el derecho á oponerse al uso de cualquiera otra mar- 
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ca que pueda producir directa ó indirectamente confucion entre 
íes productos corresponde al comerciante ó industrial, lo que 
importa resolver qu« el juicio tendente á conseguir estos pro|>ó- 
silos solo puedo iniciarse por el único intenso en el v no por 
iof.rmac.oii sumaria, que sol, tiene h, ? ar en los casos de proce- 
dimientos por infracciones en que está interesado el Ministro 
Público; y no habiéndose deducido en este caso acción r ün tra 
determinada persona, de acuerdo con el artículo iu di> la [m de 
Procedimientos, n La lugar á las medidas de información quo 
se solicitan, y confórmese ,1 iuteresado al artículo 57 de la ley 
de Procedimientos ya citado y se proveerá. 

/ (jar riza. 



VISTA DEL SESOIL PUOCUIADOH GEXEKAL 

L> „ Btteiww Aires, Agosto ti do mi. 

Suprema Corte : 

U acción criminal, dice el artículo 3-tde la ley do la materia 
na podrá iniciarse de olicio, y corresponderá lamento á los 
part.culares interesados, pero una ve, entablada podrá conti- 
nuarse por el Ministerio Fiscal, 

AI limitar de esta manera la ley el ejercicio do la acción 
publica, establece visiblemente una diferencia marcada entre los 
demos en general cuyo conocimiento puede iniciarse por de- 
nuncia, y el de falsificación, cuyo castigo solo puede pedir el 
interesado. En el primer caso, es deber del Ministerio Pública 
Hacer suya la denuncia y proseguirla; en el segundo, incumbe 
solo al mteresado pedir el castigo por acwacto* crunüud v ,1 
representante de la acción pública podrá continuarla, dice la 
ey. Aun entablada la acusación, no es, así, un deber estric- 
to, sino facultativo, del ministerio fiscal proseguirla 
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Ahora bien: el recurrente pide se inicie el procedimiento de 
oficio, bnjo formal protesta de deducir acusación inmediata, 
tan pronto como haya descubierto los verdaderos autores, cóm- 
plices y auxiliares de la falsificación. 

No siendo, según se lia visto, la falsificación de una marca de 
aquellos delitos á cuyo esclarecimiento puerta precederse de ofi- 
cio, muy acertadamente, ni mi opinión, se ha limitado el señor 
Juez á ordenar se deduzca acusasiou en forma. 

Itecordaré, con este motivo, un fallo de esta Corte que en- 
cuentro pertinente. 

Para probar la venta de art-uios con marca falsificada, ha 
dicho V, li. en la causa XI, serie 2*, tomo U, página 40 ( es 
necesario probar antes la falsificación de la marca. 

Ala simple denuncia ¿cúmo es posible, entonces, so proceda 
¿secuestrar y embargar los artículos, que se dice, se expenden 
bajo marca í'alsilicada? 

Si el mismo juez no puede prohibir la venta antes de estar 
justificada la falsificación de la marea ¿cómo podrá proceder al 
embargo un oficial de justicia, según se pretende? 

Pido, por lo espuesto, la confirmación de la sentencia apelada. 

Eduardo Coste . 



Fallo de I* Suprema Corte 

JJuenos Aires, Octubre 6 de 1878 

Vistos: por sus fundamentos, por los de la vista del Señor 
Procurador General, y í.tento los dispuesto por el artículo trein- 
ta y uno do la ley de marcas de Fábrica y de Comercio, se con- 
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firma con coatas el auto apelado t-o foja ocho vuelta; y devuél- 
vanse, previa reposición de sellos. 

U LADISLAO FRIAS, — FEDERICO 
IBARGÜRE5, — C. S. DE LA 

torre (en disidencia). 



DISIDENCÍA 

Vistos y considerando: Primero: Quo al disponer el artículo 
treinta y cuatro de la ley do marcas de fábrica y de comercio, 
en que el juez a quo apoya la resolución de foja ocho vuelta] 
7HC la acción criminal no podrá iniciarse ik oficio y corres- 
ponderá solamente á los particulares interesados, que nada 
altera ni modifica las il ¡sposieioues del derecho común, en manto 
al modo y forma como pu.de prepararle v incoarse la acción 
criminal y no se opone, por consiguiente, á la iniciación del 
juicio por sumaría información, 

Segundo: Que cutí arrelo á la ley veinte y siete, titulo uno, 
Partida sétima, y á lo espuesto en ta glosa á una de la misma, la 
iniciación del juicio criminal por denuncia tiene lugar, tanto en 
loa delitos públicos como en los privados ó que solo dan lugar A 
acción penal privada, sin otra diferencia que la de que respecto 
do los primeros, la demanda es permitida á todos, y en los se- 
gundos, solo a la persona ofendida, pudiendo esta á su voluntad 
seguir tal vía ó la del procedimiento civil ordinario. 

Tercero : Que en este caso la demanda es introducida por la 
parte directa y particularmente afectuda por eí hecho denun- 
ciado, y se halla, por consiguiente, cumplida la exijencia de la 
ley ú tal respecto. 

Cuarto : Que conteniendo además el escrito d<* demanda ta pro- 
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testado formalizar acusación, según el resultadode Ja información 
solicitada, y diríjido por consiguiente dicho escrito no única- 
mente á dar ¿ conocer el hecho inculpado sinó á que se castigue 
este, haciéndose el gestionante parte en los autos y vinculán- 
dose A los mismos, debe ser reputado como una verdadera 
querella, en los términos de la ley citada de Partida, cualquiera 
que sea la clasificación que el demandante le asigne. 

Quinto: Finalmente, que en dicho escrito se contiene igual- 
mente la indicación de la persona ó personas designadas como 
espendedores del producto que se dice falsificado y se dan to- 
das las señas necesarias y posibles ni respecto. 

Por estos fundamentos: se revoca el auto apelado de foja ocho 
vuelta, en cuanto declara improcedente la iniciación de este 
juicio por otra vía que la del civil ordinario; y en consecuencia, 
devuélvanse los autos al juez a yr/o para que proceda á pro- 
veer lo que corresponde por derecho al escrito de fojas...; repo- 
niéndose el papel. 



C. S. DE LA TORRE. 
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CAUSA C'XVI 



Itriijand y itoyer amfra H. Juan tlarac, ¡mr falsificación 
de marca de fábrica ; sobre formación de sumario. 



Sumario. — El juicio sobre falsificación de marca de fabrica, 
debe empezar por demanda o acusación del interesado y no por 
sumaria información. 



( aso, — Brigund y Jioger pidieron se levantase un sumario 
para indagar si 0. Juan Ciarte falsificaba el licor «Cacaoi, do 
cuya marca eran propietarios, indicando las 
debían verificarse. 



rallo del Juez ■ n»l 



Bunios Aiwa, Novitnnbw lfi tic \8¡ti. 

Estando resuelto por el artículo 4* de la ley de Agosto do 
1870, que el derecho á oponerse al uso de cualquiera otra 
marca que pueda producir directa ú indirectamente confusión 
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entro loa productos, corresponde al comerciante ó industrial, 
lo que importa resolver que el juicio tendente á conseguir estos 
propósitos solo puede iniciarse por el único interesado en él y 
no por información sumaria, que solo tiene lugar en los casos 
de procedimientos por infracciones en que esta" interesado el 
Ministerio Público; y no habiéndose deducido en este caso ac- 
ción contra determinada persona, de acuerdo al artículo 57 do 
la ley de Procedimiento*, no ha lugar á las medidas de infor- 
mación que se solícita, y confórmese el interesado al artículo 
57 de la ley de Procedimientos ya citada, y se proveerá. 

Ügarrisa, 



VISTA DEL SESOK PKOCUlADOK CEKEllAL 

Rumo.; Aire?, Marzo 7 uV 18JÍ7. 

Suprema Corte : 

El misino recurrente dice tu el escrito con quu inicia esta 
gestión: que se limita, por ahora, á formular una denuncia 
protestando deducir acción en forma tan pronto como haya 
descubierto los verdaderos autores, cómplices y auxiliares de 
Ja falsificación. 

No hay, pues, hasta ahora, demanda en forma; no hay perso- 
na acusada, ó demandada, ni causa cierta y precisa de la 
acción. 

■ La acción criminal, dice el artículo 31 do la ley de Marcas 
de Comercio, no podrá iniciarse de olício; pero una vez ini- 
ciada, podrá cintiuuarse por el Ministerio Fiscal. » 

La acción para la aplicación de estas penas, es privada t dice 
oí artículo 57 de la ley de Patentes de Invención. 
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Como so m t la ley hace una Uif. reucia notable entre los de- 
litos por uso de mareas y dientes y los delitos comunes, no 
permitiendo el procedimiento i!e olido con respecto ú los pri- 
meros, sino después de iniciada debidamente la acción, 

Xo habiéndolo >ido erj el presente caso, la sentencia apelada 
es arreglada ú derecho, y hade servirá V. K. confirmarla. 

Eduardo Costa, 



t ullo *> In N»|iri>m« l orie 

Bueno? Aire*, Octubre 6 de 1887. 

Vistos: por *us fundamentos, por los de la vista del señor 
Procurador General, y atento lo depuesto por el artículo 
treinta y uno de la ley de Marcas de Fábrica y de Comercio, 
se confiruia con costas el auto apelado de foja diez rueita ; y 
devuélvanse , previa reposición de sellos. 



vj.Uiisi.aii fmas. — Federico 

IBAItr.fUE?¡.— C. S. DEÜTO. 
RUE (en disidencia). 



msillEXtfA 

Vistos y considerando : Primero : (Jue al disponer el artículo 
treinta y cuatro de la ley d, Marras de Fábrica y de Coraerci .., 
en que elJuez a 91 apoya la n -elución de foja diez vuelta, 
<|ue ta acción criminal tm podrá inician* de oficio ij corres- 
pondera tolamentoé ¡teptáktfim Í!it&0Sado$ t m nada al- 
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tera ni modifica las disposiciones del derecho común eu cuanto 
al modo y forma como puede pre pararse é incoarse la acción 
criminal, y no se opon?, por consiguiente, ¡i la iuiciacion del 
juicio por sumaria información. 

Segundo: Que con arreglo ¿i lev veinte y siete, título pri- 
mero, Partida sétima, y á lo espuesto en la glosa primera de la 
misma, la iniciación del juicio criminal por denuncia tiene lu- 
gar, tanto en los delitos públicos como en los privados, ó que 
solo den lugar á la acción penal privada, sin otra diferencia 
que la de que Tespeeto de los primeros, la denuncia es permitida 
ú todos, y en los segundos solo ¡i la persona ofendida, pudiendo 
esta, ú su voluntad, seguir tal vía 6 h del procedimiento civil 
ordinario. 

Tercero: Que en este caso, la demanda es introducida por la 
parte directa y particularmente afectada por el hecho denun- 
ciado, y se halia. por consiguiente, cumplida la exigencia de la 
ley a tal respecto. 

Cuarto: Que conteniendo además el escrito de demanda La 
protesta de formalizar acusación, según el resultado de la in- 
formación solicitada, y d ir i j ido por consiguiente dicho escrito, 
no mermiente á dar á conocer el Hecho inculpado, sino á que 
se castigue este, haciéndose el gestionante parte cu los autos y 
vinculándose en los mismos, debe *er ripia u¡. "Orno una ver- 
dadera querella, en los términos de la ley citad i de Partida, 
cualquiera que sea la clasificación que el demandante le asigne. 

Quinto: Finalmente, que en dicho escrito se contiene igual- 
mente la indicación de la persona ó personas designadas como 
espendedoras del producto que se dice f achicado y se dan todas 
las señas necesarias y posibles al respecto. 

Por estos fundamentos; se revoca el auto apelado de foja 
diez vuelta, en cuanto declara improcedente la iuiciacion de 
este juicio por otra vía que la del civil ordinario ; y eu con- 
secuencia, devuélvanse los autos al Jue¿ a quo para que pro- 
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ceda á proveer lo luc corresponda por derecbo al escrito de fo- 
ja nueve; reponiénd ->se el papel. 

C. S. DE LA TORRE. 



MI KA rxvii 



11 Daño iiavüt contra 0, Nicanor Umíu, fl Julián 
y />. Marñaí Barroso, por interdicte tíe retener: sobre prueba. 



Sumarw. — i» Habiendo acuprdo departes sobre la recepción 
de pruebas en días posteriores al del juicio verbal señalado para 
el juicio de interdicto, deben admitirse las que en ellas se 
presenten. 

El auto sobre admisión de estas pruebas trac gravamen 
irreparable, yes apelable. 



Caso.—B. Darío David dedujo interdicto de retener contra 
los Sres. Liceda y Barroso. 



172 



FALLOS DE LA SUPREMA CORTE 



Se citó ¡í las partea á juicio verbal, que turo lugar el día 5 
de Agosto de 1887, presentándose pruebas, y de couformidad 
de partes se prorogó el acto ha&ta el 12 del mismo mes, en 
que convinieron alegar sobre el mérito de las pruebas presenta- 
das, reservándose el derecho de presentar otras. 

El dia!3, después de haber alegado el actor, los demandad os 
propusieron otras probanzas, á lo que se opuso el primero, res» 
pecto de las de testigos, sin observación en cuanto á las instru- 
mentales. 

Falla dfel Juti Federal 

San Luis, 18 do Agoslo de 1887 

Autos y vistos; Considerando: 1" Que si bien la ley Nacional 
de Procedimientos, tnsu artículo 333, dUpone que en el juicio 
verbal ¡t que se relioro el precedente, id juez oiraá *js partes y 
admitirá las pruebas que adujeren, consignándose en acta los 
alegato-*, las pruebas producidas y las manifestaciones de los 
testigos,— no es menos rierto que ella no prohibe la suspensión 
del acto, para proseguirlo después, sin que esto importe ta ter- 
minación de la misma audiencia ó la apertura de otra nueva, 
cuando, como sucede en el presente caso, son insuficientes las 
horas de despacho para recibir las deposiciones de los nume- 
rosos testigos de ambas partes, é imposible la presentación 
inmediata de la prueba instrumental. 2" Que entendiéndolo 
asilos Interesados, habiendo principiado el acto do la audien- 
cia el día 5 del corriente (f. f 6), ha ido prorogándose hasta el 
doce del mismo; y ni suspenderlo entóneos, manifestaron que 
en el subsiguiente podían alegar sobre el mérito de la prueba 
rendida ya, siu perjuicio de la que tuvieran aún por convenien- 
te producir. 3 a Que en tal virtud, y estando aducida por am- 
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bos litigantes y proveída cu el mismo juicio verbal la prueba de 
testigos, no había razón para denegar i uno de ellos, sin res- 
tringirle los medios tic :>u legítima defensa, la presentación de 
los queesplícitamento autoriza la ley, cuyas declaraciones pue- 
den ser tomadas por el juez do la causa ó en virtud de comisión 
conferida al efecto. Por istas consideraciones y las aducidas 
por los demandados en el acto á que se refiere el acta de foja 
283, el Juzgado dispone se haga, con citación contraria, como 
se pide en los párrafos 4" y 5" <f. 284 vuelta y 285), cometién- 
dose ambas diligencias al Juez do Pazdc Conlara, desigmíndoso 
para la primera el día 24 y para la segunda los dias 25, 26 y 
27 á hora de despacho, del rorrieiile mes, y liWindosele para 
el efecto Jos oficios correspondientes, 

A\ SUíjuqz 

Negado el recurso de apelación, David ocurrió de hecho día 
Suprema C orte. 



Uuenos Aires, Octubre 6 de 1887 

Vistos en el acuerdo: Trayendo gravamen irreparable el 
auto recurrido de diez y ocho do Agosto último, y siendo por lo 
tanto él apelable, do conformidad al articulo doscientos seis 
de la Luy Nacional de Procedimientos, y ála inteligencia que en 
la práctica se ha dado al precepto de este artículo, en concordan- 
cia con las disposiciones que rigen el procedimiento del juicio 
sumario sobre posesión: se concede la apelación interpuesta; y 
por lo que resulta del informe del Juez de Sección y los funda- 
mentos del auto citado, relativamente al acuerdo celebrado por 
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las partes sobre la recepción de la prueba, se confirma este, j 
remítanse estas actuaciones, prévia reposición do sellos, al Jjez 
de Sección para qne las mande agregar á sus antecedentes. 



REMAMI3 VICTORICA. - L LADISLAO 
FRIAS. -FEDERICO IBARGCREN.— 
C. S. DE LA TORRE. — SALl'STlA" 
SO J. ZA VALIA 



DISIDENCIA 



Vistos en el acuerdo. Considerando: Primero-. Que en el pre- 
sente caso se trata de un recurso de queja contra el Juez de Sec- 
ción de San Luis, por apelación denegada de un auto dictado en 
juicio sumario de interdicto de despojo, por el que se manda 
practicar fuera del lugar del juicio y después de la audiencia 
prescrita por el artículo trescientos treinta y tres de la ley de 
procedimientos, diligencias de prueba solicitadas por una de 
las partes en esa misma audiencia. 

Segundo: Que es propio délos juicios sumarios que solo pueda 
apelarse de la sentencia ó de los autos espresamente declarados 
apelables, y no siempre la apelación se concede en ambos efec- 
tos; porque siendo el objeto do tales juicios prestar rápidamen- 
te et amparo de la justicia a determinados derechos que en caso 
de lesión ó de amenaza no admiten las largas dilaciones de los 
pleitos ordinarios, ese objeto quedaría frustrado y abiertamente 
contrariado si el recurso de apelación fuera admisible aún de 
las providencias ó autos interlocutorios que el juez dictare du- 
rante la tramitación; y la apelación que es un remedio se con- 
vertiría en un mal mayor que aquel que se trata do remediar, 
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sin ninguna ventaja para la más acertada resolución del pleito 
en definitiva. 

Tercero: IJue consagrando esta doctrina la ley de procedimien- 
tos ua establecido, en su artículo trescientos, para ul juicio eje- 
cutiva, que es el más amplio de los juicios sumarios y el que más 
participado la naturaleza del ordinario, que solo ¡son apelables 
los autos declarados tales en esa misma ley, y encada uno de los 
juicios sumarios que reglamenta, lia declarado cuándo, de qué 
manera y con q.n- efectos procedo la apelación, (artículos tres- 
cientos treinta y cinco, trescientos cuarenta y dos, trescientos 
cuarenta y seis y trescientos cincuenta). 

La regla establecida en el artículo doscientos seis, según la 
cual son apelables aún las sentencias interlucutorias cuando 
causan perjuicio irreparable por la deiinilivn, no es una regla 
general para todos los juicios, sinó para el juicio ordíuario, conio 
lo demuestra la colocación misma de ese artículo en la parte de la 
ley que se reitere á este juicio, y no en ol título consagrado á 
las disposiciones comunes á todos los juicio*; y si alguna duda 
quedase al respicto, bastarían para disiparla estas dos consi- 
deraciones: si aquella regla fuera aplicable aun á los juicios 
sumarios, no había necesidad de decir cuándo son apelables en 
estos las sentencias, porque ya estaba legislado ese punto; y ha- 
biéndola esrluido pani el juicio ejecutiru que es el menos su- 
mario do los juicios sumarios, la ley habría incurrido en una 
iminíliesta contradicción y falta de lógica admitiéndola páralos 
interdictos que son los más rápidos en esa clase úv juicios. 

J<;s verdad que los jueces pueden alterar el procedimiento y 
aún desnaturalizarlo, dando audiencias y admitiendo pruebas 
que no deben ser dadas ni admitidas; pero esto mismo puede su- 
ceder enel juicio ejecutivo^ sin embargo, la apelación no sería 
admisible; y sobre todo, la ley deposita su conJianza ou los jue- 
ces, sus procedimientos tienen la presunción de legalidad á su 
favor y no deben ser interrumpidos por recursos ante el supe- 
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rior, basta la sentencia en cuja oportunidad pueden las partes 
apelar y decir de nulidad, contra los errores de la sentencia o de 
la tramitación. 

Citarlo: Que aún considerado el caso bajo el pinito de vista 
dd artículo doscientos sen de la ley de procedimientos, el auto 
de que se trata sería inapelable; porque limitado á mandar prac- 
ticar una diligencia de prueba, si en ese auto Imy error y si causa 
perjuicio a la parte contra quien se produce, ese perjuicio no es 
irreparable, porque el juez puede al sentenciar desechar la prueba 
producida fuera de la oportunidad legal, sin que a ello obste el 
haberla mandado admitir, 

A esto se agrega que srgun espresa disposición del artículo 
doscientos siete, es inapelable la providencia que recaiga sobro 
la solicitud para que se reciba li causa ¿i prueba, ya se otorgue 
ó so niegue su admisión; y si una resolución que envuelve la 
calificación do todo el pleito, que abre 6 cierra por completo el 
estado de prueba, es inapelable, seria un contrasentido declarar 
apelable la admisión do una sola diligenciado prueba. 

Quinto: Que si bien esta Corte lia conocido en algunos casos 
de apelaciones deducidas contra autos interlocutores dictados en 
ebu* clase de juicios, ha sido por apelación concedida por los 
jueces, sin que se hubiera hecho cuestión de su procedencia 
por la denegación del recurso, como sucede en el presente caso, 
y aunque así no fuera, nada la obligaría á perseverar en una 
práctica contraria á los más claros propósitos de la ley. 

Por estas consideraciones, fallo declarando bien denegado el 
recurso, y devuélvanse, reponiéndose los sellos. 

$ALi'&TiA50 i. za valia. 
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« AVSA C XVIII 



VttUmnmi // C* mntra Tmntttaxn Xurari fú Mario, 
fmr (íaAos tj perjuicios; sobre ftermnerht 



Sumario.— U\$ excepciones relativa* á la eficacia ti- la cesión 
deu.uo el demandante- ha»v derivaras derechos, afectan el fon- 
do de la acción y uu la ucrsomríadel ador. 



taso.— Los SeiLires Mallmann y C\ iuv.n'audo el caráeter de 
cesionario. <j.< Ufanea Ik-i^uio,, proletarios de la marca 
«Fernct Branca», demandaron á Tomma^o Novari fü Mario, p jr 
indemniza- ion tle perjuicios (lorlnWr intro Incido fraululonta- 
mrute el licor Fernet y csjvudídulo en pía/a, sin consentimiento 

Novari hizo objeciones a los documentos relativos á la cesión, 
alegando que no la justificaban debidain ente, y opuso la es- 
n>nci<oi de falta de personería. 



r. u. 
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Buenos Aires, Abril la do 1887 

Vistos: por los fundamentos aducidos en el prén dente es- 
crito; y considerando además: que en la escritura pública otor- 
gada ante el Escribano Don Albano Tíonores (testimonio de 
f» 8), este funcionario dá fé de que según documento debida- 
mente legalizado que se le exhibió y ha tenido á la ví4a t I). 
Carlos F. Holfer y O, de fténovn, tienen desde el año 1875 la 
esclusiva, temporánea y privativa facultad de importaciony venta 
tn la América del Sud, de la especialidad Fernet Branca, á mé- 
rito de cestón becha por la casa líranca befrmanos, por intermedio 
de su apoderado Don Gaetano Ginochio. 

Que según el artículo 995 del Código OítíI, loa instrumentos 
públicos bacen plena de las en im naciones de hecbos 6 actos 
jurídicos directamente relativos al acto jurídico que forma el 
objeto principal, no solo entre las partes, sitió también respec- 
to de terceros. 

Que además de figurar el nombre de Don Carlos F, Hoffer, 
que aparece como cedente de Mallman y C" en la razón social 
Ciírlos F. Hoffer y C', el documento de foja 12 (traducción 
f, 14) compruiba que diebo señores el síícío gerente con el uso 
de la firma y representación de la sociedad, quedando así des- 
truidas las objeciones á la personalidad de los demandantes. 

Por ello, no ba lugar, ron costas, á la articulación de falta de 
personería, promovida en el escrito de foja 39, y contéstese 
derechamente el traslado de la demanda. — Notiffquese con el 
original. 
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rali* de I» Auprem» C*rte 



Bueno* Aires, Octubre 6 de 1887. 



Vistos: resultando que la prcseutc demanda hasid" leducida 
por los Señores líallmaim y compañía á nombre propio, y no 
como apoderados de «Fratelli Branca* ai de Carlos F. Hoffer y 
compañía; y considerando qtie las eseepcioues relativas á la 
elicacia ó iueücaeía de la cesión de que dichos señores 
Mallmann y compañía hacen derivar sus derechos, afectan pu- 
ramente el fondo del asunto y no ú Ja personería de los deman- 
dantes, y no pueden por lo tanto ser admitidas cora . dilatorias 



tas el auto apelado de foja cuarenta y siete, y respuestos los se- 
llos, devuélvase. 




BENJAMIN VICTOIUCA. — I'UDISIAO FRIAS. — FE- 
DERICO IDAIIGUREN. — C. S. DE LA TüUKE.— 
SA LUST1ANO J ZA VALIA . 
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€ AUNA 



D. Litis C. fiordes por la Campa ti ta arrendadora 
cimiento termal de Yichy establecido en París, contra k Angel 
Vi(jnoto,por falsificación del agua de Yichy; 



Sumario.— La escepcion do arraigo del juicio no procede en 
los juicios criminales. 



Caso.— D. Luís O. Bordes por la Compañía arrendadora del 
Establecimiento termal de Vichj, acusú ¡í I), Angel Vignolo por 
haberse prestado á circular ú sabiendas agua falsificada de 
Yichy, j pidió la aplicación del máximum do la pena impuesta 
por la ley sobre marcas de fábrica. 
Vigilólo opuso la escepcion de arraigo del juicio, por ser la 
ííiía actora cstrangora, no domiciliada en el país. 



rail* fiel Juez 



Uncios Aires , Setiembre 58 d* I88fi 

estos autos en lo relativo á la escepcion de arraigo 
icio promovido pur el demandado y considerando que según 
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Ja disposición de! artículo setenta y cuatro de la Ley de Proce- 
dimientos, es procedente la escepcion deducida cuando el actores 
cstrangero no dom ¡ciliado; que consta en autos, por los poderes pre- 
sentados, que ]a Compañía de las aguas de Vichy tiene su asiento 
en la ciudad de París; que la circunstancia de tener esta compañía 
una agencia general en la Capital, como sendera en el presen- 
te escrito, no altera en nada su responsabilidad para los efectos 
de la ley, no pudiendn responsabilizarse á sus 
resultas del juicio. 

Por estas consideraciones, fallo declarando fundada i* caülip - 
4m de arraigo del juicio promovida por Don Angel Virolo 
debiendo en consecuencia la citada compañía dar lianza 6 cau- 
ri» p.>r la suma de dos mil pesos moneda nacional en que el 
Jugado estima las cosUs y costos del juicio. Repónguw el 



Andrés l'tjarriza. 



«leí» Suprema 



«nonos Aires, Octubre 8 de 1887 

Vistos y Considerando: Que la disposición del artículo sonten- 
ta y cuatro de la Ley Nacional de Procedimientos invocado por 
el demandado y en que se apoya también el auto recurrido es 
concerniente solo a los juicios civiles, según resulta de la colo- 
cación que en dieba ley tiene, y del lieclio de que en las dispe- 
relativas al procedimiento del juicio criminal no se 
•a referencia alguna á ella, 
por consiguiente, teniendo por objeto la acción deducida 
no un .nteres pecuniario sinó puramente la aplicación de la 
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ley penal «1 delito de usurpación de marcas de fábrica, la cau- 
ción prescrita por el artículo citado no es de aplicación si 
caso. 

Por estos f andamentos, se revoca el auto apelado de foja 
veinte vuelta y se declara que el demandante no está obligado 
á arraigar el juicio. Repuestos los sellos, devuélvanse los autos, 

i) Ladislao frías (en disidencia). — 

FEDERICO IBARGÜREN. — C S. DE LA 
TORRE. 

4 

DISIDENCIA 

Vistas y considerando: Que la fianza que solicita el acusado, 
no es sinó una parte de la fianza de calumnia, que aquel tiene 
derecho de exijir a) acusador en el presente caso, según la le- 
gislación anterior, supletoria de la fíjente en cuanto á los pro- 
cedimientos judiciales, en los casos no previstos por esta, y lo 
ba decidido la Corte en una causa igual (artículo trecientos se- 
tenta y cuatro de la ley de procedimientos, y causa setenta y 
dos, tomo diez y ocho, segunda serie, página ciento veinte y dos, 
Fallos de la Suprema Corte). 

Forestes fundamentos y los del auto apelado de foja veinte 
vuelta, se confirma este con costas; y devuélvanse prévia re- 
posición de sellos. 

t LADISLAO FRIAS. 



CAUSA CJCX 



D. luis (i. fiordes, por D. Guillermo Üenicre, contra í). Francis- 
co Cominolli, por falsificación de atjua de 
de personería y arraigo. 



Sumario, — La Suprema Corte no puedo, sin petición de to- 
das las partes, fallar sobre una escepcion no resuelta por ol 
Juez de Sección, ni tomar en consideración separadamente las 
demás incepciones no reaueltaa por el mismo , 



Caso. — D. Luis O. Bordes, con poder do D. Guillermo Deniore, 
que decía ser Presidente de la Compañía arrendadora del Esta- 
blecimiento termal de Viehj, acusó á D. Francisco Cominolli por 
espendio de agua de Vichy falsificada. 

Cominolli opuso las escepciones de falta de arraigo, y de falta 
de personería de Bordes; de Lhmiere. 



i t Enero 19 de 1887 

Y vistos ostos autos en lo relativo á las escepciones deducidas 
por el demandado, de arraigo del juicio, falta de personería en 
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el apoderado Sr. Bordes y nulidad del procedimiento seguido 
para establecer la acusación; y considerando, respecto :í h pri- 
mera: que según la deposición del artículo setenta y cuatro de 
la ley de procedimientos, es procedente la cscepcion deducida 
cuando el actor es estrangero no domiciliado; une consta en au- 
tos que la Compañía Administradora délas aguas de Vichy tie- 
ne su asiento en París; que la circunstancia de teneT esta compa- 
ñía una agencia gt neral en esta Capital, como so asevera poi 
el apoderado Bordes, en nada disminuye su responsabilidad para 
los efectos de la ley, nopudiendo responsabilizarse á sus agcif- 
tespor las costas de] juicio que ella directamente promueve. 
Considerando, respecto á la segunda: que ai bien el poder con que 
se instauró la acción era insuficiente para su representación en 
juicio porque no había sido otoñado ante Kscribano TiiUico, 
esta deliciencia lia sido subsanada con el nuevo poder presenta- 
do á foja ochenta y cuatro, el cual se encuentra revestido de 
todos los requisitos exijídos por la ley, q„ c la cuestión de si 
debe ó no tomarse en consideración este poder en el estado pre- 
sente del juicio, cuando ha sido opuesta y sustanciada la cscep- 
cion de personrría, habiéndose llamado autos, ha sido ya re- 
suelta afirmativamente por la Suprema Corto en la causa de 
Inchanspe con Lassalle y Secrestat, y la tercera cscepcion de 
nulidad no está comprendida entre las enumeradas por el artí- 
culo setenta y tres de la Ley de Procedimientos 

Por estos fundamentos, f.illo no haciendo lugar ú las escepcio- 
nes de falta de personería y nulidad promovidas por el deman- 
dado y declarando fundada la de arraigo del juicio. En con- 
secuencia, intímese á la parte de la Compañía administradora de 
las aguas de Vichy dé fianza ó caución por la suma de mil qui- 
nientos pesos nacionales, en que se estiman 
ció. Repóngase los sellos. 



Andrés igarriza. 
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Dueños Air«s. (hlubreNde 1887. 




Vistos y considerando: Que conjuntamente con la falta de per- 
sonería <li«l apmlerado del demandante don Luis G, Bordes, por 
insulieiencia m las fariñas d<*su poder, ha sido obji tada en el 
escrito di foja sesenta y tres la personería de su mandante don 
Guillermo Denierc, por no aparecer constatada la existencia de 
la sociedad Ó persona jurídica de que so dice representante, y 
no haber rumplido ella, caso de existir, con las formalidades 

cuarenta y cinco del Código Civil 
cuatmcicntos cinco del Código 
de Comercio para poder ejercer como tal, acciones en juicio. 

Que envolviendo esta doble objeción dos diferentes escepcio- 
nes, aunque del mismo nombre, fundadas un hechos díversosé 
in dependientes entre sí, han debido ambas ser tratadas y re- 
sueltas distinta y separadamente pnr el Juez a (¡un con arreglo 
á los artículos trece, catorce y ochenta y tros de la ley nacional 
de procedimientos» 

Que mientras tanto, el auto recurrido se ha limitado á resol- 
ver solo una de ellas, ó sea la relativa a la insuficiencia del poder 
del Sr. Bordes, por razón de su forma, dejaudo sin decidir la 
correspondiente a la nersonalidad da Yk ¡jmn&t* & **** nombre 




con arreglo al artículo doscientos 



¡C El mismo día sedirlú iííual fallo en las causas seguida* por tlonitjs, 
ronira «erri normanos. M. Luis Üeporñ y Id. Mario l'ascal, en la* pe 
se opusieron las inisnm* escepcioiuís. y se espidió igual resolución que en 
o\ presente caso. 



180 



FALLOS DE LA SUPREMA CORTE 



veinte j cuatro de la dicha ley, fallar en primera instancia so- 
bre la escepcion enunciada, sin petición de todas las partes, nt 
tomar en consideración separadamente las demás | resucitas por 
el Juez do Sección. 

For estos fundamentos : devuélvanse los autos al Juez á qno 
á fin deque temando en consideración el punto relativo á la es- 
cepcion de falta de personalidad del demandante, resuélvalo 




ILADISLAO FRIAS. — FEDERICO 
1BARGÉREN. — C. S. DE LA 
TORRE. 



C4U9A mm 



D. Saturnino de la Presilla, contra ta Compañía del Ferro- 
carril Central Argentino, por daños y perjuicios; sobre com- 



petencia. 



Sumario. — No corresponde á la justicia nacional el conocí- 
cimiento de la causa por daños y perjuicios procedentes de un 
contrato realizado en la provincia de Santa Fe\ entre un vecino 



DE JUSTICIA NACIONAL 



de dícba provincia y la administración deJ Ferro-carril Central 
Argentino, residente en la misma. 



Caso. — El Sr. Presilla, vecino de Santa Fé, alegando no ha- 
ber sido cumplido Üelmente un contrato de transporte de ani- 
males hecho con la empresa del Ferro-carril Central Argentino, 
en la provincia de Santa Fe*, demando ante el Juzgado Federal de 
la capital, por daños y perjuicios, áD. Nicolás Bower, como re- 
presentante de la empresa con domicilio en la capital. 



Dueños Aires, Febrero 18 áu 1887, 

Considerando : Que la acción deducida tiene por antecedente 
un contrato celebrado en la provincia de Santa Té. 

Que en la misma provincia tiene su asiento la empresa de- 
mandada, con tina administración provista de los poderes nece- 
sarios para atender las contestaciones judiciales, como es noto- 
rio y resulta de diversas causas tramitadas ante la justicia no- 
cional, en que ha sido parte dicha empresa (víase Fallos de la 
Corte Snprema). 

Que además, según el artículo 43 del Código de Comercio, el 
lugar elejido para la ejecución de un acto de comercio causa do- 
micilio especial para todo lo relativo á ese acto y a" las obligacio- 
nes á que diere lugar. 

Por esto y en conformidad á lo dispuesto en el artículo 3* de 
la Ley Nacional de Enjuiciamiento, se declara que este Juzgado 
no es competente para entender en la presente demanda. 

Devuélvase al interesado para que ocurra donde corresponda. 

Virgilio M. Ttdin. 
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VISTA DEL SESOR PROCURADOR GEKERAL 

Unenos Aiies, Setiembre 20 de 1887. 

Suprema Corte : 

A loa fundamentos de la sentencia apelada, cuya confirmación 
pido, puede agregarse, que, si bien es cierto que el domicilio 
principa) de! Ferro-carril Central Argentino es esta capital, un 
la que reside- su directorio j tiene el asiento principal de sus ne- 
gocios, el inciso i del artículo 90 del Código Civil prescribe que: 
tas compañías que fruyan muchos establecimientos ó tuatrsates, 
tienen su domicilio especial en et lugar de dichos establecimien- 
tos, para sola las ahlif/aeiones alli contraídas por los agentes 
locales de la sociedad. 

De otra manera, habríase establecido una desventaja ruinosa 
para Job vecinos de remotas localidades, obligándolos i venir á 
la capital á liacer valer sus derechos. 

Eduardo Costa. 



rallo de I» Suprema 1 erte 



Vistos: resultando de las afirmaciones routenidas en el es- 
crito de demanda, que el demandante tiene su domicilio en la 
provincia de Santa Fe, donde se ha realizado el contrato que dá 
origen á la acción deducida, y en cuyo lugar funciona tam- 
bién la administración del Ferro-carril Central Argentino, con 
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la cual selia celebrado dicho contrato, loque demuestra con 
arreglo al artículo 9 1 de la Ley sotre Jurisdicción y competencia 
de los Tribunales Federales, y noventa, inciso cuarto, del Có- 
digo Civil, que el presente caso no comprende á ta Justicia 
Federal. — Por estos fundamentos y oido el señor Procurador 
(ieneral, se rou firma con costas el auto apelado de foja treinta 
y dos ; y devuélvanse, previa reposición de sellos. 

nENJAWlS V1CTOHICA. — U LADISLAO 
FRIAS. — FEDERICO IBARGÚRE* . 
- C. S. DELA TORRE, — SALUS- 
TIASO J. /A YaI.ia . 



CAUSA C'XXH 



D. Marcelino llrt/es contra el th\ B. Maximino de la 
y IK Florentino Villafañe, por infracción de la ley nacional 
de elecciones. 



Sumario. — i° La movilización de guardias nacionales Lecha 
con motivo de las elecciones, constituye una infracción á la ley 
electoral nacional. 
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2 a El haber sido hecho por órden del Gobierno de la Provin« 
cia es causa atenuante. 



Caso t — Se explica en el 



r*ii* m 



Rioja. Julio 28 de 1886. 

Autos y Tistos: la causa seguida por D. Marcelino Iieyes 
y el Procurador Fiscal contra el Dr. D. Maximino de la 
Fuente, D. Florentino VillafaSo y ü. Antonio Fuentes, por 
infracción á la Ley Nacional de Elecciones ; y de la cual Te- 
salta : 

1° Que el actor acusa á los expresados señores imputándoles 
el delito de citación de milicias y ostentación de fuerzas armada, 
en la elección que turo lugar el once de Abril último para elec- 
tores de Presidente y Vicc-Presidento de la República, en la 
Sección Electoral de « Castro Barros » fundado en que el Dr. 
Fuentes, Procurador Fiscal de este Juzgado, dias a ufes de la 
elección, salía de esta Ciudad al mando de fuerzas de linea j 
de Policía, al citado Departamento en donde apresó la ante-vís- 
pera de la «lección, á los señores Pastor Gordillo y Dermidio 
Agüero, y después de haber reforzado su partida con Guardias 
Nacionales movilizadas por su hermano, el comisario D. Anto- 
nino Faontes, el Comandante de dicho Departamento D. Flo- 
rentino Villafaiie, recorrieron los tres las demás poblaciones ; 
tomando presos á Tarios ciudadanos, con el propósito de atemori- 
zar é impedir á los sufragantes, su concurrencia á la elección, y 
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pide, en consecuencia, les sean aplicadas las penas estatnidas en 
loa artículos 65, 67, y 68 de la Ley Electoral, con las costas 
procesales. (Exposición de fojas 3 á 5). 

2 o Que no habiéndose citado al Comisario D. An tonino Fuen- 
tes, por bailarse ausente de su domicilio cuando fué requerido 
por el Juez de Faz de «Castro Barros », el actor no ha insistido 
en su acusación en cuanto á esta ; sustanciándose esta causa, 
únicamente con audiencia del t¡r. Fuentes y Comandante Villa- 
fane. (Diligencias de fojas 7 y 8). 

3 o Que nombrado Fiscal ad hoc por ser acusado el titulaT, 
aquel se ha adherido a la acusación. 

4° Que el Sí. Fuente* se eicepciona, alegando: I o Qnelos sol- 
dados armados que condujo en número de cuatro, por pedido y 
a las órdenes del Comisario de Policía de dicho departamento, D. 
Antoníno Fuentes, fué por encargo del Poder Ejecutivo de la 
Provincia ó del Sr. Ministro de Gobierno, para conservar el or- 
den público durante la elección, y siendo por lo tanto, puramente 
mecánica la participación que tuvo al conducir dicha partida ar- 
mada; 2° Que son absolutamente falsos los hechos que se le impu- 
tan; habiendo servido el acusado de garantía á la oposición, para 
evitarles danos que han podido sobrevenirles con sus provoca- 
ciones ; 3" Que era falso hubiera dado orden de prisión contra 
nadie, no habiendo ejercido, ni atribuídose autoridad de ningu- 
na clase ; 4* Que él invitó al partido de oposición» secundado por 
el Comisario Fuentes y Comandante Vlllafafie, para que con- 
curriesen ála mesa á votar libremente, habiéndose este absteni- 
do de hacerlo, para ocultar su impopularidad ; permaneciendo 
reunidos durante la elección, á ana cuadra del local donde esta 
se verificaba. (Exposición de fojas 8 vuelta ¿11). 

5 a Que el acusado Villafañe, manifiesta en su descargo, que era 
cierto qne había movilizado doce Guardias Nacionales por órden 
que recibió del Gobierno de ta Provincia, para ponerlos á disposi- 
ción del Comisario Fuentes, como lo efectuó, para garantir el ór- 
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den público, desde dias antes de Ja elección. (Exposición de 
fojas II vuelta y 12), 

Y considerando ¡ I o Que de la confesión de los acusados Dr. 
Fuentes y Comandante Villafafie, aparece comprobado: Que el 
primero marchó, dias antes de la elección, desde esta Ciudad al 
ili par ta me tito « Castro DaTros », al mando de cuatro hombres 
armados; y el segundo niorilizó doce guardias Xaciunales en el 
citado Departamento, en la lecha expresada. 

2" Que el actor no ha justificado con la prueba testimonial de 
fojas 30 á 33, que el acusado Dr. Fuentes haya ejercido antes 
ó durante la elección, cargo alguno civil Ó militar, en el expre sa- 
do Departamento, ni que este directamente o por su órden duran- 
te el tiempo que acompañó a su hermano el Comisario Fuentes, 
haya intimado con prisiones ó amenazas á los ciudadanos, para 
impedirles concurrir á la elección. 

3 o Que por lo tanto, el hecho solo de conducir fuerza armada, 
a dicho Departamento, por encargo del Gobierno de la Provin- 
cia, según consta del informe de foja 25, para ponerla ¿disposi- 
ción del Comisario Fuentes, no constituye un delito contra la 
libertad electoral según los términos de los artículos 59 y 60 
de la Ley de Elecciones, desde que su misión terminó en el 
momento de hacer entrega de ella al Comisario» cualesquiera 
que fuese por otra parte, su participación posterior en la elec- 
ción como ciudadano. 

4 o Que con referencia ti. Jos cargos formulados contra el Co- 
mandante Villafañe, constando del informe del Ministro de Go- 
bierno, de foja 25, que aquel movilizó el piquete de guarí i a na- 
cional, para ponerlos a las órdenes del Comisario Fuentes, las 
intimaciones y prisiones á que se refieren las declaraciones de 
fojas 30á33, para impediré! libre ejercicio del sufragio, no po- 
dían imputarse á dicho Comandante ; por cuanto resulta de las 
mismas declaraciones, que aquellas so efectuaron por otras au- 
toridades, que por las instituciones de la Provincia, no se hallan 
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bajo las órdenes del acusado, y que por lo mismo, no puede es- 
timarse como infractor á la disposición del artículo 60 de la 
Ley Electoral : máximo cuando aparece probado en autos, con los 
testimonios de fojas 34 á 39, que la elección se verificó en calma, 
á presencia de los partidos que permanecieron en el recinto de 
la Plaza, sin haber ocurrido ningún incidente que pudiera con- 
siderarse como el ejercicio de una influencia ilegítima por parte 
del Comandante ; permaneciendo la fuerza pública á disposi- 
ción de las mesas. 

5° Que laórden del Poder Ejecutivo de la Provincia, invo- 
cada por el espresado Comandante, para movilizar veinte Guar- 
dias Nacionales y entregarlos al Comisario Fuentes, con el ob- 
jeto de conservar el orden público, no es causa bastante de es- 
cusacion para el efecto de eximirse de toda responsabilidad penal 
por contravención al artículo 59 de la citada ley de Elecciones ; 
1 ° Porque las atribuciones conferidas al Poder Ejecutivo de la 
Provincia, por su Constitución y Leyes reglamentarias, no 
son absolutas y arbitrarias, sinó limitadas, cuando graves y 
evidentes razones de órden público lo autoricen; 2 a Porque el 
acosado no ha comprobado en autos la existencia de aquellas, 
desde que no estaba obligado á dar cumplimiento á ordenes de 
ese género, en abierta contravención a la terminante disposi- 
ción de la Ley Nacional citada ; 3* Porque no existe ley ó dis- 
posición alguna del Poder Legislativo de la Provincia, que au- 
torice dicha movilización, con carácter permanente ; aparecien- 
dode autos, por el contrario, que aquella se hizo oclusivamen- 
te dorante los días de la elección ; 4r Porque la atribución del 
Poder Ejecutivo déla Provincia, de conservar el úrdeu público, 
no implica la facultad de abrogar de hecho ó sin causa probada 
que lo justifique, las espresas disposiciones de una ley nacional, 
que es también, bajo otro aspecto, de órden publico, en cuauto 
tiende á preservar de toda influencia estrana, la voluntad popu- 
lar 6u los comicios para la elección de uno de los Poderes Pa- 
ís 
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blicosdela Nación, que representan sn soberanía; y 5 o Porque 
la doctrina contraria, nos llevaría u neeptar el falso principio de 
que el Poder Ejecutivo de una Provincia podría abrogar las 
Leves de Ja Nación, comprometiendo el gran principio de su 
unidad como Estado Soberano, y hacer desaparecer las garan- 
tías constitucionales á sus habitantes, sin mas que invocar, en 
ejecución de la medida que tomara, la razón de conservación del 
órden público, 

6 o Que no obstante lo espuesto, dicha órden debe considerar- 
se, con relación al acusado, como una circunstancia atenuante 
del cargo que se le imputa, por cuanto este no era precisamente 
el funcionario encargado de la conservación del órden público, 
en el espresado Departamento; y por lo tanto, no pudo estimar, 
con perfecto conocimiento de causa, hasta dónde la razón de ta 
necesidad de la conservación del órden público, lo autorizaba 
para dar cumplimienl ala espresada órden de citación y movi- 
lización de milicias, para reforzar la guardia de policía. 

7° Que estando acreditado en autos, que la fuerza pública de 
Policía estuvo á dtsposii ion de las mesas, y que aquella, antes 
de la instalación de estas, se encontraba bajo las órdenes direc- 
tas é inmediatas del Comisario Fuentes, no es procedente la 
decisión de la cuestión : si el aumento de ella, al piquete per- 
manente de policía, el día de la elección, en el número de doce 
hombres, constituye el delito de ostentación de fuerza armada ; 
por cuanto no aparece que el Comandante Villafañc, haya te- 
nido participación alguna en dicho acto. 

8° Que el artículo 05 de la Ley Electoral, condena] con tres- 
cientos pesos fuertes de multa, ó en sn defecto, con mes y medio 
de prisión, á los infractores del artículo 59 de la misma Ley. 
Por estos fundamentos, definitivamente juzgando, fallo y decla- 
ro: 1 Q Que absuelvo al Dr. Maximino déla Fnente, de la 
demanda; y 2 a Que condeno al Comandante D. Florentino 
Viliafañe, al pago de una multa de cien pesos nacionales, 6 en 
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au defecto, quince días de prisión, por infracción A la primera 
parte de la disposición del artículo 59 de dicha ley, que se apli- 
carán á favor del fondo de Escuelas de la Provincia, con arreglo 
al artículo 70 de la misma Ley ; absolviéndolo de los demás 
cargos de la demanda, con costas, que so dividirán por iguales 
partes, entre el aousadory el acusado Villafaile, a beneficio 
respectivamente de la parte absuelta y del acusador. Repón- 
ganse los sellos y notiffqueso con el original. 

Mardoqueo Molina. 



VISTA DEL SEffOR PROCURADOR GESERAL 



Buenos Aires, Seiicmbre 28 de 1887. 



El Sr. Juez de Sección ha hecho un estudio tan prolijo y 
concienzudo que poco ó nada cabe agregar ¿las conclusiones á 
que arriba. 

El cargo que se hace al Dr.de la Fuente es el de haber con- 
ducido cuatro gendarmes para ponerlos á las órdenes del Coman- 
dante Militar del Departamento de Castro Barros ; y si cata 
participación tan directa en actos en que después había de ser 
llamado á intervenir como Procurador Fiscal, acusa cierta irre- 
gularidad, que fuera de desear no se repitiera, no cae bajo las 
disposiciones penales de la ley de la materia. 

Con lespeeto al Comandante Militar, Villafaue, el caso es 
mis serio. 

Comrta, per su propia declaración, que en vísperas de la elec- 
ción movilizó un número de Guardias Nacionales, relativamente 
considerable, sin que aparezca causa bastante á escussr que nu. 
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merosos ciudadanos fueran así privados de sus derechos políticos, 
contribuyendo, á la vez, ií esparcir la alarma entre los demás. No 
se ha hecho mención tle un solo hecho que justificara el temor 
de perturbaciones en el orden público, que se aduco cerno razón 
ostensible de la movilización. 

El Comandante Militar Villafaiic ha incurrido, por consi- 
guiente, en la púna con que el artículo sesenta y cinco castiga 
las infracciones ul cincuenta y nueve. La órden á que obedecía 
puede soto servirle de atenuación, siendo una de las más sabias 
prescripciones de nuestro mecanismo constitucional, que cada 
uno responde de sus actos, sin escudarlos ante responsabilidad 
ajena. 

Sírvase V. E. confirmar la sentencia apelada. 

Eduardo Cost . 



Bueno* Airea, Octubre 8 de 1887. 

Vistos: Por sus fundamentos, y de conformidad con lo pedido 
por el Señor Procurador General, se confirma la sentencia do 
foja cuarenta y una en la parte apelada ¡ y devuélvanse. 

BENJAMIN VlCTOMCA. — l LADISLAO 
IRIAS.— FEDERICO IBARGtRttf * — 
C. S. DE LA TORRE. — SALUSTIANO 
J. UVADA. 



C'AUftA <xxm 



I), Froitun Vázquez; sobre exoneración del servicio de la 

Guardia Xacional. 



Sumario, — La ristadel señor Procurador General, en la que 
pide se confirme la sentencia de la que interpuso apelación el 
Procurador Pisca!, envuelve un desistimiento del recurso. 



Caso. — Froílan Vázquez, pidió exoneración del servicio do la 
Guardia Nacional, como hijo único de madre viuda. 

Aut* **l luii de Bce«l*ii 

Rosario, Mayo 8 de 1879. 

Autos y vistos: Con lo que resulta de la información produ- 
cida y dictamen fiscal, y en virtud de lo dispuesto por la ley de 
Junio 5 de 1865, exonérase del servicio de la Guardia Nacio- 
nal fuera de su distrito ó departamento, al ciudadano Froilun 
Vázquez. 
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Désele testimonio de esta resolución, para an resguardo» y 
repuestos los sellos, archívese. 

Fcnelon Zuviría, 



VISTA DEL PROCURADOR FISCAL 

Señor Juez Nacional : 

He mi vertid o que el procedimiento seguido hasta ahora por 
V. S. en casos idénticos al presente, con conocimiento y ana á 
requisición del que suscribe, no es el más arreglado i derecho t 
ni el que debe observarse para no derogar el orden de las ju- 
risdicciones establecidas por nuestras leyes* y para que el po* 
der judicial no ultrapase su esfera propia de acción, invadiendo 
la que corresponde al poder encargado de ejecutar y adminis- 
trar. 

Hasta ahora, sin que exista verdadera contension, te han 
acordado por V. S. exenciones del servicio militar, una vez qne 
con citación y audiencia del Procurador Fiscal, se justificaban 
los estreñios requeridas por la ley nacional de enrolamiento de 
5 de Junio de 1865. 

Esc procedimiento lo conceptúo erróneo; y es por ello, que 
creo de mi deber reaccionar contra él, buscando, por medio de 
la apelación, que me permito interponer del auto fecha ocho de 1 
corriente, que la Suprema Corte Nacional fije la verdadera ju- 
risprudencia que en lo sucesivo deba regir, y qne es do trascen- 
dental importancia se determine á la brevedad posible. 

Desde que tía justicia nacional tolo ejerce jurisdicción en los 
casos contenciosos, en que es requerida á instancia de parte», 
(artículo 2% Ley 16 de Octubre de 1802), es indudable qne los 
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Juzgados de Sección solo pueden entender y decidir sobre las 
exenciones del servicio militar, cuando el P. E., coa infracción 
de la ley de enrolamiento Be negase á otorgar la baja á un ciu- 
dadano comprendido entro los csccptuado* por ella. 

Entonces, y solo entonces, el damnificado por las resoluciones 
del poder á cuyo cargo lia puesto la Constitución la organiza- 
ciony comando del ejercito y de la Guardia Nacional, se encon- 
traría habilitado para reclamar do aquellas decisiones ante la 
justicia federal, solicitando su fallo y protección, porque recien 
entonces habría contención, y porque sin ella, no puede ejercerse 
la jurisdicción nacional. 

Pero, otorgar, como se ba estado haciendo, exenciones gene- 
rales 6 parciales, que el P. E. ó administrador no ba negado, y 
del que no han sido solicitadas; concederlas ejercitando una 
jurisdicción voluntaria* que la ley de 1862 rechaza, es infrin- 
jir esta ley, ultrapasar el limito que olla seiíalaá la jurisdicción 
de los Tribunales Federales, é invadir la administrativa, que com- 
pete al P. E. de la Nación. 

Fundado en estos principios, mu limité á pedir, en mi vista 
precedente, se aprobase la información producida, y se espidie- 
sen al interesado los testimonios que solicitare, para los fines 
que le conviniesen. 

A eso debió concretarse ol auto de V. S., y no estenderse, 
como lo hace, á declarar la exoneración del servicio militar fue- 
ra del distrito ó departamento. 

Con esa información el interesado se habría presentado á las 
autoridades administrativas solicitando, en beneficio propio, la 
aplicación de la ley de enrolamiento ; y solo en ol caso do que 
aquellos lesionasen los derechos acordados por esta, con una 
injusta negativa, el damnificado quedaría habilitado, con arreglo 
á derecho, para ocurrirá V. S pidiendo el amparo y protección 
del poder judicial. 

Recien entonces existiría la contension requerida por la ley 
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de 1862, para que V. S. pueda ejercitar su jurisdicción constitu- 
cierna! ; y esa conté ns ion, suscitada entre un ciudadano herido 
en losderechos que le acuerda la ley de 5 de Junio de 1865, y el 
R E. 6 sus agentes, se sustanciaría y decidiría en juicio contra- 
dictorio. 

T7n procedimiento distinto, sin garantir más las derechos del 
ciudadano, vendría á complicar y entorpecer de tal manera la 
organización y disciplina de la Guardia Nacional, institución 
altamente democrática y bienhechora, que en poco tiempo más 
serían considerables los inconvenientes que elP. E. y <tus agen- 
tes tocarían con las bajas, no anotadas en sus registros, que es- 
tán otorgándolos juzgados de Sección. 

Calculo en más de doscientas las concedidas por V. S. hasta 
la fecha. 

Por lo puesto, a V. S. pido se sirva concederme los recursos 
de apelación y nulidad que interpongo contra el auto de fecha 
ocho del corriente, en la forma y efectos que por derecho corres- 
pondan. 

P . Molusco AriQs. 



Rosario, Hayo 15 de 1879. 

La notable innovación que en los procedimientos sobre exen- 
ciones del servicio de la Guardia Xacional pretende el señor 
Procurador Fiscal, reservando para el recurso de apelación en 
ti caso presente, loque jamás ha solicitado ni en este ni en otro 
caso, en las vistas que lia espedido; como también lo pernicio- 
so é inconstitucional de la nueva doctrina, que refracta no solo 
contra los procedimientos seguidos por este tribunal, de acuer- 
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do con el señor Procurador como él lo manifiesta, sinó también 
contra los observados por todos los demás tribunales naciona- 
les de la república desde su instalación, contra lo resuelto por 
la Suprema Corte de la manera más terminante, y en pugna 
con la Constitución nacional y leyes del Congreso; da lugar ¿al- 
gunas consideraciones que abonen los procedimientos legales 
hasta hoy observados por este y demás tribunales de la nación, 
condenados sin razón alguno; y pnes que la nueva doctrina qué 
se deduce en el escrito de apelación, lejos de tender i endere- 
zar una práctica viciosa, propende á menguar el poder judicial 
de la nación, para estender, con facultades impropias, el del 
P. E., haciendo imposible la aplicación de la ley nacional sobre 
exenciones, de 5 de Junio de 1865, en la mayor parte de sus 
casos, dificilísima y dispendiosa en todos los demás, y todo ello, 
sin razón justificada de conveniencia alguna pública ni privada. 

Y considerando : i° Que Ja nueva doctrina que se deduce en 
la apelación, estriba eu dos errores : primero : en la inteligencia 
que sedá á lo que debe reputarse caso contencioso, de que pre- 
tenden conocer los tribunales federales ; segundo, en suponer 
que el P.E. nacional, á título de administración y de que le está 
encomendado la organización y comando del ejército pueda en- 
trometerse en lo que es de un órden esencialmente judicial, 
reglado por especiales leyes del Congreso, y cuya aplicación cor- 
responde por la Constitución y por esas leyes, esclusivemeute á 
esta repartición del poder público. 

2 o Que en lo que concierne al primer punto, para que un caso 
tenga el carácter de contencioso, y pueda caer ante la justicia 
federal, no es menester, en ningún sentido, que ya se haya pro- 
nunciado el choque ó encuentro entre dos pretensiones, sinó que 
existan ya las dos partes antagónicas que deban forzosamente 
ser oidas un ei juicio que se obre ante el Juez, para dar base 
legal á su resolución, que sería nula sin esa circunstancia. 
YesaB dos partes contrarias, en el caso de las escepciones, son, 
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el que la solicita, según la ley, j el Procurador Fiscal, que debo 
é puede oponerse, 6 diferir á lo que se solícita, según lo repute 
justo ó injusto segan la ley. 

3° Que tan clara y evidente es la procedencia de esta doctri- 
na t eu la que no hay dos opiniones distinta* en los tratadistas 
sobre la materia, como que todos los asuntos judiciales, de cual- 
quier naturaleza que sean, surgen del mismo modo, y es compe- 
tente para ellos la justicia nacional, si acaso lo es por la mate- 
ria 6 por las personas; pues, en efecto, siempre hay una que de- 
manda un derecho que cree pertenecerle de otra, la cual, compa- 
reciendo á juicio, se opone ó difiere ante el Juez al otorgamiento 
de ese derecho, sin que huya diferencia en este caso, de aquel en 
que, quien se crea favorecido por la ley pretenda una exonera- 
ción de servicio que no puede otorgarse sin la citación, asenti- 
miento ó disentimiento de la parte fiscal, que representa los in- 
tereses de la comunidad. 

4° Que si así no fuese, llegaríamos á la conclusión absurda 
de que para que se produzca un caso contencioso de que pueda 
conocer la justicia federal, debieran primeramente ocurrir los 
interesados en él, a hacer proilucir el choque ante las justicias 
de provincia, ante sus gobiernos, ó ante el Gobierno Nacional, 
del cual recien saltaría la competencia de los tribunales de la 
nación ; cuando en verdad, su jurisdicción les viene de la Cons- 
titución y de las leyes del Congreso, y no de actos ostra ños de 
otros poderes; si bieu esos actos en muchas ocasionei dan lu- 
gar al ejercicio do esa propia y esclusiva jurisdicción, que exis- 
te siempre que ocurre la necesidad de ventilar derechos que se 
manifiestan encontrados. 

5° Que tan efectivo es esto, que el apelante no ha podido menos 
que incurrir en la notable contradicción que, al paso que reconoce 
en la justicia nacional la competencia para recibirlas solicitudes 
sobre exención, para instruir el espediente de pruebas y para 
fallar sobre su mérito, le niega la de otorgar osa exención 6 ne- 
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garla según «1 mérito de esos antecedentes producidos ante ella 
misma ; versando todo sobre la misma materia y el mismo caso. 
Contradicción tan palmaria como inesnlicable; pues que, si el 
caso no es contencioso, no puedo conocer de él en ningún senti- 
do, y si lo contrario, puede conocer en todo lo que á él se refiere, 
sin quo se comprenda quó leyes ó qué doctrinas autoricen la im- 
propiedad de que los jueces nacionales han de conocer de los 
asuntos hasta cierto punto, y pasarlos luego para su resolución 
al P. E. Y lo que es más cstraordinario, que de esa resolución 
del ejecutivo nacional, ba de poder apelar el interesado ante el 
Juez que principió en el conocimiento de la causa, ó hade ve- 
nir á demandarlo por su negativa ante un Juez do Sección, no 
siquiera ante la Suprema Corte ; cuando está establecido que el 
gobierno do la nación ni demandable es sin su consenti- 
miento, 

6 o Que esa flagrante contradicción en que incurre el Procura- 
dor Fiscal, hace aun más inesplicable que atribuya el carácter 
de administrativo á lo que es manilirstamente judicial, puesto 
que, acto administrativo se llama ¡t todo el que ejecuta con ple- 
nas facultades constitucionales que les son propias el P. E, de 
Ja Nación, en la esfera que le han trazado las leyes, y de cuyos 
actos no hay ley alguna que faculte !a apelación ante los tribu- 
nales inferiores de la República, pues que todos los poderes, eje- 
cutivo, legislativo, y judicial, interpretan y aplican la Constitu- 
ción en sus respectivas órbitas, en que son independientes, sin 
otras restricciones que las dictadas espresamente por la dicha 
Constitución para mantener el equilibrio, con relación y armo- 
nía entre esas reparticiones del poder público. Y pues que, por 
ser el ejecutivo encargado de la organización y mando del ejérci- 
to, no puede en ningún sentido deducirse que á" él le correspon- 
da resolver sóbrelas controversias peculiares a c;ida individuo de 
Jos que la ley designe para constituir ese ejército, pues el cono- 
oimiento y apreciación de las circunstancias individuales, dando 
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lugar á na juicio, solo pueden ser establecidos por el poder judi- 
cial» legan lie leyes especiales dictadas por el Congreso. 

7 o Que aparte de estas consideraciones legales, existe uoa de 
la más grande atención, para que en ningún sentido pudiera 
aceptarse la nuera doctrina que se trata de establecer, tal es, 
que ella, multiplicando los tramites y diligencias ante diferentes 
reparticiones y di versas instancias, con aumento de tiempo y 
erogaciones, baria imposible, en la mayor parte de los casos, el 
ejercicio del importantísimo derecho de exención otorgado por 
las leyes, viniendo estas a ser burladas en su aplicación, atentas 
las condiciones de miseria, ignorancia y escasez de todo género 
de recursos que en lo general asiste á los interesados; pues sabi- 
do es que aún con los procedimientos actuales, mucho menos 
dispendiosos, carecen de los medios necesarios para buscar di- 
rección y costear los gastos judiciales, que se les dispensan casi 
siempre caritativamente. Y apenas so concibe cómo un pobre 
enfermo déla provincia de Jujuy ó de cualquiera otra de la repú- 
blica, ó una viuda infeliz, pudieran ocurrir al asiento del poder 
general por una exención del servicio, para sí ó para un hijo que 
atienda á la subsistencia de esta, ó de un padre impedido. Y si 
en cada provincia hubiese un agento del ejecutivo nacional, que 
en todo caso sería el gobierno de la localidad, motivo alguno 
hay para suponer que este administrara mejor justicia que un 
Juel de la nación ; y pues que hasta hoy no se ba acusado abu- 
so alguno cometido en el otorgamiento de exenciones por parte 
de la justicia nacional, siendo todas las concedidas por el tri- 
bunal del proreyente, muy reducidas en número en atención á la 
población de la provincia, con la partic \ icion y acuerdo del se- 
ñor Procurador Fiscal. 

8 o Que todas las consideraciones precedentes toman doble 
vigor, si se atiende á que muchoa años liá que la Suprema Cor- 
te resolvió radicalmente el punto en el tomo 4", página 404 de 
su fallos y en la causa de Angel Acuña, sobre exención del ser- 
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tícÍo, mencionada en la misma página, pues allí estableció que: 
la aplicación de ta ley dei Congreso sobre organización de la 
GmrHia Nacional corresponde á los tribunales federales , de 
conformidad a lo dispuesto por el articulo i 90 de la Constitu- 
ción nacional y 2 de la Ley de Procedimientos; sin que se hubie- 
se ocurrido áese tribunal supremo la ideado imponer á los me- 
nesterosos do exenciones, el nuevo giro complicado y difícil que 
hoy se pretende, llamando administrativo lo que es esencial- 
mente judicial. 

Por estas consideraciones y omitiendo otras muchas que pu- 
dieran aducirse, con lúdese en relación el recurso de apelación 
que so interpone, negándose el de nulidad, por cuanto no ha habi- 
do, ni se mencionan, vicios de procedimientos. 

Elévense los autos a la Suprema Corte, con citación de las 
partes por el término legal. 

Fenelon Zuviria, 



VISTA DEL SEÑOR PROCURADOR 

Bunnos Aires, Setiembre de 1879. 



No encuentro en manera alguna justificada la doctrina en que 
el señor Procurador Fiscal apóyala apelación qne ha interpues- 
to de la sentencia del señor Juez de Sección y á que ba de ser- 
virse V. E. confirmar. 

Al reglamentar el Congreso el precepto constitucional que 
obliga á todos los ciudadanos á la defensa de la patria, dispo- 
niendo la organización, armamento y disciplina de las milicias 
(ley 5 de Junio de 1865), estableció ciertas exenciones en casos 
determinados- 
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No puede desconocerse que pudo, al mismo tiempo, determinar 
la manera cómo 7 por qué autoridad esas exenciones hubieran 
de hacerse efectivas, iiien pudo encomendar el cumplimiento 
de la ley en estaparte at P. E., para que administrativamente 
resolviera, como en las infracciones á las leyes fiscales, con ape- 
lación á la justicia federal j bien, simplemente, á los tribunales 
de la nación. 

Por razones al alcance de todos, el Congreso optó por este úl- 
timo temperamento, según lo demuestra la simple lectura de la 
ley. 

El recurso de los interesados á los Juzgados de Sección, en 
demanda de las exoneraciones á que la ley Ies dá derecho, es 
pues, perfectamente legal, y nada autoriza la apelación directa 
al P. E. qne aconseja el Procurador Fiscal. 

Dice el señor Procurador, que la jurisdicción de Ja justicia 
federal no es voluntaria y que solo procede en los casos conten- 
ciosos. 

£1 Juzgado, empero, no procede en el caso en cuestión» motu 
propio; no vá á vuscar al individuo arrastrado indebidamente al 
servicio, para exonerarlo. 

Espera su requisición, esta produce la contienda, el caso, que 
él es llamado ¿ derimir con audiencia del representante de los 
intereses generales, cuyo deber es velar porque no so acuerden 
exoneraciones indebidas. 

Tal es la misión y la manera de proceder do la justicia fede- 
ral. 

Recordando el caso más análogo al presente, citare 1 el juicio 
para el otorgamiento de cartas de ciudadanía, en el que el pro- 
cedimiento es exactamente el mismo, sin que hasta ahora se 
haya puesto en duda U legitimidad de la jurisdicción de los jua- 
gados federales, por la falta de contencioso, ó porque no haya 
habido una denegación previa, que es lo que el señor Procura- 
dor Fiscal hecha de menos. 
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Por to demás, la sentencia del señor Juez de Sección abunda 
en sólidos fundamentos, y creo cscusado aducir más estcusas 
consideraciones. 

Eduardo Costa. 



Fállete la ftuprema €«rte 

Buenos Aires, Octubre 11 de 1887. 

Vistos ; envolviendo la precedente vista del señor Procurador 
General, un desistimiento del recurso de apelación interpuesto, 
devuélvanse estos autos al Juzgado de Sección. 

BENJAMIN VICTO RICA. — FEDERICO 
IBARGÚREN. — C 8. DE LA 
TORRE. — SALLSTIANO J. ZAVA- 

Mi voto es por la confirmación del auto apelado, en virtud de 
sua fundamentos y de los que en su vista aduce el soüor Procu- 
rador General. 



(¡LADISLAO FRIAS. 
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CAUSA CXXIV 



Criminal, contra el indio Julio Gelabert;por homicidio 

de la india Teresa 

Sumario. — El homicidio precedido de provocación por parte 
de la víctima, es penado con tres años de prisión. 



Caso. — Se baila esplicado en el 

MI* M Jnn Letrad* 

Resistencia, Agosto V de 1887, 

T vistos estos autos formados para averiguar la cansa de la 
muerte de la indígena Teresa, ocurrida en Octubre de 1885, 7 
determinar la responsabilidad criminal que pesa sobre su autor, 
el indígena Julio Gelabert; y resultando : i° Que la muerte de 
la china Teresa eittú constatada eu las diligencias practicadas 
por la policía, que constituyen la cabeza de este proceso, y prin- 
cipalmente, por la confesión circunstanciada del imputado, en 
cada ana de las reces que ha comparecido á la presencia judicial, 

2 a Qne Gelabert confiesa igualmente ser el autor de la muerte 
de esa indígena, que era sn concubina. 
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3* Que il hacer esa confesión, él alega haber causado la muer- 
te de ta indígena para defender su propia vida. 

4 o Que el hecho ha tenido lugar en el monte, donde se ha- 
llaban ambos solos» y por consiguiente, para llegar a la cons. 
tatacion del modo y causa del homicidio, es preciso aceptar la 
confesión de Gelabert, mientras no la destruyen indicios ó 
prelusiones contrarias, pues no hay ni ha podido haber más 
deposición directa que la del procesado, 

5- Que Gelabert dice que él fué al monte á cortar pindó por 
orden de la patrona, que estando en ese trabajo se le apareció 
Teresa con cuchillo cu mano. Que ella le preguntó por qué no 
ta quería más, i lo que él le contestó que no ta quería más 
porque ella hhabia enfermado de mal venéreo. Que entóneos 
ella le tiró una puñaladas! corazón, y que merced á un quite 
pudo evitarla, agujereándole solo la camisa. Que á esto siguió 
una lucha encarnizada entre ambos, á pesar de haberle podido 
quitar el cnohillo y arrojarlo al monte. Que enfurecido ü tam- 
bién al Terse tan pertinazmente agredido, pudo tomar un palo 
con el oual le asestó un golpe en la cabeza del que quedó 
muerta Teresa. Luego agrega, que, temiendo la venganza de 
sus compañeros de toldería, huyó. 

0" Que da las declaraciones de Flores y Mitre resulta que en 
efecto Gelabert salió para el monte, y que al rato después fué 
por el mismo camino Teresa, y que Gelabert era peón de buena 
conducta, 

f Qne por el largo tiempo transcurrido, por la ignorancia 
de los indígenas, por su resistencia pocas reces superable, á 
manifestarse con espontaneidad ante las autoridades, que tienen 
un origen para ellos odioso, no ha sido posible investigar con 
mayor éxito la naturaleza del hecho. Luego, su ignorancia de 
nuestro idioma nacional, ó sn defectuosísima espresion y com- 
prensión, la dificultad, á veces imposibilidad de la traslación 
al logar del hecho ó comparecencia de los tetigos ó ignosicion 
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de su paradero, y los escasos elementos con que cuenta la justi- 
cia, son otros tantos entorpecimientos para llegar á la consta- 
tación de un hecho, y de las circunstancias que determinan su 
naturaleza. 

8° Que Gelabert está preso desde el 3 de Noviembre de 1885. 
Y considerando : 1° Que este hecho queda comprendido bajo la 
prescripción del artículo 07 del Código Penal rigente, y del 
197 del que regía anteriormente, que señalan la pena de tres 
años de prisión, puesto que de la confesión del mismo encausa- 
do resulta que la csccpcion de legítima defensa no puede am- 
pararlo por completo, desde que él había desarmado á Teresa 
antes de herirla del golpe que ocasionó su inmediata muerte. £1 
artículo 81, inciso 8°, determina las tres condiciones que son 
necesarias para que se repute legitima la defensa. La I* y la 
3\ pueden darse poT comprobadas, puesto que no hay prueba ni 
presunción contraria ; pero en cuanto á la 2', no está demostra- 
do que se viera forzado ú emplear el medio usado para garantir 
su existencia. 

9:' Que el artículo 49 determina que debe computarse para el 
cumplimiento de la pena el tiempo de prisión sufrida, y que el 
48 prescribe que sea la ley más benigna la que deba aplicarse. 
Por tanto, condeno á Julio Golabert á tres años de prisión, que 
quedará cumplida el 3 de Noviembre de 1888, y á más á las 
costas de este juicio, y á los daños y perjuicios derivados de la 
muerte de la indígena Teresa. Si no fuere apelada esta sen- 
tencia dentro del término de cinco dias, elévese en consulta ¿ 
la Suprema Corte de Justicia Nacional, con los autos originales. 



Alfredo Parodié. 



DE JUSTICIA NACIONAL 2H 

t 

VISTA DEL SEÑOR PROCURADOR GENERAL 



Bucuos Aires, Setiembre 7 de 1887, 



Encuentro perfectamente fundada la sentencia del señor 
Juez Letrado del Chaca, y pido su confirmación. 

El hecho pasó en la espesura de un bosque, sin testigo alguno 
que lo presenciara, y á no haber declarado espontáneamente 
Gelahert ser él el autor, solo asistieran presunciones tan yagas, 
que no hubiera sido posible responsabilizarle. Es fuerza en- 
tonces aceptar su confesión en todas sus partes» X puesto que 
afirma que dió el golpe de que resultó la muerte, bajo el impe- 
rio de la provocación que comprometía su vida, y en una 
grande exaltación de ira ó furor, no puede desconocerse que es 
eBte el caso comprendido en las disposiciones que recuerda el 
señoT juez. 

Indudablemente los límites de una justa y legítima defensa 
han sido escedidos. El procesado no necesitó dar muerte á su 
concubina, puesto que él mismo declara que la había quitado 
el cuchillo arrojándolo al bosque, ¿ qué podía entónces hacerle 
una mujer desarmada? 

Es el furor de que estaba poseido, no la necesidad de evitar 
un peligro, lo quo le llevó á dar un golpe tan feroz, que él 
mismo reconoce que no podía dejar de producir la muerte, por 
el peso del palo con que lo daba. Esto es, si no lo dió con el 
hacha con que cortaba leña, lo que haría suponer el corte en 
el cráneo de la china, á que se reliare uno de los testigos á 



Eduardo Cosía. 
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Buenos Aires, Octubre 11 de 1887 

Vistos : por sus fundamentos, y de acuerdo con el dicta- 
men del señor Procurador General, se aprueba la sentencia 
consultada de foja veinte y dos; j devuélvanse. 

BENJAMIN VICTO RICA. — ULAD1SLAO 
FRIAS. — FEDERICO IBARGÚREN. 
— C. S. DE LA TORRE. — S A LUS- 
ITANO J. '/A VALIA. 



1), Jorge Pintos, contra ü. Anionino Amado, por desalojo ; sobre 

personería 



Sumario. — La escepcion que en el fondo importa falta de 
derecho en el actor j do obligación en el demandado, no oons 
tituye la dilatoria de falta de personería. 
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Ciao. - D. Jorge Pintos demandó i D. Aatoniao Amado por 
desalojo do dos fracciones de campo ubicadas en el Baradero 
llamadas un. . Puesto de las ch.mcha, ,, y m* « Rstancu del 
Sr. D. Lino Pereira ». 

Amado opuso la escepcion dilatoria de falta de personería 
Par. fundarla, éspnso :quo el campo de que se trata formaba 
parto de un. ostensión mayor q„ e p asi do D . Sebastian Macha, 
do, su dueño primitivo, al nieto de esto, I). Camilo Scubé. Que 
este último instituyó heredera en su testamento d su esposa en 
segundas nnpei.,, D* Francisca Mnldonado, dando lugar esta 
inst.iuoiona un pleito con D- Tomasa Rodríguez, nieta del ius- 
tituyente, sobre nulidad de aquella por preterición de heredero 
Que en este pleito, representó á D* Tomasa Rodrigues D 
Jorge Pmtos; y como se declaró ñola la institución, se pu'so ó 
dicha D* Tomasa Rodrigues en posesión del campo en 187t 
jntervm.endo en este acto el mismo Pintos, como mandatario.' 
Que en 1880. con motivo de una gestión hecha auto el Juez de 
Paz del Baradero por D. Demingo Muño*, qlte se proton.lía 
con derecho al campo, se presenté Pintos al Juez de )■ Instancia 
de S»„ Nioolás. en su calidad de mandatario, sosteniendo los 
derechos de D- Tomasa Rodríguez ; y en consecuencia, se mandó 
respetar 1. posesión de csta . Qlle(ml883i „. Toa ^ 

todos sus derechos é D.Emilio Genoud, quedando por el mismo 
Becho revocados los poderes conferidos por la vendedora i Pin- 
tos. Que Genoud, como comprador, dednjodcmand.de desalojo 
contra Amado y este, acatando la intimación, desalojó el campo 
en Noviembre de 1883. Quo en vista de esto, Pintos dedujo en 
en San Nicolás nn interdicto de despojo contra Genoud y Amado 
pero fué vencida, reconociéndose los derechos de posesión y do- 
minio de Genoud y 1. legitimidad de la entrega del campo, hecha 
por Amado. Que el interdicto de despojo promovido por Pintos 
lo fué .después de iniciado el presente juicio do desalojo, eñ 
el cual , ní ,ate, no obstante haber quedado implícitameate re- 
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suelto. Que según lo espuesta, Pintos no tenía personería para 
deducir la demanda, puesto que no ha sidosinó un mero admi- 
nistrador y mandatario de !)• Tomasa Rodríguez. Que además, 
faltaría á ¡a demanda un elemento esencial, esto es, la ocupación 
por Amado, del campo cuyo desalojo se le exige. Pidió eu con- 
secuencia, que se declarara sin personería á D. Jorge Pintos, 
y se le impusieran las costas. Por un otrosí indicó las oficinas 
donde se encuentran los antecedentes que refirió. 



Fallo 9o£ 

Juem federal (ad hoc) 



La Mau, Octubre 25 de 1686. 

Y vistos estos autos iniciados por D. Jorge Pintos contra D. 
Antonino Amado, sobre desalojo de un campo sito en el Partido 
del Baradero, en lo relativo á la cscepcion de falta de persone- 
ría en el demandante, deducida por el demandado. 

Y considerando: l Q Que laescepcion opuesta, fundada como 
está por el demandado en que D. Jorge Pintos haya representa- 
do á D* Tomasa Rodríguez en los pleitos que turo con D* Fran- 
cisca Maldonado y U. Domingo Muñoz, así como también de 
que D' TotnasaRodrigucz haya vendido sus derechos á D. Emilio 
Geuoud, no prueban que D. Jorge Pintos carezca da personería 
para demandar á D. Antonino Amado sobre desalojo del campo 
mencionado ; correspondiendo, por otra parte, la resolución al 
respecto más bien al fondo de la cuestión; además, que la circuns- 
tancia de que el demandado no ocupa el campo cuyo desalojo se 
pide, no puede ser opuesta al actor como escepcion dilatoria, ha* 
liándose en el mismo caso que la anterior. 

2° Que no siendo la estación oportuna del juicio para resolver 
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estas cuestiones que deben debatirse antes, para lo que os nece- 
sario la contestación del demandado, la pretensión de este á 
ser exonerado de la obligación de contestar, haría imposible el 
juicio ; fallo no haciendo lugar con costas a la escepcion do falta 
de personería, deducida por el Doctor D. Lorenzo Nogués, en 
representación deD, Antonino Amado; en su consecuencia, con- 
teste derechamente á la demanda en el tírmino legal, bajo aper- 
cibimiento de proceder en su rebeldía. Xotifíquese con el original 
y repóngase el sello. 

Emilio l) t Cabral. 



4c I» ftuppem» Corte 

Buenos Aires. Octubre 11 de 1887. 

Vistes i Por sus fundamentos, j confirma con costas el auto 
apelado de foja cuarenta y una vuelta: y devuélvanse, previa 
reposición de sellos. 



BEXUUIK VICTOMCA. — U LADISLAO 
FtllAS. — FEDERICO IBARGtiREBf. 
— C. S. DE LA TORRE. — SALUS- 
TIASO J. ZAVALLV. 
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CAUSA «XXVI 



Contada ,lc mmimto entre cUne, Federal de Entre Rio, y 
Amrfm al marinero A ugusto Uetilog. "* 



Caso. - Con motiro de herid.» inferidas á Augnsto MeUloff 

dlícw P T'r * C0 ' S5tÍDÍ - * le ™ t4 *S Por SSS 
del Crimen de Santa Fé, , poie ) del a Sección de Entre Bios. 



Auea «el j„„ M c „- 



Sonta Fé, Julio 7 Je 1887. 

Reenltando del presente sumario que el delito que motirn 
s . autos, has,do cometido en e. puerto de C.lastL. pero en 
jur.sduc.on proTmci.l, según se constata con las doclarseione. 
comentes en autos, líbrese oficio ,t seflor J„ el Federal de á 
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ciudad del Paraná, haciéndole presente que dehe abstenerse de 
entender en el asunto de Augusto Metzloíf, en el Colaste, por 
considerarse el infrascrito competente, pidiéndole á Ja vez se 
sirra remitir los antecedentes que haya al respecto. 



AHI* M Jim 



Taraná, Julio 16 de 1887. 

B l»! í f r " í «, 0: . QnCdeI " SdCC,, ' TaCÍ,,nM del ^«Manuel 
Beneg.,. fo,. 2; Agustín Emperador, foja 7 y José Bichini, foja 

i ^"™«" W «P««I ™mo señor Juez del Crimen do 
ta dudad de Santa H, resulta que l, s heridas que recibid el súb- 
d.to .laman Augusto Motrloff y que i e ocasionaron la muort. le 
fueron inferidas en el puerto de Colastiné, á cinco ó seis raras 
de la costa. 



_ Que siendo este pnerto de aportación y de importación, y el 
ndmduo n „„ to empleildo de , ^ ,^ - ^ ^ 

1 V v d,rectame,,t0 41 "■«•<*' "«rítimo , 4 las relacio- 
ne, de ]. Nación con lo, gobiernos estranjeros, materias qne 

Q». por consiguiente. .1 conocimiento de este delito ca de com- 
petencia do la , Bs tici. nacional, como lo tiene declarado la Su- 
prem. Coito ¡ por estas consideraciones y de conformidad .1 ár- 
enle , 3.. .noi.o * de I. L,y de Competencia y J„ rÍ8 di ccio „ d„ 
ÍSÍSfgS fede " ]ea ' dMl "° : ™ » "ac, lugar a la inhibí! 

Santa Fé, declarando», que este Juzgado e. competente para 
entender en la presento causa; y transcríbase en respuosta e«ta 
re.oloo.on pidiéndolo, ta ve, se sirva enriar .1 presunto o ¡mi- 
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nal á disposición de este Juzgado, según está decretado con fecha 
f 5 del mee pasado ; y en caso de insistir en su competencia, so 
sirva elevar loe obrados i la Suprema Corte de Justicia Nació* 
nal, dando aviso al proveyente para proceder de igual manera, 
deconformidad al artículo 52, de la Ley Nacional de Procedi- 
mientos. 

F> 3T. Pinto. 

VISTA DEL SESOR PROCURADOR GENERAL 

Buenos Aires, Agosto 16 de 1887. 

Suprema Corte ; 

La riña entre el marinero muerto Metzloff y otro extranjero, 
tuvo lugar, segun resulta de numerosas declaraciones, & treinta 
6 cuarenta taras de la ribera. 

Al intervenir los agentes de la autoridad, uno y otro coaten- 
diente dispararon. 

Hetzloff, como era natural, tomó la dirección del rio para 
guarecerte en ei cuque en que servia. Alcanzado por el Comisa* 
rio y otro individuo más, á cuatro ó cinco varas de la ribera» 
dice H. Benegas, foja % a tres 6 cuatro, Emperador; en ta misma 
cotia deé rio, F. Soatuiini, foja 6 vuelta, recibió las heridas de 
que resulto la muerte. 

No puede, pues, desconocerse que el hecho ha tenido lugar en 
lo que se entiende por puerto; en terreno que bañan las aguas 
con frecuencia, y por consiguiente, en jurisdicción nacional. 

Me decido, en consecuencia, por la competencia del Juzgado 
de Sección. 



Eduardo Costa. 
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Buenos Aires. Octubre 11 de 1887 

Vistos : Resaltando de los antecedentes de autos que el deli- 
to de que se traía ha sido cometido en tierra firme, fuera dt 
la línea de las aguas, se declara que el Jues competente para 
conocer en esta cansa es el de primera instancia de Santa Fé, 
Bemítansele en consecuencia los autos, j arisese al Jnes da Seo- 

UKMUtit ViCTORtCJu— ULUHSL40 

mus. — noeisro íaiactaan- 

— C.S. DELA TOBJIE. — SALUS. 
T1AHO 1. XAYAUA. 



CAUSA CX XVII 



D. Hant Kneet, contra el intendente municipal D. Toreuato de 
Atvear, por daños y perjuicios ; sobre personería 

Sumario, — El Procurador de la Municipalidad no tiene per- 
sonería para representar al Intendente municipal en las de- 
mandas deducidas contra él individualmente. 



W FALLOS 1»! Lá SOFRENA COME 

Como. — Don Haas Enees, austríaco, demandó al Intendente 
mnnicipalD. Torcaaio de Airear, por indemnización de daños y 
perjniciog sufridos enea casa habitación, calle Victoria, núme- 
ro m 6, por haber sido inundada por las aguas pTnriales el 20 
de Oetnbre de 1888, debido á que el Intendente habla hecho 
levantar el nivel de la calle, tapando las bocas de las cloacas 
ene estaban en servicio. 

Conferido traslado se presentó por parte D. Adolfo Aldao, 
procurador de la municipalidad. 



Ml« eVl lan Fe4ml 

Buenos Aires, Diciembre !• de 1886 

No hablándose conferido traslado a esta parte , ni siendo la 
Municipalidad parte en el juicio que ha sido promoTido contra 
D, Torcuato de Airear, devuélvase ol presente escrito. 

Tedm. 

* 

El ptocnrador Aldao pidió reposición, y apeló del auto an- 
terior. 



Buenos Airea, Febrero 18 de 1887. 

Vistos : Por los fundamentos del auto recurrido, los ad ácidos 
en el precedente escrito, y teniendo ademas presente que cuan- 
do se ejercita la acción á que se refiero el artículo 70 de ta ley 
orgánica déla Municipalidad, la responsabilidad del Intendente 
y demás empleados del Departamento Ejecutivo, es individual, 
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como dicho artículo lo establece, no ha logar á la revocatoria, 
y se concede en relación la apelación subsidiariamente inter- 



itio M. Tedin, 



Buenos Airea, OcUibre 13 de 1887. 

Vistos: Por sus fundamentos, se confirma con costas el auto 
lo de foja veinte ; y devuélvanse, prévia reposición de 



BENJAMIN VICTOR ICA. — «LADISLAO 
FRIAS.— FEDERICO IBARGÜRERv— 
Ci S. PE LA TORRE. — SALCSHA- 
NO J. ZA VALIA. 
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CAIMA CXXVIII 



El Dr. D. Narci$o del Valle, contra D. Remigio Pérez; 
sobre servidumbre de vistas 



Sumario. — La prohibición de tener vistas sobre el prédio 
vecino, sancionada por el artículo 9658 del Código Civil, se 
refiere á laa vistas desde las habitaciones, y no a las vistas desde 
las azoteas. 



Caso. — So esplica en el 

Falte del Jwes Federal 

Buenos Aires, Julio % de 1689. 

Vista la presente demanda interpuesta por el Dr. D. Narciso 
del Talle» contra D. Remigio Pérez, para que se le condene i 
hacer desaparecer una servidumbre de vista, constituida sobre 
un inmueble de su propiedad, sea levantando nn parapeto de 
dos metros de altura, ó de cualquier otra manera» que dé por 
resultado la cesación de las vistas. 
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Y considerando : 1 11 Que de las espiraciones dadas por el de- 
mandante, no controvertidas por el demandado, en cnanto i loa 
hechos, se desprende que este ha construido una caía con frente 
á la calle Alberti, cuyo fondo linda con parte de la que es pro- 
piedad del actor, habiendo construido en esta parte una azotea 
con parapeto de un metro poco más ó menos de altura, desde 
cuya azotea se domina con la vista, no solo toda la superficie de 
las dos últimos patios, bídó la mayor parte de las habita- 
ciones. 

2 o Que según los términos en que ha sido planteada la cues- 
tionen derecho por el mismo demandante, la acción que ejer- 
cita es la que acuerda el nrlículo 3800 del Código Civil, con vi 
nombre de acción negatoria, al poseedor de un inmueble con- 
tra los que le impidiesen la libertad del ejercicio de los dere- 
chos reales, ú fin de que esa libertad sea restablecida, de mo- 
do que es necesario establecer que el hecho de que se queja 
contiene una lesión parcial d su derecho, cualquiera que sea su 
importancia ; sin constituir al mismo tiempo el ejercicio de 
un derecho perfecto por parte del demandado, pues en este caso, 
aunque hubiera lesión, serla improcedente tal acción, en virtud 
del principio de la ley romana nuitus videtur dolo faceré qui 
juresuo uiitur. 

3° Que el artículo 2658 del Código Civil, en que se funda el 
actor para pedir se obligue al demandado a levantar un parapeto 
de dos metros de altura, que prohibe tener vistas sobre el pre- 
dio vecino, determinando la distancia á que deben estar de la 
línea divisoria, evidentemente se refiere á las vistas de las ha- 
bitaciones, porque, como dice muy bien el demandado, son las 
vistas normales, constantes y habituales, por el uso ordinario 
á que aquellas están destinadas, y no á las azoteas, que solo 
airven para techo, aunque accidentalmente puedan ocuparía 
para vistas sobre los prédios vecinos ; lo que sin embargo no 
constituye una restricción á la libertad del dominio á su res- 
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pecto, y de consiguiente, una servidumbre que autorice el ejer- 
cicio de la acción negatoria. 

4' Que de no ser esta la inteligencia precisa y cía» de la 
citada disposición, el legislador habría establecido terminante* 
méate que toda azotea debe estar rodeada de un muro de cir- 
cunvalación de suficiente altura para que en ningún caso pue- 
da tenerse vistas desde ellas sobre los predios vecinos, lo que 
no sucede, habiendo podido por consiguiente el demandado 
construir su azotea sin parapeto alguno, circunstancia qae no 
disminuirá la dominación sobre su interior, de que se queja el 
actor. 

5° Que es fuera de toda discusión que la construcción de 
azoteas, con parapeto ó sin él f dentro del propio terreno, es un 
derecho inherente al dominio de la cosa, el cual no puede ser res- 
tringido aunque tenga por resultado privar á un tercero de 
alguna ventaja, 6 traerle algunos inconvenientes, con tal que 
no ataque su derecho de propiedad, conforme á lo dispuesto en 
el artículo 3514 del Código Civil. 

6 o Que para convencerse de la improcedencia de la acción de- 
ducida, basta observar que el mismo actor puede hacer cesar 
los inconvenientes de una vecindad indiscreta dentro de su 
propio derecho de dominio, levantando por su cuenta el muro 
divisorio en la medida que lo exige á la contraparte, sin que á 
esta le sea lícito oponerse, con arreglo alo que prescribe el ar- 
tículo 2732 del Código Civil, con loque desaparece toda cues- 
tión. 

Por estos fnndamentos y demás concordantes del escrito de 
foja 19, fallo absolviendo á D. Kemigio Pérez de la demanda 
interpuesta á foja 16 por el doctor D. Narciso del Valle, de- 
biendo pagarse las costas en el orden causado. Notifiques© 
original. 



Virgilio M. Tedin* 
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lineóos Aires, Octubre 13 tic 1887. 

Vistos : por sus fundamentos, se confirma con co.tas el auto 
apelado de foja veinte y dos, y previa reposición de sdlos, de- 
"mse. 

UUDISLAO TRIAS. — FEDERICO 
IBARGÚREN. — C. S. DE LA TO- 
RRE (en disideunn). 



DISIDENCIA 



\ istos y considerante Primero : Que con arreglo á la dis- 
posición de los artículos dos mil seiscientos cincuenta y ocho 
y dos mil seiscientos cincuenta y nueve del Código Civil, no se 
pueden tener vistas sobre el predio vecino, cerrado <5 abierto 
por medio de ventanas, balcones ú otros voladizos, á menos que 
mierda una distancia de tres metros de la linea divisoria si 
se trata de vistas directas, y de sienta centímetros, si'de 
vistas oblicuas ó de costado. 

Segundo: Que estas disposiciones, que no son siuó puramen- 
te demostrativas, comprenden evidentemente el caso de azoteas 
ó terrazas construidas con la baranda ó parapeto exterior nece- 
sarios para dar acceso hasta el límite mismo del muro diviso- 
no, Ó hasta una menor distancia de este que la marcada en di- 
chos «tículos, pues que. siendo el destino de tales construccio- 
nes, á diferencia del de un mero techo, el pasearse en ellas y 
ser frecuentemente recorridas por las personas que habitan el 

T. j| 

15 
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edificio, permitiendo y constituyendo Tistas fáciles y perma- 
nentes sobre la propiedad vecina, no son sinó verdaderos balco- 
nes, y necesariamente deben entenderse sometidos á tas mis- 
mas reglas que estos y demás obras mencionadas como ejemplo 
en los artículos citados. 

Tercero : Queest-a conclusión que resulta del texto y propó- 
sitos de la ley, resulta igualmente de los textos como déla doc- 
trina que han inspirado y servido de base á aquella, pudiendo 
consultarse principalmente al respecto en el proyecto del Dr. 
Fróitas, los artículos cuatro mil doscientos treinta y seis, cua- 
tro mil doscientos treinta y siete y cuatro mil doscientos treinta 
y nueve ; en el Código Jo Chile, el artículo ochucientos setenta 
y ocho; en Aubry y líau, ol párrafo ciento noventa y seis o t y 
en Demolombe, el voltimen docu, números quinientos setenta y 
dos y quinientos setenta y tres. 

Citarlo ; Que la facultad acordada por la ley al demandante, 
de levantar sus muros, y la posibilidad de evitar por tal medio 
el ejercicio de las vistas que motivan su demanda, es un re- 
medio subsidiario que en manera alguna se opone al derecho 
que la misma ley le acuerda para obtener sin gastos, ni desem- 
bolsos de su parte, la supresión de aquellas molestias. 

Por estos fundamentos, se revoca la sentencia apelada de foja 
veinte y dos, y so declara que el demandado se halla en la 
obligación, ó bien de levantar el parapeto de su azotea bástala 
altura necesaria para impedir las vistas sobre la propiedad del 
demandante, ó bien de suprimir completamente dicho parapeto, 
para impedir todo acceso que facilite aquellas vistas, debiendo 
entenderse aplicable esta resolución al parapeto del costado. 
Este de la casa del apelado, solo basta una distancia de sesenta 
centímetros de la muralla del apelante, contados en la forma del 
articulo dos mil seiscientos sesenta del Código Civil. Repón- 
ganse los sellos y devuélvanse. 

C. S. DE LA TORRE. 
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CAUSA 



ft mm liodyuez, contra MatÍa S rafj, Olmos y Guarch; sobre 



ur una 



Sumario. — YA término para 
urbana arrendada sin üjacion de 
aunque en t ila se tenga negocio de ti 



el inquilino una finca 
, es de cuarenta dias, 



feo -- J). Meliton Rodríguez, argentino, demandó per desa- 
lojo á Mailagray, Olmos y Guaren, estrangerns, q Ufí ocupaban 
una casa del actor coa negocio de tienda, sin iijacicn de término 

tendieron las partes en que el Juez decretara el desalojo 
concediendo el término legal. 



Juez 



Tueumaii r Soiicnibre 2 de 1887. 

Y vistos : apruébase el convenio de foja 5, y 4 sus efectos se 
mím 4 los demandados, por. ,«c efectúen & 
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mino de cuarenta días á contar desde la fecha, conforme lo dis- 
pone el artículo i 509 del C6digo Civil. Hágase saber y repón- 
ganse los sellos, 

L, (larcia* 



Fallo Me la Buitrea» Carie 

Buenos Aires, Octubre 18 de 1887. 

Vistos : por sus fundamentos, se confirma con costas el auto 
apelado de foja seis; j repuestos los sellos, devuélvanse. 

BENJAMIN VICTO RICA. — ULADISLAO 
FRIAS. — FEDERICO IBARGtiREN, — 

c. s. DE LA TORRE (en disiden- 
cia). — SALUSTtAftO I. ZA VALIA. 



DISIDENCIA 



Vistos : Resultando que los demandados tienen en la casa ar- 
rendada ud establecimiento comercial ó tienda para la venta por 
mayor j menor de mercaderías de ultramar, y atento lo dispues- 
to por el artículo mil seiscientos diez, inciso tercero del Código 
Civil ; se revoca el auto apelado de foja seis en cuanto asigna 
solo cuarenta días para el desalojo de dieba casa, declarándose 
que los demandados no están obligados á hacerlo sinó en el tér- 
mino de tres meses. 

Repuestos los sellos, devuélvase. 



C. S. DE LA TORRE. 
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D. Francisco liossio, contra Moller 1/ C\ 



Sumario. — i» El consignatario déla carga, que ha contra- 
tado el trasporte de ella hasta el buque y paraje que designase 
para su conducción á ultramar, no es responsable del Cete y de- 
moras de las lanchas empleadas en dicho transporte. 

2? Los responsables son el capitán <S agentes del buque que con- 
tenía la carga 5 con quienes el consignatario estipuló el trasporte. 



Vaso. — So esplica en el 



Buenos Aires, Setiembre 30 de 1881. 

Vistos : los autos seguidos por D. Francisco Bossio, contra los 
señores Moller y C\ por cobro de fletes y estadías, de que resulta. 

1° Qwe los señores Moller y O, compraron á D. E. B. Legar- 
reta, una cautidad de cueros de potros salados, con proceden- 
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eia de Gualeguay, puestos en lancha, con flete pago j sin más 
incumbencia que quedar de cuenta del comprador obtener el 
permiso del trasbordo al buque en que se debían embarcar para 
Europa ; 

2* Que en esto estado los señores Moller y C\ dieron órden al 
demandante para cargar en la misma lancha, veinte y dos fane- 
gas de sal de casa de Roig, de Barracas, lo que fué ejecutado; 

3 o Que solo quince días después se comunicó á los lancheros 
la orden de trasbordar sal y cueros al vapor alemán Hamburgo, 
que no los recibió á pesar de haber permanecido atracada la lan- 
cha dos dias al costado de dicho vapor; 

4° Que puesto este incidente en noticia de los señores Moller 
y C 1 , con fecha 17 de Marzo, dieron nueva úrden para hacer el 
trasbordo al vapor «Copernico*, que la recibió solo el 30 del 
mismo mes, ocasionándole una demora de veinte y nueve dias, 
qne al precio de cuatrocientos cincuenta y ocho pesos moneda 
corriente diarios y con más el flete de la sal, forma la suma de 
trece mil trescientos noventa y dos pesos moneda corriente, para 
cuyo pago entabla la demanda correspondiente, con más los inte- 
reses y costas. 

Que corrido traslado de la demanda á los señores Moílory C\ 
estos se limitan á denunciar la culpa de la lancha, la que ejecu- 
tó el primer cargamento de la mitad de los cueros al vapor 
Bahía, y la segunda mitad, que es en la que ha ocurrido la difi- 
cultad, no fué trasbordadaal «Hamburgo» por motivo de enfer- 
medad de unodelos marineros déla lancha del demandante, que 
les impidió llevar á efecto el trasbordo, pidiendo, en consecuen- 
cia, su absolución! con costas. 

Que la causa se recibió á prueba sobre los puntos que siguen : 
i que la laucha qne conducía los cueros de que se tra- 
ta» estaba á la órden de Moller y C', quienes la mandaron á reco- 
jer carga de sal ¿ la Boca del Riachuelo; 2 o que el no 
recibirse los cueros á bordo det «Hamburgo» el dia 18 de Marzo 
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próximo pasado, provino de que dicho buque estaba con toda bu 
carga y 6 por inconvenientes de la lancha. 

Que por parte del demandante se han presentado las posicio- 
nes de foja 24, el informe de fojas 2P y 32, y los interrogatorios 
de fojas 49y 55; y por el demandaua, el conocimiento de foja 
35, el interrogatorio de foja 39, las posiciones de foja 43, inter- 
rogatorio de fojo 66, é informe de foja 69 y compulsa de foja 
73 vuelta. 

Que con lo alegado por las partes, se pidieron autos para sen- 
tencia. 

Y considerando : Que a virtud de ser estraño al pleito el 
contrato con Legarreta, no queda á resolrcr otro punto que 
cuánto sea el precio que los demandados deben abonar por la 
conducción de la sal y por la* estadías que se reclaman. 

2 o Que para que los demandados sean responsables por esta- 
días, es indispensable acreditar la colpa de los demandados, que 
no se ha conseguido probar. 

3" Que el argumento de que por culpa de Mol ler y O no lle- 
gó la lancha «Corredor> en oportunidad al buque «Hamburgo> t 
no es un hecho imputable á negligencia ó imprudenciado losdc- 
mandudos, sinó que proviene de un hecho propio del mismo lan- 
chero haber ajustado un contrato en que le era difícil su cum- 
plimiento en los angustiados momentos de la salida del vapor, 
pues la espresada lancha solo atracó el 17 de Marzo, como lo 
declaran los dos testigos que deponen at tenor de la tercera pre- 
gunta del interrogatorio de foja 39. 

Por estas consideraciones, fallo que lo* señores MolleryC% 
paguen el precio del flete de la sal por convenio de las partes, ó 
eu caso de desacuerdo, por lo que se determine por peritos, 
absolviéndoseles del cobro de las estadías que también se deman- 
dan. Notifíquese original y repónganse los sellos. 



Isidoro Aibarracin. 
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Buenos Aires, Octubre 18 do 1887. 

Vistos j considerando ¡ Primero : Qdc, según resulta del co- 
nocimiento corriente á foja treinta y cinco de estos autos, el con- 
trato de fletamonto de los cueros áque se refiero la demanda, fué 
estipulado basta el buque y paraje que el consignatario de ellos 
oportunamente desígnase á objeto de su trasbordo | ara ser 
conducidos á ultramar. 

Segundo; Que en virtud de este convenio, no desconocido por 
ei demandante, el lanchaje d.- dichos cueros desde su deacarga 
det vapor «Colon», que las condujo á este puerto, hasta su tras- 
bordo al buque respectivo, debió ser y fué, como parte del con- 
trato de fletamento, de cargo oclusivo de loa fletantes ósea del 
oapitan ó agentes de dicho vapor. 

Tercero : Qim f llC con ^ en efecto que conTÍno esc]usÍTa _ 

mente el demandante dicho lanchaje, siendo del todo estraños 
al acto los demandados. 

Cuarto : Que fué" de ellos también que recibió aquel el precio 
de! flete estipulado, como la órden de descargar A bordo del va- 
por «Hamburgo-, según las indicaciones de los demandados, 
trasmitidas directamente á dichos agentes ó al vendedor de los 
cueros y no al demandante. 

Quinto : Que la orden de cargar la sal, a que se refiere igual- 
mente la demanda, tampoco aparece babor sido trasmitida di- 
rectamente al demandante por los demandados, resultando sola- 
mente de las posiciones de foja veinte y cuatro, que aquellos la 
comunicaron únicamente al vendedor de los cueros, el cual no 
se afirma ni resulta de otro modo, que contratara su flete á nom- 
bre de aquellos. 
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Sesto : Que todo lo espoesto demuestra que no hay en el ca- 
so hecho alguno generador de obligaciones 6 relaciones directas 
de derecho entre el demandante y los demandados, y qae si algu- 
nas responsabilidades tiene aqoel que hacer Taler por razón do 
mora ó defectos en la ejecución del contrato de lanchaje á que se 
refiere en su demanda, no es contra los demandados directa- 
mente que aquellas pueden hacerse efectivas. 

Por estos fundamentos, so confirma con costas la sentencia 
apelada de foja ciento treinta ; y repuestos los sellos, devuél- 
vanse. 

benjamín vicTOitiCA (en disiden- 
cia). — L LADISLAO FRIAS. — 
FEDEHICO IBARGCtlEN. — C S. 
DE LA TOILEE. — SALUST1ANO J, 

za valia (en disidencia). 



WStDENLlA 



Buenos Aires, Oclubre 18 úe 

Vistos y considerando : I o Que á la demanda del actor los 
demandados han opuesto, como razón principal de oposición, que 
ellos no han contratado ni se han entendido para nada con aquel 
sobre la conducción del cargamento de cueros hasta el buque de 
ultramar, siendo de cuenta del vendedor Legarreta todos los gas- 
tos de flete y trasbordo ; y subsidiariamente, que la demora en 
el Tocibo de esa carga lia sido causada por un hecho imputable 
solo at actor, quien la llevó en el último momento cuando ya el 
buque que debía recibirla iba á partir, 

2 o Que respecto á lo primero, es concluyente la observación 
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de que el actor no deriva su derecho del contrato de fletamento, 
sinó de la órden que le dieron los demandados di> entregar la 
carga á bordo del «Hamburgo», incluso la sal embarcada por 
cuenta y Arden de los mismos, asi como del hecliode no haber- 
la querido recibir el vapor mencionado, orden que no ha sido 
negada por los demandados sinó implícitamente reconocida en 
su contestación ú la demanda y en el hecho confesado por ellos 
de haber ordenado al lanchero que protestara contra el vapor 
por no haber querido recibir la carga. 

3 o Que respecto á lo segundo, resulta de la esposicion de 
los demandados, en su contestación, que el rapor «Hamburgoj* 
llegó el día 13 de Marzo, ese mismo día principió sus operacio- 
nes de carga y las terminó el i 7 del mismo, y que la lancha 
«Corredor», que conducía la carga referida, estuvo a su costado 
antes de esta última fecha, lo que demuestra que estuvo en 
tiempo hábil para ser entregada y recibida. 

4 o Que el hecho alegado por los demandados de que si la 
carga no se recibió á bordo del «Hamburgo», no fué porque so 
negase á recibirla, sinó porque habiéndose inhabilitado uno de 
los marineros de Ja lancln para trabajar después de estar al cos- 
tado del vapor, se volvió á la ribera, no ha sido probado en ma- 
nera alguna, siendo indispensable su prueba para desvirtuar la 
que resulta en favor del demandante del hecho de haber estado 
con su lancha al costado del vapor «Hamburgo» el dia 15 di- 
Marzo. 

5* Que por el contrario, resulta del informe del Resguardo, de 
fojas 28 y 20, que el guarda vió la lancha «Corredor» atracada 
al costado de proa del «Hambnrgo» el último dia, «habiendo per- 
manecido sin descargar hasta tres cuartos de hora antes de zar- 
par el vapor», oyó que le dijo el piloto al patrón, quu era imposi- 
ble recibir más carga porque en esos momentos pensaba salir el 
vapor, y que vió descargar otras lanchas en el mismo tiempo en 
que estaba la lancha «Corredor» al costado ; lo que demuestra 
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que aún suponiendo cierto que se volvió á la ribera por la causa 
espresada por los demandados, regresó al costado del vapor en 
tiempo oportuno para que la carga fuera recibida, desde que 
vió era la conducida por otras lanchas. 

6° Que siendo la demora causada por un hecho imputable á 
los demandados, como queda demostrado, estos deben satisfacer 
al actor las estadías que les cobra por vía de indemnización de 
los perjuicios sufridos. 

Por estas consideraciones, y habiendo limitado el actor sus 
pretencionea, al espresar agravios, á la demora sufrida desde la 
salida del «Hamburgo» hasta la entrega do la carga en el «Copér- 
nico», el 30 de Marzo, se revoca la sentencia de foja 130 en la 
parte apelada, y so condena ti los demandados a pagar á aquel 
t rece dias de estadía, con arreglo al precio lijado en la cuenta de 
foja 2; y repuestos los se i los devuélvase. 



JlfcNJAJllS VICTuKtCA. — SALUSTIAKO 
J. ZAVALlA. 
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CAUSA 



La Municipalidad de la Capital, contra ü. Juan 
nandezy otros; sobre expropiación. 



Sumario. — El valor d la expropiación debe lijarse según 
lo que resulte de los inf. mes periciales y 
de autos. 



Caso. — Se esplica en I 



rail* M Smmm Federal 

Bueno* Airea, Diciembre 3 de 1686. 

_Y vistos estos autos iniciados por oí Procurador Municipal 
contra D. Juan A, Fernandez y demás condóminoB, por ex- 
propiación de la casa situada en la calle de Perú números 30 al 
28, en virtud de la Ley de 31 de Octubre de 1884, que autoriza 
esta expropiación ; oídas las partes enjuicio verbal, en el que no 
habiendo podido llegar á un avenimiento se procedió á nombrar 
los peritos, de acuerdo á lo establecido en el artículo sexto de la 
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ley de 13 de Setiembre de 1866 • con lo informado por escrito y 
verbal mente por estos, quienes se han pronunciado en disidencia, 
determinando el nombrado por parte de la Municipalidad, D. 
Juan A. Busqhiazzo, el precio de doscientos cincuenta mil pesos 
moneda nacionai, como rqui valen te á todas Jas indemnizaciones 
prevenidas por La ley, y 1). Carlos Rodríguez Larreta, nombrado 
por la parte de D. Juan Antonio Fernandez y demás condó- 
minos, el de trecientos sesenta pesos la vara cuadrada, por toda 
indemnización; y Considerando: que en los casos de expropia- 
ción por cansa de utilidad pública, la indemnización al propie- 
tario debe ser fijada Ampliamente, de tal manera que no solo 
responda al volor estricto de la propiedad, sinó que también 
sirva de compensación equitativa al sacrificio qoe se le impone 
en favor del público, fíjase como precio de las indemnizacio- 
nes á que se refiere el artículo 16 de la citada Ley de 1866, la 
cantidad de cuatrocientos mil pesos moneda nacional» que de- 
berá ser préviamente entregada á los expropiados D. Jnan An- 
tonio Fernandez y demás condominos 6 en su caso, debidamente 
consignada, para que la Municipalidad pueda tomar posesión de 
dicha tinca, siendo además á cargo de esta corporación las cos- 
tas que este juicio baya originado, de acuerdo al artículo 18 
de la citada ley de 1866. Hágase saber 

Andrés L'garriza. 

La Suprema Corte ordenó un informe pericial al Ingeniero 
D. Guillermo White, quien avaluó el terreno en 226,286 pesos, 
97 centavos, resultando el edificio y demás en 120 mil y tantos 
pesos. 
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r«ll« *m la Suprema Carie 

Buenos Aires, Octubre 18 de 1887. 

Visto el informe pericial de foja cuarenta j trea y examina- 
das las demás constancias de autos, se modifica la sentencia 
apelada de foja veinte y tres, declarándose iue el justo precio 
de la finca a que estos autos se relieren y demás indemnizaciones 
debidas por razón de la eipropiacion de filia á sus propietarios, 
es el de trecientos cincuenta mil pesos moneda nacional, que se- 
rán abonados con las costas de actuación y honorarios de peritos, 
por la Municipalidad. Repuestos los sellos» deTuékanse. 

U LADISLAO FRIAS. — FEDERICO IBAR- 
GÚREMWC, S. DE LA TORRE. 
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€ AUfcA ( IIXH 



IVcc/t/c C«í«rps<í contra !h José l*arodi, por cobro de 

precio ifo artículos navales ; sobre competencia. 



Sumario. — El conocimiento de la demanda por cobro de pre- 
cio de artículos vendidos para construcciones navales y reparti- 
ción de buques, corresponde á la Justicia Federal . 



Caso. — Vicente Cesares é hijos demandaron á D. José Pa- 
rodi por pago de 15,592 pesos, precio da artículos navales desti- 
nados á reparación de buques. 

Parodi opuso esct pcion de incompetencia, fundándose en que 
fué demandado anteriormente por el pago de dicha suma ante 
los Jueces de Buenos Aires, y estos habían resuelto que el Juez 
competente era el de Paz de Barracas al Sud. 

Loa Sres, Casares contcstarou que no estando radicado el 
asunto auto ningún juez, y siendo el caso de competencia fede- 
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Falla 4*1 Ju#» Federal 



Buenos Aire*, Octubre 98 de 18*2. 

T vistos : Considerando: Que la demando procede de artícu 
los vendidos para construcciones navales y reparaciones de bu- 
ques, lo que hace que la causa sea del eonocimient > esclusivo 
del Juzgado Federal, que ejerce en este caso jurisdicción priva- 
tiva con esclusion de los Juzgados de Provincia, según el artí- 
culo 12 de la lev sobre jurisdicción y competencia de los juzgados 
nacionales. 

Por esto : no ha lugar a la declinatoria de jurisdicción one se 
en el escrito de foja 19. Repóngase el aello. 

Isidoro Mbarracin. 



FalUdela 

Buenos Aires, Octubre 18 de 1887. 

Vistos : por su fundamento, se confirma con costas el auto 
apelado de foja veinte y ocho : y repuestos los sellos, devuél- 



BENJAMIN VICTOR 10 A. — (JLADI5LAO 
FRIAS» — FEDERICO IBARGtiREN. — 
C. 8. DE L ATORRE. — SALUSTIANO 
J. ZAVALIA. 
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CAIMA CX XX III 



La empresa del ¡erro-carril de Buenos Aires a t Pacífico, con- 
tra Ü. Diego de Alvear, por expropiación ; sobre intervención 

al juicio de D. Cuno .ti. HandeL 



Caso. — La empresa del Ferro-Carril de Buenos Airea al 
Pacííico demandó át Dr. D. Dieuo de Alvear, pur expropiación c*e 
un terreno afectado por la traza del Ferro-Carril, ofreciendo el 
precio de 10 pesos por hectárea, y como ese terreno estaba en 
cuestión entre el Dr. Airear y D. Cuno Rundel, pidió se citara 
á los dos á juicio verbal. 

Fueron citados los dos, y el representante de Itaudel, Sr. Oos- 
tendorp, dijo que su presencia estaba de más, por no haber si- 
do demandado, y hutía presente que consideraría toda sentencia 
contra el señor Alvear, com-i res inler altos acta, desde que 
era él el dueño del campo, cuya expropiación se solicitaba. 

La empresa manifestó que n o demandaba al Sr. Randel, y que 
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su presencia respondía áque tuviera conocimiento del precio de 
la expropiación. 

£1 Sr. Alvear espuso que él era el dueño del terreno, y no 
admitía que se diera participación en la causa al señor Randel. 



Falle del Juex Federal 

Teniendo en vista que el señor Oostendorp, como el señor 
Airear, consintieron en la citación del primero como parte é in- 
teresado en el juicio, dejando consentirse el auto de foja 5, y 
que además el señor Oostendorp pidió conjuntamente con el 
representante del Sr. Clark, que se citara, bajo apercibi- 
miento de rebeldía al señor Alvear, a" los objetos del artículo 
sesto de la ley de expropiación, y por lo tanto, renunció á todas 
las escepciones y recursos que pudiera tener contra la provi- 
dencia que lo acoTdú. Que, por otra parte, el representante del 
ferro-carril se ba limitado á pedir que el señor Oostendorp ma- 
nifieste si está conforme con el precio ofrecido por la expropia- 
ción, y de ninguna manera á reconocerle participación ó per- 
sonería directa- el Juzgado falla no haciendo lugar al recurso 
interpuesto, y en su consecuencia, ordena que se baga por parte 
de él la manifestación solicitada, y en caso de no estar acordes 
en la indemnización ofrecida, se proceda al nombramiento de 
peritos, de conformidad á la ley, salvándole como se salvan los 
derechos de propiedad que cada uno alega, y aceptándose las 



protestas que se hacen, en cuantojha 




Isidoro A Iharracin. 
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lineóos Airea, Octubre 20 de 1887. 

Vistos i Habiendo declarado explícitamente el demandante 
que bu acción es dirijída solo contra el JJr. I), Diego de Airear, y 
no contra D. Cuno M. Randel, negándose además, á que este 
tome participación directa y principal pti 1» causa; ^ revoca el 
auto apelado de foja veinticinco vuelta, declarando** . lt ,e dicho 
liaodel no está obligado á nacer la manifestación ordejiada; y 
devuélvanse, prúna reposición de sellos, 



í(E>JASIl?i VICTOIUCA. - ULADISLAO 

HUAS — FEDERICO IBAftGDftES. — 
C. S. DE LA TORRE. 
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CAUSA 1\XXI1 



D. Ciptiano Rodríguez y otros, contra los Comisarios de Po- 
licía, !), Ignacio Socas, D, Petronilo ilaleano, IL Antero Car- 
rasco y D. Mariano Beascochea, por violación de domicilio; 
sobre competencia . 



Sumario. — Las causas criminales poi fiolaeion 
do son de competencia de la justicia federal. 



Caso. — D t Cipriano Rodríguez, D. Agustín Almez, D. Ce- 
lestino Espina, D. Manuel Lago, D. Jesús Leí va, D. Benigno 
González, D. Dionisio Goris y D. Guillermo Marcettj, repre- 
sentados por D, Manuel Martínez Alfonsin, entablaron deman- 
da criminal contra los comisarios de Policía Socas, Gaicano, 
Carrasco y Beascoetaea, por haber violado su domicilio con el 
objeto de buscar billetes de lotería, pidiendo la aplicación del 
máximum de la pena correspondiente. 



DE JUSTICIA NACIONAL 2*5 



VISTA DEL PROCURADOR FISCAL 

Buenos Aires, Horco 31 íc 1887. 

Señor Juez: 

No pienso como el señor Martínez Alfonsin, representante de 
los señoresCeferino Rodríguez y otros, que V. S. sea competente 
para conocer en la acusavion que entabla contra varios comisa- 
rios de Policía de esta capital, por violación de domicilio y en 
defectu cíe ellos, por encontrarse munidos üe la correspondien- 
te orden judicial, contra el juez que la hubiera dictado. 

Es cierto que la Constitución Nacional dice que el domicilio 
es inviolable, como dice también que lo es la vida, la libertad, 
y la propiedad de los habitantes de la Hepública, garantías que 
V, S, las encontrará enumeradas en los artículos 14 al 10 de 
aquella. Pero no basta, para que surta el fuero federal, la sola 
circunstancia de que Jos derechos que se creen violados, estén 
garantidos por nuestra Constitución, porque, á ser así, resulta- 
ría que el conocimiento de casi todas las causas criminales 
correspondería á la justicia federal, absorbiéndose asi la délos 
jueces ordinarios de la Capital y do las provincias, dejándolos 
por loregular, sin misión que cumplir, porque á la verdad, la 
mayor parte de los delitos contra las personas, contra la pro- 
piedad y contra las garantías individuales, importan también 
la trasgresiou de alguna prescripción constitucional. 

Para que una causa quede sujeta á la jurisdicción federal, es 
menester que ella esté comprendida en alguna do las enumera- 
das en el artículo Hi de la ley orgánica de los tribunales de 
la Cipital, lo que no sucede por cierto en la presente. 
No está especialmente regida por la Constitución Nacional, 
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como ya lo he hecho notar, y como se desprende de los mismos 
términos del artículo 18 de aquella, al dejar á una ley á dic- 
tarse, Jos justificativos y procedimientos para allanar el domi- 
cilio. 

No se trata de la infracción de una ley nacional de carácter 
general para la Itepúblioa, porque la violación del domicil io es 
un delito común deíinído y castigado por el Código Penal. 

Desde luego, m> pueden ser invocados los incisos 1° y 3 o del 
artículo 111 de la ley antes citada, los únicos que por la natu- 
raleza de las causas de que se ocupan, tienen alguna relación 
con la que ahora se trata. 

Hay jurisprudencia al respecto, establecida por la Suprema 
Corte en sus fallos (série 2% t. I*. pág. 20; sírie 2-, t. 7 Ü , 
pag. 64), y muy especialmente en el que acaba de dictar con 
fecha 10 de Póbrero del corriente año. en la causa seguida por 
D. Julio Várela contra el comisario Toranzo y el O efe de Poli- 
cía, general Bosch, precisamente por violación de domicilio. 

Mientras tanto, las citas que hace el Sr. Martínez Alfonsin, 
son todas impertinentes, porque se trata en ellas de cansas 
especialmente regidas por Ja Constitución Nacional, ó de h in- 
coustitucionalidad de leyes dictadas por la provincia de Entre 
Ríos, sin aplicación alguna al caso sub judice, y que en nada 
contrarían á las citas y principios que dejo establecidos. 

Además, aquí se trata de funcionarios del gobierno y admi- 
nistración de la Capital, y no de empleados do carácter nacional 
ó federal, cayos actos pudieran hacer surtir el fuero federal. 

Y por último, y sin que esto importe hacer valer la irregula- 
ridad que se ha cometido al entablar la demanda, lo que corres- 
pondería en otra oportunidad, puesto que no se ha determinado 
de una manera cierta la persona demandada, en caso que esta 
fuera un juez, por encontrarse los comisarios munidos de una 
orden en forma, V. S. sería incompetente entonces, no solo por 
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órden superior, tales como las que se desprenden del artículo 
45 y 51 de la Constitución Nacional, y 10* i de la ley orgánica 
de los Tribunales de la Capital. 

Sírvase, pues, V. S. declararse incompetente para conocer 
en el juicio que inicia ü. Manuel Martínez Alfonsin. 



David /uva luí. 



Fall» del Juca Federal 



Buenos Aire*, Abril 13 do 18W7 

A utos y vistos : l*¡n conformidad con Jas consideraciones adu- 
cidas por el Procurador Fiscal cu su precedente rista, \ que el 
Juzgado «•licúen ira arregladas á derecho, se declaráoste Juzga- 
do incompetente para couceer en este asunto, y en su consecuen- 
cia ocurra el interesado dundo corresponda, Kepónganso los 
sellos. 

Andrés Ugatrixa. 



VISTA I1EL SESoH PilOCUHADÜR CESEKAL 

Bueno» Aires, Octubre 13 de 

Suprema Corte : 

Los fundamentos que sirven de base ú la sentencia 
juez de sección, son de toda exactitud. 

Se observa que la ConstUuoionJ declara que el domicilio es 
inviolable, y que una ley determinará los casos en que puede 
precederse á su allanamiento, y de estos se pretende deducir 
ley debe ser dictada por el Congreso, lo que la atri- 
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huiría carácter general, y sujetaría su ejercicio á la jurisdic- 
ción federal. 

No es esto exacto. La ley que ha de determinar en qué casos 
y con qué justificativos podrá procederse al allanamiento, tan- 
to puede ser nacional como provincial, pnes que de los térmi- 
nos de la Constitución no se deduce que deba ser dictada pre- 
cisamente por el Congreso. Lo que la Constitución prescribe es 
que no se proceda al allanamiento sinó mediante una ley, y lo 
natural parece ser que esta ley, que en rigor corresponde ú la 
materia de procedimiento--, emane de las autoridades de Pro- 
vincia. 

La Constitución declara igualmente inviolable la propiedad, 
de que nadie podrá ser privado, sinó por causa de utilidad pú- 
blica, calificada por ley. Esto no obsta á que las provincias 
hajan dictado leyes de expropiación, cuya valida nadie ha pre- 
tendido desconocer. 

Sírvase V. E. confirmar la sentencia recurrida. 

Eduardo Costa. 



F*IU ** I» Suprema C«rte 

Hnenns Aires, Octubre >l do 1887. 

Vistos: Por los fundamentos invocados en el auto apelado de 
foja catorce, y de conf ormidad á lo pedido por el señor Procu- 
rador General, se confirma con costas dicho auto, y prévia re- 
posición de sellos, devuélvanse. 

BENJAMIN YICTORICA. — ULADISLAO 
FRIAS. — FEDERICO 1DARGÚREN. 
— C. 8. DE LA TORRE. — SALIS- 
TÍA NO J, Z A VALIA. 



CAUBA CXX.1V 



f* Francisca tiuh de Paz, contra f). Cáelas Casado, por reivin- 
dicación de un terrena; tabre persone 
competencia y acumulación de autos. 



Sumario. - i* K | qnfl híl demandado a Qna parflona m ^ 
juicio como hereden! del propietario de un terreno, demudado 
ron relación al mismo torreo, n„ vwAe Q , 1J>(íir nsa ca . 
iiaad de heredero. 

2" m procede la litis pendencia sinóen el casnde tratar» da 
la misma cansa, de las mismas persona*, y de la miama cosa, r 
de halierse contestado Ta demanda sobre . Ha, ante otro Jno? 

3* Demandado el estrangero por tm argentino nnic \ ¡.'si - 
cia federal, no pti. de aqnel declinar la jurisdicción de esta so 
pretesto que el fuero federal ha sido estabheido á su favor w 
puede renunciará él, 

i" No procede la acumulación de autos, cuando se trata de 
acciones distintas. 



* 

Vaso. - D- Francisca Rniz de Paz, argentina, hija v heredera 
de D. Francisco D. Ruis, propietario de un terreno que detenía 
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D. CárJoa Casado, estrangero, le demandó por reivindicación de 
dicho terreno, 

Casado opuso falta de personería, por no haberse justificado el 
carácter de heredera invocado por la actora; litis pendencia, por 
existir un juicio iniciado por el agente iiscal para la expropia- 
ción del terreno á favor de él como concesionario del Ferro-carril 
Oeste Santafesino, en contra de la señora Eoizde Paz, é incom- 
petencia por ser él estrangero y poder renunciar al fuero federal 
establecido en favor del estrangero. 

La señora Ruíz de Paz, pidió se inhibiera al Juez local el co- 
nocimiento de la causa iniciada por el Agente Fiscal, y se le pi- 
dieran los autos para acumularlos d la demanda entablada por 
ella. 

VtMm del Jun federal 

Rosario, Abril SI de 1887. 

Vistos: los incidentes sobre eaespeumes dilatorias de falta 
de personería en la demandante, litis pendencia 6 incompetencia 
de este tribunal y el do suspensión de los procedimientos que 
se siguen ante elJuez de provincia; iniciado el primero por 
D. Cárlos Casado, demandado por D* Francisca R. de Paz, so- 
bre reivindicación de un terreno ubicado en los suburbios de 
esta ciudad, y ocupado por el Ferro-carril Oeste Santafesino; y 
el segundo, por la actora D' Francisca K. de Paz. 



J 



Con lo espuesto por ambas partes y prueba respectiva produ- 
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Y considerando respecto á la excepción de falta de persone- 
ría: V Que según se comprueba por la diligencia de f„. el 
mismo señor Cirios Casado, al deducir ante la justicia de pro- 
vincia el juicio de expropiación por el terreno de que se trata en 
estos autos, y otros más, para la rolocacion en ellos de la vía 
del Ferro-carril Oeste Santafesino, ha reconocido la personería 
de la demandante solicitando de ese juzgado fuesr notificada la 
señora de Paz, para que tomase la intervención que como propie- 
taria de ese terreno le correspondía. 

2" Que esa personería se encuentra además justificada con 
los documentos de fojas 1, 2 y 3, por ser el primeo estendido á 
favor de la demandante, como heredera legítima de ü. Francis- 
co Domingo Ruiz. de quien es hija la señora de Paz, según el 
certificado de bautismo de foja % no habiendo sido tampoco 
argüido de falso ninguno de esos documentos, ni contestados 
los derechos á esa sucesión, invocados por la demandante. 

3 o Que tratándose de herederos que tienen legítima forzosa, 
como sucede en la línea recta de padres á hijos, los derechos he- 
reditarios pasan inmediatamente del causante ni heredero, sin 
intervalo alguno y sin necesitar ninguna formalidad ó interven- 
ción de los jueces, aunque ignorasen aquellos la apertura de la 
sucesión, y sin ser necesario, tampoco su llamamiento ¿ la he- 
rencia (artículo 3410 del Código Civil). 

A° Que de igual manera, en el caso ínunciado, se unen las 
posesiones, trasfiriéndose ella con todas sus ventajas 6 sus vicios, 
y puede igualmente el heredero ejercer las acciones posesorias 
del difunto, aún antes de haber tomado de hecho posesión de 
los objetos hereditarios y sin estar tampoco obligado á dar otras 
pruebas que tas que al mismo autor de la sucesión, podrían eri- 
girse (artículo 3418). 

5* Que comprobada como queda, la calidad de heredera que 
tiene la demandante respecto á la sucesión de D. Francisco Do- 
mingo Ruiz, está en el derecho de aquella ejercitar, como en el 
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caso actual lo hace, la acción petitoria contra tercero, sin otra 
restricción que la de quedar los bienes, materia de la reivindica- 
ción, sujetos al resultado de la partición (artículos 3421, 3422 
y 3450). 



Considerando résped» ü la litis ¡tendencia: í n Que puraque 
ella exista, es necesario se trate de una misma clase de causa, 
trabada éntrelas mismas persona* y sobre la misma esa, como 
lo tiene resuello la Suprema Corte en lo* fallos que se registran 
en la página 340, tomo 17, serio 2 a ; pagina 44, tomo 18, série 
2" ; página 35, tomo 9, série 2". 

2 o Que asimismo para que se produzca ta litis pendoneta, es 
necesario que la demanda haya sido contentada ante el Juez, 
ante quien se -corrió primero; correspondiendo el amts probandi 
al demandado que ha deducido la eseepcimi de incompetencia por 
lilis pendencia [Causa LXXX1I, páy. 290, t, H, série 2", y 
Causa 1,1, pág. 124, t 9, série I a ), 

3 1 Que por los informes del señor .Juez de provincia, corrien- 
tes á foja,., se viene en conocimiento, no solo de que existe di- 
versidad de acciones entre la deducida unte dk-Uo Juez y la ins- 
taurada auto este tribunal; pues aquella se refiere á un juicio 
sobre expropiación y este á otro sobre reivindicación, faltando 
así una de las circunstancias requeridas por la jurisprudencia 
establecida por la Corte, relacionadas en el considerando prime- 
ro, sino que tampoco la demandan te ha contestado la demanda 
ante el señor Juez de provincia, y antes al contrario, sin reco- 
nocer en este jurisdicción, se Ha limitado a manifestar que tenía 
deducida ante la justicia nacional, la acción reivindicatoría con- 
tra D. Carlos Casado, faltando igual mente de este modo, otro de 



II 



DE JUSTICIA NACIONAL 



ios requisitos esenciales ála existencia de la litis pendencia, se- 
gún queda demostrado en el considerando segundo. 

4" Que á lo anterior se agrega el hecho esencial que hace pre- 
sente asimismo el señor Juez de provincia, á foja 30, de que la 
señora de Faz, no ha sido demandada ante la justicia de provin- 
cia, sinó únicamente U. Camilo Aldao, por derechos propios, ha- 
biéndosele rucien notificado á dicha señora con fecha 15 de Ju- 
lio del año próximo pasado, es decir, posteriormente ála deman- 
da entablada ante este tribunal, una providencia para que ma- 
nifestase su conformidad ó disconformidad en el procedimiento 
seguido por D. Camilo Aldao, por ser ella propietaria de la otra 
parte del terreno á expropiarse, y á mérito de no haber sido 
considerada como parte en el juicio. 



Lii 



Considerando respecto á la excepción de incompetencia de 
este tribunal : 1° Que no existiendo, como se ha visto en el ca- 
pitulo anterior la lilis pendencia, no existe causa radicada ante 
la justicia de provincia que haya sido iniciada por D. Carlos Ca- 
sado, estranjero, contra Ü' Francisca B. de Paz, argentina, y 
que por consiguiente, no puede aducirse el principio exacto in- 
vocado por el demandado, de que siendo potestativo del estran- 
gero la prorogacion de la jurisdicción provincial, el hijo del 
país no puede declinar de i lla en razón de ser esta su justicia 
ordinaria. 

2" Que siguiendo el mismo principio, en el sentido inverso, 
de que la justicia federal, es la del estrangero, no puedo á su 
vez este renunciar a ella, una vez demandado ante la misma; de 
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le cual se desprende asimismo, que D, CárJog Casado, no puede 
escepetonarse, diciendo ser incompetente este tribunal, cuyo 
Juez para él es el natural, por su calidad de estrangero. 



IV 



Considerando por último, respecto á la solicitad de la aetora, 
para que este tribunal pida al de la provincia su abstenga de" 
seguir conociendo en la nueva causa iniciada por el demandado, 
sobre expropiación del terreno materia de este litigio; 

i a Que noes correcto se sigan dos juicios, á la vez sobre un 
mismo terreno, mucho miis, cuando el iniciado ante este juzga- 
do tiene prelaciou en el tiempo al que se pretende iniciar ante el 
señor Juez de provincia. 

2" Que el estado de este último, no lia pasado de las diligen- 
cias preliminares de notilicacion ó citación á la señora de Paz, 
según se manifiesta por los informes del juzgado provincial de 
fojas.,, 

3 o Que aunque las acciones deducidas son distintas, esto no 
obsta, para que la instaurada ante el señor Juez de provincia 
pueda, por su dase y objeto, ser tomada en consideración por 
las partes, haciendo de ella un complemento pacífico y legal de 
la cuestión que ante este tribunal se ventila. 

Por estos fundamentos, fallo : i" No haciendo lugar á las 
«acepciones deducidas, con costas; debiendo el demandado con- 
testar derechamente la demanda; y 2° Se pase al señor Juez de 
provincia el oficio respectivo, ejecutoriada que sea la presente, 
para que se sirva inhibirse en el conocimiento del juicio á fjue 



se refiere el escrito 
esta resolución, 
mese i 



a,., á 



G, Escalera y Zuviria. 



WmUm de la 



Buéuft Aires, Octubre 52 do lKt<7. 

Vistos: por los fundamentos del auto apelado consignados en 
los considerumloH primero, secundo y tercero, se conJirma di- 
cho auto en lo referente á las eseepciom?s de falta de personería, 
liUs pendencia incompetencia; revocándose en lo relativoála 
inhibitoria del Juez de provincia para conocer del juicio de es- 
propiacion iniciado por Don Cárlos Casado, en razón dv tratarse 
de acciones distintas y no proceder por tanto, la acumulación 



Devuélvanse previa 



sellos. 



BENJAMIN VICTORICA. — L'LADISLAO 
FRIAS. — FEDERICO IRARCÚREK. 
— C. S. DE LA TOnitE, — &ALUS- 
TJAflO I. 



«AUNA C'XXWI 



IK Manuel López Zamora, por varios pobladores estrangeros de 
la colonia Cayastá, contra IK Agustín Iriondo, sobre des- 
pojo. 



Sumario. — í° La solidaridad no se presumo, y no tiene lu- 
gar en la posesión. 

2" Los poseedores del derecho de pastar '-n un campo comu- 
nal, pueden deducir la acción posesoria de despojo, cjutra el que 
los Urbe 6 despoje eu el ejercicio de ese derecho. 



i aso. — Se indica en el 

rail» del Jura fr>drr*l 

Rosario, Febrero líi de \mi. 

Vi ¿tos estos autos de los cuales resulta: 

1° Que con fecha 1 1 de Abril du 1867, el gobierno de esta pro- 
vincia contrató con i). Juan Bautista Leen Boisbertraud, la in- 
troducción de cuarenta familias estrauyeras con destiuoal esta- 
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blecimiento y fundación de una colonia en el punto denominado 
iCayaatá», conviniendo, entre otras cosas, que el terreno desti- 
nado para la colonización, constaría de «na legua, 6 sean cinco 
kilómetros de frente sobre el rio «Cayastá», por tres leyuas, ó 
sea quince kilómetros de fondo al «Saladillo Dulce» ¡ que en él 
se delinearía un pueblo de cien manzanas, en el punto que el 
Poder Ejecutivo designase, dejando á sus alrededores una es- 
tensión superficial conveniente para desahogo de la población; 
que se delinearían también cincuenta suertes de chacras de 
veinte cuadras cuadradas, ósea de trescientos ochenta y nuevo 
mil setecientos metros cuadrados cada una, y, finalmente, que 
el resto sería destinado para pastos comunes de la colonia, el 
cual podría más fcaTdo, si el aumento de la población lo exigía, 
dividirse en concesiones, destinadas á ser donadas ó vendidas, 
según conviniese á los intereses de la misma colonia (documen- 
to de foja 7). 

2° Que este contrato recibí oportunamente cumplida ejecu- 
ción por ambas partes, quedando en consecuencia, dentro del 
ano de su celebración, fundada la colonia, prt'ria mensura y di- 
visión por el Poder Ejecutivo, en la forma y condiciones estipula- 
das, de todo el terreno destinado al establecimiento. 

3 o Que gran número de años después y en posesión siempre 
los colonos desde aquella fecha, de la totalidad de dicho terreno, 
D. Agustín de Iriondo ocurrió ante el gobierno de la provincia 
denunciando y solicitando en compra , como fiscal, toda el área 
destinada por el contrato antes citado á campos comunes de la 
colonia, y el gobierno mandó mensurarlo y lo mensuró como 
tal. 

4° Que en este estado y pendiente ó en tramitación aún el es- 
pediente de la mensura, por protesta y oposición, que contra 
ella llevaron ante el mismo gobierno los pobladores de la colo- 
nia, alegando y haciendo valer él título de su fundación, el se- 
ñor Iriondo, ha tomado posesión de hecho del campo denunciado, 
■ " i? 
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cercándolo y cerrándolo por nno de sus eetremoi, no obstante 
las resistencias de hecho también y ta oposición antes citada de 

los colonos. 

5* Que con estos antecedentes y en representación de diez y 
siete de dichos colonos, nombrados Alejandro Itig, Jnan Bau- 
tista Mathieu, JosóHongnld, Lucas Mieles, Javier Rey, Juan 
José P r de, Antonio Mango!*!, Emiliano Baney, José Jossen, 
Francisco Burgencr, David Schmit, Pedro Manchini t Freno 
Delcot, Agustín Banda. Antonio Fost, Juan Fost y Juan Bey, 
ha traído la presente demanda de despojo D. Manuel López Za- 
mora, solicitando el re stablecimiento de las cosas al estado que 
antes han tenido y la condenación del señor Iriondo, a los da- 
ños y perjuicios caucados por sus procedimientos, 

6" Finalmente, que contestando este último, haopuesto con- 
tra las pretensiones del demandante : \° falta de jurisdicción en 
el juzgado, por no ser estrangeros todos los pobladores de la 
colonia «Cayastn» y tener asi aplicación en el caso la disposi- 
ción del artículo 10 de la ley sobre jurisdicción y competencia 
de los tribunales nacionales ; 2" que no habiéndose desprendido 
en manera alguna el gobierno de la provincia por el contrato do 
foja 7, de sus derechos de propiedad y dominio en lo que so 
reliere al área en cuestión 6 sea la destinada á campos comuna- 
h sdo la colonia antes citada, los demandantes no pueden ser 
considerados on relación á ella, sinú en clase de meros tenedores 
ó precarios poseedores, sin derecho alguno á deducir acciones 
posesorias en juicio; 3° que aún cuando asi no fuese carecerían 
ellos siempre privadamente de todo derecho de dominio sobre 
aquel campo, como de toda acción para represen tar, ya al colo- 
nizador, ya a la colonia; 4 ,! que la acción deducida no ea pioce- 
dente tampoco, porque, con arreglo ¿derecho, ella no correspon- 
de binó en el caso de esclusion absoluta de la posesión y no de 
una esclusion parcial, como la habida en el caso; y 5% final- 
mente, que disponiendo del dominio que se reservó, y de acuer- 
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do con la disposición de los artículos 76 y 79 do ta lej de tierras 
do la provincia, do 47 de Octubre de 1884, según los cuales los 
campos comunales baldíos, existentes en las colonias fundadas 
por el gobierno, deben ser Tendidos inmediatamente, el Poder 
Ejecutivo ha decidido ja, con fecha 2i de Mayo de 18H5 se pro- 
ceda á la enagenacton del área en cuestión. 

Y considerando : I a Por lo que respecta i la escepcíon de 
incompetencia deducida; que la demanda es interpuesta indivi- 
dual y privadamente por los querellantes, en virtud de un dere- 
cho que pretenden propio y no en representación de la eomunidud 
á que pertenecen. 

2 o Que todos ellos, coi, escepcion de los nombrados J ian José* 
Hiede y Agustín Banda, respecto de cuya nacionalidad ninguna 
justificación se ba producido, han acreditado suficientemente su 
calidad de estrangeros. 

3 o Que se ha acreditado igualmente la calidad de nacional 
del demandado. 

*• Quecon estos antecedentes, y prescindiendo de si existen 
ó no en la colonia pobladores 6 vecinos argentinos, es incontes- 
table la jurisdicción de este Juzgado en el caso, en lo que se re- 
fiere á los demandantes que han acreditado su nat -iunalidad, 
con arreglo al artículo 2 a , inciso 2", do la ley sobre j jrisdicciou 
y competencia de los tribunales nacionales. 

Considerando con relación al fondo de la cuesLou: 5 J Que 
aunque por el tenor del documento de foja 7, com í por la natu- 
raleza misma de su destino, deba reputarse que la propiedad de 
ios campos en cuestión, no corresponde individualmente u los de- 
mandantes ni á ninguno de los pobladores de la colonia cCayas- 
tá» f sinó solo á esta como comunidad 6 persona moral, en cuyo 
carácter tiene una existencia distinta de la de sus miembros, ó 
al Estado provincial» sise entiende que el gobierno se reservó 
aquel derecho, es incontestable que como miembros de la comu- 
nidad han tenido y tienen los querellantes uttmguh 6 indivi- 
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Vitalmente un derecho personal de goce 7 el ejercicio do una ser- 
vidumbre, que, con arreglo & los artículos 2896 y 2950 del Có- 
digo Civil, están autorizados á hacer valer y defender en juicio 
deduciendo por si y en su propio nombre las acciones poseso- 
rias ó cualesquiera otras necesarias ó que convengan á aqnel 
fin. 

o Que es un principio de derecho y un precepto espreso. ade- 
más, que cualquiera que sea la naturaleza de la posesión de los 
inmuebles ó derechos inmobiliarios, nadie puede turbarla arbi- 
trariamente (artículo 2IG9 del Código Civil;. 

T" Que lo t's también que todo el que por violencia 6 ría de 
hecho es despojado, ya de la posesión, ya de U mera tenencia 
de un inmueble, es autorizado á instaurar las acciones necesarias 
para que las cosas se restablezcan al estado en que antes Je ha- 
llaban, sin que para ello necesite probar otra cosa que la vía de 
hecho que da lugar á la acción, ni se le pueda objetar clandesti- 
nidad 11 otro vicio en su posesión, ni aún una violencia ó despojo 
anterior de su parte (artículo 2490 del Código citado', 

8* Que lo es, final men* que ta posesión no tiene ni aún nece- 
sidad de sor anual, cuando t s turbada por el que no es poseedor 
anual, y que no tiene sobre la cosa ningún derecho de posesión 
(articulo 12-177 del mismo Código). 

9" Que de los antecedentes de la causa resulta así el despojo 
ó desposesion por vías de hechos de los demandantes por parte 
del demandado, no obstante la oposición de aquellos á la intro- 
misión de este, y aún la destrucción que ellos hicieron de sus 
primeros trabajos, como el ningún derecho de aquel, que basa- 
do en la mera denuncia del campo, como fiscal, sin que se le 
otorgara vtntani otro título de adquisición, proccdióálos hechos 
que dan lugar ú la demanda. 

10* Qne la acción de despojo ó reintegración, según la sola 
palabra lo indica, procede por derecho, lo mismo en el caso de 
una pérdida completa del inmueble, de que se trate, que en el 
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de desposesion de solo una parte de ét, bastando que esta exis- 
ta en cualquiera porción, siendo esto lo que la distingue de la 
acción de manutención |>rnvista por los artículos 2495 y 2400 
del Código Civil, ú que el demandado se refiere y que suponen 
simples actos pertúrbatenos de la posesión, sin espulsíon, sin 
embargo, del poseedor ni de parte, ni del todo dül inmueble. 

H a Que la decisión gubernativa á que el demandado igualmen- 
te se refiere, no altera la fuerza de las conclusiones anteriores, 
máxime cuando ella cí limitada á ordenar en abstracto la ven- 
ta del campo en pequeños lotes y en subasta pública, sujetán- 
dose á los términos del articulo 3*del contrato de foja 7, sin acor- 
dar absolutamente derecbo alguno al demandado ni aceptar si- 
quiera su propuesta dirijida á la compra del campo todo. 

t2* Finalmente, que la acciun deducida resulta introducida 
en tiempo, ya se tomen como puntu de partida los primeros 
trabajos llevados acabo por el demandado, que destruyeron los 
demandantes, ya los últimos quedan lugar directa é inmediata- 
mente at juicio. 

Por estos futid amentos, y debiendo entenderse limitada esta 
decisión a* solo los demandantes que lian acreditado su nacio- 
nalidad á los efectos del fuero, indicados en el considerando 2" y 
de conformidaJ al articulo 2194 del Código Civil, declaro, que 
el demandado está obligado á restablecer á aquellos en el libre 
uso y disfrute del inmueble, en cuestión, destruyendo los cer- 
cados que tiene construidos en él y i iudemuúurk-s, además, do 
las pérdidas que por su culpa bayan podido causárseles, como 
de las costas de este juicio. 

Notifiquese con el original y repóngase el papel. 



t\ S\ de ta Torre. 
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VISTA DEL SEftOll PROCURADOR GENERAL 

Buenos Airas, Marzo 7 d« 1887. 

Suprema Corte : 

La cláusula del contrato entre el gobierno de Santa F¿ y el 
concesionario de la colonia c Cay as ta» que dá lugar á la cuestión 
presente, está concebida eu estos términos : El resto del terreno 
será destinado para pastos comunes de la misma colonia, él cual 
podrá dividirse en concesiones mus iarde s s ' el aumento de pobla- 
ción asi lo exigiere, pura ser donadas ó vendidas, según conven- 
gaá los intereses de la colonia. 

Can prescindencia de esta estipulación ó interpretándola á su 
manera, el gobierno de Santa Fé se propone vender la fracción 
reservada pa ra pastos comum*, no en concesiones, sinó á un 
particular, al señor Iriondo. 

Un míniero considerable do colonos entiende que esta venta 
es contraría al contrato, ó sea á la carta bajo la que se fundó la 
colonia, y ocurre á V. E. al objeto de que compela al espresado 
gobierno de Santa Fé á respetarla. 

Objeta el demandado que la acción que ejercitan los deman- 
dantes es solidaria, j que no siendo todos los olonos cstrauge- 
ros están comprendidos en Ja disposición del artículo 10 de la 
ley de jurisdicción y competencia. 

Desestimando esta escepcion, el señar Juez federal se ha de- 
clarado competente. 

Pienso lo contrario. 

Como se ha visto, la reserradel terreno en cuestión, es para 
pastos comunes. £1 derecho ¡i estos pastos es de la comunidad, 
es un derecho colectivo é indiviso, y fuera menester que todos 



m JUSTICIA RACIONAL 



21 W 



los miembros de la sociedad 6 comunidad gozaran del fuero fede- 
ral, para que pudieran ocurrir ante loa tribunales de la «ación, 
seguo el artículo antes recordado. 

Observaré que la demanda ha sido interpuesta individual y 
privadamente, y en virtud de un derecho propio, no en repre- 
sen tac iou de la comunidad. 

En toda socieda 1 ó comunidad, cualquiera d<_- los sucios o* co- 
muneros, tiene un Ínteres directo y puede ejercitar un derecho 
propio, Pero si estu bastara para surtir fuero, la disposición 
del artículo \0 no tendría objeto ni explicación plausible, 

Kl derecho :i los pi>tos euniuues es -ulidario; v\ hit-rós que 
los demandantes tíeiiru, es el dr todos, aún más, es indivisible, 
mientras subsista indiviso el terreno; la resolución de la justi- 
cia, cualquiera que fuera alcanzaría a* todus sin distinción algu- 
na; la aplicación del artículo 1Ü es, por consiguiente, de todo 
punto pertinente. 

Pido, en consecuencia, que revocando la sentencia recurrida» 
se sirva V. E. declarar que la justicia federa, carece de jurisdic- 
ción en este c.iso, mientras no se justifique que todos los colo- 
nos y cada uno individualmente, tengan el derecho de deman- 
dar ó pueda ser demandad ) aate los tribunales nacionales. 

Eduardo Cosía, 



Buenos Aires, Octubre 25 de 1887. 

Vistos y considerando : Minero; Que por el contrato de foja 
siete, celebrado por el gobierno de tíanta Fé, se autorizó el esta- 
blecimiento de una colonia de familias estrangeras, á la que se 
concedió para pastos comunes, una estension do terreno del que 
forma parte el que motiva este juicio. 
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Segundo : Que en virtud de esta concesión, los colinos podían 
poseer y usar el campo comunal cada uncí por sí, é individual- 
mente en la medida de sus necesidades. 

Tercero : Que una posesión semejante, no es, ni puede eer 
solidaria; pues es un principio constante en derecho, que mu- 
chas personas no pueden poseer la misma cosa simultáneamen- 
te cada una por el todo, porque si una la detiene en un momento 
dado, es fínicamente imposible que otra la detenga en el mismo 
tiempo: plures eumdcm rem in solidum possidere non possunt; 
quippe contra naturam est, ut cuín eyo catiquid teneam tu quo- 
que (enere videriia. 

Cuarto : Que no siendo solidaria la posesión de dichos colonos 
tampoco puede serlo la acción de despojo deducida por los de- 
mandantes para defender la que respectivamente les correspon- 
de; pues la circunstancia de hallarse indiviso el campo que 
poseen, no dá d su posesión, ni d ta cuestión que de ella emana, 
el carácter de solidaridad que le atribuyo el demandado (artícu- 
lo *S68 del Código Civil). 

Quinto: Que para que los derechos ú obligaciones sean soli- 
darios, es necesario que así lo haya declarado esprcsaniento la 
ley, ó que en el título constitutivo de ellos, esté espresa la soli- 
daridad por términos inequívocos (artículo 70t del Código Civil), 
y nada de esto existe respecto á la posesión pro indiviso de loa 
colonos en el inmueble común. 

Sesto: Que siendo esto así, no puede oponerse a la jurisdic- 
ción federal lo dispuesto por el artículo 10 de la ley sobre juris- 
dicción y competencia de los tribunales nacionales, porque di- 
cho artículo se reíiere al caso en que una sociedad ó comunidad, 
compuesta de personas de distinto fuero, ejerciten una acción so* 
lidariu, ó sean demandadas por una obligación solidaria, y tal 
solidaridad no existe, según queda demostrado, en la acción 
deducida por los colonos demandantes. 

Por estos fundamentos, bs espuestos por el Jnei aquo t j 
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oído al señor Procurador General, se confirma con costas la 
sentencia apelada de foja ciento vi inte y seis. 

Notifíquese con el original y repuestos los sellos, devuél- 
vase. 

llt>JAUl>¡ VtCTOltICA. — L'LAIMSLAO 
Hll AS. — FEÜEIUCO IDAUCCftES . 
— SALUSTIAM* I. ZAVALIA (*H 

disidencia). 



MSIIíESClA 

Vistos: Porhs fandamontos aducidos por el Procurador Ge- 
neral en su precedente vista y conside raudo : 1 " Que cL objuto 
de la acción instaurada es el levantamiento del cerco cons- 
truido por el demandado, que estorba el uso de los pastos 
comunes. 

- ü Que aún suponiendo entablada la demanda en iuterís es- 
clusivo de loá actores, ella comprend.- la totalidad del objeto de 
un derecho común á todos loa colonos, derecho indivisible por su 
naturaleza, cuales el uso de los pusto> uom uw< y átodos apro- 
vecha ó perjudica el resultado del jui io, 

3 o Que aplicando á la ticciun solidaria la definición que el ar- 
tículo 000 del Código Civil, da á la obligación solidaria, no pue- 
de dudarse que la aecion entablada en el presente caso revista el 
carácter de solidaria, desde que un virtud del titulo constitutivo, 
la totalidad de su objeto puede ser demmdado por cualquiera de 
los acreedores. 

*• Que respecto á las restricciones del artículo 701 ( relativas 
i la convención empresa, ó disposición espresa de la ley como 
condiciones necesarias de la solidaridad, debe tenerse presen- 
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te: primero, que ellos so refieren á la obligación y no j la acción, 
como resulta del te*to literal de ese artículo; segundo, que )a s l 
lidaridad resultante do la ley, solo es aplicable á los deudores, 
estando á los términos del artículo TOO; y tercero, que la estipu- 
lación espresa solo es exigiblc en las obligaciones que nacen de 
los contrafos, no en los que nacen de los hechos, como sucede en 
el presente caso, eu que se demanda p^r despojo, y qu?por con- 
siguiente esas restriceioueá n j s >n aplicables á la acción enta- 
blada para hacerle perder su f-arácter de solidaria. 

Por estas consideraciones y atonto lo dispuesto en el artículo 
JOde la ley de jurisdicción y ompetenm de tos tribunales fe- 
derales, se revoca la sentencia apelada de foja... y so declara 
que el conocimiento de esta causa no corresponde a la justicia 
federal. 

JSALUSTLUiO J. £A VALIA. 



CAUSA CX X X VII 



D. Federico ti, ¡Xevet, contra t>, Máximo üeinrkhs y />. Eduardo 
Daufihm; sobre ejecución de sentencia 



Sumario. — I o Constituido por dos ¿más personas un man- 
datario para un negocio común, los mandantes quedan solidarla- 
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mente obligados á esto para todos Job efectos del contrato. 

2° El pago de la mitad de la suma adeudada por dos solida- 
riamente» uo exime al que la pagó, de la obligación do pagar la 
otra mitad. 



Caso. — Condenados por sentencia los señores* Heinrichs y 
Dauphin, á pagar al martiliero Xeves. la suma de mil pesos, 
este ejecutó á los dos. 

Heinrichs, opuso la es -opción de ¡jago por babor pagado la 
mitad de esa suma. 



Fallo del Ju» F«dml 



Jlui'iios Airi's, Hayo 13 oY* 1SS7, 

Vistos : nuevamente para resolver sobre U eseepcion de pago 
opuesta en el escrito de foja 58, por D. Máximo Heiuriebs con- 
tra la ejecución de la sentencia corriente á foja 37. 

Considerando : j» Que pordieha sentencia se condenó al es- 
escepcionante Heimiclis y i 1). Eduardo Dauphin, á pagar la 
eantidad do mil pesos moneda nacional, en el túrmiuo de diez 
días, ¿favor do Nevos. 

2* Que esa deuda procede de un mandato conferido conjun- 
tamente por dichos señores al martiliero Noves, para la venta 
de una finca que deciaii ser de su propiedad, 

3* Que según el artículo 1045 del Código Civil, si dos ó más 
personas han constituido un mandatario para un negocio común 
le quedarán solidariamente obligadas para todos los efectos del 
contrato. 

4 a Que el actor ha estado en su perfecto derecho parademan- 
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dii conjuntamente i ambos deudores el curaplimieeto de la sen- 
tencia, en Tirtud délo dispuesto en el artículo J705 del Código 
citado. 

5 o Que por lo tatito, el pago hecho por uno de los ejecutados 
déla mitad de la deuda, solo puede istimar^e como pago par- 
cial, estando suficientemente justificada la ejecución por el sal- 
do, contra todos ó cualquiera de los obligados. 

Por estos fundamentos, fallo declarando procedente la es- 
cepcion de pa^o, únicamente hasta donde alcance la suma que 
espresa el recibo de foja 55, mandando se lleve adelaute la eje- 
cución por el saldo, intereses y costas, hasta hacerse trance j 
remate del bien embargado, y con su producto íntegro pago al 
acreedor. 

Notifíquese original. 

Buenos Aire*, Octubre 25 de 1887. 

Vistos : por sus fundamentos, se confirma con costas, el au- 
to apelado de foja sesenta j dos y devuélvanse préria reposición 
de sellos. 

fiOJAMi* V1CTORICA. — «LADISLAO 
FRIAS. — FEDERICO 1BARCCREN. 
— C.S. DE LA TORRE. — SALU9- 
TIAHOJ.ZAVALIA. 
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( AUNA CXXXVI1I 



La sucesión de i). Bernardo Hurraspe, contra D. Remigio 
Pérez, sobre reivindicación de un campo. 



Sumario, — No probándose adquisición perfecta del dominio, 
y resultando en contra una posesión por más de 00 años por 
parte del poseedor, no es admisible la acción de reivindica- 
ción. 

■ 

Caso. — Se es plica en el 

Fallo «leí Juti Fettenl 

Buenos Aire*. Jimio 19 de 1886, 

Vistos: estos autos iniciados por demanda de D, Bernardo 
Iturruspc, en nombre de la sucesión de su señor padre, contra 
D. Remigio Pérez, sobre devolución de un campo denominado 
«La Potada», situado en la provincia de Santa Fé, con más loa 
frutos percibidos durante la posesión del demandado como posee- 
dor de mala fé y las costas procesales. 
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Resulta: 1° Que la sucesión demandante fonda su derecho 
al campo mencionado, en una disposición testamentaria que en 
forma de Codieilo, por acto público, otorgó en esta ciudad de 
Buenos Aires, con fecha 8 de Junio de 1812, el Dr. D.Francis- 
co Antonio de Vera Mujica, su primitivo dueño, cuyo testi- 
monio se acompaña á foja 4, separándolo del común de sus 
bienes pura donarlo á su sobrino D. Mariano de Vera, con 
la condición de pasar á su hermana D' Estefanía, una pensión 
de 100 pesos durante susdias, habiendo tos herederos de aquel 
Tendido sus derechos en Agosto do 1867 al Dr. IV Marcelino 
Freiré, quien ¿i su vez los trasmitió al causante de la sucesión 
demandante, según consta de la escritura de fojas 1 y 2. 

2 a Que el demandado, por su parte, se encuentra en posesión 
de la cosa demandada y en ejercicio de todos los derechos inhe- 
rentes al dominio por adquisiciones sucesivas de sus respectivos 
derechos hechas de los sucesores de D" Magdalena y D* Estefa- 
nía Vera, instituidas únicas y universales herederas en el tes- 
tamento otorgado en la ciudad de Santa Ft\ con fecha 24 de 
Julio de Í8H, por el mismo Ü. Francisco Antonio^ de Vera Mu- 
jica, de cuyos bienes formaba parte, según lo reconocen ambos 
litigantes, el campo sobre el cual pretende hoy tener mejor de- 
recho la sucesión de Iturraspe. 

3 o Que no se ha alegado en la draunda y contestación, hecho 
alguno pertinente ;i la cuestión sub juUice, fuera del contenido 
en el documento de foja 4, que haga necesario el trámite de 
la prueba, estando por consiguiente el Juzgado habilitado para 
pronunciarse en definitiva, con sujeción a lo que prescribe el 
artículo 178 de la ley nacional de enjuiciamiento. 

T considerando : 1" Quo según el tenor del documento que 
sirve de fundamento ¿la acción instaurada por la sucesión de 
Iturraspe, el acto en virtud del cual los descendientes y suceso- 
res de D. Mariano Vera, se creen con derecho de dominio al cam- 
po cuestionado, puede ser indistintamontu juzgado como una 
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donación por cansad e muerto, sub modo, esto es, sometida al 
cargo de pasar una pensión de 100 pesos anuales, atento lo que 
prescribe ia ley i\, título 4, partida 5 ft , bajo coya forma ha 
sido planteada la cuestión por la misma parte demandante, d 
bien como ud legado con cargo, puesto que según la ley V, 
título 9", partida 6", manda es una manera de donación que 
deja en testamento ó en cobdicih (artículo 3774 del Cód. Civ.; 
Aubry y llau, t. 7, párrafo 7 i 3). 

2" Que en ambos casos el acto para constituir título hábil pa. 
ra adquirir el dominio de la cosa legada ó donada, debe necesa- 
riamente revestir las formas preestablecidas por la ley para los 
testamentos, de ámenlo con lo inundado en la ley 3*, de Toro, 
ósea 2" título XVIII de la Novísima Recopilación, cuya obser- 
vancia debe resultar del acto mismo, según la uniforme opinión 
de los autores, aceptada por <•! Código Civil vigente en su artículo 
3627 (Troplong, testamento, número U62). 

cion á la época en que aparece otorgado el codicilo de foja 4, el 
testamento nimcupativo, a* cuya categoría sin duda alguna per- 
tenece aquel, podía otorgarse : i J ante escribano y *res testi- 
gos vecinos del lugar ; 2" ante cinco testigos vecinos sin asis- 
tencia de escribano ■ 3" ante solo tres testigos vecinos, cuando 
no pudieren ser habidos cinco testigos vecinos ui escribano en 
su lugar; y 4" ante s.«lo siete testigos vecinos ó forasteros. 

1' Que en cualquiera de los rasos mencionados, y cuando la 
voluntad del testador lia sido espíes ad a por escrito, no reunien- 
do este los requisitos necesarios impuestos por las leyes genera- 
les para su validez como escritura pública, CU cuyo caso se en- 
cuentra evidentenu nte el codicilo invocado por la sucesión de 
Iturraspe, pues no se han observado respecto a los testigos ins- 
trumentales las prescripciones de la ley 54, título i 8, partida 3', 
La autenticidad de la voluntad del testador y de consiguiente su 
elicacia como acto creador de derechos, depende del cumplimien- 
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to de lo dispuesto en la ley 4", título 2\ partida 6; que si bien 
se contrae al testamento escrito, según sos glosadores, es aplica- 
ble también al testamento nuncupativo 6 codicilo redactado por 
notario (Véase Escriche, t. i\ página 1099; Gutiérrez, t. 3% 
pág. 179), esto es, su presentación al Juez para que practican- 
do el exámen de los testigos presenciales con todas las solemni- 
dades de ley, declare tal testamento mine nativo y de última 
voluntad del difunto, la que contiene la cédula, lo que no apare- 
ce haberse cumplido en dicho codicilo, ni lo ha insinuad» siquie- 
ra la parto demandante, porque de lo contrario, la existencia 
de una disposición tan solemne y de consiguiente la estabilidad 
de la fortuna privada dependería de la iota afirmación del que 
se dice escribano autorizante y de una persona que firma á rue- 
go del otorgante, como en el caso sub judice. 

5* Que admitida por vía de hipótesis la innecesidad del requi- 
sito exigido por la recordada ley del título 2°, Partida 6, por tra- 
tarse de un codicilo autorizado por notario u insertado en su 
protocolo de escrituras públicas, siempre seria nulo y de ningún 
valor, pues entre las solemnidades exigidas para esta clase de 
actos destinados como dice la ley departida (I 1 , título 12, par- 
tida 6) a aumentar ó disminuir los legados hecho-; en el testa- 
mento, está, desde los romanos, la de que sea firmado el escrito 
por los testigos... teslibm videliret quanda W scriplas voluntas 
componilur sub molatione suam accomodantilas, y tal es la opi- 
nión de los glosadores López y Gómez, en su comentario a la 
ley 3* de Tom, no habiendo disposición alguna que autorice á 
prescindir de tan esencial circunstancia, cuando en vez de cin- 
co testigos solo hau intervenido tres y un escribano, conforme á 
lo establecido en las leyes 1* y 2", título 18, libro 10, Sor, Rec. 
(véase articulo 2G58 del Código Civil, leyes 54 y 111, titulo 18, 
partida 3*). 

6 o Que prescindiendo de las consideraciones espuestas, las 
cuales bastan para demostrar la inhabilidad ¿ ineficacia del lí- 



Di JUSTICIA RACIONAL 



273 



tula en sí mismo en que apoya su acción la sucesión de Iturras- 
pe p tratándose de un legado con cargo, según se ha demostrado 
en el primer considerando, el dominio de la cosa legada no ha 
podido ser adquirido por el legatario, al menos definitivamente, 
sinó después de cumplido aquel, conforme á lo dispuesto en la 
ley 21, título i I , partida 3\ donde dice : el $am 4 señorío ttv la 
cosaquel & asi mandada tunjo que cttmptime toque el testador 
te mando facer, lo que ta parte demandante no ha insinuado si- 
quiera, no obstante sct un hecho capital para fundar su acción, 
circunstancia que autoriza á establecer asertivamente Ja falta 
de cumplimiento del cargo ó que nada se hizo para cumplirlo 
durante los muchos anos que sobrevivió la persona á cuyo favor 
fué constituido, de donde multa que el supuesto legatario ven- 
dría pretendiendo hoy un dominio gratuito, que encámente del 
testador fué constituirlo oneroso. 

7 o Que la sucesión demandante no ha pretendido que su cau- 
sante hubiese tenido jamás la posesión de la cosa donada, ha- 
biendo, por el contrario, reconocido que la han tenido siempre 
los herederos instituidos del testador y sus sucesores, circuns- 
tancia que además de constituir una vehemente presunción de 
que aquel no aceptó el legado, que es un requisito esencial para 
la perfección del acto por haber sido constituido sub-modo, por- 
que, romo lo dice muy bien el demandado, los cargos del legado, 
pueden llegar á igualar ó esceder el valor de este y hacerlo inú- 
til y aún perjudicial para el legatario, es por sí sola bastante 
para demostrar que nunca adquirió ni tuvo el dominio indispen- 
sable para fundar la acción de reivindicación deducida bajo el 
nombre de devolución del campo «La Pelada», contra los terce- 
ros á quienes ha pasado después de trasmisiones sucesivas (ar- 
tículo 2788 del Código Civil) no siendo del caso ocuparse de la 
acción personal que pudiera competir al legatario contra los he- 
rederos del testador ni de las defensas que en tal caso podrían 
estos oponerle. 
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8° Que aún admitiendo la validez del titulo j la procedencia 
de la acción reivindicatoría contra el tercero actual poseedor 
del campo reclamado, es fuera de duda que dicha acción está 
prescripta por el lapso de más de sesenta años desde la fecha en 
que legalmente pudo adquirir el legatario la propiedad del lega- 
do, que deben suponerse corridos sin interrupción alguna, pues- 
to que de ello no se ha hecho mérito en la demanda alegando 
hechos concretos para ser materia de contestación y prueba, sin 
que le sea lícito observar á este respecto el no haber sido oído 
sobre la prescripción t pues siendo esta una defensa de creación 
déla ley; ha podido y debido preveerla; y recíprocamente, ae 
ha consolidado por usucapión el dominio del demandado y sus 
antecesores, por la posesión pacífica, de buena fé, y con justo tí* 
tuto como era a su respecto el testamento de D. Francisco Anto- 
nio de Vera Mujica, durante más de treinta años, que, según la 
ley 21, título 29, página 3, basta para que el que tuviere alguna 
cosa en cualquier modo que la hubiere sin movérsele pleito, la 
prescriba y haga suya, aunque sea hurtada, forzada ó robada. 

9" Que aparto do la circunstancia mencionada, no es del caso 
resolver sobre los vicios que puedan tener las diferentes adqui- 
siciones hechas por Pérez» pues habiéndose demostrado la falta 
de título y acción de parte del demandante y estando reconocida 
y comprobada la posesión del demandado por más del tiempo 
que la Uy exige para su amparo, es indiferente para él rechazo 
de la acción deducida por la sucesión de Iturraspe, que el de- 
mandado tenga 6 no títulos perfectos. 

Por estos fundamentos, fallo absolviendo AD. Remigio Pérez 
de la demanda interpuesta á foja 10, imponiendo i la parte acto- 
r& perpetuo silencio, con costas. Noti fiques e original y repón- 
ganse las fojas. 



Virgilio M. Tedm. 
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Uueuos Aires, Oclubru25 de 18S7. 
tencia apelada de foja cié ato cincuenta y seis; y prévia Teposi- 
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CAUNA exxxix 



D. Conrado llackery D t Jaime J. Costa contra ta Empresa del 
Ferro-Carril Central Argentino, por reivindicación de un 
terreno; sobre citación de ev ¿crian y dssitjnacton del úrea pe- 
dida. 

Sumario.— i° Desde que el demandado sostiene que loque se le 
reivindica lo tiene por causa traslativa de dominio,, puede lia- 
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2 o La designación del área que se reivindica, puede estable- 
cerse durante el término de prueba. 



Cajo. — Los señores Rucker y Costa, dueños de nua área do 
terreno que fué apropiada por el Gobierno Nacional á favor del 
Ferro-Carril Centra! Argentino, alegando que fueTa de lo espro- 
piado tenían más terreno que estaba en poder del Ferro-Carril, ' 
entablaron acción de reivindicación por la devolución de este 
terreno. 

El representante del Ferro-Carril diciendo que todo lo que él 
tenía de terreno, lo había recibido del Gobierno Nacional, pidió 
se citara á este de evicción, y solicitó también que los deman- 
dantes señalaran el urea que reivindicaban. 

El Juez de sección accedió; pero recia miíndosc por los de- 
mandantes el auto, se dicto el 

Falle del Juca federal (ad hoc) 

Rosario, Febrero M de 1887. 

Vistos j considerando : i° Que es un principio de espreso 
derecho la obligación de salir á la defensa el adquirente por 
parte del enajenante cuando un tercero le demandase la pro- 
piedad ó posesión de un inmueble, el ejercicio de una servidum- 
bre ó cualquier otro derecho comprendido en la adquisición, 
como lo disponed ( ódigo Civil en su artículo 2108, y lo esta- 
blecía la ley 32, título 5*, partida 5*, su concordante, prescri- 
biéndose al mismo tiempo, que para que tenga efecto esa obli- 
gación y pueda hacerse afectiva la ericcion, debo ti adquirente 
citar de eviccion ai enajenante dentro del término que designe 
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l.i ley do Procedimientos, fuera de los casos en que esa citación 
no se reputo necesaria, (Arts. 2f09 y2HI), 

2' 1 Que en este concep'o, y en la consideración de que la de- 
manda de reivindicación deducida contra la Km presa del Ferro- 
carril Central Argentino por el escrito de fojas 12 á li, com- 
prendía el terreno espropiado por el Gobierno do la Nación j 
actualmente poseído por amella Empresa, el Juzgado estimó 
legítima la citación de eviccion solicitada por el escrito de fo- 
jas 2í» y 30, cu el misino concepto sin duda. 

3" Que manifestándose al presente por los demandantes 
(escrito de foja 33) que la demanda no se refiere al terreno es- 
propiado, sinó al área que además do ese terreno dice ocupar in- 
debidamente y sin título alguno el Ferro-Carril, !a citación 
de eviccion ordenada no tiene entonces razón de ser, desde que 
no existe cuestión ifguna sobre la legitimidad de lo espropiado 
y legítimamente pacido por dicha Impresa, como so había su- 
puesto, por no aparecer al respecto claramente espresado en la 
demanda, 

4 o Que en cnanto é ílreaque se dice indebidamente ocupad i, 
además de la que corresponde al Ferro-Carril segnn m título' 
perteneciendo esto al fondo del asunto, no es la oportunidad de 
considerarla, por cuanto su justificación debe hacerse en la es- 
tación de prueba por los demandantes, no teniendo por lo mismo 
importancia ia determinación prévia de esa área, 

Por estas consideraciones, se resuelve dejar sin efecto la cita- 
ción de eviccion ordenada por la providencia de foja 31 , debiendo 
la Empresa del Ferro-Carril Central Argentino evacuar el tras- 
lado corrido de la demanda. Repóngase. 



Mcamrft. dH Solar, 
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MI* «le la Supma Carie 

Buenos Airra, Oclulire 27 de 1887. 

Considerando : Primero : Que la citación de eviccion es una 
medida conservatoria de lus derechos del demandado contra un 
tercero, autorizada por la ley; y 

Segundo : Que el demandado so* tiene que todos los terrenos 
que posee y á que la demanda se refiere en parte, loa tiene reci- 
bidos del Gobierno Nacional cu virtud de contratos celebrados 
ojn él, y ai eBte no se cree obligado a salir á la eviccion por las 
razones alegadas por los demandantes, las hará valer en la 
oportunidad debida. 

Por estas consideraciones, se reroca el auto apelado de foja 
cuarenta y dos en la parte apelada y se deja subsistente el de 
foja treinta y una. Devuélvanse previa reposición de sellos. 
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< ALKA CXI. 



Ifoña liosa Suarcz dt> Flor, contra iímnrUa hermanos ; sobre 
reivindicación de un campo 

Sumario. —So probándose el dominio, tiene r[uo desecharse 
tu acción reivindicatoría. 



Caso.— Se esplica en el 

Falla del Juez Federal 

San Luk Noviembre 30 de 1885. 

Y vistos: la demanda reivindicatoría iniciada por Dona Ro- 
sa Suarez de Flor contra los Señores Minv ielle Hermanos, de 
la que resulta: 

1" Doña llosa S. de Flor, argentina, viuda do Don Miguel 
CK Flor, en su calidad de descendiente legítima o ti línea 
recta del fiuado Don Lilia lindos, en el mt-sde Kuoro dr 1884, 
pone demanda ordinaria de reivindicación contra los su ñores 
MinTiello hermanos, estrangeros, sobro unas tierras de pastoreo 
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sitmidns en la mArgen izquierda del Rio 5 o , departamento de 
Villa de Mercedes en esta Provincia ; lindando por el este, con 
propiedades do Pérez ÚQuiroga, por el norte con terrenos do 
cChajan», por el oeste con «Palitos Cortados*, y por el sud con 
el Rio 5 o ; y la funda en ios documentos que en copia legalizada 
corren de fojas I ¡í 7 y son : i** ¡a escritura de venta de dos le- 
gtas de tierras en el Rio 5° desdo los «Manantiales del Cor- 
ratito» para abajo, otorgada en el mes de Noviembre de 1737 poi 
tos esposos don Miguel do Qtiiroga y do fia Catalina Fredcs i 
favo, dedo» Luis Bustos por unte el maestro de Campo don 
Miguel Vilchez; 2" ta partida de matrimonio de don m- 
iningo Fernandez, español, con d uña -Polonia Bustos, india, cele- 
Indo en 1800; 3" la de casamiento de don José Leoncio Suarez 
don doña Viviana Fernandez, ambos españoles, o hija legítima 
la última de don Domingo Fernandez y doña Polonia Bustos, 
en el año 1822; 4 n la partida de casamiento de don Miguel Geró- 
nimo Flores, con dona Rosa Suarez, hija legítima do don 
Leonbio Suarez y do fia Viviana Fernandez, en 1847; 5 n la de 
clar.it oria de pobreza expedida en 1881 por el superior Tribu* 
nal de Justicia de esta Provincia ti favor de doña Rosa Suarez 
de Flor, habiíitándola para litigar en esa condición con las 
personas que ti I tí so espresan, 

2 n Declarada la competeneiade la justicia Federal paraeono- 
nocer de la demanda y conferido de ella el correspondiente tras- 
lado, el representante de Ius demandados la contesta y pide sea 
rechazada con costas por sit injusta y maliciosa y falsos los he- 
chos tn que se apoya, emitiendo al efecto las consideraciones que 
contieno el escrito de foja 50 y acompañando como base los 
documentos de fojas 18 á 49 que comprenden : 1° la venta hecha 
en 1737 por don Miguel de Quirogay su esposa doña Catalina 
Frtdes á favor de don Luis Bustos y la posesión judicial dada á 
esto en el mes de Noviembre de ese año, del campo designado 
más arriba, enajenado e i 1808 por el Juez Pedáneo don Pedro 
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Ignacio Pérez, como apoderado sustituto de Don Apolínarjo 
Lucero y este directo <Je don Juan Bustos, don Pascual* 
doña Auristas ja, doña Catalina y tion E lejío Lucero, don 
Faustino Paez, do fui Isidora Gil y don Hurtólo Ciática, 
á don Francisco Venancio Ojeda (foja 38 ), cuyos dere- 
chas han ido transfiriéndose sucesivamente desde los herede- 
ros del último, hasta los señores Dr. don Juan A. lírarbcito, 
don Nicolás Rodríguez, don Isidoro Calero y don Francisco 
Adaro; 2° ia comprado otrocamp», contiguo al anterior, hecha 
en 1853 por lus señores don Juan Barbcito y don Justo y don 
Mauricio Daract, don Cruz y don Juan de, la Rosa Pérez, do 
dos leguas de estension que lindan a la parte de arriba, con tie- 
rras de los herederos de don Pascual Pérez, y ¡i la de abajo con 
el parago denominado el «Curratíto» y herederos de don Mi- 
guel de Quiroga, y á la Pampa, dondr mejor lindare; el cual ha 
sido vendido por los precitados señores Daract y sucesores del fi- 
nado Juan Batueito, ¡i los ya m murados don Nidolás Rodrí- 
guez, don Isidoro Calero, Dr. don Jmn Harbtito y don Fran- 
cisco Adaro; 3 o la venta de estos dos pampos con una super- 
iicie total de 6043 coadras cuadradas, lindando por el norte con 
los herederos de Moreno, por el suri con el Rio 5", por el este 
con los herederos Ojeda y por el oeste con don Amaro Galán, 
otorgada en el ano 1883 por los señores Dr. Harbeito, Rodrí- 
guez, Adaro y Calero á favor de don Paulo y don Eugenio Hin- 
vielle, actuales propietarios y poseedores de los mismos. 

Abierta la causa á prueba con cargo á la parte actora de acre- 
ditar los hechos que niega en su demanda, se ha producido por 
ambos litigantes la que espresa el certificado del actuario do 
foja 148. 

Y considerando: en cuanto a Ja personería invocada por la 
demandante: 

i' Que por las leyes generales de Procedimientos, cstA man- 
dado que para optar á la declaratoria ó carta de pobreza, el que 
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la solicite» deberá espresar el asunto, jr la persona contra quien 
haya de litigar, así como que la información ofrecida á tal 
intento, sea producida con citación y audiencia del contrario; 
y del certificado de foja 7, no consta haberse llenado estos in- 
dispensables requisitos como acertadamente to hace notar la 
parte demandada al contestar la demanda, aúncuando haprosc- 
guido y terminado la causa aceptando la personalidad de la 
demandante, sin mas observación y sin formar articulación 
previa al respecto. 

2° Que por medio de las partí las do fojas 3 a 6, tampoco ba 
justificado doña Rosa S. de Flor sé* descendiente legítima y en 
el grado que insinúa del linadodon Luis Bustos; pues aunque de 
ellas se desprende que es nieta de doña Polonia Bustos, no se 
acredita que esta lo fuera del precitado don Luis, como aquella 
lo asevera en su escrito de demanda. La capia de foja 66, si 
bien pudiera probar la existencia de la donación que contiene, 
nunca demostrará que la douataria que allí aparece, sea nieta 
del finado Bustos, como que no es esa la forma permitida por la 
Ley para establecerla filiación de una persona. 
Y por lo que respecta el fondo del asunto principal : 
Considerando: 3" Que dándosela acción reivindicatoría en fa- 
vor del propietario, debe este ante todo comprobar serlo, y 
también que ba perdido h posesión del inmueble que pretende 
recobrar de aquel en cuyo poder se encuentra, como espresa - 
mente lo dispone el artículo 2758 del Código Civil. 

4° Que la prueba de que la demandante se ha servido para 
ese doble objeto, es insuficiente, según constancias de los autos. 
En efecto, los documentos do fojas 66 y 80, admitiendo que 
todos ellos estuvieran revestidos de los requisitas necesarios 
para producir fe* en juicio, po.ie únicamente de manifiesto las 
transferencias, por venta, donación, y permuta, de don Miguel 
de Quiroga y su esposa dona Catalina Y red es á dun Luis Bustos, 
de este en favor de su nieta dona Polonia y entre don Andrés 
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Feroz Moreno y dicho Quiroga, de unos terrenos situados cq el 
Hio 5 n abajo, desde los «Manantiales del Corralito» y de la 
estancia nombrada «Poto Palan», ea que se hallaba poblado el 
ultimo desde su casa basta el lugar que llaman el Salto; los cua- 
les comoantes se ba tiste, ninguna relación tieuen con la rei- 
vindicante, ya so te considero sucesor a universal ó ya singular 
de don Luis liustos. La propiedad, i>or otra parte, emana de la 
Ley (art. 2502, C. C.} y no puede de consiguiente crear derecho 
la declaración arbitraria del particular, pues como lo sienta la 
Ley, eu el lugar citado, todo contrato ó disposición de última 
voluntad que constituyese otros derechos reales ú modilicaso 
los que la misma reconoce, valdrá solo como derechos persona- 
les, si como tal pudiese valer. Además» los referidos documen- 
tos de fojas (Hi y 80, amb« »s de fecha muy anterior á la demanda 
habiéndose pudid-j presentar con ella, no lo han sido sino des- 
pués sin hacerse antes la mención explicativa que determina el 
articulólo de la Ley Nacional d^ Proa* Jimicntos, y no deben 
por lo tanto tomarse cu consideración, según está dispuesto en 
el inciso 2 n dcl mismo (S. f% tomo 8", pág. 121 de los Faltos). 

5* Que suponiendo que la reclamante representara los dere- 
chos de doña Polonia llust ^, y que esta sea en efecto nieta del 
causante, aún en ta! caso, los que transfirió don Miguel de 
Quiroga y su mujer á don Luis Bustos sobre la propiedad raíz 
á que se reliere la escritura cuyo tesmouíq corre ¡i foja 1, no es- 
tarían cedidos á favor do su antecesora la prenombrada doña 
Polonia, porque la donación que registra la copia simplo de foja 
(¡6, ó bien el documento original que los testigos del actor 
aseguran haber visto cu poder de don Francisco Uivadeneira, 
adolece de ciertos vicios que la invalidan por completo» Tanto 
• la antigua Legislación Española, por cuyas disposiciones se re- 
giría lo concerniente a la donación du que se trata (entro otras : 
L. L. del Tit. 18, Part. 3*; id del TU. 4, Part. 5*; L 22, Tit. 1, 
y las del Tit. 10, Lib. 10, Nov. Hec.) como la moderna (Arts. 
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970, H83 y H8i, Tit. De las Donaciones, C. C.), prescribían 
y mandan qtie tas donaciones deben ser precisamente aceptadas 
por el donatario y que las transferencias de las mismas sobre 
inmuebles se otorgan por medio de escrituras bajo pena fie nu- 
lidad: y scgmi puede observarse en el texto misino del aludido 
documento, se vé que él no contiene ta indicada aceptación, y 
que es un papel, 6 instrumento simple de forma privada, ex- 
tendido fuera del libro protocolo, y sin ninguno de los caracte- 
res que llegarían á constituir su autenticidad. 

ff* Que no estando demostrado que las acciones j derechos del 
adqnirente do los esposos Quiroga pertenezcan legítimamente á 
la reivindicante, no puede por lo tanto la posesión do aquel apro- 
vechar a esta, caso que se hubiera constatado que los sucesores 
del primero la habían tenido y conservad-» conforme ¿ la Ley y ¡i 
título de propietarios, sobre loque no existe prueba uastmte en 
autos, pues los testigos que han sido examinados a cérea de este 
punto, casi todos de oídas ú referencias y sin dar la razón de su 
dicho, se han contraído á declarar que don Domingo Fernandez 
y sn mujer doña Polonia H ustos primero, y después los esposos 
don Leoncio Suarcz y doña Viviana Fernandez y otras personas 
de ta misma familia, han poseído basta los años 18Í0 y 1880 
respectivamente los terrenos denominados «Manantial del Cor- 
Tal ito» sobre la margen izquierda del líio &>, manifestando al 
propio tiempo, que no saben ni han podido decir que don Luis 
Bustos hubiera hecho donación deesas tierras á su nieta doña 
Polonia, como la interesada lo asevera. 

7 o Que la mensura judicial de foja 108, lo mismo que las de- 
claraciones é inspección ocular de foja 13i vuelta A 148, ú la vez 
que corroboran el contenido de los documentos acompañados con 
el escrito de contestación & la demanda y las afirmaciones 
vertidas en él, poni n en evidencia los actos públicos de do- 
minio y de posesión que los demandados y sus causantes han 
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dose confesada por la misma demandante la actual pose- 
sión* 

8 o Que esta par tu por su condición de actora en el juicio y 
porque asíespresnmente su lo impuso el auto de foja 60 vuelta 
estaba en el deber de acreditar cumplidamente los hechos ale- 
gados en su demandii, ú impugnados de contrario; y no ha- 
biéndolo hecho, según quida sentado en los considerandos pre- 
cedentes, procede de derecho la absolución de los demandados 
y declarar desautorizada esta demanda promovida sin justa cau- 
sa y sin los elementos necesarios de comprobación (L,L. 39, 
tít.2, yí\tit. M.Part.a-). 

Por estus consideraciones, no ha lugar u la demanda entablada 
cou costas, de acuerdo con lo dispuesto por la Ley 8, título 23, 
Partida 3*, declarándose en consecuencia absut.ltos de ella a los 
demandados. Xotifíqucsc con el original, repónganse 
archívese. 



Fallo de I» ttiiprem» C«rl« 

Buenos Aifcs, Octubre Sfi^de 1887. 

Vistos y considerando: Primero : Que tanto la demandante 
como los demandados, pretenden derivar su título ú la propie- 
dad del terreno en cuestión, de la compra hecha en mil setecien- 
tos treinta y siete por don Luis Bustos, la primera por herencia 
y los segundos por compra. 

Segundo: Que habiendo sido negado . I título hereditario 
invocado por la actora, no ha sido este debidamente compro- 
bado, pues si bien las partidas presentadas demuestran que es 
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hija legítima de doña Viviana Fernandez y esta de doña Polonia 
Bustos, no hay nada que pruebe ni en qué pueda apoyarse 
la afirmación de que doña Polonia Bustos sea nieta legítima 
de don Luis Bustos y que este le hizo donación de esos cam- 
pos» 

Tercero : Que el documento de foja sesenta y seis es la copia 
simple de un documento que se dice perdido» documento privado 
en que se ratifica una donación por causa de dote hecha en es- 
critura otorgada auto un funcionario público y dos testigos á 
falta de Escribano, siendo de notar que habiéndose presentado 
esta, fue* argüida de falsa por los demandados y llamadas las 
partes al juicio de comprobación, la actora desistió de ser- 
virse de esta escritura, retrccodiendo ante la acusación de fal- 
sedad. 

Cuarto: Que esa copia no tiene más autoridad que la palabra 
de la misma interesada y la de los testigos que dicen que vie- 
ron el documento original en poder de esta y con ayuda de un 
lente de gran poder pudieron leer su contenido y ver que era una 
donación hecha por don Luis Bustos á su nieta doña Polonia 
Bustos; y á más por ser por sí misma sospechosa la existencia do 
ese documento, que no tenía objeto, desde que por una escritura 
formal aparecía hecha la pretendida donación un año antes y 
nada agregaba al contenido de esa escritura; sospechosa por Ja 
circunstancia de haber esta sido argüida de falsa y retirada del 
juicio, y por la de haberse perdido pocos dias antes de presen* 
tarse en juicio ; de los tres testigos si que se refiere la tercera 
pregunta del interrogatorio de foja sesenta y ocho, dos, Barba- 
galeta é Xrusosquí desmienten formalmente ul hecho de haber 
leído el contenido de ese documento con el auxilio de un lente 
de gran poder, pues á pesar de haberlo examinado nada pudie- 
ron sacar en limpio y los demás que lo leyeron con ú sin auxilio 
de lente, no pueden asegurar la exactitud de la copia ni la au ten- 
toe id ad de las firmas. 
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Por estas consideraciones, y los fundamentos concordantes de 
lu sentencia apelad* de foja ciento sesenta y nueve, ae confir- 
ma esta con costas y do vuélvanle reponiéndose los sellos. 



DENJAWIN VlCTORICA.— U LADISLAO 
FUIAS. — FEDEMCO iBARCÚHElf . 

— C. S. DE LA TORRE. — S A LUS- 



ITANO J. ZA VALIA. 



/). Hermán Hofjnmn contra ¡i. Wellinatm Mercado y D* 
Raimundo Uñara, por {creería; sobre mejor derecho. 



Sumario. — El acreedor á quien el deudor ha cedido la cuarta 
parte de sus sueldos por arreglo aprobado por juez compeiite, 
tiene mejor derecho sobre la suma que importaba dicha coarta 
parte en la fecbade la cesión. 



FALLOS DE LA SUPREMA COUTE 

Se esplica en el 

Santiago, Julio ltí de 1886. 

Y vistos: la tercería de mejor derecho, promovida por 
Don Hermán Hollinan c» el juicio ejecutivo seguido por Don 
YVellington Mercado contra el Dr. Dou Raimundo Linaro re- 
sulta: Que con fecha tres de Febrero de 1885 se presentó Don 
Delfín López como apoderado de Don Hermán Hoffman ante el 
Juagado de V Instancia en lo Civil de esta Provincia adjuntan- 
do una cuenta corriente pisada por Horfmau á Linaro, que 
arrojaba un saldo « n contra de este último por valor de dos mil 
quinientos noventa y dos pesos moneda nacional oto, pidiendo al 

uzgadoque hiciera comparecer ;í Linaro para que reconociese 
el conforme por él puesto al pié de la cuenta. Que decretada la 
audiencia respectiva por el Juez de 1" Instancia, esta tuvo lugar 
el día 5 del citado mes de Febrero, y habiendo reconocido en 
esa andiencia Linaro que era exacto el contenido y firma de la 
cuenta que se exhibía, declaró que en pago de dicha cuenta hacia 
cesión á favor de su acreedor de todas las existencias de una 
finca que tuvo arrendada en la Provincia de Salta; y ademas de 
la cuarta parte del sueldo que le correspondía por el empleo que 
desempeñaba en et Colegio Nacional de esta ciudad, hasta su 
total chancelación. £1 apoderado de ü. Hermán Hoffman espresó 
su conformidad con lo expuesto por Linaro y el Juez aprobó el 
arreglo celebrado. (Documentos de f...). 

Fundado en este titulo es que Hoffman sostiene su mejor de- 
recho á ser pagado por Linaro con la cuarta parte de su sueldo 
de Sector del Colegio Nacional. 

Ahora bien, Mercado á su vez, dice que Linaro, recien desde 
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Marzo de este año, es Rector y que por tanto, mal pudo compro- 
meter su aueldo de Rector antea de serlo. 



Sostiene ademas, que hay diferencia sustancial entre la cesión 
y el embargo, refiriéndose á que, en el caso de Hoffman, Lina- 



competente, I» cuarta parte de su sueldo. 

Envista de lo espuesto, corresponde interrogar ¿Puede em- 
bargarse más de la cuarta parte del sueldo de un funcionario pú- 
blico para atender el pago de sus deudas? ¿Cuál es el crédito 
que tiene preferencia, en el caso sub-jitiíice, el de Hoffman ó el 
de Mercado? Puede establecerse diferencia alguna cu ruanto a 
sus efectos legales, entre el acto judicial aprobado por autoridad 
competente, que afecta la cuarta parte del sueldo de un emplea- 
do, y el embargo déla misma, decretado también por autori- 
dad competente? 

En cuanto al primer punto, es evidente que no puede afec- 
tarse más de la cuarta parte del sueldo de un empleado público 
al pago de sus deudas, tanto porque así lo prescribo espresa- 
mente la Ley Nacional de Procedimientos en su artículo 26f, 
cuanto porque la doctrina dá las razones que sirven de funda- 
mento á esta disposición reproducida por otra parte, por todas 
las Leyes análogas de países civilizados. 

En efecto, se comprende que el legislador lia tenido siempre 
en vista la inconveniencia palpable que habría habido en pri- 
var Aun funcionario público, de su remuneración ; pues que de 
hacerlo asi, le quitaría todos sus medios de subsistencia y no 
podría consagrarse de manera alguna al lleno de su misión. 

En este caso, lo correcto sería separar al empleado, pues equi- 
valdría á ello, privarle de la totalidad de su sueldo. 



cion que le ha seguido él, se han < 
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consideraciones, y las concordantes del escrito de 
f... t declaro que no puede afectarse más de la cuarta parto 
del sueldo de un funcionario público al pago de sus deudas. 

Ahora, en cuanto á cuál sea el crédito que tenga preferencia 
sobre la cuarta parte del sueldo de Linaro, para resolverlo debo 
tenerse en cuenta que el arreglo def... aprobado por Juez com- 
petente, tiene la fuerza de una sentencia ejecutoriada, y que, por 
consiguiente, hay que respetarlo en todas sus partes, sin que 
sean admisibles las consideraciones aducidas por Mercado, res- 
pecto de que existe diferencia sustancial ante la ley eotre la 
cesión y el embargo en cuanto ii sus efectos legales. 

Pero la parte de Mercado dice que Linaro cedió la cuarta 
parte del «ti cid o que gozaba como empleado del Colegio Nacio- 
nal y que no cedió la cuarta parte de su sueldo de rector, desde 
nue, rucien desde Marzo de este año desempeña esas funciones. 
La verdad, resultante do los términos del arreglo de f... t es 
que Linaro no determinó ó especificó cantidad ni empleo alguno, 
limitándose en términos generales, ú ceder la cuarta parte del 
sueldoque le correspondía por su empleo en el Colegio Nacional. 

Cuando Linaro hizo esa cesión era Y ice-Rector, encargado de 
la dirección del Colegio y profesor do Etimología y Filología, 
gozando un sueldo de pesos nacionales ciento noventa y ocho. 
Desde que es Rector, y también profesor de las mismas mate- 
rias goza del sueldo de doscientos cincuenta pesos nacionales. 

Ahora bien, Mercado dice que Linaro no pudo en Febrero de 
mil ochocientos ochenta y cinco, fecha del arreglo de f com- 
prometer la cuarta parte de su sueldo de doscientos cincuenta 
pesos que solo goza desde Marzo del corriente año; pero es evi- 
dente que pudo comprometer, la cuarta parte del sueldo decien- 
to noventa y ocho pesos nacionales que eutónces disfrutaba. El 
escedente del segundo (el de 1880) sobre el primero (el de 1885) 
es solo de cincuenta y dos nacionales, única cantidad en nuestro 
concepto, que podría serle embargada, en su cuarta parte por 
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Mercado. Es de notarse que las sumas que dejamos consigo acias 
como socldos de que disfrutaba Linaro tu 1885 y disfruta hoy, 
constan de los decretos del Poder Ejecutivo Nacional que se han 
tenido i la vista por el infrascrito. 

Como una consecuencia de lo establecido preceden te mente, se 
desprende que no puede hacerse diferencia alguna, en cuanto ¡í 
sus efectos legales entre Ja cesión aprobada judicialmente de 
t., y el embargo de f.,., de la cuarta parte del sueldo de Linaro. 
Así pues, declaramos definitivamente juzgando que á Huffman 
corresponde percibir la cuarta parte de la suma de ciento no- 
venta y ocho nacionales quo es el sueldo que gozaba Linaro, 
cuando se celebré el aTreglo de f..., y i Mercado le corresponde 
percibir la cuarta parte del escedente que representa doscieuto a 
* icuenfca pesos nacionales que gana hoy Linaro, sobre los cien- 
noventa y ocho que gozaba antes, es decir, la cuarta parte de 
ícuenta y dos nacionales. 



Por tanto, siendo la suma de sesenta y dos pesos cincuenta 
centavos, la que representa la cuarta parte de los doscientos 
cincuenta nacionales que hoy disfruta Linaro, corresponde á 
Hoffman percibir la suma de cuarenta y nueve pesos cincuenta 
centavos nacionaels, que representa la cuarta parte de los ciento 
noventa y ocho nacionales que gozaba Linaro, en la fecha del 
arreglo de f... y Mercado debe percibir la suma de trece pesos 
nacionales mensuales, que representa la cuarta parte de los 
cincuenta y dos nacionales de escedente 
sobre lo que disfrutaba en 1885. 
Ail lo pronuncio y mando en mi despacho del Juzgado 

original. 
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VWto 4* I» fapnai C«r<e 

Buenos Aires, Octubre S9 de 1887 

Vistos: Por sus fundamentos, se confirma con costas el auto 
apelado de foja treinta y tres; y pn'via reposición de sellos 
devuélvanse. 

BENJAMIN YlCTOMCA. — U LADISLAO 
FRIAS. — FEDERICO IBARCCREÜ. — 
C. S. DE LA TORRE. — SALUSTlARO 
fj í A VA LIA. 



CAUSA CXjLII 



Lawson y f ■ contra William Samson y C*, por cobro de pesos; 

sobre competencia. 

Sumario.— i° De la resolución de los Tribunales Provincia- 
les declarando su competencia on una causa cuyo conocimiento 
corresponde á la justicia federal, puede apelarse para ante la 
Suprema Corte. 
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2 o Pertenece ála jurisdicción federal la 
dueño de un vapor por averías que lia sufrido la 
de los términos 




Caso. — Loa señorea LaWB&n y C" demandaron áAVilliam 
Samson y C - , agentes del vapor Meath, ante el Juzgado de Co- 
mercio para que fueran condenados al pago de 82 barricas ce- 
mento Portland, que fueron entregadas con averías, contra los 
términos del conocimiento. 

Samson y C* opusieron que la cuestión era do competencia 
federal, 

Lawsou y C - contestaron que no so trataba de una cuestión 
de comercio marítimo, sino de una falta de los agentes del va- 
por, que debieron tomar para sí las 82 barricas averiadas, que 
eu lugar de eso las tomaron sanas, entregando aquellas A los 
consignatarios de la carga; loque no pertenecía at comercio 
marítimo, ni podía causar trastornos internacionales que fueran 
necesarios para entregar el caso á ios Tribunales de la Xacion. 

AUTO DEL JUEZ DE COMERCIO 

Ruónos Aire*, Junio 11 ik 188fi. 

T vistos: Por las consideraciones legales del escrito de foja 
trece y lo dictaminado por el Agcue Fiscal en la vista que pre- 
cede, no ha lugar ú la escepcion de incompetencia opuesta á foja 
nueve; sin especial condenación en costas. En su consecuencia, 
conteste el demandado el traslado conferido á foja siete, den- 
tro del término legal. 



Gabriel lársen del Castaño. 



FALLOS DE LA S UPISIMA. CORTE 



AUTO DE LA CAMARA DE APELACIOSES 



itucitos Aires, Noviembre 15 de 188fi. 

Y listos: De conformidad coa lo dictamiaado por ol Señor 
Fiscal, y por sus fundamentos, se confirma el auto apelado foja 
diez y seis; y devuélvanse. Ilepóngaso e) sello. 



ORTJZ. — IKJNGE. — AíiUlttKB. 



VISTA DEL SEflOR PROCURADOR GENERAL 

Uiieuos Aires, Febrero 15 Je 18HT, 

Suprema Corte: 

El presente caso no importa, en definitiva, otra cosa que una 
simple cuestión de competencia entre el Juez Federal y uno de 
los Jueces Letrados de la Capital. 

El apelante pudo ocurrir al Juez Federal para que sostuviera 
su jurisdicción; pudo también apelar para ante esta Corto del 
auto en que el Juez de Comercio se declaraba competente, en vez 
de ocurrir á la Cámara en lo Comercial; pues es V. E. y no las 
Cámaras de Apelaciones la ún ica autoridad encargada de dirimir 
las cuestiones de competencia, toda vez que esté en dio intere- 
sado el fuero federal. De otra manera, podría resultar, bien que 
los interesados quedaran sin Juez, por declararse incompetentes, 
así el Juez Federal, como los Jueces locales, ó bien que decisio- 
nes contradictorias de los Tribunales Superiores de Provincia, 
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jeran la anarquía y rompieran la unidad en la interpre- 
tación de las leyes nacionales, que solo pueden garantir las 
V. E M único y último interprete, 
i observado muy jnstamentcque, aunque los Jueces Pede- 
rales y los llamados de la Capital surjan del mismo origen, hay 
entre ellos, para ciatos efecUs, la diferencia que media tu tro 
los Jueces de Sección y los Jueces de Provincia. 

El recurso es, pues, perfertamuntc procedente, según lo ha 
decinrado, antes de ahora, V. E H en los casos que recuerda el 
apelante. 

Es también fundado y atendible. 

La demanda se dirijo contra el representante del dueño del 
vapor 6 del armador, por averías que ha sufrido la carga, por 
entrega fuera de los términos del conocimiento, y nada es más 
esencialmente de jurisdicción marítima ú de almirantazgo, se- 

Las circunstancias que prece liaron ai embarque y siguieron 
á la entrega, tan extensamente detalladas por la demanda, solo 
probarían, & ser ciertas, q:ie las barricas de Portland fueron 
embarcadas en perfecto estado y entregadas, en parte, averia- 
das. Ellas podrán aumentar 6 duuiinuír la responsabilidad del 
dueño ó del agente del vapor, puro de ninguna manera desnatu- 
ralizar los hechos, que quedarán siempre en el. carácter de uua 
entrega de artículos averiados que, seguu el conocimiento, fue- 
ron recibidos á bordo en perfecta condición. 

Las responsabilidades á que el vicio en la entrega pueda dar 
lugar, están íntimamente relacionadas con los riesgos de mar 
con el recibo y entrega de la carga; en una palabra, con el canil 
plimiento de las obligaciones del Capitán; cuestiones todas con- 
cernientes á la navegación y comercio marítimo, cuyo conoci- 
miento, el inciso Ui del artículo 4' de la Ley de Jurisdicción y 
Competencia atribuye á la Justicia Federal. 

Pido, por lo espuesto, que, revocando la sentencia recurrida, 
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declaro V. E. que el Juzgado Federal es el competente 



Eduardo Costa. 



Fallo de I» Supreai* Corle 



Unenos fflm t Noviembres do 1887. 

í: Considerando: Prima®* «l^la cuestión rosucltu por 
los Tribunales de la Capital versa sobre si la demanda inter- 
puesta por Lawsouy Compañía corresponde a la jurisdicción de 
la justicia federal ú local. 

Segundo: Que la decisión atribuyendo á los jueces locales el 
conocimiento de esta causa, es definitiva sobre el punto cuestio- 
nad o t y contraria al otro, fundado en la ley nacional sobre ju- 
risdicción y competencia de los Tribunales Nacionales, 

Por t'Htos fundamentos, los de la precedente vista del Procu- 
rador tiern-ral en lo relativo á la naturaleza de la cuestión, y lo 
dispuesto en el inciso tercero del artículo catorce de la ley 
citada, so revoca el auto apelado de foja veinte y siete; y sede- 
clara que el conocimiento de esta causa corresponde á la Justi- 
cia Federal. Prúvia reposición de los sellos, devuélvanse. 



UENJAMIK VICTOR IC A. — U LADISLAO 
KIlJAS. -FEDERICO III ARGCRKf.— 
C. S. DE LA TORRE. — SALLSTIA* 

xo i. za valia (en disidencia). 
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DISIDENCIA 




Vi&tos y considerando: LYinioro: que el presente caso ha sido 
traído unte esta Corte por apelación do sentencia de la Cámara 
de lo Comercial de [a Capital, ®n virtud del recurso establecido en 
el artículo catorce de la ley sobre jurisdicción y competencia de 
los Tribunales Nacionales, y no por razón tic cor 
entre jueces de distintas jurisdicciones; y ei 
responde ante todo es examinar si el recurso es ó no 
en la forma en que ha sido traído. Segundo: que la sentencia apela- 
da es un auto en que aquel Tribunal confirma otro del Juez de Co- 
mercio, en que c&te sv declara competente pura entender en la 
demanda á que se refiere; auto que por resolver soba- la com- 
petencia del Juez que lo lia pronunciado, no pierde su carácter 
de interlocutorin, ( >nla acepción técnica di* la palabra, porque uo 
resuelve sobre el fondo de la demau la. sino sobre una cscopcion 
puramente dilatoria, Tercero: que el artículo catorce du la citada 
ley supone un juicio radicado y concluido ante lajurisdiccion pro- 
vincial, y concede el recurso de apelación para ante la Corte Su- 
prema solo de las sentencias definitivas pronunciadas por los 
Tribunales Superiores de Provincias, en los casos excepcionales 
allí espresados. Cuarto: que ese resurso, de carácter L-scepcional, no 
puede bacerse estensivo á otras sentencias que uo sean definiti- 
vas, sin desnaturalizarlo convirtiéndolo en un recurso ordinario y 
contrariando el testo espreso y el espíritu bien claro de la ley. 
Quinto: que, por atrapártela ley no ve un nial ni un peligro para los 
fines de la institución, en que causas del fuero federal por razón 
de la materia, cuales son las espresadas en el articulo catorce, ni 
otras por razón de las personas, á que se rofíere el articulo vein- 

ir radicadas ante la jurisdicción 
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provincial j ser falladas en definitiva por sus Tribunales, puesto 
que lo permite; y sí lo habría en estender el recurso á la Corte 
Suprema bástalos autos interJocu torios de los Tribunales Superio- 
res de Provincia, para estos, porque les haría perder su carácter 
de superiores , que no se aviene con la apelación ante otro tribu- 
nal como recurso ordinario aplicado aún á sus autos interlocuto- 
rios, y para la Corte, porquo le daría una intervención dema- 
siado frecuente en la administración de justicia provincial. Y 
sétimo: que la lej ha establecido el procedimiento que debe 
seguirse en las cuestiones de competencia, admitiendo los dos mo- 
dos conocidos de la inhibitoria y Je la declinatoria, siempre con 
la intervención prívia del Juez Federal, de cuya jurisdicción se 
trata, y en esa procedimiento no hay disposición alguna que 
autorice un tercer modo, cual es la apelación ante la Corte de las 
resoluciones de los Tribunales de Provincia, prescindiendo de los 
Jueces Federales, y reduciéndolos al rol de meros ejecutores en 
cuestiones que afectan á sn propia competencia y en que no han 
tenido ocasión de pronunciarse. 

Por estos fundamentos, se declara improcedente el recurso y 
devuélvanselos autos previa reposición do sellos. 
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«AINA CXLIII 



D. Roberto Cano contra tos cónyuges Vigncat*. sobre rescisión de 

un contrato de arriendo. 



Sumario. — Establecida en un contrato de arriendo la obli- 
gación del locatario de dar fiador en caso de atraso en el pago 
de alquileres, la no presentación de dicho fiador verificado este 
caso, da derecho á la rescisión dtd contrato. 



Caso. — Los esposos Vjgneau tenaín en arriendo la casa callo 
Florida n° I por la suma de 289 jjf 33 m/ n . 

En caso de atraso en el" pago de alquileres, s.» había estipu- 
lado que darían fiador solidario por los alquileres y por el fiel 
cumplimiento del contrato. 

El caso se verificó, y el propietario don Roberto Cano exigió 
que dentro de un término perentorio, bajo apercibimiento de de- 
clararse rescindido el contrato, se le diera liador, interponiendo 
la demanda correspondiente. 

Los esposos Vigneau, en juicio verbal, prometieron presentar- 
lo dentro de 15 dias. 
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No presentado dentro de ese término, el Sr. Cano pidió b-í 
declarara la rescisión del contrato. 

Conferido traslado, los esposos Vigneau dijeron que pagarían 
puntualmente los alquileres, quedando autorizada el Sr. Cano 
para pedir la rescisión si no cumplían. « 

El Sr, Cano manifestó que no estaba conforme. 



fnlU 4«IJtm F*4ml 

Bueno» Airea, Enero 19 da 1887 

Autos y vistos : atenta la manifestación becha por ta parto 
de Cano en el escrito que anteceda; resultando de la propia es- 
posicion de los demandados, esporos Vigneau, consignada en el 
de foja 56, qae no han cumplido con lo establecido on el contrato 
de foja 2 y en el juicio verbal de que instruye el acta de foja 30, 
relativamente á la presentación de un fiador; y por último, en 
conformidad i lo convenido en ese mismo juicio: declárase res- 
cindido el contrato de locación que en testimonio corre á foja 2. 

Andrés ügarriza. 



Buenos Aires, flíonembre 5 Ja 1887. 

Vistos : por sus fundamentos, y apareciendo no haberse so- 
licitado condenación en costas por el demandante en primera 
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instancia» se confirma danto apelado de foja setenta. Repues- 
tos los sellos, devuélvanse, 

. DESJAMIS VICTORICA. — U LADISLAO 

IRIAS — FEDERICO MARGAREN. 
— C. S. DE LA TORRE. — SALUS- 
TIASO J. ZAVAL1A. 



CAUSA CXL1V 



Maspoli, Ckiesa y C% contra D* lanada Ulha de Cardozo; 

sobre desatojo 



Sumario. —1* Para que se admita la demanda de desalojo 
fondada en el dominio, es necesario probar la adquisición de 
este. 

2* £1 dominio de una cosa inmueble no se adquiere con el solo 
titulo. Es necesario que este sea seguido de posesión adquirida 
por la tradioioD. 
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3 o No comprobada la adquisición do la pjseaioo, y comproba- 
da por el contrario la posesión treintennria del demandado, debo 
rechazarse la acción de desalojo. 



Caso. — Se esplica on el 



Falta del Jue* Federe! 

Rosario, Abril 5 de 188.1 

Vistos estos autos seguidos por los señores Maspoli, Chiesa 
y C\ contra D' Ignacia Ulloado Cardozo, resulta lo siguiente : 

Aquellos demandan á esta el desalojo que resiste, de un terre- 
no que dicen de su propiedad, en el distrito de Ludueiia, de este 
Departamento, compuesto de doscientos varas de frente al Este 
por legua y media de fondo, más 6 menos, al Oeste, lindando: 
por aquel rumbo, con terreno quo fué de Miizzio ; por el fondo, 
con los de D.Juan Francisco Roldan; por el Sud, con los que 
fueron de D. Mariano González; y por el Norte, con los de Don 
Domingo Costa, en conformidad todo con el plano corriente á 
foja 86, levantado por mensura judicial. 

Los demandantes esponen : que al ir i tomar posesión de su 
terreno, prévia esa mensura aprobada por el Departamento Topo- 
gráfico y según los documentos que acompañan, se han encon- 
trado con que ¿1 se halla ocupado indebidamente por la deman- 
dada, que ha construido un rancho de material, techo de paja; 

Que según se les ha informado, esa ocupación data desde baa- 
tantes años, sin otro título que el consentimiento que le hayan 
podido dispensar los anteriores propietarios, 6 la intromisión 
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sin dicho consentimiento, por no haber hecho ellos uso del men- 
cionado terreno. 

Que después do practicada y aprobada la mensura, hicieron 
saber á dicha D s Ig nacía, la necesidad que tenían de ocupar su 
campo, intimándole su desalojo, á lo que ella se niega alegando 
pretestos infnndudos, en vista de sus títulos y de los ningunos 
de la misma para ocupar lo ngcno, en coya virtud piden se le 
ordene desocupar el terreno en un término prudencial, condenán- 
dola en los daños y perjuicios, como en los arrendamientos del 
prédio detentado. 

La demandada, opone: Que el terreno comprado poT los deman- 
dantes, perteneció en mayor porción á su finado padre D. Juan 
Crisóstomo Ulloa, por compra hecha á D. M. Viliarrnel; 

Que al fallecimiento de sus padrea, quedaron como legítimos 
y únicos herederos, ella y su Uñada hermana Consolación; 

Que en esa época, hacia el año 1840, en que su padre murió en 
la batalla de «Mal Abrigo», no pudo hacer disposición testamen- 
taria; 

Que posteriormente y habiendo también quedado una herma- 
na de ella del primer matrimonio de su padre (de su madre, de- 
bió decir), llamada Ménica Benitez, esta so apoderó de todos 
los» bienes paternos, y su esposo Pedro Ulloa, otorgó poder á 
D. Zacarías Machado, para que los vendiese, uo habiendo sido 
repartidos entre sus legítimos herederos; no pudiendo, por tanto, 
disponer de lo ajeno; 

Que Machado vendió a Mazaio y líezzúnico, el terreno recla- 
mado, por escritura de 2(í de Octubre de 1865; 

Que teniendo la demandada noticia de esa venta y para defen- 
der sus derechos de esa usurpación, se presentó al juzgado civil, 
por medio de su apoderado Ü. Gaspar Heusor, entablando deman- 
da contra Mazzioy Hezzónico, pidiendo la nulidad de la venta que 
les hizo Pedro Ulloa; autos quo se tramitaron por el escribano 
D. Federico Llobet y deben encontrarse en el Archivo General; 
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Que seguido ese juicio, quedo paralizado desde hace algunos 
años, y que por sus enfermedades y completa escasez de recursos 
no ha podido continuarlo ; 

Que mientras se han ido sucediendo las rentas del citado ter- 
reno, ella lo ha poseído pacificamente desde mas de cuarenta 
años, sin que jamás nadie le baja intimado desalojo ni hecho 
reclamo, ni por los demandantes ; 

Que por tanto, se rechace la demanda con especial condenación 
en costas. 

Los títulos y pruebas en que fundan su derecho Maspoli, 
Chiesa y C\ son los siguientes : 

Una escritura pública de 19 de Mayo de 1860, foja 41, en 
que consta que D. Valerio González y D, Pedro XJlloa, diciéndo- 
se propietarios (aunque sin espresar el origen de sus derechos), 
permutaron dos terrenos, dando el primero al segundo un terre- 
no de dos cuerdas de frente con seis leguas de fondo, en el para- 
je del «Espinillo», en este Departamento, lindando: por el Norte, 
con la «Bajada del Remanso»; por el Sud, con el otro terreno 
que luego se espresará; por el Este, con el rio Paraná; y por 
el Oeste, con los fondos de los terrenos que Tienen del rio Car- 
carañá; y el segundo, dió al primero otro terreno de las mismas 
dimensiones, contiguo al anterior, lindando:. por el Sud, con tier- 
ras del Estado; por el Xorte, con dicho terreno anterior; y por los 
demás rumbos, en igual modo dicho en el precedente; siendo 
de advertir que el lugar donde se bulla hoy la habitación de la 
demandada, resulta ubicado, según la mensura y plano, en el 
terreno que diú González á Ulloa, casi bajo la línea divisoria que 
separa ambos. 

A foja 43, corre otra escritura pública, de 26 de Octubre de 
1865, por la que D. Zacarías Hachado, en representación de Pe- 
dro Ulloa, vende a D. Antonio Rezzónico, un terreno situado en 
la «L adueña», de dos cuerdas 6 seau doscientas varas de frente, 
por dos leguas de fondo, lindante: por el frente, con el rio Pa- 
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rana; por el Norte, conloa herederos Villarruelles; por el Sud, 
coa D. Valerio González; y por el Oeste, coa don Francisco 
Boldan, Este terreno es la parte del nacien^ del que recibía en 
permuta de D. Valerio González. 

A foja 45, se registra un poder público de Pedro Ulloa á Don 
Zacarías Machado, en 15 de Marzo de 1865, para que exija el 
desalojo del terreno que había recibido de González en per- 
muta. 

Corre á foja 5 otra escritura pública, en que consta que, en 
26 de Noviembre de 1868 y ante el escribano D. Manuel López 
Zamora, el señor Juez de Primera Instancia en lo Civil dy esta 
ciudad, á nombre de los esposos Kezzónico, vendió á D. Lucio 
Doncel, en remate público judicial, un terreno en la «Cañada 
de Lndueñai, compuesto de doscientas varas de frente al Este, 
por legua y cuarta de fondo más ó meaos, lindante: por el fren- 
te, con terreno que fué de D. Luis Mazzio; por el fondo, con Don 
Juan Francisco Boldan; por el Sud, con terreuo que fué del 
concurso de D, Mariano González (sucesor sin duda de D. Va- 
lerio González); y por el Norte, con D. Domingo Costa. Y cons- 
ta por la misma escritura, otorgada en 23 de Octubre de 1880, 
ante el escribano D, Javier Manuce, que a Lucio Doncel ven- 
dió el mismo terreno, en esa fecha, á los señores Maspoli, Chiesa 
y C-, habiendo Doncel pagado la Contribución Directa de ese 
campo, según el boleto de foja 4. 

A foja 6. se registra el testimonio de la mensura judicia 
practicada de ese campo, y su aprobación en 27 de Octubre de , 
4881. Mensura para la cual no se citó á D* Ignacia Ulloa, y que 
mandada practicar nuevamente con su conocimiento, con moti- 
vo de eatoi autos, resnltó aquella arreglada á los documentos, 
como lo espresa en su informe de foja 32, el Agrimensor Soriano, 
nombrado de común consentimiento de partea. 

Además, como prueba testimonial, los demandantes han ren- 
dido la siguiente : 

so 
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A foja 84, Baldan d«oltn constarle que RexzÓnico poseyó j 
colonixó «1 terreno que fué de D. Pedro Uliea : que recuerda 
que D» Iguaria vino i riiir en él t como al año 6 dos de la bata- 
lla da Para, cuando lo desocupó al declarante qna lo poblaba, 
j qae ella ocupa el poto y jagüel qne él había hecho, 

A foja 31 vuelta, Bertotti, eapreia: Qne hace como doce añoi 
qna él fué i ate terreno y qne Reiiónico puso en él colonos. 

A foja 33, Edreira afirma: qne sabe; le consta qne Bexsó- 
níco posejó j eeloniió el terreno desde qne lo compró á D* Igna- 
oía üllea (equivoca el Tendedor, qne fné Machado á nombre de 
Ülloa). 

Ahora bien; taparte demandada, sin presentar mogón docu- 
mento, ha rendido la siguiente prueba testimonial: 

A foja 24 Tuelta, declara Córdoba ; que le consta por haberlo 
oido á D. Juan Crisóstomo Ulloa y i su esposa, que la D* Igua- 
ria era bija legitimada ellos; que sabe y le consta ser cierto que 
ella posee desda hace más de cuarenta años, el terreno que ac- 
tualmente ocupa, de doscientas varas de frente por legua y cuar- 
ta de fondo, teniendo en él una población donde siempre ha vi- 
vido y alguna hacienda, ignorando sí le corresponda por heren- 
cia de au padre, y si haya sido ó no interrumpida en au pose- 
sión. 

A foja 96 vuelta, Hedina declara : que hace más de treinta 
anos conoce 4 D* Ignseia en ese terreno de Ludueña, sin saber 
si le pertenece á ella ó no. 

A foja 28, afirma Mansilla : que ha conocido á D* Ignaeia en 
ese terreno hace treinta y ocho años, sin saber nada de sus títu- 
los de propiedad, habiéndose criado él en la casa; que D. Pedro 
TTlloa debe saber de los títulos; que D* Haría Antonia C sudoso, 
que lo crió, quedó viuda de D. Juan Francisco Benítes, casándo- 
se en segundas nupcias con el finado Crisóstomo Ulloa; que Pe- 
dro Ulloa, se quedó con los títulos del finado Crisóstomo; que 
D* Haría Antonia, tuvo una hija del finado Benites» llamada 
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Minie», ,„e se caso con ol dicho Pedro Ullo»; que D* Ignacia 
en. ca» , hacienda al. í; q uc uunc. & ]lln J¡* 

lestia. «. D. ¡Sacaría» Machado que lo vendió 

paire D. Crisostomo; que no 9 .ba si I e dio o no documentos y que 

fiea pose.*» de.de hace treinta y tres años, con una población 
donde ha vivido, teniendo algunas haciendas * 

añoa „,,„ «i i 7 t . ' h * 1ÍMáo "o™ J «ció 

ano. q„e el declarante se ha ausentado del distrito de Ludue- 
n»; que hace con.» treinta años, que con,, vecino, ha conocido i 
D-Iguaciaenel lugar que actualmente se halla- flB e en al,, 
■empo tenlahaoiendo, ignorando si ahora la SWRKE 

El t T 18 hS7an "*™"P* en s " í«ta. 

»n eZ T ° bCt ' 4 f<>ja S,irma : '» « «=¡«'0 «ctuo en 
« «podiente que seguía D. Gaspar Heuser y D. Pedro ÜHol 

ha hallado en el Archivo, por la r,zon que espresa el Si i. 
wro general, en tu nota de foja 49 

q-e estí, „„ haber visto hayo sido interrumpida, habiendo LT 
do un poco de hacienda de enda clase. wenaotoui. 

nnJ/ "/"'"^" ^ ab80lTÍ6 '« 1 » Posiciones, D* Ignaci» dice • 
qne desde que murió su padre en tm , „„ TÍT¡do * 

que era falso que el poro yjagüel de I, casa ,„e ocupa lo, h„ 
h«o trabaja,; que era f.|«, , qfl Bczzónico y Maza» nos.„„ a 
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zzódíco lo taro en cuestión con ella; que es falso ha ja sido deman- 
dado por Pedro Ulloa, ó por su apoderado Machado, á quien no 
ha conocido. 

Y considerando : 1" Que aún cuando D - lgnacia Ulloa hu- 
biese acreditado suficientemente ser hija legitima de D. Juan 
Crisóstomo, no ha prohado con título alguno que antes hubiera 
sido dueño de las tierras que ocupa, sin determinar tampoco esa 
mayor ostensión de qne, según espresa, era también propietario, 
y de las que, según ella espone, hacen parte las qne se cuestio- 
nan, sin espresar tampoco el rumbo de su actual habitación ha- 
cía el cual se dilaten esas tierras, siendo, por tanto, sus asevera- 
ciones vagas é indeterminadas en contraposición á los documen- 
tos públicos y precisos que se le oponen, partiendo de la lejana 
fecha de 1860. 

2" Que dado el caso también de que su padre hubiera sido due- 
ño de tierras en ese paraje, y que Pedro UUoa, haciendo acto 
de injusticia se hubiera apoderado de los docamentos, ellos so 
referirían indudablemente á los terrenos de igual ostensión, 
ubicados al Sud délos cuestionados, pues estos fueron los dados 
por dicho Pedro UUoa en permuta á Valerio González, ubicados 
al Norte, sin que la demandada haya probado ni aún alegado 
que los que dió González, que son sobre los que versa el pleito, 
hubieran pertenecido á su padre, y sin que haya siquiera dato 
alguno para así suponerlo t faltando, por consiguiente, toda base 
fundamental ¿su pretensión de dominio á propiedades que no 
fueron de su padre, razón por la cual las declaraciones de todos 
sus testigos solo pueden referirse, como se colige de ellas mis- 
mas, á los terrenos que reputaron ser de D. Juan Crisóstomo 
Ulloa, y en ningún sentido a los de Valerio González, que son 
los de que se trata. 

3° Que aún cuando el precedente considerando bastara para 
fundar la resolución de esta causa, pnede añadirse qne el hecho 
de haber permanecido indivisas las áreas permutadas y lindan- 
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tes, hasta la última mensura y deslinde ojie las ha determinado, 
es plica la ocupación de tantos años por parte de D* Ignacia, eu 
el lugar de su actual casa, casi bajo la linea divisoria, como es- 
plica también, como sucede en propiedades no divididas ni cer- 
cadas, que sus haciendas hubieran podido pacer indistintamente 
en ambas áreas, no siendo por tanto, un título de posesión legíti- 
ma, ninguno de esos hechos acaecidos bajo la mente equivocada 
de ocupar terrenos que pertenecieran á su padre. Y pues, precisa- 
mente los deslindes tienen porobjf to reducir á ios colindantes 
á sus respectivos términos, siendo por tanto su permanencia en 
el punto que habita una mera ocupación, de muy buena fé tal 
vez, más no la legítima posesión en que pueda estribarla pres- 
cripción de dominio que pretende, contra lítulus que por su ca- 
rácter público, su determinación y su fecha, la dan perfecta d 
sus tenedores. Y esto tanto más, cuanto que ella, sabedora, como 
se confiesa, de las sucesivas etiage naciones sobre el área que se 
disputa, hechas á diversos individuos, ha permanecido silencio- 
sa hasta qne se le ha pedido judicialmente el desalojo, pues ni 
ha probado las acciones que dice dedujo contra Pedro Ulloa, 
cuando Machado en su representación hizo la ventad Rezzónico, 
y pues, aún cuando tal hubiese probado, serían referentes al ter- 
reno ubicado al Sud, que fué* el que pudo pertenecer á su padre, 
más no al que motiva la presente cuestión. Y aún cuando se tra- 
tase de la misma área de Ulloa, las escusas do su silencio en 
ningún sentido son bastantes como prueba, en actual oposición 
cuando se le ha pedido el desalojo. 

4* Que además, aún cuando haya permanecido desde el año 
1840 en la ajena localidad que ocupa por la esplicable ignoran- 
cia de los justos límites de esas propiedades, no podría acoger- 
se á la prescripción treintenaria á que se refieren los artículos 
09 y 70, libro 4 o , título I o del Código Civil, porque ella fué in- 
terrumpida por la renta de Ulloa á ttczzónico en 1865, tomando 
este posesión del campo y colonizándolo ú vista de la demandada, 
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antes de Hogar el término de los treinta años, artículos 38, 43 y 
52, libro *\ título I o del Código Civil; y pues que dos posesio- 
nes simultáneas en la misma cosa, no siendo en comunidad, no 
pueden subsistir (Art 51, lib. 3 o , tonu 2 o del Cód. Civ.) 

5 B Que siendo muy posible, según el mérito de aatos t que di- 
cho Pedro Ulloa cometiese el acto ilícito de apoderarse de los tí- 
tulos de D. JnanCrisóstomo, y yoriOcar con ellos la permuta 
con González, defraudando ¿ D" Ignaciayásu hermana sus 
derechos, en caso de tenerlos, gravitarían sobre el terreno per- 
mutado por el espresado Pedro Uiloa, ubicado al Sud del cues- 
tionado. 

6* Que los derechos de Maspoli, Chiesa y C", se apoyan firme- 
mente en ios documentos de la permuta de 1860, de la escritura 
de venta hecha por Ulloa á Hezzúnico en 1885; de la judicial de 
este á Doncel en 1868, y de la de Doncel á los demandantes, en 
1880, favoreciéndolos además la prescripción (artículos 53, 55, 
57, 59, 62, 64, 65, libro *\ título 1* del Código Civil). 

Por estos fundamentos ; y habiendo por bien comprobado la 
demanda, se declara a" los señores Maspoli, Chiesa y C' t due- 
ños legítimos del terreno que se cuestiona, en conformidad al pla- 
no de mensura presentado por ellos y i D" Ignacia Ulloa de Car- 
dozo, en la obligación de desalojar la parte de eso terreno que 
ooupe, en el tépnino do dos meses desde que esta sentencia que- 
de ejecutoriada. 

Repónganse los sellos y notifíquese con el original. 

Fenclon Zuvtrta. 



Buenos Aires, Noviembre 5 de 1887. 



Vistos y considerando : Primero: Que en la demanda so pide 
por los actores que se ordene i la demandada que desocupe el 
terreno de propiedad de aquellos, que ocupa indebidamente, coya 
ubicación, ostensión j linderos so espresa, en el término pru- 
dencial que el Juez designe, y se le condene al pago de daños y 
perjuicios, arrendamientos y las costas del juicio. 

Segundo : Que la demandada, en su contestación, ha pedido el 
rechazo de esta demanda, negando el dominio invocado en ella 
por los actores y sosteniendo que el terreno de que se trata le 
pertenece por herencia de su padre, habiéndolo poseído quieta y 
pacíficamente desde más de cuarenta años : y en su alegato de 
Meo probado, opuso además laescepcion de prescripción treinte- 
naria. 

Tercero: Que así trabado ol pleito, y abierta la cansa á prueba, 
los actores han debido probaran dominio, que ea ol único titulo 
invocado en su demanda, y la demandada el suyo, adquirido por 
herencia 6 por la prescripción. 

Cuarto ; Que de la prueba producida por aquellos resolta de- 
mostrado, por las escrituras presentadas, que compraron el ter- 
reno en cuestión á don Lucio Doncel, en veinte y tres de Octubre 
de mil ochocientos ochenta, quien lo compró á su vez á los es- 
posos don Antonio Rezzónico y doña Luisa Lopes de Rezzóaico, 
en venta judicial otorgada en veinte y seis de Noviembre de mil 
ochocientos sesenta y ocho, según referencia de la venta de 
Doncel, foja cinco» pues la escritura de venta judicial á este no 
ha sido presentada, habiéndolo adquirido Reixónico por com- 
pra hecha á don Pedro ülloa; en veinte y seis de Octubre de 
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mü ochocientos sesenta y cinco, fojas cuarenta y tres, quien lo 
hubo á su Tez por permuta hecha i don Valerio González, en 
diez y nueve de Mayo de mil ochocientos sesenta (foja cua- 
renta y una). 

Pero la escritura de permuta no hace referencia alguna al 
origen ni á la procedencia inmediata del títnlo do los permutan- 
tes, de manera que no hay prueba alguna, fuera de la palabra 
de Valerio González, de que este fuera dueño en mil ochocien- 
tos sesenta del terreno de que se trata y que, por consiguiente, se 
hayatramitido legítimamente el dominio á Pedro UUoa y ¿or 
este á sus sucesores. 

Quinto: Que tampoco se ha producido prueba alguna de que 
Valerio González, Pedro Ulloa, Rezzónico, Doncel, ni los de- 
mandantes hayan poseído el terreno de que se trata, y por el 
contrario, resoltada la escritura de foja cuarenta y cinco, otor- 
gada por Pedro Ulloa, que este no lo poseía en el acto de la ven- 
ta á Rezzónico, pues da poder á don Zacarías Maohado para que 
á su nombre» etc., pueda entablar la gestión 6 gestiones que 
fneran precisas contra doña Iguaria Ulloa, á fia de obtener el 
desalojo de un campo de su propiedad, en dicha provincia, en el 
parage denominado Espío i lio, qno indebidamente ocupa la es- 
presada dona Iguacia, etc., etc. Lo faculta para que, desalojado 
y deslindado el campo, ¿ cuyo efecto podrá pedir mentara, lo 
pneda vender por el precio y bajo las condiciones que estipulare, 
etc., siendo de notar que la venta se hito contrariando los tér- 
minos del mandato, sin haber obtenido antes el desalojo, como 
resulta de la demanda. 

Sesto: Que no teniendo la posesión Ulloa en el acto de la 
vento, como queda demostrado, ni habiéndote demostrado que 
antes la tnviera, aún suponiendo adquirido legítimamente el 
dominio de Valerio González, no ha podido trasmitirlo á Rez- 
zónico, ni este á sus sucesores, porque no bosta el título sin 
la posesión adquirida por la tradición , para transferir el dominio 
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(artícelas dos mil seiscientos ano, dos mil seiscientos dos, dos 
mil seiscientos nueve, dos mil trescientos setenta y nneve y tres 
mil doscientos setenta y cinco, Código Civil). 

Sétimo: Que los mismos demandantes reconocen que no 
han entrado en posesión, pues en su demanda dicen, que al ir 4 
tomar posesión se han encontrado conque su terreno se hallaba 
ocupado por doñalgnacia U. de Cardozo, quien había construi- 
do nn rancho de material techo do paja, y según se les había in- 
formado, esa ocupación databa desde hace bastantes anos. 

Octavo: Que la prueba testimonial producida por los mismos, 
es á todas luces ineficaz para probar la pretendida posesión 
de Rezzónico; en la segunda pregunta de su interrogatorio de foja 
treinta, se establece que este poseyó y colon i zú el terreno desde el 
momento que lo adquirió, lo que está en contradicción con lo que 
resulta déla escritura de foja cuarenta y cinco; á esa pregunta, 
responden cinco testigos: Domingo Roldan, que es cierto; Bertotti: 
vque hace como doce años á que el declarante fué á ese terreno 
y á que Rezzónico puso en él colonos» , lo que no es posible, pnes 
en la fecha de esa declaración hacía más de catorce años áqne 
el terreno había sido vendido en venta judicial; Ramón Ed reirá: 
que era cierta la pregunta, « refiriéndose al terreno comprado á do- 
na Igoacia Ulloa», no di razón de su dicho é incurre en nn error 
manifiesto, pues no hay terreno con prado A doña Ign acia Ulloa; 
Pedro Mendoza: que ignora; y Casimiro Roldan! que ignora. 

Noveno : Que la demandada, si bien no ha justificado su titulo 
á la propiedad, tiene ¿su favor la posesión animo domini, que 
le basta para repeler la acción entablada en virtud de nn título 
no comprobado y tiene la prescripción operada en virtud de la 
posesión no interrumpida de mas de treinta años. Los deman- 
dantes le reconocen su posesión desde mil ocho cientos sesenta 
y dos, esto es, veinte años antes de la demanda; y cinco testigos, 
que dan razón satisfactoria de sus dichos, declaran que han co- 
nocido á doña lgnacia Ulloa poseyendo desde hace más de treinta 
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años el kerrtno w cueitiou, teniendo na» población en él» donde 
liempro ha vivido, j ocupándolo con haciendas. 

Décimo : T finalmente, que esa posesión no ha sido interrum- 
pida por las rentas hechas desde Pedro Ulloa hasta los deman- 
dantes, porque nhignno de loa compradores entró en posesión 
del terreno ni entabló demanda contra la poseedora antes de la 
de foja diez, no habiéndose comprobado, como queda demos* 
trado, la pretendida posesión y colonización de Rezzónieo. 

Por estos fundamentos, y itentolo dispuesto en las leyes 
primera, título catorce ; siete, veinte y una y veinte y seis, 
título veinte y nuere, partida tercera, se revoca la sentencia 
apelada de foja noventa y seis y se absuelve á dona Ignacia Ulloa 
de Cardo» de la demanda de foja diez; y repuestos los sellos, 
devuélvanse. Jíotífiqnese con el original . 

BENJAMIN VICTOR1CA. — U LADISLAO 
FRIAS. — FEDERICO [BARGÚRE5. — 
C. S. DE LA TORRE . — SALUSTJAWO 
i. UVALU. 
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D. José M* Huergo contra !)* Severa Zubtaurre de Fehringer, por 
cobro de honorarios; sobre absolución de posiciones 



Sumario.— U mujer casada que es parte interesad» en el 
juicio, está obligada a absolver las posiciones que le sean defe- 
ridas por la contraparte. 



Caso. — D, José María Huergo demandó á D* Severa Zu- 
biaurre de Fehringer, por cobro de honorarios que afirmaba 
serle debidos por dicha señora. 

Acreditadala competencia de los Tribunales federales y con- 
testada la demanda, el Sr. Huergo pidió que la demandada ab- 
solviera posiciones. 

El Sr. Fehringer se opuso, manifestando que la mujer ca- 
sada no podía obligarse sin la venia del marido, y que él no se 
la daba para el acto de las posiciones, cuyo resultado podía cau- 
sar obligación. 



SI 
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Buenos Aires, Octubre 37 de 1885. 

Vistos y considerando: 1° Que según el artículo 108 de la 
lej nacional de enjuiciamiento, antes de verse el pleito en de- 
finitiva, pnede cada parte pedir que la contraria responda bajo 
jaramente á posiciones concernientes al panto litigioso. 

2° Qoe en este juicio la interesa Ja y dueña del pleito es D* 
Severa Zubiarre de Feheringer, contra quien se ha deducido la 
demanda, y por consiguiente, la parte & quien le concierne el 
precepto legal que se acaba de citar, no teniendo su esposo otra 
misioa que la de su representación que le confiere la ley (art. 57, 
inciso 4" y 185 del Cód. Civ,). 

3 a Que la ley civil pToteje la incapacidad relativa de la mujer 
al solo efecto de suprimir los impedimentos de sn incapacidad, 
dándole la representación necesaria, pero sin concederle privi- 
legios de ningún género* cual sería el de negarse fundadamente 
i cumplir un acto legal del juicio en que es parte (art. 58, Cód 
Civ). 

4* Que si bien es cierto que la mujer no puede estar en jui- 
cio por sí ni por procurador, sin licencia especial del marido dada 
por escrito 6 suplida por el jaez del domicilio (art, 188), esta li- 
mitación no alcanza á actos da la naturaleza del que se trata, 
pnea él no constituye lo que jurídicamente se llama estar en 
juicio. 

5" Que la intervención del esposo en el juicio implica la au- 
tomación necesaria para la comparencia de la esposa en todos 
aquellos actos en que sea exigida con derecho, pues de otra ma- 
nera dependería de la voluntad de aquel hacer ilusorio uu pre- 
cepto de ley, con perjuicio de terceros. 

Por estos fundamentos, fallo, que D* Severa Zubiaurre de 
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Feheringér, comparezca á absolver posiciones el día 7 del en- 
trante Noviembre, á las dos de la tarde, bajo apercibimiento 
de darla por confesa si no lo verifica. Notifiques* original. 

Virgilio M. Tedin. 

Buenos Airea, Noviembre 8 de lflgí. 

Vistos : por sos fundamentos, se confirma con costas el auto 
apelado de foja sesenta y ocho, y previa reposición de sollos* 
devuélvanse. 



t LADISLAO FRIAS. — FEDERICO 1BAR- 
COREN.— C. S. DE LA TORRE. — 
SAUJ6TIAWO J. ZAYAL1A. 
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CAUSA CXI* VI 



La Compañía de Tierras Central Argentina, contra la Provin- 
cia de Córdoba; sobre exención de impuestos fiscales y cobro 



Sumario. —Las tierras donadas á la Compañía del Ferro-Ca- 
ri! Central Argentino, al uno y al otro lado da la ría, no están 
comprendidas en la exención de impuestos acordada á estay sus 
dependencias, por el articulo** de la le/ nacional de 23 de Ma- 
yo de 1863. 



Coio. — Se eeplica en el 



Buenos Aires, Noviembre 10 de 18S7. 

Vietos estos autos pendientes ante esta Suprema Corte de 
Justicia, por demanda iniciada por Don Nicolás Bouwer, en re- 
presentación de la Compañía de Tierras Central Argentina, 
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contra el Gobierno de la Provincia de Córdoba, pidiendo te 
declare á dicha Compañía exonerada del pago de todo impuesto 
6 contribución fiscal ú aquella Provincia por las tierras que el 
gobierno de la nación cedió á la Empresa del Ferro-Carril Cen- 
tral Argentino, á nno y otro lado de la vía de dicho ferro-carril, 
de que dicha Compañía, reconocida por decreto del Gobierno 
Nacional de once de Febrero de mil ochocientos setenta y 
nneve, se dice propietaria, como parte integrante de aquella 
empresa, declarando ademas á la Provincia demandada en obli- 
gación ds devolver las cantidades qne por razón de tales con- 
tribuciones hubiese percibido, y dejar libres las tierras que 
por el mismo título hubiera embargado, con abono de costas, 
costos, danos y perjuicios. 

Funda Inacción el demandante haciendo mérito de la ley del 
Congreso, de veinte y tres de Hayo de mil ochocientos sesenta y 
tres, que aprobó el contrato celebrado en diez y seis de Mano 
del mismo año por el Poder Ejecutivo Nacional con Don Gui- 
llermo Wheelwright, para la construcción del espresado Ferro* 
^irril Central Argentino, entre cuyas estipulaciones se encuen- 
tran, en lo pertinente, las siguientes: 

Primera: Que c todos los terrenos, ya nacionales, provinciales 
ó del dominio privado que se requieran parael camino, estaciones, 
muelles, depósitos de carbón, almacenes para la carga, oficina 
de fábricas, depósitos de agua y demás dependencias del ferro- 
carril, serán donados por el Gobierno á la Compañía » (artículo 
tercero). 

Segunda : Que « los materiales, útiles y artículos que fuere ne- 
cesario importar del exterior para la construcción y uso esolusivo 
del ferro-carril, serán libres de todo derecho á su introducción 
durante el período de cuarenta anos. Así mismo, la propiedad del 
ferro-carril y sus dependencias, serán libres de toda contribución 
ó impuesto, por el mismo término > (artículo cuarto), y 

Tercera ; Finalmente que i el gobierno concede i la compa- 
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nía, en plena propiedad, una legua de terreno á cada lado 
del camino en toda su extensión, comenzando á distancia 
de cuatro leguas do las estaciones del Rosario y Córdoba 
y á una legua de cada una de las villas de San Gerónimo y 
Tilla Nueva, por donde pasa el camino. Estas tierras son á mas 
de las estipuladas por el artículo tercero, siempre qne aque- 
llas no fuesen comprendidas en estas, y son donadas á la 
Compañía en plena propiedad á condición de poblarlas. Ade- 
más, el Gobierno se compromete a obtener cuatro leguas en la 
Provincia de Santa Fe* y cuatro en la de Córdoba, de las tierras 
fiscales pertenecientes a cada una de estas Provincias, para 
cederlas á la compañía > (artículo doce). 

Agrega el demandante que después de diversas dificulta- 
des suscitadas á partir de mil ochocientos setenta, entre la 
empresa y el fisco de las Provincias de Córdoba y Santa Fé, 
á consecuencia de pretender estas gravar con contribuciones 
las tierras donadas á la compañía por el articulo doce del 
contrato citado, ha sido esta última notificada de nn auto 
da apremio dictado á solicitud del Gobierno de la provincia 
de Córdoba ó de un agente suyo, por uno de los Jueces en 
lo Civil de la misma, emplazándola al pago dentro de no* 
veno día de la cantidad de treinta y cuatro mil quinientos 
•atenta y cuatro pesos y cincuenta y tres centavos nacio- 
nales, por valor de contribuciones atrasadas, bajo apercibi- 
miento de precederse al remate de cuatro leguas de dichas tier- 
na, que el mismo Juez manifiesta haber mandado embargar á las 
resultas del precio. 

T espresa, finalmente, que antes de ahora y con el solo fin 
de evitarse mayores perjuicios, erogaciones é inconvenientes, 
la compañía de tierras ha abonado á una ó á ambas de las 
provincias mencionadas, algunas sumas por contribuciones de 
anos anteriores» pero qne este hecho, realizado bajo protesta y 
salvando loa derechos que el contrato de su concesión acuerda á 
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la empresa, no pueda perjudicar aquellos derechos ni ser un 
obstáculo i la presente gestión. 

Corrido traslado de la demanda, el representante del Gobier- 
no de la Provincia demaadanda sostiene en primer lugar, que 
la compañía demandante no goza ni puede gozar de los de- 
rechos y privilegios acordados á la empresa del Ferro-Carril 
Central Argentino por el contrato de su concesión, en virtud 
de constituir ambas sociedades nó una sola sino dos personali- 
dades distintas é independientes entre sí, tanto por los fines 
de la institución, como por los estatutos que las rigen j las 
personas que las componen, en cuyo mérito nunca se han teni- 
do en cuenta á los efectos de la garantía acordada por el Gobier- 
no Nacional á la empresa constructora de Ferro-Carril los ren- 
dimientos 6 ganancias de la Compañía de Tierras, ni ha recibido 
el Gobierno, no obstante su carácter de accionista de la primera, 
dividendo alguno de dichas ganancias, como no lo han recibido 
ni reciben los demás accionistas del ferro-carril, que no lo son 
especialmente de la Compañía de Tierras. 

Hace mérito, en segando lugar, do que los terrenos compren- 
didos en la cláusula doce, antes citada, fueron respectivamente 
cedidos al Gobierno Nacional, & los efectos de ta estipulación 
contenida en dicha cláusula, por los Gobiernos de Córdoba y 
Santa Fé, y dice que ni unos ni otros han sido jamás considera- 
dos como una dependencia del ferro-carril, siendo una demos- 
tración de ello, que la Compañía de Tierras los enagena á quien 
quiera comprarlos, vendiéndolos sin reserva ni condición alguna. 

Agrega, que no siendo ellos una dependencia de aquella obra, 
no se hallan ni pueden hallarse comprendidos en la exoneración 
de impuestos que el artículo cuarto, antes enunciado, acuerda 
al ferro-carril y sus accesorios. 

Y, finalmente, expresa que en esto sentido se ha pronunciado 
no solo el Gobierno de Córdoba t requiriendo de la empresa cons- 
tructora el pago de las contribuciones correspondientes á dichas 
r. n ai 
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tierna, sitió también el Gobierno Nacional, rechazando el recla- 
mo llevado ante él por dicha empresa con ocasión de aquella 
requisición, en cuya consecuencia, la compañía ha abonado los 
impuestos correspondientes hasta el año mil ochocientos setenta 
y siete, dejando en esa fecha solamente de pagarlos. 

En comprobación de esto acertó alude i las afirmaciones con- 
tenidas en la demanda misma y acompaña copia de una nota 
fechada en Julio once de mil ochocientos setenta, del entonces 
Ministro del Interior Dr. D. Dalmaeio Velez-Sarsfield, cuyo 
tenor es como sigue: 

Buenos Airfs, Julio 11 de lffTíh 
A S. E. el Gobernador de la Provincia de Córdoba. 

Habiendo ocurrido al Poder Ejecutivo Nacional el represen- 
tante de la Compañía del Ferro-Carril Central Argentino pidien- 
do ser exonerado de la contribución dilecta por las tierras que 
le han sido entregadas ya, el Gobierno ha dispuesto no hacer 
lugar á lo solicitado, por cuanto en el contratonada se estable- 
ció á este respecto. 

Al comunicar A V. E. esta resolución, es con el objeto de 
que V. E. se sirva hacerlo saber á las autoridades de esa Pro- 
vincia, á quienes corresponda la percepción de aquella Tenta. 
Dioá guarde Á V. E, 

Dalmaeio Velez-Sarsfield. 

X considerando : Primero : Que una misma ó diversa, la com- 
pañía de Tierras Central Argentina y la empresa constructora 
del ferro-carril del mimo nombre, lo cnal no es importante de- 
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finir en el presente caso, por do ser necesario á la solución de la 
cuestión pendiente, surjo desd e luego del examen del artículo 
cuarto del contrato antes aludido, que su disposición es apli- 
cable no á las propiedades en general de aquella empresa, sinó 
á la propiedad especial del ferro-carril, es decir, al ferro-carril 
mismo y sus dependencias, ó sea loa elementos que constitu- 
yen la obra y sus operaciones. 

Segundo: Que á no ser así, debería concluirse que las tierras 
todas, aún las situadas en los puntos más remotos de la ría, 
como en general todos los bienes de que la empresa fuese en 
cualquier tiempo y á cualquier título dueña dentro del territo- 
rio de la República, deberían quedar comprendidos en la exone- 
ración de impuestos á que dicho artículo se reüere. 

Tercero: Que bien examinada tal disposición, como los ante- 
cedentesde su sanción en una y otrado las Cámaras del Congn so, 
no puede entenderse ella sino du las propiedades muebles é in- 
muebles que constituyen el ferro-carril y son necesarias para 
su explotación y tráfico, ó sea del tren rodante, terrenos nece- 
sarios para el camino, estaciones, muelles, depósitos, oficinas 
de fábrica y demás dependencias que forman parte integrante 
del ferro-carril, en los términos del artículo tercero del contrato 
de construcción. 

Cuarto: Que ni gramatical ni tínicamente, en efecto, puede 
entenderse comprendido en el vocablo dependencias otra cosa 
que aquellos accesorios, que, sin ser la cosa misma, tienen sin 
embargo con ella tal relación y una unión tan estrecha, que son 
considerados justamente parte integrante y necesaria de la 
misma. 

Quinto: Que no hallándose en este caso las tierras menciona- 
das en elartículo doce del contrato, cedidas á la empresa, no 
como un accesorio ó dependencia de la obra del ferro-carril, 
sinó á fines y con un destino completamente especial y distinto, 
no pueden por consiguiente pretenderse comprendidas en la* 
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exoneración de impuestos que sanciona el artículo coarto del 
contrato dicho. 

Se$to : Que en la ausencia de toda disposición legal qne las 
exonere del impuesto de contribución directa, ni ningún otro, 
y habiendo además sido ellas cedidas por el Gobierno de Córdo- 
ba sin renuncia de sus derechos de jurisdicción y contribución, 
qne siendo atributos esenciales de la soberanía no pueden en- 
tenderse enagenados ni renunciados sin una cláusula esplfcita y 
evidente que así lo declare , nada hay que se oponga á que dichas 
tierras sean gravadas, á la par de las demás propiedades raices 
ubicadas dentro de los límites jurisdiccionales de la provincia 
demandada, con las contribuciones é impuestos que sus poderes 
públicos hayan creído conveniente establecer para hacer fren- 
te á los gastos de la administración pública. 

Sétimo : Finalmente, que la compañía demandante no ha de- 
mostrado ni aún afirmado siquiera hallarse en las condiciones 
requeridas por la ley nacional de inmigración y colonización, 
para poder optar á los beneficios que ella acuerda en favor de 
las colonias establecidas, 6 por las leyes locales de la provincia 
de Córdoba, si existen, admitiendo en hipótesis que la disposi- 
ción legal invocada á este respecto por su representante se refiera 
lo mismo á los beneficios acordados por las leyes 6 reglamentos 
nacionales que á los particularmente establecidos por las leyes 
locales de las Provincias. 

Por estos fundamentos, definitivamente juzgando, se declara 
no haber lugar á la demanda interpuesta y absuelto, en conse- 
cuencia, de ella al Gobierno de la provincia de Córdoba. Koti- 
fíquese con el original, repóngase el papel, y eu oportunidad, ar- 
chívense estos autos. 

USLADISLAO FRIAS. — FEDERICO 
IBARGÚREft. — C. S. DE LA 
TORRE. 



DE JUSTICIA NACIONAL 



325 



Donjuán D. Canelas contra Don Antonio liarais, por cobro 

ejecutivo de pesos 



Sumario, — La uscepcionde compensación opuüsU un juicio 
ejecutivo, deue resultar, para ser admitida, do documento ejecu- 
tivo por cantidad líquida y exigióle. 



— Se esplícaen el 



Buenos Airea, Setiembre 11 de 1885. 

Vistos estos autos ejecutivos seguidos por D. Juan D. Gane- 
la contra D. Antonio O aráis, por cobro de la suma de trescientos 
cuarenta j tres pesos moneda nacional con ochenta y ocho cen- 
tavos que espresa el pagaré de Tuja 1, debidamente protestado. 

Considerando ; 1° Que citado de remate el deudor, por la pro- 
videncia de foja 15 vuelta, se presentó á foja 17, oponiendo la 
eacepcion de pago, fundado en que existen en poder del ejecu- 
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tante fondos bastantes de su pertenencia que aquel ha retenido 
y retiene en paga del crédito porque lo ejecuta, los cuales no 
solo alcanzan á cubrir la suma demandada, sinó que aun dejan 
un saldo á su favor do trescientos pesos, provenientes de un co- 
bro hecho por el ejecutante de un crédito á favor de Garais, para 
lo cual estaba autorizado. 

2 o Que el ojecutuntu manifiesta que los hechos en que se funda 
la escepeion de pago son, no solamente falsos, sinó inverosímiles 
j repugnantes al buen sentido, pues si es inusitado ¿inconce- 
bible que hubiese abandonado fondos en su poder, de mayor im- 
portancia que la suma adeudada, habría ultrapasado todo lí- 
mite razonable tolerando la permanencia en sus manos de un 
documento de crédito con tr a él . 

3* Que la sola enunciación de los hechos que sirven de funda- 
mento á la escepcion, demuestra que la única que legalmente 
puede surgir de ellos es la compensación, con arreglo á la defini- 
ción quede ella dá el artículo 818 del Código Civil, pues por 
pago se entiende > en el sentido jurídico de esta palabra, el cum- 
plimiento de Ja prestación que hace el objeto de la obligación 
(art. 725 del Cód. Civ. y art 919 del Cód. de Com.), lo que 
ni ha pretendido siquiera sostener el ejecutado; de modo que 
no hay para qué hacer mérito de lo que significa la eiistencia 
del titulo de la deuda en poder del acreedor sin nota de chance- 
lación, ni de la manifestación hecha por el deudor á foja 9 
vuelta» de que no pagaba porque no tenía fondos. 

4 o Que habiéndola ley determinado y calificado separada- 
mente las escepciones de pago y compensación, indicando los re- 
quisitos que cada uno debe reunir para su admisibilidad, no es 
permitido á las partes confundirlas en su ejercicio, para eludir 
los motivos de la ley á pretesto que la compensación estin- 
gue las obligaciones con fuerza de pago ; por lo que el juzgado 
está en el deber de tratarlas como resulte do los hechos ale- 
gados. 



DE JUSTICIA RACIONAL 



5 o Qoe según et artículo 270 do la ley nacional do enjuicia- 
miento, la compensación que puede oponerse en una ejecución 
ha de reunir las condiciones de ser por crédito líquido y que re- 
sulte además de documentos que tengan fuerza ejecutiva, cir- 
cunstancias que están muy lejos de encontrarse en el supuesto 
crédito del ejecutado* á estar á los propios términos de su escri- 
to de foja 17, pues no solo no se determina a cuánto ascienden 
los fondos que supone en podcT del demandante, ni se menciona 
el título que lo justifica, siuó que claramente se vé que hay de 
por medio un mandato, del cual solo puede resultar deuda lí- 
quida una vez rendidas y aprobadas las cuentas á que haya dado 
lagar su ejercicio. 

6° Que lo espuesto basta legalmente para desechar la escep- 
cion opuesta por el ejecutado, pero puede agregarse que el eje- 
cutante ha comprobado debidamente que si recibió alguna 
cantidad como perteneciente á Garais, procedente de ese manda- 
to, fué inmediatamunto entregada á úste, lo que resulta del re- 
cibo de foja 19, que el juzgado reconoce y dejara auténtico en 
vista deldict&men del perito D. Clodomiro Gallardo, cuyas con- 
clusiones acepta plenamente, y de las declaraciones de los tes- 
tigos Poly F foja 45, y Juan Santos Flory, foja -iü, en presencia 
del cual se hizo el pago y firmó ese documento, á lo que se agre- 
ga la vehementísima presunción resultante del solo hecho de 
haber firmado el pagaré de foja 1 mucho después que el deudor 
tenía fondos en poder de Canelas, 

Por estos fundamentos y de acuerdo con lo dispuesto en el 
artículo 177 de la ley de enjuiciamiento, fallo no haciendo lu- 
gar á la esoepoion opuesta, y mandando llevar adelante la 
ejecución bast í hacerse pago al acreedor del capital, intereses 
y costas del juicio. Xotifíqueso original. 

Virgilio Jf. Tedin. 
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Buenos Aires, Noviembre 17 de 1887, 

Vistos; por sus fundamentos y sin perjuicio de lo dispuesto 
por el articulo doscientos setenta y ocho déla ley de procedi- 
mientos, se confirma con costas el auto apelado de foja ochen- 
ta y siete; y prúvia reposición de sellos, devuélvanse. 



L'LADlgLAO FRIAS. — FEDERICO 
IBARGÚREN. — C. S. DR LA 
TORRE. 



CAUSA €X VIII 



D. José Arregut contra el Juzgado de Paz de Rauch, por 
devolución de una multa : sobre incompetencia. 

Sumario. — Un Juzgado de Paz no es persona risible, ni 
jurídica, susceptible de ser demandada en juicio, y todo lo 
obrado en la demanda entablada en su contra, es nulo. 
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Caso. — Se esplica en los fallos del Juez Federal y de la Su- 
prema Corte. 

Mío del Juea Federal 

Buenos Aires, Manto 90 de 1884. 

Y listos : en el incidente sobra incompetencia de este Juzgado, 
promovido por el representante del Juez de Paz de Raucb, re- 
sulta: 

i° Que e] Procurador Muñoz, en representación de D. José 
Arreguí, demanda al Juez de Paz de líatich por devolución de 
una multa de 15.000 pesos moneda corriente que le fué impues- 
ta, según él, por un supuesto delito de abigeato. 

2 o Que corrido traslado déla demanda, el demandado opone 
escepcion de incompetencia del Juzgado, fundándose en que el 
juzgamiento del delito de abigeato corresponde á los Jueces de 
Paz, con apelación para ante el Juez del Ciímen del Departa- 
mento respectivo, no estando ese delito comprendido entre los 
que caen bajo el conocimiento de la Justicia Federal, aún cuan- 
do los querellantes sean estraugeros, 

Y considerando : i" Qje la cuestión se deriva de una pena 
impuesta arbitrar i amento, según el demandante, por el Juez de 
Paz de Rauoh, 

2* Que se trata de un caso cuyo conocimiento esclusivo com- 
pete á las autoridades locales de la Provincia, en razón de su 
propia naturaleza, pues se reclama de un abuso que se dice 
cometido por el demandado en sus funciones de Juez de Paz; y 
que toda acción en contra del procedimiento que este hubiese 
observado, ha debido reclamarse ó deducirse ante los Jueces 
Superiores de su jurisdicción, procedimiento que, por otra parte, 
más se armoniza con la Constitución Nacional j con los altos 
fines de la Justicia Federal. 
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3 o Que la Justicia Nacional no puede conocer en las querellas 
por abusos cometidos por las autoridades locales de la provincia, 
es fuera de toda duda, y aún por indemnizaciones de arbitrarie- 
dades cometidas por los mismos eti perjuicio de las garantías 
individuales, como ya se ha resuelto en la causa XXXVI, tomo 
6% 2* serie, Fallos de la Suprema Corte, en causa seguida por 
Don Nicolás Ojeda contra el Gobernador de Jujuy, sobre viola- 
ción de garantías constitucionales. 

Por estas consideraciones, fallo: declarando incompetente á 
este Juzgado para entender en la presante causa, con costas 
al demandante. Hágase saber original y repónganse los sellos. 

Isidoro Albarracin. 



Fallo de I* BNprem Corte 

Buenos Airea, Noviembre 19 du 1887. 

T vistos: Considerando que la demanda so ha dirijido, no con- 
tra el Juez de Paz, smó contra elJuzgado de Paz deRaucli, 
como resulta de los términos del escrito de demanda de foja cua- 
tro; que en este concepto se ha hecho la citación, y al presentarse 
el apoderado del demandado oponiendo la escepcion de incompe- 
tencia, lo hace eu nombre del Juzgado de Paz; que si bien en 
sus escritos posteriores el actor se refiere á la Municipalidad de 
Rauch como parte demandada, esto importa una modificación 
sustancial en la demanda y la Municipalidad no ha sido empla- 
zada a estar á derecho como demandada; y que no siendo el Juz- 
gado personado existencia visible, ni persona jurídica, el proce- 
dimiento seguido carece de base por la indeterminación de la 
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persona demandada j no eer demandabíe la designada en la de- 
manda, se deja sin efecto el procedimiento seguido desde la cita- 
ción; y devuélvanse, prúvia reposición de sellos. 



HRlUAlUri VÍCTORICA. — U LADISLAO 
HtlAS ^ FEDERICO IBARCCaEN — 
& S. DE LA TORRE. — SALÜSTlAflO 
J. ZA VALIA. 



causa c: 



Contra Alberto Vera, acunado de homicidio en la persona de 
Carmelo Gómez; sobre estradicion pedida por ¿a Leaacion 
tlel Paraguay. 

$™«rw. - T La ley general de «tradición, de Agosto do 
1885, no modifica los tratados regidos por ley especial. 

2° Observadas las disposiciones del tratado aplicable y ha- 
llándote comprendido en él el Lecho que motiva la requisición 
sm haberse probado caso alguno de capción, debe declararse 
procedente la estradicion. 
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Coso. — Lo esplioa el 



Fafilo M Juei l*tr**o del terrllerá* K»t¡ra»i 

Formosfl, Julto 22 de 1887. 

YTistos: El 26 de Julio de 1886 se resolvió en la Asunción 
del Paraguay decretar la prisión de Alberto Vera, como autor 
presunto de homicidio en la j ersona de Carmelo Gómez, y 
pedir la estradicion al gobierno argentino, dirijiéndose el cor- 
respondiente despacho, y adjuntándose la copia autorizada del 
auto de prisión y del articulo 207 del Código Penal de aquella 
república, y la filiación del espresado Vera, como aparece ha- 
berse hecho (f . 1 á 3). 

El 3 de Setiembre del mismo año 1886, S. E. el señor Minis- 
tro del Interior, por requisición del Ministerio de Relaciones 
Estertores, ordenó la prisión de Vera al Señor Gobernador de es- 
te territorio, quien la ordenó á su vez al Gefe de Policía de esta 
capital el 17 del mismo Setiembre, efectuándose ella el 17 de 
Enero del presente año 1887 (f . 16 á 20). 

£1 6 de Mayo del corriente año, S. E. el señor Ministro de 
Relaciones Estertores, se dirija al Juez Letrado del territorio de 
esta gobernación comunicándole los antecedentes de la estradi- 
cion, de que queda hecha mención, manifestándole que Vera se 
encontraba preso en la Gobernación del territorio, y que corres- 
pondía á él entender en la cansa (f. 4). 

El 30 de Junio próximo pasado, fecha de la instalación de este 
juzgado, el juez asume el conocimiento de la causa y toma decla- 
ración al preso resultando de ella ser él la misma persona cuya 
estradicion se pedía ( f. 4 v. a 7), 

El defensor del preso, capitán D. Proto Ürdoñuz, se opone á 



DE JUSTICIA RACIONAL 



que se conceda la estradicion, fundándose en las consideraciones 
siguientes (f. 8 i 14): 

1* Que el documento de foja 1 es deficiente por razón de la for- 
ma, pues no consta de modo alguno que el firmante del auto de 
prisión sea Juez de i* Instancia en lo Criminal, y como tal, com- 
petente para dictarle ; circunstancia que tanto el tratado de 
es tradición, como la le/, requieren para acordar esta en los ca- 
sos ocurrentes. 

2" Que el hecho que ha motivado la prisión de Vera, está com- 
prendido en el artículo 8° del tratado de estradicion vigente 
entre esta República y la del Paraguay, y en el inciso 2? del 
artículo 3 o de la ley general de estradicion, por los fundamen- 
tos que detenidamente espone, 

Y3 1 Que no habiendo sido puesto el preso á disposición del 
Juez competente dentro de los treinta dias de su prisión, debe 
decretarse su libertad, con arreglo á lo dispuesto por el artículo 
16 de la ley de estradicion, que es aplicable en este caso, según 
el articulo 32 de la misma, por cuanto no está en contradic- 
ción con las estipulaciones del tratado. 

El Fiscal especial, Dr. D. A. üaligniana (f. 21), sostiene la 
procedencia de la estradicion en caso que el hecho que motiva su 
pedido no tenga conexión con asuntos políticos, y se funda en 
que habiendo la potencia reclamante cumplido por su parte con 
los requisitos de) tratado y de la ley. no habría lealtad en ha- 
cerle soportar las consecuencias de nuestro propio descuido, ne- 
gándole la estradicion. 

Y considerando : I o Que el procedimiento de la ley de estra- 
dicion, del 2Tt de Agosto de 1885, debe aplicarse también á los 
casos Tegidos por los tratados de estradicion, en todos aquellos 
puntos que no estén en contradicción con sus estipulaciones 
(art. 32 de la misma). 

2" Que en la parte referente al procedimiento que debe obser- 
varse, la citada ley dispone (art* 16} que el arrestado sea pues* 
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toá disposición del Juez de Sección en que se hubiera realizado 
la aprehensión, con los antecedentes relativos, dentro del tér- 
mino de treinta dias, mandando que transcurridos cates, sin que 
aai ee baja becbo, el arrestado sea puesto en libertad por el 
mismo Juez. 

3 1 Que el tratado de esfcradicion entre la República del Pa- 
'■ff»J j la Argentina, de fecba 17 de Febrero de 1878, no con- 
tiene disposición alguna qLa esté en contradicción con loque 
queda espresado en el considerando anterior, pues ni está previs- 
to en el caso de Ja ley; y debe, en consecuencia, ser esta aplica- 
da por el juez á la causa de que se trata. 

4 o Que segnn lo espuesto, y habiéndose efectuado la prisión 
de Vera el 17 de Enero del corriente año, el 17 de Febrero del 
mismo, habla conquistado el preso, ante la ley y la justicia, por 
solo el hecho de su prisión y de la omisión de parte de la autoridad 
ejecutiva, el derecho de ser puesto en libertad por el juez de la 
cansa. 

5' Que aunqne por argumento de analogía tomado de las dis- 
posiciones combinadas de los artículos 16? 26 déla ley, hubiera 
de aplicarse á este caso el término de noventa dias, que en su úl- 
timo inciso fija el artículo 7 o del tratado, como máximum para 
la detención provisoria, daría siempre el mismo resultado, pues 
que basta el 6 de Mayo, fecba en que aparece dirijíéndo'se re- 
cien el señor Ministro á un Juez no recibido aún, habían pasa- 
do ouatro meses menos once dias, y hasta el 30 de Junio, fecha 
en que pudo recien el juez tomar conocimiento de la cansa, cin- 
co meses y trece dias. 

6* Que, además, tratándose procedimientos, es de Dere- 
cho Internacional la observancia de las leyes del país en que se 
ejecutan. 

V Que no puede objetarse acefalía en la administración de 
justicia del territorio, porque por disposición espresa del artí- 
culo 6- de la ley de Octubre 18 de J872, reiterada y confirma- 



DE JUSTICIA NACIONAL 335 

da por el artículo 6 o de la ley de Octubre 6 de 1874, les jueces 
de paz ejercían jurisdicción plena en lo civil, mercantil y crimi- 
nal, con apelación al Juez de Sección de la provincia más inme- 
diata; j ese órden de jurisdicción ha subsistido para este terri- 
torio basta el 30 de Jimio próiimo pasado, en que por la insta- 
lación de este juzgado, ba sido reemplazado recién por el que 
establece la ley del 16 de Octubre de 1884, de suerte que ( fue- 
ra el caso de la competencia del Jnez de Paz, como lo sostiene 
el defensor, ó que estando á los términos de la ley de estradi- 
cion, correspondiese al Jaez de Sección su conocimiento y deci- 
sión, lo cierto es que había un juez á cuya disposición debió ser 
puesto el preso, dentro del término que dicha ley señala como 
fatal. 

8* Que aunque fuera permitido al juez apartarse de los tér- 
minos esplícitos de la ley y hubiera de resolver la duda que sur- 
giría del derecho que ella acuerda al preso para su libertad, j 
del que por el tratado corresponde á la potencia reclamante, por 
no ser A esta imputable la demora en el procedimiento; deber 
sayo sería siempre decidirla en favor del preso, ya porque su 
derecho es de ámplia y favorable interpretación, no así el de 
estradicion que, como escepcional de las garantías que la Cons- 
titución y las leyes acuerdan á todr» habitante de la República, 
es de estricta interpretación; ya también porque, en la duda, es 
mejor en derecho la condición del reo que la del actor. 

9« Que, por fin, lo espuesto en los precedentes considerandos 
hace que sea innecesario preocuparse de i rutar y resolver lo 
concerniente ála forma estríuseca de los documentos presenta- 
dos por la potencia reclamante, y á la conexión del hecho que 
motiva el pedido de estradicion con asuntos de carácter político. 

Por estos fundamentos, declaro que debo fallar y fallo defini- 
tivamente en la presente causa mandando que so ponga en li- 
bertad al preso Alberto Vera y exonerando á este de toda res- 
ponsabilidad por los gastos del proceso. 
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Y teniendo presente, respecto al alivio do prisiones solicita- 
du (f. 23): que el preso ha sufrido ja por más de seis meses la 
mortificación de los grillos, y que después de la resolución que 
precede carecería de fundamento la subsistencia de esa medida 
odiosa deseguirdad (argumento del art. 363, inc. 3» de la ley 
nacional de procedimientos, del i 4 de Setiembre de 1863): dirí- 
jase oficio al señor Comandante del Batallón 7 o de línea, á fin 
de que se sirva hacerle quitar los grillos. Xotiffquese original. 

Benjamín de la Vega. 



VISTA DEL SESOK I'HOCUIAUOK GE>ERAL 

Suprema Corte: 

El fundamento déla sentencia recurrida es que, entre la pri- 
sión del individuo reclamado y el hecho do haber sido puesto á 
disposición del Juzgado, ha trascurrido mayor término que el 
que el tratado con el Paraguay y la ley general de la materia 
acuerdan para que sea puesto en libertad el detenido, si no se 
presentan documentos bastantes á autorizar su entrega, 

* En vista de esto, dice el señor Juez Letrado, es innecesario 
preocuparse de tratar y resolverlo concerniente á la forma ex- 
trínseca de los documentos presentados por la potencia recla- 
mante, y á la conexión del hecho con asuntos de carácter po- 
lítico». 

Hay en esta apreciación mala inteligencia, á mi juicio. El go- 
bierno del Paraguay no ha pedido la prisión preventiva. Des- 
de el primer momento, pidió la estr adición, acompañando los 
documentos que juzgó bastantes. Puede así verse por Incomu- 
nicación del Ministro de Relaciones Exteriores, foja 4, y de las 
últimas notas remitidas por el mismo Juez Letrado. 

Los términos establecidos para que no pueda prolongarse más 
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alU de cierto límite la prisión preventiva, no son, por consi- 
guiente, los que rigen el presente caso. Si un individuo ha sido 
reducido á prisión, sin prueba alguna, en virtud de una simple 
requisición, justo es sea puesto en libertad, toda vez que la parte 
interesada no presente dentro de cierto tiempo, documentos bas- 
tantes á justificar su demanda. Cuando la requisición se dirige 
empero, á la entrega en virtud de documentos qne la potencia 
requirente reputa bastantes, ninguna ley, tratado algnno, fija 
un término preciso y perentorio dentro del cnal la requerida 
deba, á su Tez, decidir si lo son 6 no. La prisión en este caso está 
suficientemente justificada y queda, en consecuencia, sujeta á 
los términos y dilaciones inherentes á los procedimientos de los 
Tribunales de Justicia, Ha habido omisión, no puede descono- 
cerse, en las oficinas nacionales en no haber puesto el detenido 
á disposición de la justicia. Pero, si esto solo hubiera de bas- 
tar para dar por concluido el pedido de cstradicion, nada sería 
más fácil que burlar las estipulaciones con que los pueblos mo- 
dernos procuran garantirse contra la impunidad de los crimi- 
nales. 

Pasando ahora al punto principal, diré* á V. E. que los docu- 
mentos de fojas i y 2, reproducidos recientemente de fojas 33 
á 4Í, son á mi entender, bastantes á autorizar la entrega. No 
dicen ellos, es cierto, que el Juez á cuya requisición se solicita, 
sea el del Crimen, es decir, el competente. Así debe suponerse, 
empero, cuando las autoridades del Paraguay lo reputan tal, y 
no se aduce, por otra parte, que no lo sea. En cuanto áque el he- 
cho sea un delito político, las afinidades 6 conexiones con 
cuestiones electorales, á que el Defensor bace referencia, son tan 
fagas y remotas que no pueden tomarse en consideración. 

Pido, por todo esto, que al revocar la sentencia apelada, de- 
clare V. E. haber lugar á la estradicion. 



Eduardo Costa. 
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F*ll» de la ftupre»» C »r«e 

Bueno» Aires, Noviembre 32 de 1687. 

Vistos y considerando: Primero: Que la ley especial que rige al 
caso, es el tratado de estradicion con el Paraguay, que no ha sido 
ni podido ser modificado por la ley general de estradicion, de 
Agosto de mil ochocientos ochenta y cinco, que solo es aplicable á 
las estradiciones regidas por tratados en cuanto al procedimiento 
y en cuanto esteno se oponga á sus estipulaciones, eegun lo dis- 
pone el artículo treinta y tres de la misma. 

Segundo : Que la estipulación del tratado aplicable al caso 
es la del artículo sétimo, que prescribe que la detención pro- 
visoria no podrá esceder del plazo de noventa dias, conta- 
dos desde la fecha de la requisición, debiendo ser puesto en li- 
bertad el detenido si transcurrido este plazo no se hubieran lle- 
nado las formalidades eligidas por el artículo quinto, y esas 
formalidades han sido cumplidas juntamente con la requisi- 
ción, 

Tercero : Que el hecho que ha motivado la requisición se ha- 
lla comprendido éntrelos enumerados en el artículo cuarto del 
tratado, y no se ha demostrado que tenga coneiion con delitos 
políticos, para hallarse comprendido en la escepcion del artículo 
octavo. 

Por estos fundamentos y los de la precedente vista del Procura- 
dor General, se revoca la sentencia apelada de foja veinte y cua- 
tro se declara procedente la estradicion á que ella se refiere y 
en su consecuencia, póngase ai detenido á disposición del Minis- 
tro del Paraguay; y de conformidad al articulo veintitrés de 
la ley de veinticinco de Agosto de mil ochocientos ochenta y 
cinco, remítanse originales estos autos al señor Ministro de 
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Relaciones Exteriores, por intermedio del do Justicia, hacien- 
de Formosa, 



nENJAMIS VICTORICA. — L' LADISLAO 
FRIAS. — FEDERICO MARGÚRE*. — 
C. S. DE L ATORRE, — SALÜSTIASO 
i. ZAVALIA. 



CAUSA CI* 



fí. Olegario Sosa contra fí. Benito Echcsortú, por interdicto de 
despojo] sobre deserción de recurso 



Sumano. — i° No corresponde al Juez de Sección conocer en 
el interdicto sobre deserción de la apelación interpuesta contra 
sus sentencias. 

2 o En las apelaciones en relación, no corresponde el señala- 
miento de término para mejorar el recurso. 



— En el interdicto de despojo deducido por don Olega- 
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rio Sosa contra don Benito Echesortú, se dictó sentencia no 
haciendo lagar a la demanda. 

Sosa apeló y se le concedió el recurso eo relación, señalán- 
dosele el término de quince dias para mejorarlo. 

Sosa pidió prórogade ese término y se le negó. 

Ecbesortú t vencido aquel, pidió se declarara desierto el re- 
curso. 



San Luis, Oclübre 14 de 1887. 

Y vistos : lo solicitado en el escrito de foja 08, con lo infor- 
mado por el actuario á su respecto, se declara ejecutoriada y pa- 
sada en autoridad de cosa juzgada la resolución de fecha 12 de 
Julio último, debiendo, por lo tanto, cumplirse en todas sus par- 

delicien- 




P. E. 



ralla a* la Supreata Carta 



Buenos Aires, Noviembre 36 de 1887. 

Vistos: Considerando qne en las apelaciones en relación, no 
corresponde el señalamiento de un término para mejorar el re- 
curso; y que no ha competido al Juez de Sección conocer en el 
incidente sobre deserción de la apelación interpuesta contra Ja 
sentencia definitiva, se revoca el auto apelado de foja ciento dos; 
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j pasen al Relator, librándose oficio al Juez de Sección para quo 
baga saber esta resolución al apelado, 

BENJAMÍN VICTOR ICA. — ULADISLAO 
FRIAS. —FEDERICO 1BARGÚREN. — 
C. S. DE LA TORRE. — SALI STI ANO 
i. ZA VALIA. 



CAÜHA CXI 



I* Domitita García de López contra D, Cristiano Júnior; 
brc rescisión de un contrato de ai 



Sumario. — i° El transcurso de cuatro períodos consecutivos 
sin pagar el precio del arriendo, dá derecho para pedir la resci- 
sion del contrato, 

2* El hecho prometido y no cumplido por el locador, pero 
qae no ha impedido al locatario el goce de la finca arrendada en 
los limites de su derecho, no autoriza al arrendatario para no 
pagar los arriendos. 



Caso. — Se esplica en el 
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rail» del Jn*m Federal 



Y vistos, resultan los siguientes hechos: Doña Domítila L, de 
García demandó á Don Cristiano Júnior, portugués» por la 
rescicion de un contrito de arrendamiento de una estancia, 
con daños y perjuicios y las costas del juicio. Funda su de- 
manda en qoe Júnior, debiéndole pagar mensualmente el 
arriendo estipulado en el contrato, ha dejado transcurrir cuatro 
períodos consecutivos sin hacerlo, alegando para ello frivolos 
protestos, hasta el día de la demanda, negativa tanto menos 
fundada, cuanto que Júnior había entrado en posesión de la 
linca desde Ja fecha áv\ contrato. 

El demandado rechazó la demanda, pidiendo á su vez la con- 
denación en costas á su adversario. Niega que se hubiese rehu- 
sado & pagar los arriendos, y tacha de falso este hecho afirmado 
por la demandante, presentando los recibos que corren á fojas 9 
y 10, dados por esta, con los cuales pretende hacer visible dicha 
falsedad. Alega además, que, suponiendo la verdad de lo que él 
niepa, está, sin embargo, en su derecho, no solo de retener dos 
mensualidades, sinó también no pagar una sola á Doña Domítila, 
puesto que esta no ha cumplido por su parte con las obligacio- 
nes que le impone el contrato que figura en autos, y Ja ley de 
locación. 

Entabla reconvención sobre el cumplimiento del contrato y 
pago de daños y perjuicios, fundándose : 

!° En que por el artículo 6 o del contrato que figura en autos, 
Doña Domítila se comprometía á entregarle la estancia arrenda- 
da, deslindada y amojonada, en el plazo de tres meses desde la 
fecba del contrato, y que no habiendo cumplido la demandante 
con esta obligación, ú pesar de sus repetidas instancias, hasta la 
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fecha en que se contesta la demanda, ha aufrido por esa omisión 
da Tíos y perjuicios considerables; 

2° Que la demandante ha infringido el contrato, autorizando 
á otros para esplotar los bosques, siendo este derecho caclusi- 
Tamente suyo, no podiendo él por aquel motivo extwer maderas 
de dichos bosques ; 

3 o Que sua vecinos colindantes, alegando derechos de propie- 
dad sobre la finca arrendada, perturbaban los sujos de lo- 
catario ; 

» 

4 fl Que al entregarle la finca, se le puso en posesión de un 
cerco de doce cuadras, del cual no ha podido hacer uso, por habér- 
selo impedido el vecino, alegando que es suyo. 

Abierta la causa á prueba, la demantante produjo la de fo- 
ja 29. 

El demandado produjo la de testigos, que corre de fojas 34 á 
38, sobre la reconvención. 

Sobre el primer punto, la demandante confiesa, á foja 53, 
que no está aun deslindada la finca, pero que ella no fué omisa 
en el cumplimiento de esta obligación, porque desde Diciembre 
de 1883, estaban en posesión del Agrimensor, Don Márcos Ol- 
mos, los documentos relativos y el auto del juez autorizándolo 
para hacer el deslinde, sin embargo de haberle Olmos, por varias 
veces, prometido practicarlo. Esta confesión es indivisible; por 
lo tanto, debe tomarse con la calificación que contiene. 

Sobre el segundo punto, el testigo Francisco Alvarez, declara 
á foja 36, que él mismo y Don Kulino Lara, pagan hasta hoy 
arriendos por dichos montes á Doña Domitila. En cuanto á Don 
Rufino Lara, la demandante, contestando á la posición 3 - puesta 
de contrario, dice que, antes del arriendo á Júnior, ya los tenia 
hecho á los Lara, y Júnior lo supo y consintió; confesión califi- 
cada que está en favor de la confesante. Esta confesión desvirtúa 
también la declaración de Alvarez, pues está visto, que siendo 
Alvarczhij.j de Doña Catalina Lara, como lo declara Júnior á 
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füja 78, ha tomado como propio el derecho de la madre, y el caso 
sobre que declara, queda comprendido en la confesión que, al 
respecto, ha hecho Doña Domitila, la qoe, como se ha dicho, ha 
dejado sin valor alguno la declaración de Alvarez. 

En cuanto á la declaración del testigo Juan í\ Román, no 
dice que él comprara el derecho de los montes, sinó que tuvo 
permiso de Doña Domitila para sacar fagina. El testigo no de- 
termina el tiempo en que turo ese permiso, por consiguiente no 
se aabc si fue" antes 6 después del arrendamiento á Júnior; ade- 
mas. Doña Domitila pudo autorizarlo para ello, según el derecho 
que le dá el artículo 4° del contrato: por fin, este testigo, fuera 
de todo lo dicho, es singular. 

Sobre el tercer punto, el testigo Miguel Catalán, declara á fo- 
ja 35, sobre la 4* pregunta del interrogatorio, que con él tuvo 
disputas Júnior, sobre el corte de los montes á causa de no 
catar deslindada la finca; pero no dice que esta disputa impi- 
diera á Júnior usar de sus derechos. El testigo Francisco Mon- 
teros, declara á foja 35 vuelta, que sabe de esas disputas porque 
lo ha visto* No dice el testigo con quiénes, es decir, no nombra 
las personas con quienes fueron las disputas, ni tampoco cuál 
fuera el resultado do ellas; por consiguiente, es testimonio 
ineficaz. 

Sobre el 4° punto, nada declaran los testigos que confirme lo 
aseverado por el demandado. 

Cuestión de derecho. Considerando que resulta claramente 
probado que han transcurrido cuatro períodos consecutivos, sin 
que Júnior haya pagado sus respectivos arriendos, á pesar de 
haber sido requerido por la demandante, como consta de los re- 
cibos presentados por el mismo demandado, que corren á fojas 9 
y iO, y que es de todo punto ilegal la razón que el demandado 
alega para haber retenido dichos arriendos, conforme i la ter- 
minante disposición del artículo 1579 del Código Civil. 

En cuanto á la reconvención: Considerando que el señor Ju- 
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mor ha gozado de la finca arrendada en los límites de su derecho, 
pues el hecho de no haber sido deslindada la finca, y más sin 
culpa de la demandante, no tiene importancia alguna, mien- 
tras no se haya probado que por esta eausa se vió el arren- 
datario impedido de ejercer sus derechos sabré la cosa, como, en 
efecto, no lo ha probado el demandado al 
sobre los hechos en que funda su 

en I r 




convención, nada resulta probado por los testigos del demandado. 
Considerando, en fin: que la jurisprudencia establecida por 
la Suprema Corte (Causa CXXIX, tomo ÍO, 2* ¿Oríe) en un caso 
visiblemente análogo, es aplicable ni presente. 

Por estos fundamentos, declaro rescindido el contrato de 
arrendamiento entre Doña Dumitila L. de García y Don Cris- 
tiano Júnior; y en cuanto & la reconvención de este, absuelvo á 
Doña Domitila de la demanda, y condeno en las costas del jui- 
cio al demandado Júnior, 

En cuanto á los daños y perjuicios que este haya causado á 
aquella, no pudiéndose determinar su monto por lo que resulta 
de autos, ni habiendo tampoco base pura ello, quedan reservados 
para el juicio correspondiente. Así lo pronuncio, raanr'o, y lir- 
mo, en mi despacho, en Tncuman, A los tres días de Agosto de 

póngase el papel. 



Fallo de I* Su|irrniA Corle 



Buenos Aires. Noviembre 3í) Je 1887 
Vistos: Por sus fundamentos, se eoníirma con costas la sen- 
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tencia apelada de foja setenta y ocho vuelta; y 



BENJAMIN YICTORIGA, — ULADISLAO 
FRIAS. — FEDERICO IBARCÚREN 
C. S. DE LA TORRE — SALUST1ANO 
J. 



C 4l»A 4M1 



D. Edgardo Moreno contra 0. Constantino fírand t por cobro 



Sumario. — En juicio ejecutivo, el auto aprobando uua li- 
quidación no es de los apelables. 



Caso. — E 11 el juicio ejecutivo de Moreno contra Graud, en el 
cual se declaiarou de cargo de Moreno las costas de foja 39 
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adelante, se hizo una liquidación de lo que por tales costas cor- 
respondía pagar á Moreno. 
En 



Pullo del Jues 



Uuoiios Airps, SrlHMnbre 20 (le 1887, 

Vistos : para resolver sobre las observaciones hechas en el 
escrito de foja i 58 á la liquidación di 1 foja I5t. 

T considerando, en cuanto á la primera : Que la partida de 
29 pesos nacionales, á que se refiere dicha observación, procede 
de costas causadas en el incidente sobre ejecución provisoria de 
la sentencia de trance y remate, y en tal concepto, fué percibida 
por Moreuo, como cousta en el recibo de foja 39 vuelta dtd citado 



Que si bien la ejecución fué legalmente llevada contra Grand 
en dicho incidente, y la porción correspondiente á este en la su- 
ma demandada estaba en la proporción de cuatrocientos ochenta 
j cuatro pesos coa ochenta y tres centavos, sobre quince pesos 
diez y siete centavos que correspondían A Bagnat según se esta- 
bleció en el auto de foja 103, la Corto Suprema ha declarado á 
cargo de Moreno todas la* costas causadas desde foja 39, in- 
cluyendo espresamente en esta condenación las del incidente 
antea mencionado, según consta -n la resolución de foja 127, 
ain hacer reserva ni limitación alguna, por lo que corresponde 
ser reintegrado Grand de esa suma. 

Considerando, en cuanto á la segunda: Que esta partida pro- 
cede de derechos de regulación pagados al regulador l)r, Fer- 
nandez por la operación que consta á foja 100. 
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Que «noque los trabajos que han sido materia de ella per- 
tenecen á Bellini, no consta en la nota puesta por el regulador, 
referente al importe de su derechos, que estos hayan sido pa- 
gados por él, habiendo comprobado Moreno por medio del recibo 
agregado á foja..., cuya autenticidad ha reconocido el mismo Be- 
llini, que fué él quien los pagó, sin duda para facilitar la prose- 
cución del juicio. 

Considerando, en cuanto á la tercera: Que por el auto de fo- 
ja 103 vuelta, en la parte no modificada por la Suprema 
Corte, se dijo que en vista de la disconformidad manifestada 
por Moreno con la cuenta presentada á foja 95, se regulasen 
por el Dr. Fernandez, lo que importaba someter d regulación 
todos los honorarios de Bellini que la Suprema Corte declaró á 
cargo de Moreno sin entrar á la clasificación arbitraria conteni- 
daen la citada cuenta. Que habiendo este puuto ofrecido dudas 
á Bellini, quien pretendía que solodebfan regularse los escritos 
que formaban las partidas de ciento quince pesos, de su cuenta, 
pues la de ciento setenta y cinco pesos entendía que estaba 
consentida, fundándose en que en el penúltimo párrafo del es- 
crito de foja 101 entre paréntesis estaban las palabras ciento 
quincepesos, se dictó el auto aclaratorio de foja..., estable- 
ciendo que esto era un simple error de Moreno y mandando en 
consecuencia á regulación todos los honorarios qne componían 
esas dos partidas, de modo que hay cosa juzgada al respecto. 

Considerando, en cuanto a la cuarta y quinta observación: 
Que el escrito de foja 116, en el cual devengó sus honorarios el 
Dr. Rueda, es un recurso distinto por apelación denegada» en el 
cual no ha recaído condenación alguna en costas. 

Que la resolución de la Suprema Corte, de foja 80 vuelta, no 
puede hacerse ostensiva á actuaciones practicadas con posterio- 
ridad á ella, aunque seaudirijidas a hacer efectiva la resolución 
de foja 95 vuelta, tanto más, cuando que aquel Tribunal ha de- 
armiñado específicamente cuáles son las comprendidas en costas. 
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Qae por la misma razón, es improcedente el reclamo respecto 
al número fie sellos, pues la liquidación está hecha con estricta 
sujeción á lo resuelto por la Corte. 

Por estas fundamentos, apruébase la liquidación de foja..., 
debiendo agregárselo únicamente la partida de veinte y nueve 
nacionales. Notííiquose originé. 

Virgilio }í. Tedin. 



rallo de la auprem Cari* 

Buenos Aires, Noviembre 29 do 1887. 

Vistos : Atenta la naturaliza de la colisa, y lo dispuesto por 
el artículo trescientos de la ley de Procedimientos, se declara ina- 

vuclvansc al juzgado de su procedencia, previa reposición de sellos. 

BBfJAJUfl VICTORICA. — l LADISLAO 
FRIAS. — FEDERICO 1BARGÚREN. — 
C. S. D». LA TORRE.— SALUSTfANO 
J. ZAYALIA. 
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CAUftA CLIII 



El Fisco Nacional contra h. Enulm l turbe, sobre cobro de 



Sumario. — El apoderado de una pensionista, que, después do 
su matrimonio y muerte, ha cobrado pensiones á mérito de ha- 
ber llenado los claros dejados en las partidas que tenía recibidas 
de antemano, es personalmente responsable dií la devolución de 
dichas pensiones, aunque al cobrarlas hubiese ignorado el ma- 
trimonio y fallecimiento de su mandante. 



Vaso, — Se esplica en el 



Fall* del Juez l oderat 



salta. Octubre 29 de 1886. 

Y vistos: El Administrador de aduana espuso ante el j 
que D. Emilio Iturhe era apoderado de la pensionista D" Rosa 
Cúcercs, vecina de Humahuaca, para perribir la 
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de i 36 pesos 40 centavos moneda nacional, cantidad que le era 
entregada previa certificación de vida del Cara de Humahuaca, 
D. Emeterio V. j González; que estando el Cura en esta ciudad se 
informó que la Sra. Cáceres había muerto el 4 de Agosto del 
año pasado, como se vé á foja que entóneos, le preguntó 
cómo eTa que espidió los certificados por Agosto, Setiembre y Oc- 
tubre» en virtud de los cuales se pagaron á Iturbe estos tres 
meses, y contestó que solo firmó certificados á fines de Marzo 
por los meses de Abril i Julio inclusive y que cree que los exhi- 
bidos poT Agosto á Octubre sean falsificados, foja 4 vuelta; que 
pedidos á la Contaduría Geueral los recibos y los certificados 
foeron solamente enviados por los meses de Setiembre y Octu- 
bre de 1885, fojas 20, 21 y 22, faltando el de Agosto» que no 
es necesario desde que figuran los meses posteriores; que acom- 
pañado del Tesorero puso de manifiesto al Cura los certificados 
firmados por él, y declaró que era suya la firma, menos el mes 
y la fecha, foja 23; que á foja 24 vuelta Iturbe reconoció que 
fueron puestas por 61 las fechas de los certificados, foja 39. Des- 
pués de algunos pasos que diú el Administrador con el fin de re- 
cobrar la cantidad, ya sea de Iturbe que la recibió, ó de D. Ger- 
mán Ibarra á quien fue entregada, según aquel; no pndiendo 
conseguirlo, el Fiscal demandó á Iturbe por la devolución de 
391 pesos 2 centavos moneda nacional y sus intereses, importe 
de las pensiones por los meses de Agosto a Octubre, que como 
apoderado de D" Itosa Cáceres había percibido, pues que ha- 
biendo muerto esta señora el 4 de Agosto, lo cobrado en nombre 
de ella fué indebidamente. 

Corrido el traslado, Iturbe acompañó el poder de foja 36 por 
el que consta que la Sra. Cáceres le nombró su apoderado con 
fecha Diciembre de i 883, para que perciba de esta Aduana las 
pensionas devengadas y las que devengaren en adelante, como 
hija soltera del guerrero de la Independencia, Coronel D. Juan 
Cáceres; y dice: que ha procedido como un simple mandatario, 
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y que en este carácter el dinero recibido fué entregado á D. 
Germán Ibarra, que por consiguiente» no es responsable, porque 
los terceros que han contratado con el mandatario, ignorando 
sin culpa la cesación del mandato, tienen acción contra el man- 
dante, sus herederos y representantes; q< e ignoraba la muerte 
de la Cáceres ocurrida el 4 cíe Agosto en Kumahuaca, y que la 
prueba de esta ignorancia era evidente desde que el Cura había 
dado certificados de vida adelantados. (Xótese que Iturbe con- 
fesa ante el Administrador de Aduana que él fué quien puso las 
fechas de los certificados, ratificándose á foja ii vuelta, al ün 
de la página). 

Que, en este caso, la acción deberá dirijirse contra los here- 
deros de D'Rosa y nunca contra él; que la presente cuestión 
era de puro derecho y que consiste en saber si un mandatario, 
ignorando la cesación del mandato, queda obligado por un con- 
trato que haga ú pago que reciba en su carácter. 

Discutido e] punto en los escrito* de fojas M á 50 y 51 á 58, 
se llamaron los autos. 

Y considerando: 1° Que U relación de derecho entre el Admi- 
nistrador de Aduana y ü. Emilio Iturbe no proviene de un 
contrato, pues aquel no tenía más misión que entregar a este 
la pensión de D' Rosa Cáceres, con arreglo al poder dado. 

2» Que el poder caducó el mismo dia de /a muerte de la poder- 
dante (4 de Agosto), y desde este momento, las facultades confe- 
ridas terminaron, (inciso 3" del artículo i 963 del Código Civil). 

3» Que aún suponiendo la buena fé que alega, de haber igno- 
rado la muerte, Iturbe tendría su acción espedita contra el 
mandante, sus herederos ó representantes, para repetir lo que 
les hubiese entregado, (articulo i%6). 

4 Ü Que tampoco la buena fé puede presumirse en este caso 
porque, si bien es cierto quo el Cura de Humaiiuaca espidió los 
certificados, no puso las fechas, y resulta por la declaración del 
mismo Itnrbe, de fojas 24y 3U, que él los fechó; por consiguiente 
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desde oso instante, presentándose á cobrar Jas pensiones, pro- 
cedía falsamente, (artículo 788); á lo que se agrega, que los reel- 
bos que dio* en Joá ccrtiücadua de fojas 21 y 22 tienen la fecha 
de Octubre I o y Noviembre 28, es decir, A los dos y cuatro me- 
ses, respectivamente, de la muerte de su representada, suceso 
que aconteció el 4 de Agosto en el pueblo de Humabuaca, pro- 
vincia de Jujuy, distante de esta capital menos de cincuenta 
leguas, unido por el telégrafo y la línea de correos. 

5* Que el pago hecho por el Administrador de Aduana sin 
causa puede ser repetid^haya sido ó no hecho por error, (artí- 
culos 792 y 79a a^tfónjo CU ¿1). 

Por estas consideraciones y leyes citadas resuelvo: que os- 
tando acreditado plenamente que D, Emilio Iturbe recibió las 
pensiones correspondientes á los meses de Agosto, Setiembre y 
Octubre, que suman la cantidad de trescientos noventa y un 
pesos dos centavos moneda nacional, como apoderado de D* 
Rosa Cacera, que falleció el 4 de Agosto, debe devolver esta 
cantidad á la Aduana en el término de diez dias, con más los 
intereses del 9 */ f anual, desde el dia en que indebidamente 
ejecutó el cobro, con costas. N otifíqueso con el original y repón- 
ganse los sellos. 

itenjamm Figueróa. 

Fall» de I* Suprem» Cari* 

Bueno* Aire*, Diciembre 1* de 1887. 

Vistos y considerando : Primero: Que por el fallecimiento 
de D* Rosa Caceres, ocurrido el cuatro de Agosto de mil 
ochocientos ochenta y cinco, y aún antes de él, por sa ma- 
trimonio celebrado in artículo mortú, el dia antes de aquel sa- 
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ceso, con D. Cernían Ibarra, el poder del demandado D. Emilio 
Iturbe, quedó extinguido de derecho, según las disposiciones que 
cita el Juez de Sección, y aún caducó el derecho mismo quo for- 
maba el objeto del mandato, ú sea la pensión que por él se le 
encargaba cobrar, acordada por la ley á la interesada solo du- 
rante su vida y en cuanto permaneciese en estado de soltera. 

Segundo: Que no obstante esta doble causa de la conclu- 
ían del mandato y del negocio en él determinado, dicho apode- 
rado cobró y percibió de la Administración de Rentas Nacionales 
de Salta aquella pensión, por espacio de tres meses después del 
matrimonio y fallecimiento de su ex-mandante, callando ambos 
hechos y aún llenando indebidamente los certificados de vida 
que, con la fecha en blanco, conservaba en su poder, remitidos de 
antemano por la interesada ú otro por ella, á quien habían sido 
entregados informal y anticipadamente ú la vez por el Cura Pár- 
roco respectivo. 

Tercero: Que esta constatación, personal y falsa, mediante 
la taal únicamente pudo pagar y pagó la Administración de 
Rentas las pensiones aludidas, constituye al demandado respon- 
sable del valor de ellas y le obliga á su restitución, procediera 
ó no en el hecho con conocimiento de la caducidad de los dere- 
chos de la Sra» Cácete* y de la terminación de su mandato, 
pues es de ley que todo el que ejecuta un hecho que por su culpa 
ó negligencia ocasiona un daño á otro, esta obligado a la repara- 
ción del perjuicio por él cansado (Código Civil, artículo mil ciento 
nueve) y de ignorar, por tanto, el matrimonio y fallecimiento de 
su ex-mandante, que estaba obligado por la naturaleza del caso á 
comprobar formalmente antes de proceder, el demandado no 
debió llenar los certificados aludidos, afirmando falsamente un 
hecho que no le constaba. 

Cuarto : Que no desvirtúa la fuerza de estas consideraciones 
la disposición legal invocada por aquel, según la cual, para 
cesar el mandato, en relación al mandatario, es necesario que 
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este haya sabido ó podido saber la cesación del mandato, que- 
dando entro tanto exonerado do responsabilidad por lo que hiciere 
con ignorancia que no sea imputable, después de la cesación de 
aquel, pnes no puede fundadamente confundirse al mandatario, 
que, sin afirmar <spl fritamente la subsistencia del mandato ni 
practicar personalmente acto alguno para comprobar tal hecho, 
contrata simplemente en la ignorancia de la cesación del 
mandato, con el que requerido a justificar que el mandato Olis- 
te, afirma imprudente y falsamente el hecho, sin constarle su 
rerdad, llena ó concluye un documento que presenta en seguida 
para justificar su falso 6 equivocado aserto, y obtiene por tal 
medio recibir un pago ó verificar con un tercero un acto, que sin 
tal circunstancia no habría aquel verificado. 

Quinto: Que convence de ello la disposición del artículo 
mil nuevecientos treinta y tres del Código Civil, según la cual 
el mero esceso en la ejecución del mandato obliga personalmente 
al mandatario, ya por la ejecución del contrato, ya por las pér- 
didas é intereses resultantes del hecho, si el tercero con quien 
contrató hubk-se ignorado la extensión de su encargo. 

Sexto: Finalmente, que aún admitiendo en hipótesis que 
el recibo otorgado por D» Germán Ibarru, corriente en copia ú 
fojaocho, con el cual pretende el demandado justificar la entrega a 
dicho I bar ra del valor de las pensiones en cuestión, sea relativo á 
las recibidas con posterioridad i la muerte de la Sra. C áceres, 
y no á abonos anteriores á dicha fecha, como ]o espresa el fir- 
mante de dicho documento, siempre resultaría que el demanda- 
do retiene parte, al menos, de dichos valores en su poder, ¡í estar 
á la fecha de aquel recibo y ú la de la última entrega hecha por 
la Aduana, que le es muy posterior. 

Por estos y los fundamentos concordantes de la sentencia 
apelada de foja sesenta, se confirma dicha sentencia en cuanto con- 
dena á D. Emilio lturbe á la devolución de la cantidad du tres 
cientos noventa y un peso noventa y dos centavos moneda nació- 
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nal, qtte indebidamente cobró del Fisco, con sus intereses, mo- 
dilicándose ella en cuanto ú estos últimos, los cuales deberán ser 
imputados al demandado solamente desde U fecha de la requisi- 
ción de foja cinco, ó sea desde el seis de Abril de mil ochocientos 
ochenta y seis hasta el efectivo abono. Repónganse los sellos 
y devuélvanse. 

HENJAHIN VICTORICA. — ('LADISLAO 
FRIAS. — FEDERICO IBARCCREK 

(en disidencia). — c. S. DE LA 

TORRÉ.— SALUST1ANO J. Z A VALIA 

(en disidencia). 



DISIDENCIA 

Considerando: Primero: Que el único hecho alegado en la de- 
manda de foja veinte y seis, como fundamento de la acción enta- 
blada, es el de haber el demandado recibido como apoderado de 
doña Hosa Cáceres las pensiones correspondientes á los 
meses de Agosto, Setiembre y Octubre, después de la cesa- 
ción de su mandato por muerte de esta, sin imputarle 
que supiera este hecho, ni ignorancia culpable al respecto. 

Segundo : Que no obstante haber alegado el demandado 
en su contestación, el hecho de haber entregado esas pen- 
siones al heredero de dona Rosa Cacuros, quien le había ocul- 
tado el fallecimiento de esta, depositando en la Aduana los reci- 
bos que acreditaban esa entrega, la causa se ha tramitado como 
de puro derecho, y así trabado y terminado M pleito, la jí nica 
cuestión ¿resolver es, si el pago indebida ^elio v **r el tercero 
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al mandatario, después de la cesación del mandato, sin conoci- 
miento y sin ignorancia imputable del mandatario, puesto que 
la culpa no se presume, dá acción al tercero para repetir de este lo 
pagado» 

Tercero: Que esta cuestión se halla resuelta negativamente 
poT los artículos mil novecientos sesenta y cuatro» mil nove- 
cientos sesenta y cinco, mil novecientos sesenta y seis y mil 
novecientos sesenta y siete del Código Civil, que establecen 
que para que la cesación del mandato tenga lugar, respecto del 
mandatario y los terceros con quienes contrató, es necesario que 
hayan sabido 6 podido stiber la cesación del mandato; que es 
obligatorio al mandante, sus herederos 6 representantes, en re- 
lación al mandatario todo cuauto este hiciere ignorando sin culpa 
la cesación del mandato, y que solo dan acción á los terceros 
contra el mandatario si esto sabia la cesación de) mandato. 

Por estas consideraciones, se revoca lasentenciaapeladade foja 
sesenta, y se absuelve al demandado déla demanda de foja veinte 
y suis. 

■ 

FEDEKICO IBAltÜl :HE.V — SALLS- 
TIANO I. ZA VALIA. 



FALLOS I>E LA SLTIU SU £OÍÍfÍ 



« Al HA «XIV 



/)>■. //. Vicente (i. (Juesada, contra la Municipalidad de ta 
Capital; sobre apropiación 



Sumario. — Cii los casiw ÚV espropiacion, el valor que se lija 
á la cosa, debe responderá su preeiu y servir también de compen- 
sación equitativa ai sacrificio que se impoueal propietario eu fa- 
vor del público. 



Caso, — Se explica en el 

Fall* del Juca Federal 

« Unenos Aire*. Diciembre 6 de 1886. 

Y vistos estos unto* iuÍciado¿ por el Dr. Ernesto Queda- 
da á nombre ile su señor padre, el Dr. don Vicente G. Quesada, 
con la Municipalidad de la Capital, ¡-obre espropiacion de un 
terreno situado en la Parroquia de San Cristóbal, lindando con 
los nuevos cúrrales de abasto, en virtud de la ley de veinte y 
ocho de Agosto de mil ocho cientos óchenla y cuatro, que auto- 
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riza esto uspropiacinn. Oídas las partes eti juicio verbal cu el 
que ii* habiendo po-Jt<Ío llegar ;í un ave ti i miento se procedió á 
nombrar los peritos, de acuerdo á lo establecido en el articulo 
6 de la Ley de l:í*le Setiembre de 1800, con lu infWmudo por 
escrito y ver bal mente por esto*, quienes se h ni pronun-iado en 
disidencia, determinando e! nombrado por parte de h Munici- 
palidad, don Juan A. lhischiazzo, el pruno de un peso sesenta 




centavos el metro cuadrado como lo equivalente á tod is las in- 
demnizaciones prevenidas por la ley, y don Adolfo Bullrich, 
nombrado por la parte de Quesada, el de cinco pesos con veinte 
y cinco centavos nacionales el metro cuadrado, y además el pre- 
cio de quince mil pesos de igual moneda como indemnización; y 
Considerando: (jue en los casos de espropiacion por causa de 
utilidad pública la indemnización al propietario debe ser lijada 
ampliamente, de tal manera que no solo responda al valor estric- 
to de la propiedad, sino que también sirva de compensación equi- 
tativa at sacrífi -io que se le impone en favor del público, lijase 
como precio de las indo nmizacio oes á qtitr se re Tutu el artículo 
1 6 de la citada ley de i 806, la cantidad de dos peaus moneda 
nacional por cada metro cuadrado, y á m:is, ocho mil pesos de Ja 
misma moneda por lo edificado y plantado, cuya cantidad, que 
deberá ser previamente liquidada por el actuario, tendrá que ser 
entregada al propietario doctor QuesaUa, ó en su caso debidamen- 
te consignada, para que la Municipalidad pueda tomar posesión 
de la espresada pr piedad, siendo adema* á cargo de esta cor- 
poración las costas del juicio, de acuerdo al articulo 18 de la ci- 
tada ley de 1800. Hágase saber. 




Andrés ¡ (jar riza. 
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F*IU de I» Suprcat* Cirto 

Buenos Aires, Diciembre 3 Je 1887, 

Vistos : Por to que resulta de las actuaciones obradas auto el 
Juez de Sección, y del mérito del informe pericial de foja 
ochenta y tres, espedido por el Ingeniero don Rómulo Ayeraa, 
seconfirma et auto apoladode foja treinta y seis vuelta, siendo 
las coatas causadas de cargo de la Municipalidad. Repuestos los 
sellos, devuélvanse. 



IIESJAMIX VICTORICA. — t [LADISLAO 
FRIAS — FEDERICO IUARGCHE*. 
— C. S- DE LA TORRE. — SA- 
LUSTUnO J. EA VALIA. 
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VAVHA 11,1 



La sucesión de tí. Saturnina San Mitjuel, contra el (¡ohierno de 
la Provincia de San t taya; 



Sumaria, — La negación del Gobierno ¡i reconocer la validez 
de títulos do propiedad otorgados por é! ( dado el antecedente 
do haber el Agente Jisca! y el Fiscal del Estado opinado que 
eran nulos ú habían caducado, y la remisión del asunto & la de- 
cisión de los Tribunales, constituye v\ caso de jactancia pre- 
visto por la ley 46, título 2\ Partida 3\ 



Caso, — Lo esplica t i 

Fallo de In Suprem» Corte 

Éhhioü Aires, Uinembre 3 do 1887, 

Vistos : Resulta de estos autos: Primero : Que con fecha cua- 
tro de Mayo do mil ochocientos cincuenta y nueve, don Satur- 
nino San Miguel obtuve en compra del Gobierno de la Provincia 
de Santiago del Kstero, con arreglo á la ley local de veinte y 
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siete de Octubre de mil ochocientos cincuenta y seis, sesenta 
leguas de tierras fiscales de dicha provincia, ubicadas sobre las 
márgenes del rio Salado, al precio de cien pesos bolivianos la 
legua. (Documeto de fojas una á veinte y n ti uve). 

Segundo: Que estas tierras fueron mensuradas administrativa- 
mente á petición de San Miguel, en diez y nueve do Julio de mil 
ochocientos setenta y cuatro y aprobada la mensura por el Go- 
bierno de Santiago, con fecha catorce de Agosto del mismo 
año. (Documento de foja treinta). 

Tercero: Que denunciadas ellas, no obstante esto, en todo 6 
en parte como fiscales, por D. Jaime Vieira, en veinte y tres de 
Julio de mil ochocientos ochenta 'y cuatro, solicitándolas en 
compra del Gobierno de Santiago, el Fiscal de Estado de esta 
Provincia, en el curso de tal gestión ¿ invocando una disposición 
gubernativa de treinta y uno de Julio de mil ochocientos sesen- 
ta y seis, por la que se prescribía á los propietarios de tierras 
dentro de la línea de fronteras la obligación de poblarlas en 
un término dado, bajo pena de caducidad de su concesión, sos- 
tuvo que la adquisición de San Miguel debía reputarse vacante 
y admitirse en consecuencia la denuncia, de no justificarse por 
aquel haber cumplido de su parte con tal deber, caso de ba- 
ilarse las tierras mencionadas dentro del perímetro marcado 
por aquella disposición, (Documento citado). 

Cuarto: Que aunque esta denuncia, oportunamente pro- 
testada por la sucesión de San Miguel, quedó sin efecto por 
haber desistido de ella el denunciante, preliriendo comprar di- 
rectamente de dicha sucesión dos de los lotes de las tierras dis- 
putadas, reconociéndola así en el hecho propietaria de ellas, los 
herederos de San Miguel ocurrieron sin embargo al Gobierno 
de Santiago, en trece de Julio de mil ochocientos ochenta y cinco, 
haciéndole presento los sérios inconvenientes y perjuicios que 
al libre ejercicio de sus derechos ocasionaban las dudas suscita- 
das en las deliberaciones del gobierno respecto á su dominio en 



HE JISTICIA XAC105AL 



aquellas tierras, y pidiéndole en consecuencia, un reconocimien- 
to esplícito de este. 

Quinto: Que informando sobre esta petición, el Fiscal de 
Estado de la Provincia demandada fué de opinión que no debfa 
hacerse Lugar á ella, fundado, no ya en la disposición guberna- 
tiva de treinta y uno de Julio de mil ochocientos sesenta y seis, 
antes citada, sin6 en la nulidad misma de la adquisición de San 
Miguel, por haberse verificado ella en contravención i la ley do 
veinte y siete de Octubre de mil ochocientos cincuenta y seis, 
que acordó al Poder Ejecutivo la facultad de enajenar las tier- 
ras Jiscales, y con arrollo á cuyo testo y espíritu, las ventas 
no podrían hacerse en mayor estenston, que la de un solo lote 
en favor le un solo individuo. 

Sesto: Que el Gobierno, proveyendo A dicha gestión, se negó 
igualmente, por decreto de diez y ocho de Julio de mil ochocien- 
tos ochenta y cinco, á hacer el re onoci miento solicitado, decla- 
rando ser este materia de una decisión judicial y negando á 
la par, en los fundamentos de su resolución, todo efecto jurídi- 
co como reconocimiento de derechos á la resolución del Poder 
Ejecutivo que aprob.í la mensura de los campos en cuestión. 

Sétimo : Finalmente, quo con estos antecedentes, el repre- 
sentante de los hijos menores, herederos de San Miguel, D. 
Víctor, D. Emilio, D. Alberto, D. Adolfo, ü. Daniel j D- Elvira 
San Miguel, ha traído la presente demanda de jactancia, pidien- 
do se compela al Gobierno de la Provincia de Santiago u deducir 
en juicio las acciones que crea tener á la propiedad de los cam- 
pos mencionados, so pena de no ser oído después, la cual ha 
sido contestada por el representante de aquel Gobierno, opo- 
niendo, sin retirar los conceptos da la citada resolución, las 
excepciones xinn actíone arjtí y de prescripción; la primera, por no 
proceder en las circunstancia-* de la causa la acción de jactancia, 
dado que los actos del Gobierno demandado no importan una 
perturbación de los derechos que puedan corresponder á los de- 
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mandantes, hallándose limitados á ordenar que ocurran ellos 
á la autoridad judicial correspondiente; y la segunda, por estar 
vencido el término dentro del cual pudo solamente dicha acción 
ser deducida enjuicio, con arreglo al artículo cuatrocientos vein- 
te y cinco de la Ley de Procedimientos de los Tribunales de 
esta Capital. 

Y considerando: Primero : Que aún cuando la opinión in- 
dividual de los concejeros legales ilcl Gobierno de la pro- 
vincia demandada, afirmando la indicaría y nulidad de loa 
títulos de los demandantes í los campos mencionados en la 
demanda, no pueda tenerse desde luego como una denegación 
directa de dicho Gobierno de los derecho-; de propiedad y po- 
sesión que aquellos pretenden en dichos campos, es evidente 
que la resolución gubernativa de que estos se quejan, te- 
niendo como tiene por antecedentes las premisas de aquellos 
funcionarios, y avanzando aún á denegar todo efecto Jurídico á 
los actos del mismo Gobierno en relaciona la mensura y deslinde 
de dichos campos y á Ja aprobación por él prestada á tale* ope- 
peraciones, implica necesariamente un desconocimiento do 
aquellos derechos, á la par que un sério obstáculo opuesto al 
ejercicio de las facultades inherentes por la ley al dominio. 

Segundo : Que eso mismo resulta del hecho de remitir á lus 
interesados ante los Tribunales de Justicia, considerando el 
caso como litigioso y objeto, como tal, de una decisión judicial. 

Tercero : Que estos hechos constituyen legalmente el caso de 
jactancia á qne se refiere especialmente la ley cuarenta y seis, 
título segando, Partida torcera, vigente y de estricta apli- 
cación, ante los Tribunales Federales, con arreglo al artículo 
trescientos setenta y cuatro do la ley de Procedimientos de 
catorce de Setiembre de mil ochocientos sesenta y tres. 

Cuarto: Que si en el sentir mismo del Gobierno de Santiago, 
ladecisiondelas dificultades precitadas solo puede tener lugar 
en juicio ante los Tribunales competentes do justicia, es for- 
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7030 concluir, dado el hecho no desconocido de la posesión de loa 

do sus derechos, que tul litigio lid puede trabarse sino en la for- 
ma en que lo La sido, 6 sea por una demanda de jactancia, so 
pena de alterar el rol que el estado de los hechos crea temporal- 
mente para cada una de las partes. 

Quinto: Que no es admisible, finalmente, la escepcionde pres- 
cripción alegada por el demandado, no teniendo, como no tiene, 
por base sinó una prescripción puramente local, que ninguna 
ley declara de aplicación al caso. 

Por estos fundamentos, deüuitivamente juzgando, Be declara 
procedente y lien deducida la demanda interpuesta y en obliga- 
ción, en consecuencia, al Gobierno de la Prorlncia de Santiago 
do deducir en juicio los derechos que crea teaer á los terrenos 
en la demanda, en el término de treinta días, bajo 
íe se le tendrá por deeaido de ellas, si así no lo ae- 
rificase. Notifiquen con el original y repónganse los sellos. 




ULADISLAO ritUS. - FEDERICO 
[BARCCRE3, — C, S. DE LA 
TORRE. 
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€ i ISA IX VI 



La Empresa del Ferro-carril Central Argentino, contra Ü" Ja- 
cinta % de Videla, y sus sucesores t'masco y Castagmno; 



Sumario, — Aceptado por tas partes el valor fijado al sub- 
suelo áeapropiarsi?, debe considerarse e initaüvn el fijado á los 
perjuicios de esa espropiadonuna vez quo este lo ha sido en una 
suma mayor de la de aquel, y no so ha certificado cuales su vor- 



. — Lo BSplica el 



Fulla del Juez 



Rosuir^ Abril M de 1H87. 



Y vistos : esta causa sobre expropiación iniciada en 25 de 
Ayosto dr 1885, por el Ferro-carril Central Argentino contra 
D' Jacinta Videlade Videla, y seguida p^teríormento por los 
señores Finasco y Castagnino, compradores del área total, ni la 
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cual se encuentra comprendida la de esta caproplacion, habien- 
do tenido lugar esta transferencia en 19 de Febrero de 1886, se- 
gún se comprueba por la escritura corriente de foja 50. 

Con h informado por los peritas y lo alegado por las parles. 
Y considerando: I o Que el dictámen pericial de foja 58, espe- 
dido de común acuerdo por los peritos que las partes nombraron, 
tanto por su forma concisa, cuanto por la falta absoluta de de- 
talles de ese dictámen, no obstante, el mandamiento del Tribu- 
na I consignado en el íicta de foja 57, para que él -fuese suficien- 
temente detallado, es completamente ineficaz para ilustrar el 
punto sub-judiee, y poder daT al Juez una base de criterio cier- 
ta ú objeto de pronunciar su fallo con conciencia j conocimiento 
perfecto de las indemnizaciones que por derecho correspondan 
al expropiado. 

2* Que esto así, era inprescindible el nombramiento de un 
tercer perito, como se hizo mediante el decreto de para mejor 
proveer, ;dictado por el Juzgado á foja 63, j confirmado en su 
auto de foja 77. 

3 o Que según este último informe, basado en datos precisos 
que arrojan luz y merecen crédito al Tribunal por la idoneidad 
de la persona que lo da, puede y debo tomarse en consideración 
en la parte que á juicio del Juzgado sea £1 justo y aplicable al 
caso sobre que tersa. 

4" Que en este sentido el dato que se refiere á la apreciación 
del ralor del terreno, materia de la expropiación, cuyo aialúo 
asciende á la suma mil setecientos sesenta y dos pesos (1762,60) 
con sesenta centavos nacionales de curso legal, es justo y equi- 
tatifo^st se tiene en consideración el precio pagado por los es- 
propiadoa ú que se refiere la escritura de foja 50. 

5 o Que respecto á la avaluación que por el mismo perito ter- 
cero se hace» de las destrucciones que de otros trabajos, como el 
de los túneles, ocasiona á los apropiados, no es pertinente en 
razón de haber ellos sido comenzados después de dictada la ley 
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de espropiacion, y lo que es aiín más, después de haberse intro- 
ducido esta demanda, no debiéndose por tanto tomar en consi- 
deración esta parte de su dictamen, 

fl* Que en este caso, tócalo al Juzgado, apartándose de los 
dictámenes periciales, resolver respecto al valor de las indemni- 
zaciones por perjuicio y designar esa indemnización, ajustándo- 
se para ello á los principios generales de equidad y justicia, te- 
niendo para ello en vista los elementos que de autos resulten. 

7 o Que en este sentido, debe tenerse presente que la parte de 
ios señores Pinasco y Castagnino, se lia conformado con la tasa- 
ción de foja 58, nopudieiulo, en consecuencia, mandarse abonar 
una suma mayor que la en él fijada, como así lo tiene resuelto 
la Suprema Corte de Justicia Nacional en su causa LXXI, to- 
mo *9, página 382, série 2\ 

8 o Que en cuanto á la parte del expropiante, este ofrece hasta 
la suma de tres mil (3000) pesos nacionales curso legal, como 
indemnización genera], suma también que no debe ni puede ser 
reducida, resultando asi un escódente de mil doscientos treinta y 
siete pesos (i 237 ,40)' con cuarenta centavos nacionales de cur- 
so legal y aplicable á los perjuicios, por voluutad del espropiantc. 

9° Que esta indemnización acordada por el actor, emana de la 
creencia equivocada que este tiene, al suponer no se 
perjuicios, sinó insignificantes, en 
construido el túnel, materia de este litigio. 

Í0° Que á este respecte, es indudable que los perjuicios que se 
irrogan al espropiante, son de una consideración mucha mayor 
de aquella que se les quiere dar, pues, como con esactitud lo in- 
dica el perito tercero á foja 82 de su informe, el dueño de la pro- 
piedad no puede con seguridad construir en su terreno y adon- 
de más lo creyere conveniente, edificios de alguna importancia, 
sin esponerse á un peligro seguro de derrumbe. 

ii° Que como, asimismo, con rerdad lo manifiesta el mismo 
perito en el informe referido, en la 
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sobre ese túnel, el propietario se vería, sin embargo, privado de 
poder agregar a su edificio las comodidades de sótanos, algibes, 
sumideros, etc., inherentes á todo edificio regular; todo ello 
porlainsuGciente profundidad entre la superficie y el túnel 
mencionado. 

12" Que estos desperfectos, apreciado* por parte de la Empre- 
sa en un cuatro por ciento, que aproximadamente represéntala 
suma de mil doscientos treinta y sicle pesos {i 237,40) cotí cua- 
renta centavos nacionales de curso legal ú. ojie so reitere el con- 
siderando octavo, no pueden cu justicia calcularse por id Tribu- 
nal en una depreciación menor que la de nueve ó diez par ciento 
sobre el valor real de la propiedad á qm> hace referencia la es- 
critura de foja 50, es decir, eu la suma redonda de dos mil ocho 
cientos (2HQO) pesos nacionales de curso legal, como el valor 
justo j equitativo do los perjuicios ocasionados al expropiado. 

Por estos fundamentos, fallo: declarando que el valor de la 
espropiacion que debo y tiene que pagarse á los señores Pin asco 
y Castagnino, por la parte del sub-suelo espropiado por el Ferro- 
carril Central Argentino, ¡i que se refiere esta cuestión, es la de 
mil setecientos sesenta y dos pesos (1702,00) con sesenta centa- 
vos moneda nacional de curso legal, como importe delsub-suelo 
y el de dos tnil ochocientos pesos (2800) nacionales de curso teyat 
como valor de los perjuicios que con dicho túnel se originan á 
dichos señores, con costas. Hágase saber con el original y re - 
pónganse los sellos. 

G. Escalera y Zuvirta. 



Falle 4c la ftuprcma Corle 



Bueno* Airea, Diciembre <i de 1887. 



Vistos y considerando: Vrimenr. Que los espropiados aceptan 
mu equitativa la suma de mil setecientos setenta y 
t. n ai 
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con seaenta centavos moneda de corto legal, fijada por ti perito 
Antonietti y por la sentencia como precio del sub-suelo apropia- 
do; y habiendo sido consentida la sentencia por la empresa del 
ferro-carril, el único punto á resolveres el relativo al valor da 
los perjuicios que la espropiacion del sub-suelo baya de causar 
á los «apropiados. 

Segundo : Que no habiéndose justificado por estos el Talor de 
esos perjuicios, ni ofreciendo los informes de los peritos base 
cierta para «preciarlos con eiatitod, lastima dedos mil ochocien- 
tos pesos fijada por la sentencia y consentida por la Empresa, 
siendo mayor que la del valor de la cosa cspropiada, debe con- 
siderirse equitativa con relación al valor total del snb-suelo y de 
la superficie, con arreglo á los precios fijados por el perito Anto- 
nietti, cuyas conclusiones aceptan los «apropiados. 

Tercero: Que habiendo tomado posesión del terreno la Em- 
presa, debe tomarse en consideración los intereses de la indem- 
nización que ha debiao pagarse en ese acto, como parte de la 
indemnización debida. 

Por estas consideraciones y sus fundamentos concordantes, se 
confirma la sentencia apelada, declarándose además á cargo de 
la Empresa el pago de los intereses desde que fué puesta en po- 
sesión del terreno, sobre el valor de este y el de loa perjuicios, 
con deducción de los correspondientes á la cantidad consignada 
á foja dos. Repuestos los sellos, devuélvanse. 

REMANIR VICTOR IC A. — ULADISLAO 
TOA». - FEDERICO IBARGÚREN. 
— C. S* DE LA TORRE. — SALTO- 
TIAHOJ. ZAYAL1A. 
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CAUSA I 



El Juez Letrado del territorio Nacional del Neuquen, contra el 
Gobernador del mítmo territorio, por detaeato; sobre auxi* 



— I* Suprema Corte no puede entender en casos 
que no ion de superintendencia, ó no Tienen á su conocimiento 
por nn recurso legil. 



Cato. — En ana nota panda i la Suprema Corte por el Juex 
Letrado del territorio del Neuqoen, te etpidió la siguiente : 



FALLOS DE LA SUPNEHA COATE 



VISTA DEL SESOIl FllOCCKADOIt GENERAL 

üwqqa Aires, Diciembre US tle 1887. 
m Corle: 



Estos antecedentes dan testimonio inequívoco de 
clones oficiales entre el Gobernador y el Juez Letrado del 1 
torio del ííeuqucn, están muy lejos de ser cordiales. 

El Juzgado pide al Gobernador lo remita, en calidad de pre- 
sos, á dos indiTiduos cuyas declaraciones dice ser necesarias en 
una causa criminal que ante él se sigue. El Gobernador con- 
testa que no conoce ley alguna por la mal pueda el Juez pre- 
tender í levar presos, á catorce leguas de distancia, á ciudadanos 
establecidos en aquella gobernación. Tampoco puede permitir \ 
agrega, que establecido, por motivos no justificados, fuera del 
punto en que por ta ley debe residir, asuma el Juez facultad 
de hacer citar vecinos de otro departamento, para 
de pedirles declaración. 

En otra comunicación el Juez 
la nómina do los alcaldes, y el Gobernador le contesta en estos 
términos : Con estrañeza se ka recibido ta nota de V. S. en 
que pide á la Gobernación le remita ta hsta délos alcaldes del 
territorio, para dirigirles circulares en prevención de malos 
tratamientos de que ha tenido denuncias. El Gobernador que 
firma, no comprende corno el Juez Letrado haya podido imagi- 
narse con atribuciones para proceder en tai sentido. 

A todo esto, contesta el Juez Letrado ordenando el enjuicia- 
miento y prisión del Gobernador, por el delito de desobedien- 
cia y falta do los respetos debidos al Juzgado, á cuyo efecto 
pideá V. E, la -suspensión del espresado Gobernador, y se pon- 
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ga á la disposición del Juzgado la fuerza necesaria para el cum- 
plimiento de sus resoluciones. 

De una y otra parte no puede llevarse mas lejos la intempe- 
rancia y la falta de aquellas consideraciones que deben guar- 
darse entres! autoridades destinadas ¡i marchar en armonía y 
á concillarse recíprocamente. 

£1 Gobernador no era t por cierto, competente para decidir 
si el Juez Letrado procedía abusivamente á ordenar la remi- 
sión de testigos en calidad do presos. 

Eran los testigos los que debían reclamar, y él, el Goberna- 
dor, podía á lo sumo señalar al Juez el inconveniente de la ro- 
que son de práctica y que num'a están de más. En cuanto á la 
lista de alcaldes, bastaba «pie el Gobernador observara de la mis- 
ma manera, que á él, y no al Juzgado, incumbía corregir las 
irregularidades eo que pudieran incurrir. Todo esto, empero, está 
muy lejos de autorizar las medidas extremas á que recurre el 
señor Juez. 

A las notas destempladas de la Gobernación, debía contestar 
sosteniendo su jurisdicción, y negando la facultad de revisar 
sos mandatos; y si el Gobernador hubiera insistido en la deso- 
bediencia y en el uso del lenguaje inusitado de que hace alarde, 
al parecer» habría llegado la oportunidad de ocurrir á V, E. 

Mientras tanto, nada justifica ni el enjuiciamiento, ni la 
prisión, ni el recurso á la fuerza de linea. Para poner término 
á esta situación tan penosa por una y otra parte, bastará, á mí 
juicio, por ahora, encarezca V. K. al señor Juez la necesidad de 
proceder con más templanza en lo sucesivo, y se dirija al señor 
Ministro del Interior, para que á su vez prevenga al señor Go- 
bernador preste el acatamiento que debe á las resoluciones 
del Juzgado. 

Eduardo Costa. 
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Falto «« la Iwpriai Cwl« 

Buenoi Airea, Enero 7 de 1888. 

No viniendo la causa por ningún recurso legal, y no siendo el 
caso de superintendencia de estii Corte, devuélvanse estas ac- 
tuaciones al Juez Letrado del territorio del Ne aquén, para que 
proceda con arreglo á derecho, y en su caso, solicite directamen- 
te de quien corresponda el auxilio de la fuena pública, 

BENJAMIN YICTOR1CA. — ULAMSLAÜ 
FRIAS. — FEDERICO IBARGÚREN* 
— C. S. DE LA TORRE. — SAl.m- 
TIAftO J. 2A VALIA. 
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CAUSA II 



El Fisco Nacional contra D. Eulogio Martínez; sobre compra 

fraudulenta 



Sumario, — Confluido el juicio ejecutivo por arreglo entre 
acreedor y deudor, queda de hecho levantado el embarga, y la 
cuestión de tercería que deja de tener razou de ser, debe darse 
por terminada. 



Caso. — Se esplica en el 



Vistos estos autos j los agregados, de les cuales resulta : 
I a Que por disposición del Administrador déla Aduana de la 
Capital se embargaron las tres lanchas denominadas « Joven 
Angelita», «Enrique Primero» y «Paco» come pertenecientes 
á los señores E. Ochoa y C* p quienes adeudaban en dicha re- 




MI» del Jue* Federal 



Buenos Aires, Abril 1G do 1886. 
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partición fuerces cantidades do dinero procedentes de 
Aduana oti letras ja vencidas. 

2 a Que este embargo fué confirmado por la resolución do la 
Corte Suprema, corriente a foja 43, hasta la decisión de las ac- 
ciones de fraude y simulación alegadas por la Aduana, con mo- 
tivo de huherse presentado antedía don Kulogio Martínez con 
los correspondientes títulos de propiedad, alegaudo Uerecliosdo 
dominio sóbrelos referidos pailebots. 

3 o Que de acuerdo con esta resolución y en conformidad á lo 
mandado un el auto de foja 52 vuelta, A Procurador Fiscal se 
presentó, á foja 55. manifestando que los señores E. Ocboay C*. 
anudaban á la Aduana de la Capital por derechos de importa- 
ción, la suma de ciento veinte y cinco mil pesos m /n siendo fia- 
dor solidario por su mayor parte, don José Ferrer, habiendo 
vencido las primeras letras en 21 de Noviembre de 1882, sin que 
hasta la fecha de la demanda hayan sido pa-adas por dichos 
señores ni por el fiador Ferrer, quien no tenía más bienes conocí- 
dos que las lanchas «Paco*, «Enrique:, y «Jóven Angelita» ins- 
critas á su nombre en la Aduana, en las cuales hacía opuracio- 
nesde carga y descarga, pur cuyo motivo fué aceptado como liador; 
que estando insolvente el 21 de Noviembre de 1882, tanto los 
señores Ochoay C fc , como dou José Ferrer, ninguna enagenacion 
de bienes podían hacer que fuere válida; pero como el propósito 
de dichos señores parece que había sido ante todo defraudar al 
Fisco, don José Ferrer enageno las lanchas que constituían tú 
única responsabilidad para la Aduana; que de los títulos pre- 
sentados por Martínez resultaba que con fecha 27 de Noviembre 
del mismo año 82, Ferrer vendió las lanchas á Ernesto Ochoa, 
hermanoy socio de don Enrique Oehoa. y al día siguiente las 
traspasó aquel á don Kulogio Martínez, dependiente de Ferrer, 
continuando no obstante inscritas y haciendo operaciones ;i 
nombre de Ferrer hasta quo fueron embargadas, a los pocos 
dias, m cuyo motivo recien se presentó Martínez á cambiar de 
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inscripción prescindiendo por completo do don Ernesto Ochoa, 
lo que demostraba hasta la evidencia que este último había 
servido de interpúsita perdona para evitarla Tonta directa de las 
lanchas del patrón al dependiente» encubriendo de este modo 
el fraudo que la venía encierra; que en virtud de estos anteceden- 
tes y siendo aquellas ventas nulas por el vicio que llevan con- 
sigo do fraude A Iüs acreedores, pedía al Juzgado la revocación 
de esas enagenaeiones. 

4 o Queden Irineo Lima, en representación de Martínez, con- 
testó a foja 59 el traslado conferido, alegando que eran inexac- 
tos los hechos alirmados por el Procurador Fiscal para fundar 
su acción, pues de las escrituras presentadas constaba que las 
lanchas pertenecían á Ja sociedad Ferrer y C\ disuelta la cual 
en Junio de 1882, quedaron de propiedad exclusiva de don José 
Ferrer, quien las vendió á Ochoa y este al siguiente dia, i Mar- 
tínez, pero no siendo cierto que ¿I fuese dependiente de Ferrar 
ni Ochoa socio de su hermano; que ambos estaban en la Ubre 
administración de sus bienes, pudiendo por consiguiente , cele- 
brar toda clase de negociaciones; que la inscripción de las lan- 
chas no estaba » nombre de don José Ferrer sinó de Ferrer y 
C\ ó si no se cambió de inscripción cu las ventas posteriores, es 
porque es de práctica seguir con la misma inscripción hasta la 
época anual para muñirse de la correspondiente patente, la 
cual se saca á nombre del nuevo propietario; y, por último, que 
la acción de los acreedores para pedir en nombre propio la revo- 
cación de los actos ejecutados por el deudor en fraude de sus dere- 
chos, duratm año contado desde eldia que llegaron ásu noticia, 
el cual había vencido con exceso, sin que el Fisco que se conside- 
raba acreedor de Ochna y de Ferrer, hubiese pedido rescisión de 
los actos ejecutados por eso* señares; que las consideraciones 
expuestas y la prescripción alegada, demuestran ta improcedencia 
de la acción instaurada, por lo que pedía no se hiciese lugar con 
costas ¡í la revocación de las ventas de las lauchas en cuestión. 
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J que se mandara levantar el embargo, condenándose al Fisco 
al pago de los daños y perjuicios ocasionados por el secuestro 
indebido. 

5 a Que la cansa fué recibida á prueba, habiéndose producido 
además de las escrituras de venta agregadas de fojas 57 ¿72, el 
informe de la Aduana, corriente ¿ fojas 93 y 94. 

T considerando: V qae la acción deducida por el Fisco 
conocida en el derecho Romano con el nombre de Pauliana, es 
la que acuerda el artículo 061 del Código Civil, á todo acreedor 
quirografario para demandar la revocación de los actos celebra- 
dos en perjuicio ó fraude de sus derechos, bastando para su 
ejercicio que el deudor se halle en estado de insolvencia; que el 
perjuicio de los acreedores resulte del acto mismo del deudor, y 
que el crédito en virtud del cual se intenta la acción sea de fecha 
anterior al acto (art. 962, Código Civil). 

2 a Que es un punto fuera de discusión, que los' señores 
£. Oohoa 7 C\ de cuja firma social formaba parte don Ernesto 
Ochoa^segun se ha comprobado por el informe de la Aduana 
corriente á foja 93, adeudaban al Fisco en letras vencidas, fuer- 
tes sumas de dinero con la garantí i solidaria, según la disposi- 
ción del artículo 112 de las Ordenanzas, de don José Ferrer 
vendedor al espresado Ochoa de las lanchas embargadas. 

3 a Que la insolvencia de Ferrer al tiempo de la pretendi- 
da enagenacion de las lanchas á favor de Ochoa, está debidamente 
caracterizada, pues sn mismo representante manifiesta en el 
escrito de foja 69» qne desde que se constituyó fiador de la razón 
social E. Oohoa 7 C*, no poseía más bienes qae las referidas 
lanchas, constando del informe de la Aduana, corriente á foja 93, 
qne á su debida oportunidad esa repartición le pasó el corres- 
pondiente aviso del vencimiento de las letras, puraque procedie- 
ra á recogerlas, lo que debe suponerse no verificó cuando aquella 
procedió á ejecutar bienes que consideró sujos, estando de con- 
siguiente, perfectamente comprobados 7 establecidos los es- 
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tiernos necesarios para la procedencia de la aceten instaurada. 

4 o Que según lo espresa la escritura de venta otorgada 
por Ferrar á favor de don Ernesto Ochoa, no hubo en ese acto 
entrega de precio, confesando el vendedor que lo tenia recibido 
de ante mano, cuyo hecho sin embargo no se ha probado, á pesar 
de lo resuelto en el auto de prueba» circunstancia que agre- 
gada á la transferencia inmediata con solo i atérralo de horas 
á favor de Martínez , constituye prueba bastante con arreglo á 
los preceptos de la ley 13, título 16, libro 5 o , Recopilación Cas- 
tellana, de que en la intervención de Oehoa solo hay una inter- 
posición de personas, para alejar las presunciones de fraude, de 
una renta directa hecha por Ferrer i Martínez. 

un intermediario para hacer la venta á Martínez, agregada á la 
de que este, según loconstata el informe de la Aduana corriente 

rer en las operaciones de lanchage y al hecho mas oaracterisco 
aún, de que Martínez nunca tomó posesión de las lanchas, con- 
tinuando su inscripción ji nombre de Ferrer, 6 de Ferrer y C\ 
constituyen presunciones bastantes de que ó bien solo se ha tra- 
tado de una simulación efectuada con el propósito de sustraerá la 
ejecución los ónices bienes con que Ferrer podía responder al Fis- 
co, ó bien á establecer que Martínez, comprando sériamente esos 
bienes, tenía conocimiento de ta insolvencia del vendedor, en cuyo 
caso el acto cae bajo la sanción del artículo 070 del Código Civil. 

6 a Que discutiéndose en el fondo de este asunto el dere- 
cho del Fisco para embargar y ejecutar las lanchas que comi- 
dera de propiedad de Ferrer, y recíprocamente, el derecho de 
Martínez para oponerse á esos actos, la cuestión debe también 
ser encarada bajo esta fax. 

7° Que según el artículo 1014 del Código de Comercio, 
los buques se reputan muebles para todos los efectos Jurídicos, 
salvo modificación Ó restricción espresantente consignadas. 
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8 a Que es un principio de nuestro derecho, que el domi- 
nio délas cosas solo se adquiere por la tradición, y tratándose de 
cosas muebles, por la posesión, que por sí sola constituye pre- 
sunción de dominio y autoriza á repeler cualquiera acción de 
reivindicación (Artículo 1412 del Código Civil). 

9 o Que no habiéndose hecho tradición de las lanchas 
á Ochoa ni á Ferrer ni siquiera bajo la forma ficta del cambio 
de inscripción, es evMente que ninguno de los dos ha adquirido 
el dominio de ella, ó lo que es lo mismo, que no han salido de 
su primitivo dueño don José Ferrer, de modo que tanto don Er- 
nesto Ochoa como Martínez, solo tienen la acción personal res- 
pectivamente, que les acuerda el artículo 1420 del Código Civil, 
para resolver el contrato exijiendo la restitución de lo que hu- 
biesen pagado, con los intereses déla demora é indemnización de 
perjuicios, ó para demandar la entregado la cosa y el pago de los 
perjuicios, pero en ningún caso la que solo deriva del dominio 
da las cosas. 

10" Que por consiguiente, aún prescindiendo de las con- 
sideraciones que justifican la revocabilidad del acto, es indiscuti- 
ble el derecho del Fisco para ejecutar las lanchas en cuestión, 
desde que no han salido legalmente del dominio de su deudor 
y han sido embargadas en tiempo oportuno, 

11° Que la prescripción opuesta es inadmisible, pues 
entre las fechas de lo* actos atacados por medio de la acción 
Pau liana y los procedimientos de la Aduana para ejecutar los 
bienes embargados, fundándose en la nulidad y revocabilidad 
de dichos actos, no ha mediado ui un mes. 

Por estos fundamentos, fallo: declarando simuladas y nulas las 
ventas hechas por don José Ferrer, c^a fecha veinte y siete de 
Noviembre de mil ochocientos ochenta y dos á favor de don 
Ernesto Ochoa ante el Escribano de Marina don Juan S. Lechi- 
guero, de Ion pailebots tEorique», tPacoi y «Jóven Angelita* y 
la otorgada por don Ernesto Ochoa á favor de don Eulogio Mar- 
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s t ante el Escribano Lechiguero, hacien- 
te el Registro de Marica, 
líotifíquese original y repónganse las fojas. 



tincz, con 
los buques 




Apelada la sentencia anterior, y cí 



Virgilio M. Tedin. 



los agrarios, se 



VISTA DEL SESOR PROCURADOR GENERAL 



Buenos Airut, Junio 10 de 188fl. 



Al final del escrito que antecede se hace valer una considera- 
ción, cuyo alcance importa esclarecer. Creo conveniente ordene V, 
E. se traiga á la vista el espediente á que se hace referencia, 
volviendo en seguida todo á mi despacho. 

Eduardo Costa- 



Traídos los autos de la ejecución del Fisco Nacional contra 
E. Ochoa y C\ resultó que en 13 de Octubre de 1885 se aprobó 
nn arreglo por el cual Ochoa y C* se obligaron á pagar el 

50V„ de la deuda, á plazos, con garantía de don Gregorio Torres. 
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VISTA DEL SEfiOH PROCURADOR GENERAL 



Ruónos Aires, Julio %i de 1886. 

Suprema Corte : 

Los términos en que el señor Procurador Fiscal manifiesta 
so conformidad á la transacción propuesta por los señores Ochoa 
y C\ fojas 28 y 29, primer cuerpo, inclinan el ánimo i creer que 
en ella iba también incluida la cuestión acercado la propiedad 
de las lanchas, de que aparece como dueño don £. Martínez 
y cuyo reivindicación es el objeto de esta causa* 

Una délas principales causas que determinan al señor Procu- 
rador Fiscal á juzgar conteniente y aceptable aquella transac- 
ción, es, en efecto, la dificultad del cobro üp la integridad do 
los cientoy pico de mil pesos, que los referidos señores Ochoa 
y C\ debían al Fisco, por la circunstancia de aparecer todos 
los bienes enagenados con anterioridad á la fecba de la quie- 
bra. Es este precisamente el caso de las lanchas. 

Interpretando los térmi nos de la transacción espresada, pido á 
T. E. dé por concluida esta cuestión, siempre que, bien enten- 
dido, esta haya de terminar definitivamente, es decir, siempre 
que por parte de Martínez asi se entienda, de manera que 
bajo de ningún protesto pueda él deducir acción alguna a conse- 
cuencia del embargo de las lanchas en cuestión . 

Eduardo Costa. 

Martínez manifesté que no estaba conforme con lo indicado 
por el señor Procurador General, por haberse ido á piqne las lan- 
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chas por abandono da la Administración da Aduana, qae debía 
Ber responsable de los perjuicios. 

£1 Administrador de la Aduana dió cuenta al Juez Federal de 
haberse ido i pique las lanchas, 7 el Procurador Fiscal pidió se 
pasara el oficio del Administrador á la Suprema Corte, obser- 
vando que Ochoa 7 O habían arreglado el pago de su deuda, 
7 ellos eran los interesados en los bienes que con anterioridad 
al arreglo, les fueron embargados. 



VISTA DEL SESOR PROCURADOR GENERAL 

Suprema Corte : 

Lo espuesto por el señoT Procurador Fiscal coloca la cuestión 
seguida sobre mejor derecho á las lanchas embargadas, bajo 
una nueva faz. 

Si mediante el arreglo á que hace referencia, 7 que recuerdo 
perfectamente, el señor Ochoa ha dejado de ser deudor del 
Fisco, la cuestión sobre tercería ha dejado también de tener 
Tazón de ser. Poco importa que las lanchas sean de Martínez, 
óaeandeOchoa, puesto que, en este último caso, ningún inte- 
rés tendría 110700 ellas el Fisco. Loque corresponde entonces, 
á mí juicio, es agregar estos antecedentes al espediente sobre 
tercería, 7 darla por terminada. 

Siendo este el punto sometido á la decisión de esta Corte, su 
misión ha terminado. 

Vueltos los autos alJuzgado de su procedencia, el embargo 
queda de hecho levantado, 7 el interesado, sea Martínez, sea 
Ochoa, se recibirá de las lanchas, ú no las recibirá, las removerá 
ó hará de ellas abandono. Todo esto empero, corresponde 7a á la 
jurisdicción de policía marítima. 



Eduardo Costa, 
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C*rt« 



Vistos : Do conformidad con lo espuestu y pedido por el señor 
Procurador General en su vista de foja ciento sesenta y una, 
declárase terminado el presente asunto; y en consecuencia, de- 
vuélvanse los autos al Juzgado de su procedencia. 



REMAMIH VICTOIHCA. — U LADISLAO 
FRIAS. — FEDERICO IBARCCREN. 
— C S. DE LA TORRE. — SALUS- 
TlAMW.ZAVALlA. 



CAUSA III 



li" Luisa 




Andrés Sanguinetti, por cumplí- 
inhibición 



Sumario. — Pidiéndolo el demandado, la inhibición decre- 
tada debe reducirse á la eatenaion del terreno que se reclama. 



Caso, — D* Luisa Rauaohertt compró á D, Andrés Sangui- 
netti una irea de terreno en la calle del Ministro Inglés, con 
la obligación Sanguinetti de darle con el terreno contiguo lo 
que del área rendida pudiese quitarle la calle i abrirse. 

Habiéndose abierto la calle, 7 quitado á la compradora la 
eitention da 290 raras 10 centraras cuadradas, cata demandó 
¿ Sanguinetti para la entregado dicha ostensión, 7 pidió en 
otro sí, se inhibiera á Sanguinetti la renta del terreno contiguo. 

£1 Juez daoretó la inhibición. 

Sanguinetti reclamó, pidiendo que la inhibición sa limitara 
á la extensión de terreno demandada. 

Laactora contestó que su ánimo at pedir inhibición, íné im- 
pedir la renta del terreno contiguo, 7 no del reato. 

T. || 86 
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Valle M Sw** Mml 



Buenos Aires, Hayo 11 de 1887. 



Y vistos : Atento lo solicitado en el escrito de foja 20, y lo es- 
puesto en el precedente, déjase sin efecto la inhibición decreta- 
da á foja 9 vuelta, é inscríbase en el registro respectivo solo 
por mil varas contras al terreno de propiedad de la deman- 



Buenos Aires, Enero I I de 1888. 

Vistos ; Atenta la ostensión de terreno reclamada en la de- 
manda, se reduce la inhibición decretada á doscientas treinta 
varas con diez centesimos, quedando asi modificada la resolu- 
ción apelada. Repuestos los sellos, devuélvanse. 



BENJAMIN YICTORIGA. — l LADISLAO 
FRIAS. — FEDERICO 1BARGÚRER.— 
C. S. DE LA TORRE. — SALUSTIAN O 
1. ZA VALÍA. 
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CAUSA IV 



íí. Pablo Carrasco contra 0, Miguel fírizuela, sobre 

venia de vinos. 



Sumario, — La compra -renta de vino hecha sobre muestra, y 
la subsiguiente entrega del cargamento, no impide que e] com- 
prador ^dentro d e Ies tres días reclame la rescisión del contrato, 

riño. " í i 



en el 



Salla, Mayo 8 de 1886. 

Y riatos: D. Pablo Carrasco espone: que habiendo traído un 
cargamento de riño que hizo detener en los suburbios de esta 
ciudad, entre las dirersas propuestas que se le hicieron en 
plaza, aceptó la de D. Miguel Brizaela, á quien rendió siete cargas 
al precio de treinta pesos moneda nacional cada una; que esle se 
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presentó al punto en donde estaba el cargamento y que lo eli- 
minó, quedando terminado el contrato en casa del comprador, 
donde recibió en seguida la carga, previa entrega de veinte pesos 
i cuenta del precio; que estando el contrato consumado por haber 
habido estipulación del precio y tradición déla cosa, el compra- 
dor, después de tres dios de recibida la carga, se niega á pagarle 
su valor, protestando no ser buena la clase de vino, por todo lo 
cual demanda á Brizuela por el pago de la cantidad de doscien- 
tos diez pesos moneda nacional, con deducción de los veinte reci- 
bidos á cuenta, y sus intereses como Los daños y perjuicios, qne 
aprecia en dos pesos diarios y las costas del juicio. 

£1 demandado niega que haya habido contrato consumado ni 
tradición de la cosa, jurídicamente hablando, ni arras, fundán- 
dose en que la compra fué de vino morado de conformidad á la 
muestra que probo, y no de vinagre como resultó ser el que con- 
tenían las cargas llevadas á su casa, según lo acreditan los 
peritos que lo examinaron; que los veinte pesos f nerón dados en 
préstamo, dcscontables del valor de la venta en las condiciones 
en que ella se había estipulado; que habiéndose faltado á estas 
por el vendedor y no habiéndose tampoco medido el líquido para 
averiguarse la cantidad, el contrato no quedaba perfecto; que no 
es cierto que á los tres días de la entrega se verificó la calidad del 
vino» porque efectuándose el 24 de Noviembre, el 35 se supo que 
era vinagre y así se le dijo al vendedor para que dispusiese de él, 
6 que se depositarla por su cuenta como sucedió, con interven- 
ción del Juez de Paz; que siendo el contrato por vino, no puede 
obligársele á pagar una sustancia diferente, y pide, en conclu- 
sión, se Techaze la demanda con especial condenación en costas. 
La cuestión versa sobre lo que se vendió, si fné vino ó vinagre. 
Y considerando: i° Que el comprador no niega que ajustó el 
convenio de conformidad á la muestra del vino que probó, no ha- 
biéndose efectuado esta operación de gustar en el mismo local 
donde estaban las cargas, que era en los suburbios de la ciudad, 
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sitió en bu casa. Declaración do Juan de Dios Robledo, peón de 
Carrasco, y en la que se vé que en unión con este, llevaron á Bri- 
znóla la muestra, aunque afirma qne esta fué estraida de los 
barriles rendidos ; José Cabello , guarda, á foja 56, dice qne 
Bnzuela se limitó a revisar los barriles sin probar su contenido, 
y Gervasio Pérez, á foja 68. 

2* Que el informe de los peritos J>. Diego Quevedo, Isaías 
A i bar, Naon L. Frías y Juan Giménez Ortiz, corriente A foja 21, 
atestigua que lo que contenían las siete cargas no era vino, sitió 
vinagre y bastante fuerte t y aunque la espedicion de este informe 
haya sido ordenada por el Juez de Paz, la ratificación se ha 
hecho ante este Juzgado con las formalidades requeridas por la 
ley. El mismo Carrasco así lo reconoce cuando les hizo las re- 
preguntas de foj¡is 50 vuelta, 51, 52, 54 y 68 vuelta. Sucede lo 
propio respecto de los testigos que declararon ante el referido Juez 
de Paz cuyas ratificaciones corren á fojas 53 vuelta, 54 vuelta, 
55 y 57. 

3* Que dichos peritos, esceptuando á Frias, personas conoctdus 
ou este comercio, están contestes y conformes en que el vino 
que analizaron y que resultó ser vinagre, era de Carrasco. 

4 o Que el testigo Barni, foja 63 vuelta, presentado por Ca- 
rrasco, dice que probó el vino y que quiso comprar el blanco, 
porque el morado no le pareció bueno, pues tenía gusto á ma- 
dera, lo que robustece las declaraciones anteriores. 

5° Qne tanto en el escrito de demanda como eu el alegato de 
foja..., Carrasco solo habla eu el sentido de que contrató el vino 
que tuvo á la vista el comprador , pero no dice que lo hubiera 
gustado atll mismo, estrayéndolo de los barriles, ni pretende 
sobra este punto replicar, Binó que observa que al comprador le in- 
cumbe la prueba de lo que alirma, sin tener en cuenta que á 
él también le correspondía probar que lo que vendió fué vino y 
no otra sustancia. 

6 o Que respecte al tiempo eu que se hizo la entrega, consta 
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por el escrito de demanda y por la confesión de foja 35 vuelta, que 
estovo la carga en poder del comprador tret dios, siendo in- 
exacto lo que asegura e! vendedor en la página 83 de su alegato, 
do que aquel confesara que dicha entrega se había hech<- el 17 
de Noviembre; y aunque el testigo José Cabello, guarda, á foja 
56 vuelta habla del dia mártes que, según el almanaque corres- 
ponde al n de Noviembre, es con referencia á la pregunta con- 
cebida en estos términos: « si sabe y le consta que eH7 de No- 
viembre Carrasco introdujo á ta plaza nueve cargas de vino» 
contesta tqae no recuerda ta fecha, pero que si se acuerda que fué 
un dia mártes*. Luego tanto Ja pregunta como !a repuesta con- 
cordante, se refieren á la época de la introducción del cargamento 
i esta plaza, y no al tiempo en que se hizo la tradición de las 
siete cargas en casa del comprador. 

7 o Que siendo esto así y habiéndose comprobado que dentro 
de los tres dias de la recepción de las cargas, se hizo el reclamo 
(artículo546 del Código del Comercio) el contrato no quedaba per- 
fecto, aunque la cosa objeto de él estuviese en poder del com- 
prador, porque tratándose de convenciones de este género, se en- 
tiende siempre estipulada la condición resolutoria para el caso 
en que la cosa no sea de la calidad convenida, artículo 522 del 
Código de Comercio. Esta disposición no está en contradicción 
con el inciso 3* del artículo 542 que regla los casos en que los 
daños deben soportarse por el vendedor, y aunque dispone que 
«si los efectos vendidos fuesen de aquellos que se deben pesar, 
contar, medir ó gustar y que en tales casos la tradición real su- 
ple la falta de peso, numeración, medida ó prueba», siempre es 
con la reserva del citado articulo 522. Por otra parte, aquí se 
trata de una muestra de vino que se gustó y con arreglo á ella se 
hizo la venta. 

8 o Que el vino no estuvo á la vista sinó el cargamento que lo 
contenía, se demuestra también por el mero hecho de que se ven- 
dieron las siete cargas de acuerdo con una muestra qne satisfizo 
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ai comprador, maestra que fué llevada por el peón de Carrasco, 
Juan de Dios Robledo y por Carrasco mismo, á casa de Brisuela, 
declaración de foja id que no ba sido contradicha. Luego es de 
rigurosa aplicación el articulo 522. 

9* Que en los tres días que las cargas estuvieron en los de- 
pósitos del comprador, no ha podido variar la sustancia volvién- 
dose vinagre, si hubiese sido cierto que el vino fuese exacta- 
mente igual á la muestra que se probó. 

10* Que además de haberse comprobado que el vino analizado 
fué el que se vendió y no otro, ustraido de los barriles que lo 
contenían, no consta en istos autos la negativa formal de este 
hecho que hubiera ¡>odido alegar el vendedor, pero ni siquiera 
la sospecha de semejad p< jeeder. 

II o Que tos 20 pesos dudo por Brizuela, ya sea que se consi- 
deren como arras ó signo C*í latificacion del contrato, en nada 
influye, porque él dependía i\ l\ condición implícita que lo di- 
suelve, y deben ¿crolverso. 

12* Que, finalmente, habitada resultado que lo entregado era 
una sustancia diferente á la que tuvo en vista el comprador, no 
puede obligársele á recibir, porgue ha faltado el elemento esen- 
cial del consentimiento, pues consintió por vino y no vinagre. 

Por estos fundamentos y de acuerdo con las disposiciones cita- 
das, falto absolviendo de la demanda á D. Miguel Brizne», 
con costas al demandante. Repónganse las fojas y notifiques* 
con el original. 

Benjamín Ftgueroa. 

«•alto ét> I* Bmprmmm tferte 

Buenos Airea, Enero 14 de 1888. 
Vistos : Por sus fundamentos, se confirma con costas et auto 
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apelado de foja noToota y tres ; y devuélvanse prona reposición 
de sellos. 



EENJAHIN VICTO RIGA. — ^LADISLAO 
FRIAS. — FEDERICO IBARCÜRElf. 
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Criminal contra Feliciano A Imada, por 



Sumario. — !• El que sin premeditación ejecuta un acto ca- 
paz de poner en peligro latida, es culpable da homicidio sim- 
ple si tiene lugar Ja muerte. 

3 o la pena de seis años de presidio 6 penitenciaria puede ser 
reducida á la de cuatro años, si á la es citación de la riña, y al 
estado de ebriedad, se agrega la naturaleza de la herida que 
solo produce la muerte por accidente. 
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Lí> Pinta, Junio 16 de 1887, 

Vista la presente causa seguida do 
Almeida por homicidio, y de que resulta : 

!° Que el 16 de Junio de 1886, un marinero del vapor Villa 
del Salto, fondeado en el puerto de Campana, denunció á laSub- 
Prefectura Marítima la existencia á bordo de un hombre que 
había sido muerto violentamente. 

2° Que con ese motivóse procedió por la Su b -prefectura á man- 
dar á bordo el médico de policía, quien constató que dicho indi- 
viduo había fallecido á consecuencia de una herida que presen- 
taba en el muslo izquierdo, de carácter esencialmente mortal. 

3 o Que levantada la sumaria correspondiente ante la autori- 
dad marítima de Campana, los testigos Várela y Négri (f. 4 y 
5), acreditan haber presenciado la Jucha ó riña entre el procesa- 
do y el occiso, y lo confirma la declaración del capitán del va- 
t>or y demás miembros de la tripulación por investigaciones que 
se hicieron simultánea 6 posteriormente, sobre el hecho. 

4» Que el cadáver se encontró en ropa» interiores de dormir; 
y según los testigos antes mencionados, se le había fisto acos- 
tarse á la víctima en su cucheta, poco antes del accidente que 
que motivara su muerte. 

I considerando : 1° Que en cuanto al cuerpo del delito, ó sea 
la muerte violenta inferida á Antonio Silva por la herida que 
presentaba en el muslo su cadáver, no puede ponerse en duda, 
desde que el hecho lo acreditan todos los testigos; y en cuanto 
á la causa origen lo certifica el facultativo Dr. Sosa (f, % t que 
si bk'u ha sido desconocido en su carácter de tal por ei defensor 
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del reo, no se ha intentado rendir prueba alguna para descono- 
cer sn pericia ó títulos, siendo de presumir enei ntrario, por ser 
médico de policía; y sobre todo, está el hecho acreditado de ha- 
berse producido la muerte instantánea una vez inferida la heri- 
da i qne se refiere. 

2? Quedados estos antecedentes y demás que revela el pro- 
ceso, como igualmente que el acusado no niega el hecho de la lu- 
cha ó riña, limitándose á decir que no puede recordar nada por 
haberse encontrado ébrio, es indudable que la herida que mató 
ú Silva, fué inferida por el procesado Almeida. 

3* Qne no puede admitirse que la lucha ó riña que precedió á 
la herida, fuera provocada por Si Ira, dadas Jas constancias de 
que este se encontraba durmiendo en su cucheta y el traje en 
que se le encontró cadáver ; y aunque la difensa se empeña en 
dividir la agresión en dos actos, para los efectos de la ley y del 
sano critario esa división es imposible, puesto que la defensa 
subsiste mientras no ha terminado el ataque; y de todos modos, al 
defensor le incumbía probar que una suspensión ó armisticio 
entre los combatientes, hizo que el agresor se convirtiese en 
agredido; y aunque lo ha intentado, invocando el testimonio del 
testigo Várela, ese testimonio es único, y es algo más que úni- 
co, contradictorio con el testimonio de Negri, y de todas mane- 
ras incompleto porque nu se ha establecido cuál fuera la im- 
portancia de la agresión ó el arma con que se llevara. 

4° Qne sí bien se alega por la defensa que et prooesado se 
encontraba en estado completo de ebriedad, esta circunstancia 
justificativa no se encuentra probada, pues apenas un testigo 
(Luis Garbillo, f. 29) t declara que cree que estaba medio ébrio 
cuya declaración no resiste á lo que es de presumirse, desde que 
los demás testigos no acreditan el hecho ; y más que todo, se 
desvanece sn autoridad con los hechos posteriores del acusado, 
qne apenas cometido el delito huyó y tomó todas las medidas 
precaucionales para eludir su responsabilidad. . 
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5 o Que esto no obsta á que el homicidio practicado no re- 
vista el carácter de alevoso, pues de las mismas declaraciones 
invocadas, resalta que hubo riña ó lucha, que principió á ma- 
no limpia y que solo en el curso de esa lucha ocurrió Almeida á 
buscar y hacer uso de su cuchillo ordinario de á bordo ¡ ni pue- 
de tampoco presumirse esa alevosía del lugar en que fué inferí* 
da la herida, que no es ni está estimada vulgarmente como bu- 
ceptible de producir una muerte inmediata, presunción que ro- 
bustece el informe médico, cuando dice que solo por coincidir la 
profundidad de la herida, que alcanzó hasta la arteria crural, 
se produjo la hemorragia que causó la muerte; y Analmente por- 
que no se ha establecido que hubiese interés, animosidad ni mo- 
tivo algún j razonable para presumir propósito ó proyecto al- 
guno de parte del encausado para producir ese atentado. 

6* Que á pesar de esto, no puede desconocer se , que, aunque 
la embriaguez ti i esté probada, la declaración del testigo Car- 
bailo es un indicio que debe ser tomado en consideración, co- 
mo lo ea igualmente la declarador del testigo Várela que ase- 
vera que el occiso después de concluida la primera lucha agre- 
dió á Almeida, y muy particularmente lo es el hecho de que no 
se haya denunciado ni probado por la acusación que hubiese 
motivos justificados ó injustificados para que Almeida tuviese 
interés en la muerte de Silva. 

Por estas consideraciones, y de conformidad á los artículos 
81, 83 inciso i", 84 y 96 inciso 4 o del Código Penal, fallo con- 
denando como condeno al procesado Feliciano Almeida i la pe- 
na de cuatro años de penitenciaria y á mis á las indemnizacio- 
nes y costas consiguientes. 
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TISTA DEL SEÑOR PROCURADOR GENERAL 

Buenos Aires. Setiembre 28 de 1887. 

Suprema Corle: 

Las constancias del samarlo establecen de una manera irrecu- 
sable, que Feliciano Almeida infirió á Antonio Siifa una heri- 
da de que resultó la muerte, habiendo precedido ai hecho una 
riña entre ambos. Las declaraciones de los testigos presencia- 
les, Negri y Vareta; el testimonio concurrente de las demás 
personas que existían i la saion á bordo ; y por último, el certi- 
ficado módico de foja 2, no dejan al respecto lugar á duda ni 
vacilación de ningún género» aunque el procesado se haya en- 
cerrado en una negación absoluta, pretostando no acordarse de 
nada por el estado de embriaguez en que t afirma, se encon- 
traba. 

No sucede lo mismo con respecto á las circunstancias qne 
debieron servir para apreciar el mayor 6 menor grado üe crimi- 
nalidad del acusado. —¿Quién fué el agresor? 

Los dos testigos que ae encontraban en la cámara donde tuvo 
lugar el hecho, declaran que estaban durmiendo, y se desper- 
taron al ruido que hacían Almeida y SÜFa, en su pe!ea á brazo 
partido. Mal pueden decir por consiguiente, de qué lado partió 
la agresión. 

Todo induce á creer que fué de parte de Almeida. Silva apa- 
reció muerto en ropas interiores, y es de suponer que estaba 
también durmiendo, ó acostado, cuando entró Almeida, y que 
fuó este el que lo acometió. Esto, sin embargo, no pasa de una 
presunción, que no puede tomarse como base segura para la de- 
terminación de la pena. 
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Prescindiendo empero, de esta circunstancia, la culpabilidad 
del procesado resulta grave y manifiesta. 

Aunque la agresión hubiera partido de Silva, Almeida ba es- 
cedido los límites permitidos á la propia defensa. 

Consta que Silva no tenía arma con que pudiera hacer 
grave daño á Almeida. Várela dice, es cierto, que después de 
haberlos separado. Silva tomó un pato y dio en contra de Al- 
meida* el cual tacé de la cucheta un cuchillo. 

Pero su testimonio ¿este respecto es singular, y no esta con- 
firmado por Negri ; no ha aparecido tampoco el palo en cuestión 
ni se sabe si era bastante á causar daño de gravedad. 

Almeida escediú por consiguiente, los límites de la ley al usar 
de un arma que podía producir la muerte. 

El caso me parece entóneos comprendido en los términos del 
artículo 106 del Código Penal : < el que sin reflexión ni preme» 
ditacion resuelva j ejecute uu aoto capaz de poner en peligro la 
vida, dice este artículo, será culpable de homicidio simple, si 
tiene lugar la muerte, y sufrirá seis años de presidio ó peniten- 
ciaria 

£1 Juzgado, con razón á mi juicio, ha reducido esta pena á 
cuatro años de penitenciaria, teniendo en cuenta el estado de 
ebriedad en que hay fundada presunción se encontraba Almei- 
da ; la oscitación de la riña ; la falta de premeditación, por no 
mediar interés, ni motivo anterior de odio ; y finalmente, la na- 
turaleza de la herida que solo produjo la muerte por acci- 
dente. 

Pido por todo esto, la confirmación de la sentencia recur- 
rida. 



Eduardo Costa 
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rail* e> la «wprcaaa Carie 

Buenos Aire», Knero 17 de 1888, 

Vistos: por sus fundamentos, y do acuerdo con lo pedido por 
el Señor Procurador General, se confirma la sentencia de foja 
caarenta y seis, debiendo computarse el tiempo de prisión su- 
frida, con arreglo al artículo cuarenta y nueve del Código Penal 
vigente. 

BENJAMÍN VtCTORICA. — U LA I) i SLA O 
FRIAS. • — FEDERICO 1BARGÚREN. — 
C. S. DE LA TORRE, — SALIJSTf AHO 
J. ZA VALIA. 
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CAUSA VI 



Los herederos de tos cónyuges D. Rosendo .!/. Fraga y B* Inés 
López, contra í). Guillermo fíaner ; sobre reivindicación de 
un campo. 

Sumario, — 4° La venta de una cosa inmueble de la sociedad 
conyugal, que aparece convenida despnes de la muerte de ano 
de los cónyuges, y resulta llevada á cabo después de la muerte 
del otro cónyuge por el mandatario de ambos, siendo conocida 
la muerte, tanto el mandatario como el tercero que trató con él, 
no obliga a los hereden* menores de los mandantes. 

2 o Dichos herederos pueden reivindicar, con sus frutos desde 
el día de la demanda, la cosa vendida contra el poseedor de buena 
fe que la hubo de ese tercero* salvo los derechos que contra este 
puedan corresponder al mencionado poseedor. 



Caí o. — Se us plica en el 

F«ti* 4el Jnes Mml {ad hoc) 

Rosario, Agosto SI de 1886. 

Vistos estos autos seguidos por los herederos de D. Rosendo 
Mar ja Fraga, contra don Guillermo Baner, reivindicando aque- 
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líos un terreno de campo denominado «Los Talas*, ubicado en 
esta Provincia, de los cuales resulta lo siguiente : 

En ISdt Setiembre de 1860, don Martín López, enrepresen- 
tacion de su hermana doña luís López, solicitó del Gobierno de 
esta provincia de Santa Fé, la compra del referido terreno «Los 
Talas», de acuerdo con la Ley de Ja Provincia de 22 de Octubre 
de 1858 (documento de foja 75). 

En 30 de Enero de 1862, D. Rosendo Maria Fraga otorgó á 
favor de don Cárlos B. Seguí un poder general de administra- 
ción, conteniendo entre otras facultades la de Tender bienes 
raices, y en 14 de Setiembre de 1806, doña Inés López, es- 
posa del primero y con consentimiento de este, otorgó á su vez un 
poder ignal á favor del mismo don Cárlos B. Seguí (estos dos 
poderes se encuentran transcritos en la escritura de venta de 
fojas 39 á 42). 

En 6 de Diciembre de 1867, doria Inés López de Fraga falle- 
ció en la ciudad de Buenos Aires (documento de foja 5). 

En 1* de Setiembre de 186!, falleció igualmente en laciudad 
de Buenos Aires, don Kosendo María Fraga {documento de fojas 

En 10 de Junio de 1874, el Gobierno de la Provincia de 
Santa Fé, otorgó escritura de piopieJad á favor de donBosendo 
Haría Fraga, representado por don CáTlos B. Segní, del dicho 
terreno «Los Talas», siendo esta venta Lacha por la moderada 
composición, en conformidad con las leyes de la provincia de 30 
de Setiembre de 1864, y de 3 de Octubre de 1865 (escritura de 
fojas 37 y 38). 

En 15 de Junio de 1874, don Cárlos B. Seguí, en representa- 
ción de dona Inés López de Fraga y de don Rosendo María Fraga, 
otorgó en la ciudad de Santa Fé y por ante el Escribano publico" 
don Francisco B. Clusellas, la escritura pública que corre desde 
la foja 39 basta la 42. rátiBcando á nombre de sus represen- 
tados y en uso de los poderes ya mencionados, una venta pri- 
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vada hecha por el mismo á favor de don Zacarías Barbosa en 
20 de Febrero de 1868, trascribiéndose en esta escritora el 
texto íntegro de dicha venta. 

En 16 de Noviembre del mismo ano 1874, don Zacarías 
Barbosa vendió á don Guillermo Bauer el mismo terreno (es- 
critora de foja 44). 

Enl" de Junio de 1876, don Gnillermo Bauer obtuvo de va- 
rios herederos del finado General don Estanislao Lopes, los 
derechos que pudieran tener al mencionado terreno -Los Ta- 
las», como pertenecientes Á la testamentaría de dicho finado 
General, como obtenida por esta a moderada composición (do- 
cumento privado de fojas 49 á 51). 

Los herederos de don Kosendo María Fraga, para fundar su 
demanda, sostienen; 

i* Que por el fallecimiento de dona Inés López de Fraga y 
de su esposo don Rosendo María Fraga, poderdantes de don 
Cirios B. Seguí, el mandato que por dichos finados fué conce- 
dido á este, en virtud de los poderes otorgados en 1862 y 
1866, cesó de hecho y de derecho en virtud de lo dispuesto en 
el articulo 1963 del Código Ciril, sobre todo, desdo que dichos 
finados habían dejado hijos menores. 

2» Que tanto el apoderado Seguí, como el comprador D, Za- 
carías Barbosa, tuneron conocimiento Ó debieron tenerlo, inme- 
diatamente del fallecimiento de doña Inés Lopes de Fraga y 
de don Roseado María Fraga, y que, por consiguiente, ni don 
Cárlos B. Seguí pudo vender en 1874 ese terreno, ni don Zaca- 
rías Barbosa comprarlo. 

3 o Que el boleto privado de renta, de 20 de Febrero de 1868 
ha sido fraguado por los referidos Seguí y Barbosa con el solo 
objeto de subsanar, aparentemente, la falta de personería de 
Seguí en 1874. 

4° Que el campo «Los Talas» no fué adquirido por herencia 
de don Estanislao Lopes, sinó por un título propio y personal de 
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su bija dona Inés López de Fraga, al que son estriño* todos los 

demás herederos de López, y que por consiguiente, no han podi- 
do transferir á Bauer acciones ¿ derechos de que carecían. 

5' Que habiendo terminado el mandato conferido á don Cir- 
ios B. Seguí al fallecimiento de sus mandantes, mucho antes 
del otorgamiento de la escritura de venta otorgada á favor de 
don Zacarías Barbosa, los herederos de esos mandantes son 
simples terceros respecto de esos actos de Seguí, por los cnales, 
como sucesores de aquellos, no han podido quedar obligados. 

6 Ü Que por esta razón, respecto de los reivindicantes, el bole- 
to privado de 20 de Febrero de 1868, no ha adquirido fecha 
cierta sino en 1874, en el momento de ser transcrito en la escri- 
tura de venta otorgada por Seguí á Barbosa. 

7" Que siendo nula la venta por Seguí á Barbosa, por haber 
caducado el mandato det primero, porque tanto Seguí como Bar- 
bosa conocieron 6 pudieron conocer esas circunstancias, 7 por- 
que nadie puede vender lo ajeno, don Guillermo Bauer, por la 
escritura de foja 44, no ha adquirido ningún derecho de propie- 
dad en el terreno «Los Tulas*, no podiendo tener más derechos 
que los que tuviese su causante Barbosa en un bien ajeno y 
perteneciente á menores de edad. 

El demandado don Guillermo Bauer, contestando la deman- 
da, pide que esta sea rechazada con especial condenación en 
costas, fundándose : í° en que es poseedor de buena fé, en vir- 
tud de un título perfecto j válido de propiedad; 2 o porque, si 
bienes regía general que el fallecimiento del mandante da fin al 
mandato t entre las escepciones que esa regla general admite, 
se incluye el caso en que el mandatario ignore el fallecimiento 
de su mandante, y hd este casólo que el mandatario hiciere en 
ejecución del mandato, obliga á ios sucesores de aquel ; 3° por- 
que, aun cuando el mandatario al celebrar un contrato, esce- 
diesc los límites de su poder* basta, sin embargo, que el contrato 
parezca comprendido en la procuración, para que sea válido; 4 o 
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porque, par» qne la revocación del mandante termine el manda- 
to, es necesario que el acto que comprende esa revocación ó los 
hechos que la hacen presumir hayan llegado ó pudiesen ser cono- 
cidos del mandatario, obligando al mandante todo lo que el 
mandatario hubiese hecho antes de tener conocimiento de la 
revocación ; 5* porque el mandatario, aún terminado el mandato 
por el fallecimiento del mandante, puede, sin embargo, conti- 
nuar la gestión principiada hasta finalizarla; 6 o porque realizada 
la venta del campo en 20 de Febrero de 4868, la escritura de 
ratiacacion otorgada en 1874 no importa una modiacaoion á 
aquella venta, sinó una consecuencia natural de esc contrato 
perfecto, y enya escrituración, en la forma que se hizo por escri- 
tura publica, era indispensable por k legislación actual ; 7 a 
porque no es aplicable al caso sub judice el artículo 1981 del 
Código Civil, por cuanto la escritura de ratificación no puede 
tomarse en el sentido de ser una continuación de un negocio 
comenzado, desde que se trataba de un contrato de compra- 
venta ya perfecto, aun cuantío hubiera menores, pues esa com- 
pra-venta ya estaba completamente terminada, viviendo el 
mandante ; 8 o porque los poderes en virtud de los cuales obní 
don Cárlos B. Seguí, no eran poderes generales de administra- 
ción, sinó poderes amplísimos y especialísimos á la vez, conte- 
niendo las facultades de vender bienes raices, de hipotecarlos 
y de otorgar las escrituras de ventas ó hipotecas que faesen ne- 
cesarias; 9* porque si bien la fecha de los documentos privados 
Bolo se prueba por algunos de los medios determinados en el ar- 
tículo 1035 del Código Civil, se entiende solo de los sucesores 
singulares y de los terceros, pero no de los sucesores universales 
de una de las partea que intervino en su otorgamiento ; 10* 
porque, respecto de las partes y de sus sucesores universales, 
rige el principio de que el documento privado reconocido tiene 
por fecha cierta la de su otorgamiento y el mismo valor que el 
instrumento público; 1** porque realizada la venta en SO de Fe- 
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breiode 1868, cuando «un regía la legislación Españole, según 
la leyes 6*y 7% título 5°, Partida 5\ laventaera válida j perfec- 
ta, desde que se había convenido en el precio j en la cosa, sin 
necesidad de escritora pública ; 12 a porque siendo los hijos de 
Fraga sus sucesores onirersales, y por lo tanto, representando 
sus derechos y obligaciones, y habiendo sido enagenado el terreno 
en cuestión por el apoderado don Cárlos B. Seguí, con autori- 
zación plena de sus mandantes, do se puede aplicar al caso la 
ley que prohibe la Tenta de bienes de menores sin decreto ju- 
dicial; 13* porque el contenió celebrado con los herederos de 
don Estanislao López, según su misma redacción, no importa 
nna venta, ni el reconocimiento de derechos de esos herederos 
al terreno referido, sinó un convenio condicional, tendente 
únicamente á evitar una cuestión judicial; y finalmente, porque 
procediendo de Fraga el título de Bauer, no corresponde á sus 
herederos la acción de reivindicación, desde que Baner es el 
verdadero propietario. 

Abierta esta causa á prueba, se ha producido por el demandan- 
te la que corre de fojas 87 á 00, de 93 á 93, de IOS á 175. 

Y considerando ; I o Que apareciendo celebrado el contrato 
privado de compi a-venta, transcrito en la escritura de foja 39, 
bajo el imperio de las leyes vigentes entre nosotros antes do 
ser promulgado el Código Civil, debe ser juzgado con arreglo i 
dichas leyes; porque si bien, por las del titulo 5°, Partida 5 a , 
invocadas por el demandado, la venta es válida y perfecta des- 
de que se haya convenido en el precio de la cosa, sin necesi- 
dad de escritura pública, las leyes de ese título solo se refieren 
al contrato de compra-venta en general. 

2° Que tratando las leyes de esa misma época especialmente 
de la venta de bienes raices, la ley 114, título 18, de la Partida 
3 a , cuando habla del valor que tiene el documento privado de 
venta, dice : «Mas si tal carta fué fecha sobre cosa señalada, 
así como so breve nd id a, 6 cambio de casa, ó de viña, Ó de otra 
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tal cosa, no Tale para probar cumplid amonto como quier faga 
alguna presunción; é esto 69, porque las carias de iales plei- 
tos deben ser fechas por manos de Escribanos públicos ó de 
otros seyendo firmadas por buenos testigos; porque falsedad ni 
engaño non pueda ser fecho en ellas*. 

3° Que ademas de tan terminante disposición, como la que 
acaba de ser transcrita, la ley 10, título 17, libro O* de la Re- 
copilación Castellana, po^rior á las Leves de Partida, deter- 
mina de nna manera todavía más clara y precisa, que las ventas 
permutas y enajenaciones de bienes raices, sean otorgadas 
ante Escribanos públicos y de número de las Ciudades, Tillas y 
Lugares dónde y en cuyo término estuviesen las heredades, sin 
que la causal que impulsó al legislador á dictar esa ley, pueda 
alterar ni restringir su parto dispositiva. 

4° Que tanto por las leyes antiguas como por el Código Civil, 
el mandato cesa de pleno derecbo por la muerto del mandante, 
porque, como lo dice Laurent, en este contrato el mandatario 
presta su ministerio al mandante, quien, por intermedio de 
aquel, es el que realmente ejecuta los actos determinados en el 
mandato; porque es una consecuencia del principio que domina 
en el mandato, que el mindante obre, hable en el contrato, 
prometa, estipule; que el mandatario no haga otra cosa que 
representarlo; y no pudiendo obrar el mandante después de 
muerto, no puede ya tampoco spr representado, 

5 o Que á esta regla general, solo sí exceptúan los casos si- 
guientes: \* cuando ya estaba principiado el negocio; 2° cuando 
el mandatario dió principio i él de buena fé por ignorar la 
muerte del mandante; 3° cuando el asunto es de tal cuidad, 
que de suspender su ejecución Ó esperar respuesta de los here- 
deros, puedan resultar notables perjuicios (Código Civil, articulo 
1000; Laurent, tomo 28, número 83; Aubry Rao, tomo 4, pár- 
rafo 416; Dallos, palabra Mandato, numero 531). 

6* Que según lo dispone el artículo 1981, aun cuando el ne- 
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pimiento; porque habiendo sido labrada osa escritora el dia i5 
de Junio de 1874, habían transcurrido más de seis años desde 
el fallecimiento de doña Inés López de Fraga, ana do los man- 
dantes, y más de tres años desde la muerte dul otro mandante, 
don fiosendo María Fraga, porque los sucesores de dichos fina- 
dos eran todos menores, porque la ratificación Úp una venta 
hecha por en mandatario debe ser practicada por el mandante 
y no por aquel que practicó el acto que debe ser ratificado; 
porque los mandatos conferidos por los referidos finados á don 
Cárlos B. Seguí, habían terminado seis anos antes el otorgado 
por doña Inés López, y tres antes el conferido por don Rosendo 
María Fraga; y porque la terminación de esos mandatos y sos 
causas, eran conocidas ó debieron ser conocidas por ese manda- 
tario y por el comprador, don Zacarías Barhosa. 

2* Que ante las circunstancias en que han sido ejercidos 
todos esos actos por el mandatario, tales actos no afectan ni 
pnedenafeetar á los herederos de los esposos Fraga, porque ejer- 
cidos por un estraño, como en ese caso lo ha sido don Carlos B. 
Seguí, después de la cesación del mandato, dichos herederos 
asumen el carácter de terceras personas. 

28 a Que no puede decirse que por la escritura de foja 39, 
otorgada en 15 de Junio de 1874 por Seguí, y por medio de la 
cual ratifica el contrato privado de 20 de Febrero de 1868, este 
contrato privado haya sido reconocido ni por sus mandantes ni 
por los sucesores de estos, pues uno de los primero* falleció 
antes de esta fecha; de autos no consta que el segundo, que fa- 
lleció en 1871 , hubiese tenido conocimiento de tal venta privada, 
y los últimos la desconocen totalmente; alegando más bien que 
tal venta privada no ha eristido, y que el boleto que i ella se 
refiere, y cuyo texto se encuentra en la referida escritura de foja 
39, ha sido fraguado por dicho Seguí y por el comprador don 
Zacarías Barbosa para justificar el otorgamiento de esta escri- 
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24° Que el campo cLos Talas», no ha sido adquirido por he- 
rencia, sinó por denuncia hecha á nomhre de doña Inés López 
de Fraga, otorgando el Gobierno de la Provincia ei título de 
propiedad de dicho terreno á favor de don Rosendo María Fraga, 
después de fallecido este y aquella. 

25° Que según lo que antecede, la venta hecha por don Cárloa 
B. Seguí en 1874, después de haber dejado de ser mandatario 
de los esposos Fraga, constituye una venta de cosa ajena, su- 
jeta á las prescripciones contenidas en la ley 23, título 5 o , Par- 
tida 5% y en el artículo 1329 del Código Civil. 

26* Que si bien la escritura de renta de foja 44, otorgada en 
iñáe Noviembre de 1874, por don Zacarías Barbosa a faw de 
don Guillermo Bauer, constituye a priort un justo título para 
adquirir la propiedad; y que la buena fé del señor Bauer al com- 
prar á Barbosa el terreno en cuestión, no puede ser puesta en 
duda, ese justo título y esa buena fó no son bastante, en el pre- 
sente caso, para que el comprador don Guillermo Bauer haya 
podido adquirir legalmente la propiedad y el dominio del refe- 
rido terreno; pues su causante inmediato» don Zacarías Barbosa, 
no ha podido transferirle otros, ni más derechos que los que i 
dicho Barbosa correspondían en virtud de los contratos que 
aparecen celebrados entre él y don Cárlos B. Seguí, quien sin 
derecho, ni representación legal le había vendido una cosa 
ajena. 

27° Que el justo título y la buena fé solo sirven, en seme- 
jante caso, para adquirir la propiedad y dominio por la pres- 
cripción, y que esta por el corto tiempo transcurrido desde la 
venta celebrada por Barbosa, no ba podido verificarse. 

Por estas consideraciones, fallo, declarando; i*que las ven- 
tas hechas por don Carlos B. Seguí» en 20 de Febrero de 1868 
y en 15 de Junio de 1874, á favor de don Zacarías Barbosa, del 
terreno cuestionado en la presente causa, son nulas y sin nin- 
gún valor ni efecto; 2" que la venta del mismo terreno, f .ha 
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por don Zacarías Barbosa i favor do don Guillermo Bnuer, en 
16 do Noviembre do 1874, no puede perjudicar á loa herederos 
de dofia Inés Lopes de Fraga y de don Rosendo Fraga, pues el 
Tendedor Barbosa no lia podido transferir á su comprador Baner 
derechos de propiedad y de dominio que na tenía; 3* que don 
Guillermo Baoer deberá restituir á la sucesión de los esposos 
Fraga, y dentro del término do treinta días, el terreno reivindi- 
oado en la presente cansa, dejando á salro los derechos que 
pueda tener contra su cansante Barbosa; 4«\ y finalmente, 
que las costas de este juicio son á cargo de la parte demandada. 
Notiffqnese con el original y repónganse los sellos. 

Eugenio Pérez. 



rrnitm rf* I» afeprm* c*rte 

Buenos Aires, Enero 19 de 1888. 

Vistos: Por los fundamentos espuestos por el Juez de Sección, 
en los considerandos cuarto j signientes do la sentencia apela- 
da de foja doscientos setenta vuelta, se confirma esta cou coi- 
tos; declarándose que el demandado debe hacer restitución de 1% 
cosa demandada, con los frutos desde la notificación de la de- 
manda, según lo dispuesto en el articulo dos mil cuatrocientos 
treinta y tres del Código CítíI. Previa reposición de sellos, de- 
vuélvanse. 

BENJAMIN YICTOajCA. — ULADBLAO 
FRIAS. — FEDERICO IBARCÚREH.— 
c «• 01 LA TORRE. — SALU8TIAN0 
J. ZA VALIA. 
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CAUSA VII 



Criminal contra Luis Vasques, por heridas á Toribto Yillalba; 
sobre prosecución de ta causa 



Sumario. — Las causas criminales do pueden proseguirse 
contra los reos ausentes. 



Caso. — En la causa por heridas inferidas á Torsbio Yillalba 
por Luis Vasquez, después de seguido el proceso de oficio, se dic- 
tó el siguiente 



Falto «et Jites F«4ml 

Formosn, Octubre 8 de 1687. 

T vistos: Toribio Yillalba, ciudadano paraguayo, declara 
ante la Policía que el diez y seis de Julio del presente año ha- 
bía sido herido por Luis Vasquez, dándole cinco golpea de plano 
por la espalda y un achazo en la mano izquierda con un facón ; 
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que siendo cocinero del obraje <Tres Marías », había rnoolto 
dejar de serlo en «se di» porque se había disgustado con el peón 
Manuel Fernandez, dando a?iso al capataz, quien le dijo que esta- 
bi bien; y que a la tarde, estando á la orilla del rio, fué Vasquez, 
encargado del obragey le dijo, ¿ porqué no quiere cocinar? 
sacando la daga y pegándole ; y el médico, informando respecto 
á la herida de la mano f dice que no tiene gravedad alguna (f, f). 

Tasques, argentino, declara: que sabiendo por el capataz Ma- 
nuel Figueredo que Villalba no quería cocinar, se dirigió a él y 
le preguntó por qué no quería hacerlo, y como le contestara de 
mal modo, estando con cuchillo en mano, sacó él la daga de la 
cintura al peón Capacio Leira, j le pegó unos golpes de plano, 
sin intención de lastimarlo, pero qoe al meter ta mano Villalba 
le cortó (f. 4). 

Martín Barreto, dice : que al preguntarle Vasques por qué 
no quería cocinar, le contestó que porque se había enojado con 
un compañero, y entónces Vasqnez tomó la daga de Leira y le 
pegó (f . 3), 

Manuel Figueredo, dice : que avisado Vasqnez por él de que 
Villalba no quería hacer la comida, fué á donde este estaba en 
la orilla del rio; que al pasar sacó el cochillo de Leira; que le 
pegó unos golpes de plano, teniendo también Villalba un cochi- 
llo en la mano; y qne como se le ladease el sombrero ¿ Villalba, 
metió la mano para tomarlo en momentos qne Vasques le tiraba 
un golpe, y cree que en ese momento lo lastimó (f . 3 v t , y 4), 

Capacio Leira, dice : que sabe qne le pegó con un facón que 
le sacó á él de la cintura ; pero que ignora por qué le pegó 
(f. 4). 

Elenterio Román, dice: qne al preguntarle Vasquez por qué 
no había cocinado, le contestó Villalba que porque no quería, 
teniendo nn cuchillo en la mano ; y que entónces Vasquez lo 
pegó unos cuantos golpes de plano con el facón de Leira (f. 5). 

El médico informa nuevamente : que la herida es leve y el 
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tiempo de su restablecimiento ocho dita ; y que no le había de- 
nunciado Villalba otra herida que la de la mano izquierda, ni 
otros padecimientos (f , 8 t.). 

Ampliando su declaración, dice Villalba que cuando le pegó 
el primer planazo» se paró dictándole que ja iba á cocinar ; que 
siguió pegándole ; que al querer atajar su sombrero para que 
no se le caiga t le tomó de filo el machete ; y que á los tres días 
principió á trabajar por necesidad, pero que no se sintió bien, 
especialmente de los golpes de la espalda, hasta los 6 ó 7 
días. 

A esa fecha (96 de Julio), ta herida se hallaba en estado de 
completa cicatrización (f. 9). 

Figueredo, agrega : que estaba un poco distante, j solo oyó 
cuando le contestó que ya no quería hacer más ; y que Villalba, i 
pesar de estar con el cuchillo en la mano, no solo no hizo resis- 
tencia, stnó que se humilló obedeciendo al patrón tan luego co- 
mo este le pegó (f . 10). 

LeWa, dice : que Villalba, 4 pesar de tener cuchillo en las 
manos, huyó sin hacer resistencia, tan luego como el patrón le 
pegó(f. 11). 

Barreto, dice ¡ que no hubo de parte de Villalba palabras 
ofensif as, ni resistencia ; que al recibir el primer planazo dijo 
a Vasquez, « bueno patrón ya voy á cocinar * ; que yéndose ya, 
ledió otro, y que no vió mis porque subieron la barranca, que* 
dando el otro abajo (f . 12). 

Vasquez dice : que estimó como resistencia el mal modo con 
que le contestó con el cochillo en las manos limpiándose las 
uñas ; que los dos golpes fueron tan inmediatos que no hubo 
tiempo de ver si cedía al primero, y que después de esto, sí, le 
dijo que ya iba á cocinar, y se fué (f. 13). 

En la confesión, insiste Vasquez en lo declarado, agregando 
que situado el obrage á 4 leguas de distancia de toda autori- 
dad, no pudo menos que servirse de sus propíos esfuerzos para 
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hacerse repetir y mantener el orden, tanto más en vista de los 
repetidos asesinatos perpetrados en otros parages análogos (f 
15 y 16). 

El Fiscal, por las consideraciones que detenidamente espone 
en su vista de fojas 18 i 20, conceptúa comprendido el hecho en 
el inciso* del artículo 190 del Código Penal; y considerando 
como circunstancia agravante la de haberse ejecutado con ale- 
vosía (art. U t inc. 2% id.) y teniendo también presente que el 
hecho se había producido en parage adonde no pueda alcanzar 
la vigilancia activa de la policía, lo que, en so concepto, hace 
mis necesario que se castigue como corresponde, para cortar 
esos abusos, pide se aplique al procesado la pena de dos meses 
de prisión. 

El defensor, opina : qne la falta de autoridad en el lugar del 
hecho, es mis bien una circunstancia atenuante por los peligros 
en qne se hallan, i causado ello, los administradores de obra- 
ges, y que se demuestran por los hechos que allí refiere; que 
Incita qne el Fiscal hace del Código, respecto á la pena, no cor- 
responde i lo pedido por él, porque el Código habla de arresto 
y el Fiscal pide prisión ; y que, teniendo su defendido más de 
dos meses de prisión sufrida, debe darse por compurgada con 
ella la pena legal y mandar que se le ponga en libertad. El 
procesado ha sufrido seis días de prisión preventiva, gastándo- 
se de su parte cuatro pesos cincuenta centavos nacionales, para 
obtener su libertad bajo de fianza (f. 12 v. ( 13 17 24 v 
y*5). ' ' 

Y considerando : I o Que por los antecedentes que quedan re- 
lacionados, están debidamente establecidos en autos los hechos 
de heridas y contusiones leves en la persona de Toribio Villal- 
ba ; asi como que su autor fuó el procesado Luis Vasquez. 

9* Que por los mismos antecedentes se vé que no ha existi- 
do la alevosía que encuentra el Fiscal, pues que el ataque se hi- 
zo de frente y con franqueza, después de haberlo reconvenido 
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Vasquei ¿ Villalba para que cumpliera coa m deber de peón 
ranchero, y de haber manifestado resistencia á ello el segando 
también armado (art. 84, ine. 2?, Cód, Pen.; Escriche. palabra 
alevosía; Tejedor. Projecto de Cód. P en ., parte 2\ lio. 1°, 
§2% nota al art. i\ pág. 243; de la Serna /sienta!- 
ban, Elementos de derecho Civil y Penal de España, t. tít. 
i% cap. 4% §3°, circunstancia 2\ pág, 57). 

3 o Que consta también que la herida se produjo por el accidente 
de haber levantado Villalba la mano, para tomar so sombrero, 
en circunstancias que Vasquez le pegaba de plano con el machete. 

4* Que consta asimismo que Vasquez no procedió en aqoei 
momento con el propósito de satisfacer rencores personales ó 
pasiones ó aspiraciones culpables, sinó con el fin de impulsar á 
Villalba á que cumpliera con loa deberes de concha™, no ha- 
biendo en aquella localidad autoridad alguna de quien Eerrirse 
para ese objeto. 

5 o Que ain embargo, el hecho es en sí mismo ilícito y culpa- 
ble y constituye un delito, ya porque Vasquez carecía de derecho 
para ejecutarlo, ya también porque procedió con precipitación, 
sia procurar antes traer á Villalba al cumplimiento de sos de- 
beres por los medios que la prudencia aconseja (art 1* y 120 
Cód.Pen.). 

6» Que Vasquez es responsable no solo de las contusiones 
qae causaron los golpes de plano que dió, sinó también de 
la herida, porque la acción que emprendió era suceptible de 
producir, como produjo, la herida (art. 4% Cód. Pen.). 

7* Que aunque el facultativo estimó que la curación se hacía á 
los ocho días, según el mismo Villalba ¡i los seis ó siete dias se 
encontró bien ya, y libre de las molestias para el trabajo que las 
heridas y las contusiones le causaron. 

8 o Que la pena legal, en casos de esta naturaleza, es de un 
mes i un año de arresto (art. i20, inc. 2*, Cód. Pen.). 

9* Que para determinar lo que corresponde en el que se consi- 
t . ii „ 
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dera, debe tenerte presente: I* circunstancias atenuantes de no 
babertenido el procesado la intención de prodneir todo el mal 
que prodojo t y de Ja irritación que debió causarle la sable? ación 
y desobediencia de un subalterno suyo en el orden de sus de- 
beres retpecti? os, y el trastorno que esto producía repentina- 
mente en la buen* administración del Establecimiento (srt. 83, 
inca. 3% # y 7-, Cód. Pen.)i y el resultado material del he- 
cho, que como se ha visto, consistió en la privación al herido de 
poder trabajar cómodamente por seis ó siete días, habiéndolo 
hecho con molestia desde el tercer día, lo que demaestra que pu- 
do ser mis brere aquel término si se hubiese atendido conro- 
nientemente el enfermo. 

i&> Que el enzaflamiento no resulta debidamente estableci- 
do en los autos (ley 32, tít, 10, Part, 3'); y los antecedentes que 
lo apoyan tienen en su contra el resultado material de los he- 
chos que no presentaron desde un principio gravedad alguna. 

H°Que según las considerandos que preceden, la pena que 
corresponda aplicarse en este caso, debe graduarse en setenta 
dias de arresto. 

12° Que los seis dias de prisión preventiva equivalen i doce 
dias de arreato, y el gasto de cuatro pesos cincuenta centavos 
nacionales, en fianza, á dos de la misma pena, haciendo todo ca- 
torce dias, que deben descontarse de la pena correspondiente 
(art. 40, Cód. Pen.). 

Por estos fundamentos, declaro que debo fallar y fallo defini- 
tivamente en la presente causa, condenando al procesado Luis 
Vasquez i sufrir la pena de cuarenta y seis dias de arresto, co- 
mo reo del delito de herida y contusiones en la persona desc- 
ribió VUlalba, con costas. Hágase saber, y no siendo apelada den- 
tro del término de la ley, cúmplase. 



J. Benjamín de la Vega 
Ante : Ernesto Sánchez. 
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VISTA DEL SEflOR PROCURADOR GENERAL 



Buenos Aires, Enero 10 do 1888. 

Corte: 

B«Balt»ndodeUdiliganc¡ad«foja 33, que el reo ae encuen- 
tra ausente en I. República del Paraguaj, «ta canea do puede 
proseguirse mientras no se coneja en comparecencia ante el 
Juagado* 

SfriMnlm V. fc estos autos al señor Jaez de Sección al 
objeto espresado. 

Eduardo Cosía. 



Buenos Aires» Enero 24 de 1888. 



De conformidad con la precedente viata del Señor Procurador 
General, deynélYanse estos autos al Jozgado de su procedencia 
pira que proceded dictar las diligencias necesarias á objeto de 
U comparecencia del procesado y notificación de la sentencie pro- 



ULAD1SLAO FRIAS. — FEDERICO IftAR- 
GtftES. — C. S. DE LA TORRE. — 
SALUSTlAItO J. ZA VALIA. 



420 FALLOS M LA SUPREMA CORTE 



CAUSA VII I 



J. Mantegazza y O, contra D. 0, de Martin Bonos, agente 
irlas Marítimas; por cobro de averias 



Sumario. — i* Lob términos para el reconocimiento de la 
carga, establecidos por los artículos 1246 j 1247 del Código de 
Comercio, no corren mientras no se verifique su entrega total. 

2" No se entiende entregada la carga que se halla en los al- 
macenes de aduana, conducid,, allí por los lancheros del consig- 
natario del baque. 

3* Es en el acto de la pericia que deben hacerse ( por el intere- 
sado, las observaciones conducentes á salvar sus responsabilida- 
des. 

4° La carga se presume recibida en perfecto estado, y los da- 
nos que esta sufre son de cuenta del Capitán ó del buque, salvo 
el vicio propio, la fuerza mayor, ó la culpa del cargador. 



Caso, — Se esplica en el 
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r«H« M Jim Meril 

Buenos Aires, 6 de 

Vistos estos autos y los agregados promovidos por D. J. Man- 
tegazza, contra D. 0. de Martin Dorios, como agente en esta 
ciudad, de la compañía de transportes marítimos, denominada 
Mensagerias Marítimas, por cobro de ta cantidad de trescientos 
noventa y siete pesos con noventa y dos centavos moneda nacio- 
nal, procedentes de averías. 

Resulta: 1° Que el vapor «Congo*, perteneciente á la mencio- 
nada compañía, salido del puerto de Burdeos en el mes de Abril 
del año próximo pasado, trajo ala consignación del demandan- 
te las mercaderías que espresan los conocimientos agregados á 
fojas 1 y 3, en las cuales, sospechando la casa consiguataria la 
existencia de averías, pidió con fecha 15 de Junio, el reconoci- 
miento judicial y estimación del daño por peritos, en uso del de- 
recho que le acuerda el articulo 1247 del Código de Comercio. 

2* Que practicadas dichas operaciones por los peritos nombra- 
dos por el Juzgado con citación del demandado, informaron á 
foja 23 del espediente agregado, constatando la falta de vino 
en algunos cascos, producida por espiches, y de parte del conte- 
nido de cinco cajas con mercaderías surtidas, las que presenta- 
ban señales de haber sido abiertas, estimando el total del im- 
porte de la averia, por las causas indicadas, según los precios cor- 
Tientes de plaza, en la cantidad de trescientos noventa y siete 
pesos moneda nacional con noventa y dos centavos, por cuya can- 
tidad se presentó Mantegazza demandando al agente del vapor 
tCoogo», en vista de no haber podido conseguir arreglo alguno 
particularmente. 

alega en su defensa que la « 
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para el reconocimiento y estimación del daño, >e ha producido 
fuera del término que señalan los artículos 1246 y i 247 del Código 
de Comercio ; que el informe pericial no dice si las señales de ha- 
ber sido abiertos, que presentan loa cajones, eran ocasionadas por 
composturas que se hacen 4 bordo cuando se rompe algún cajón, 
ni Ja fecha probable de ellas, que no dice tampoco si los' 
espiches que presentaban las doce bordalesas marca M. G. 
eran loa que tenían en Burdeos al ser embarcadas, ni la 
fecha probable de los que presentaban los otros; habiendo 
comprendido en el tutal de la merma la sufrida por dichas doce 
bordalesas, las cuales según consta en los mismos conocimien- 
tos, fueron embarcadas con espiches, que es el verdadero signifi- 
cado de la palabra francesa fasset, traducida por bitoqnes. 

Y considerando : i* Que la cuestión primordial í la cual está 
subordinada la solución del juicio, es si la reclamación judicial 
para el reconocimiento y estimación pericial del daño ó avería, 
ha sido deducida dentro del término legal, pues la defensa del 
demandado, fundado en la prescripción, tiende á destruir por 
completo la acción. 

2 a Que la prueba rendida ¿este respecto por ambas partes, 
en conformidad i lo resuelto en el auto de f,.. t consistente en 
los informes espedidos por la Aduana, establece con la autori- 
dad y fuerza que tienen los instrumentos emanados de las ofici- 
nas públicas y muy especialmente el informe espedido á solici- 
tud de la parte deDonostf...), «1™ la total descarga de las mer- 
caderías consignadas al demandante terminó el 30 de Junio, es 
decir, cinco dias después de iniciado el juicio de reconocimien- 
to, según lo comprueba la fecha del escrito de foja i de dioho jui- 
cio. 

3* Que si bien el demandado sostiene que las veinte bordale- 
sas de vino, respecto do las cuales se pidió el reconocimiento en 
el escrito de i 5 de Junio, fueron descargadas el G del mismo 
mes, comprobándose el hecho por los informes citados, está ya 
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resuelto por la Suprema Corte que el término para pedir la 
constatación del daño, ó sea la prescripción de la acción de re- 
clamación, no corre mientras no se baya hecho entrega total del 
cargamento por el acto jurídico conservatorio del derecho y es 
uno é indivisible en sus efectos, pues no puede admitirse por un 
momento que haya entrado en la mente de la ley eligir nna re- 
clamación por cada bulto ó lote de bultos que lleguen al depósi- 
to, siendo esto tan evidente, que aún ha podido pedirse el reco- 
nocimiento sin determinar individualmente la mercadería, lo que 
habría bastado para conservar el derecho respecto de toda la 
que espresa el cooocimiento; de modo que es evidente que el re- 
conocimiento ha sido pedido en tiempo hábil. 

4 o Que la pericia es la forma legal de comprobación del daño 
y de la estimación de su valor, conforme a lo dispuesto en el ar- 
ticulo 1246 del Código de Comercio (y por esto se dió eu ella 
la correspondiente intervención al demandado), siendo por lo 
tanto estemporáneas las observaciones respecto a la calidad y 
precio del vino, y del mismo modo, las que se refieren á los es- 
piches con que se dice fueron embarcadas las bordalcsas en Eu- 
ropa, pués en ese acto ha debido el demandado hacer las cons- 
tataciones conducentes á salvar sus responsabilidades. 

5* Que según el informe pericial, la merma en el vino es pro- 
ducida por espiches practicados en los cascos, no siendo presu- 
mible que los peritos hayan entendido referirse Ó los bitoques ó 
si se quiere, espiches, con que fueron embarcados, los cuales se- 
gún el actor venían debidamente lacrados, cuyo hecho está el 
Juzgado en el caso de admitir como exacto, tanto por la forma 
evasiva en que ha sido evacuada la sesta posición del pliego de 
foja 35, cuanto porque el demandado ninguna prueba ha pro- 
ducido para constatar lo contrario, loque se pudo fácilmente ve- 
rificar en el mismo acto pericial; pero aún suponiendo que se 
tratara de espiches comunes, y sin estar debidamente lacrados, 
la nota del conocimiento á que alude el demandado, solo com- 
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prueba suesistencia, pero no la merma en el contenido de loa 
cascos, y menos la que pronene de dos duelas rotas y la falta 
resaltante en l«s cajas por sustracción de botellas, todo loque 
debe suponerse recibido en perfecto estado bajo ese punto de 
vista, con arreglo á lo dispuesto en el artículo 1071 del Códice 
de Comercio. 

6" Que según él artículo 1067 del Código de Comercio, el ca- 
pitán responde de los danos que sufra la carga, á no ser que pro- 
venga de vicio propio de la cosa, fuerza mayor Ó culpa del car- 
gador, incluyéndose los hurtos ó cualesquiera daños cometidos 
á bordo por individuos déla tripulación, siendo indiferente en 
el caso sub ;«rfice t para los efectos de la responsabilidad de la 
empresa demandada, que los daños se hayan cometido en las lan- 
chas ó en el buque mayor, pues la descarga se ha efectuado por 
los lancheros designados por la misma, quienes han obrado como 
mandatarios suyos. 

Por estos fundamentos, falle, condenando á D.O. de Martin 
Dones, al pago de la suma de pesos 397,92 centavos moneda na- 
cional, sus intereses moratorios y las costas del juicio. Notifí- 
quese original. 

Virgilio M. Tedin. 



■ 

BucuosAires, Enero 38 de 1888. 

Vistos y considerando: Primero: que consta de autos que 
los demandantes, fundados en el mal estado de los efectos, com- 
probado por las boletas de aduana presentadas por el propio de- 
mandado, se negaron á recibir aquellos, quedando ellos portal 
causa hasta el momento del eiámen pericial de foja veinte y tres 
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en los almacenes de la Aduana á donde habían sido conducidos 
directamente por disposición del agente 6 consignatario del bo- 
queé intermedio de los lancheros designados y contratados por 
el mismo. 

Segundo : Que sin recibirse de la carga, no han podido correr 
en perjuicio de los demandantes los términos prescritos por los 
artículos mil doscientos cuarenta y seis y mil doscientos cuaren- 
ta y siete del Código Comercio, ni puede por consiguiente opo- 
nérseles ta caducidad que dichos artículos sancionan. 

Por estos y demás fundamentos de la sentencia apelada de foja 
setenta y tres, se confirma dicha sentencia con costas. Hágase 
saber, y repuestos los sellos devuélvase. 

BENJAMIN VICTOR1CA. — ULADISLAO 
FRIAS. — FEDERICO IBARGÚREN. 
— C. 8. DE LA TORRE. — 8 ALUS - 
TIANO J. ZA VALIA. 
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CAUSA IX 



El & José O. Machado contra la empresa del Ferro-Caml 
Oeste Santafcstno, por reivindicación de un terreno; sobre 
defecto legal en el modo de proponer ta demanda. 



Sumario. — Después de opuesta j resulta una escepcion di- 
latoria, el demandado no puede oponer otra escepcion de esa 
clase por tía de artículo prévio. 



Caso. — El Dr. D. José O. Machado entabló acciou reivindi- 
catoría de un terreno de su propiedad, contra la empresa del 
Farro-Carril Oeste Sautafeaino, indicando que los títulos 
relativos se hallaban en otro juicio del mismo contra D. Carlos 
Caiado. 

La empresa opnso escepcion de incompotencia, que fué resuel- 
ta en contra. 

En seguida, opuso la escepcion de defecto en el modo de pro- 
poner la demanda, por no acompañarse los títulos de propiedad, 
y no conocerse la es tensión del terreno reivindicado. 
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F«I1*M ta Mml 

■ 

Rosario, «ayo 20 delfig7. 

Autos y fistos : Siendo de espreso dereeao el que el actor il 
deducir su demanda debe acompañar á esta los títulos que la 
justifiquen, espresindose con claridad lo que pida, para que de 
esta manera se pueda, no solo contestar la demanda, sinó también 
justificarla y hacer posible su estudio respecto del juez que ha de 
entender en ella, requisitos estos indispensables que no se han 
llenado por parte del demandante ; preséntese este en forma y 
según derecho, y se procederá, puesto que las observaciones del 
demandado, en el escrito precedente, no vienen revestidas del 
carácter de escepcion» Repóngase. 

G. Escalera y Zuviría. 

BfSlW© ^© (SS flSSfSBWSA 

■ 

Bueoos Aires, Febrero 4 de 1888. 

Vistos : prescribiendo el artículo setenta y cinco de la ley na- 
cional dt procedimientos, que á un mismo tiempo y en un mismo 
escrito el demandado debe alegar todas las esoepoionea dilato- 
rias y que no haciéndolo así, solo podrí usar de las que no alega- 
se contestando la demanda; y, considerando, que en el escrito 
de foja cuatro el demandado se limitó á alegarla incompetencia 
del Juagado, sin oponer ninguna de las eacepoiones que hoy 
pretende hacer valer. Por estos fundamentos y de conformidad 



*28 FALLOS DE LA SUPREMA CORTE 

además i lo dispuesto por el artículo diez de la ley citada, se 
moca el auto apelado de foja sesenta, y contéstese derecha- 
mente la demanda, como está mandado á foja veinte. 



BENJAMIN VICTO RICA, — tJLADI&LAO 
FRIAS. — FEDERICO IBARCÚREN. — 
C. S. DE LA TORRE. — ¡ 
J. Z4 VALIA. 



4 AUNA X 



Centra D. Hilario Orlnndini y D. Agustín Hoverano, por false- 
dad en los registros electorales: sobre escarcelaeion provi- 



Sumario. — No resultando un hecho suficientemente caracte- 
rizado que dé lugar á la aplicación de pena corporal, procede la 
escarcelacion provisoria bajo fianza. 



Caso. -Don Hilario Orlandini y D. Agustín 
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ron su escarcelacion bajo fianza, manifestando el primero : que 
suponía que su prisión había sido decretada con motivo de la 
instancia promovida por la Jnnta de Tachas de la Catedral al 
Norte, imputándole el delito de desobediencia á las sentencias 
del Juzgado Federal relativas á les inscritos tachados en el 
Registro de aquella Parroquia ; que oportunamente quedaría 
comprobado que no era reo de ese delito, pero que, aunque lo 
fuera, la pena que correspondería infligírsele seria de aque- 
llas que se resuelven en una «urna de dinero, procediendo por 
lo tanto, la es parcelación bajo fianza, que solicitaba, ofreciendo 
la del Dr. D. Estanislao Zeballos. 

D, Agustín Koverano ofreció la fianza de D. José Quesnel. 

Conferida vista al Procurador Fiscal, se escueó de espedirse 
porque en su opinión no debía intervenir, desde que se procedía 
en virtud de acusación particular; pero habiendo el juez insisti- 
do en qae evacuara la vista conferida, pudiendo eiaminar el 
sumario en la Secretaría, e! Procurador Fiscal se espidió soste- 
niendo que debía accederse á la escarcelacion. Adujo como fun- 
damentos, que las infracciones de la Ley Electoral, según el ar- 
tículo 71 de la misma, son penadas por el Juez Federal con mul- 
tas ó prisión por corto término, siendo en uno y otro caso pro- 
cedente la escarcelacion bajo fianza, con arreglo al artículo 3°de 
la ley de Julio de 1878, sobre fianza carcelaria, la única vigente 
en la materia, en virtud de lo establecido por la ley de Procedi- 
mientos Nacionales, 

Velle del Smmm Federal 

Buenos Aires, Febrero 17 de 1886, 

Vista U conformidad manifestada por el Procurador Fiscal, se 
acepta la fianza y el fiador propuesto, y previa la correspondían- 
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tMMrftnra que autorizará el escribano público D. Osvaldo Saa- 
vedra, por la que ae comprometa el fiador á presentar á so fiado 
»»mpt. que fuer, requerido, so pena de incurrir en la multa de 
WOQ pesos moneda Racional; líbrese oficio al señor Gafe de Po- 



Vgarraa. 



Por «uto de U misma facha é igaalt* cowideraaiooea, a. 
maadó p«mer eB libertad 4 D. ig„. t ¡„ Howmo, fijiado» la 
lianza en $00 pesos. 

El Dr. D. Franciaco Alcobendas se presentó reclamando y 



VISTA DEL SEÑOR PROCURADOR GEflIJUL 



i Aire», Agoito 31 de 1886. 
Suprema Corte: 

£1 delito que orjginaeste proceso, no es el delito ordinario de 
falsedad definido y castigado P ot el titulo X delt ley que desig- 
na los crímenes cuyo juzgamiento corresponde á la justicia fe- 
deral, sinó un delito electoral regido por la ley de la materia. 

En la acepción general de la palabra, todo hecho que se separa 
n oculta la verdad, es falsedad. lo es, el suplantar en los re- 
gistros un nombre por otro ; poner nombres supuestos ¡ ocultar 
los registros, y todos los otros medios vergonzosos f conocidos 
con qne ciertos partidos convierten en una farsa innoble é in- 
digna la mis augusta función de la democracia. 
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Desgraciadamente estamos muy lejos, y nosotros más que 
ningún otro pueblo del mondo entero, de la aspiración del emi- 
nente tribuno y pensador John Bright, que deseaba llegara el 
dia en que el reo de una falsificación en un registro electoral, 
fuera condenado por la opinión ffublica, y castigado por la ley 
como el falsificador de una letra de cambio* Mientras tanto, de- 
cía aquel grande y honrado patriota, el Gobierno de la Repú- 
blica no será una realidad. ¡ Cuáu lujos estamos nosotros de este 
bello ideal ! 

Convengo en que para poner uu límite, si es posible, al des- 
borde iuaudito de inmoralidad á que sobre este particular he- 
mos descendido, la ley vigente es deficiente. 

La penalidad, fuera de toda duda, debiera ser más severa y 
más determinados y mejor calificados tos delitos. Con el pequeño 
sacrificio de 500 pesos, pueden cambiar el resultado de una 
elección ciertos funcionarios, que vacilarían probablemente ante 
el temor de llegarse á encontrar entre los presidarios. 

Mientras tanto no se reforme la ley, empero, no es posible 
prescindir de sus disposiciones. 

Ella define y castiga los diversos artificios con que puede ser 
defraudado el voto popular, y un artículo especial establece el 
maximun de la pena con que debe ser penado todo hecho ten- 
dente al mismo fio que hubiese escapado á su clasificación. No 
es posible, pues, aplicar á estos delitos, que tienen su penali- 
dad especial, leyes calculadas para hechos de una naturaleza 
enteramente distinta. 

Falla, por consiguiente, la base en que el recurrente apoya 
toda su argumentación, al oponerse á la escarcelacion bajo fian- 
za, y me inclino, en consecuencia, á pedir ¡i V. E. la confirma- 
ción de la sentencia apelada. 

Eduardo Coito, 

■ 
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1 Buenos Aires, Febrero 7 de 1888. 

Vistos: no resaltando de autos tm hecho suficientemente ca- 
racterizado que dé lagar á la aplicación de ana pena corporal, y 
de conformidad á la jurisprudencia de esta Corte, en el caso de 
D. Julio Victorica y de D. Alejo Reboredo, resuelto con fecha de 
veinte y siete de Noviembre último, y á lo pedido por el señor 
Procurador General en bu vista de foja treinta, se confirman 
los autos apelados de foja tres del espediente agregado, y foja 
TnelU, del corriente; y devuélvanse. 

u Ladislao fajas (en disidencia). 

—FEDERICO IBARfiCRElf.— C, S. 
DE LA TORRE. — SALUSTIANO i. 
ZA VALIA. 
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Vistos y considerando: Que este juicio versa, según resulta 
del escrito de acusación de foja setenta y cinco de los autos prin- 
cipales, sobre el delito de falsedad, que se imputa á tos proce- 
sados haber cometido en el ejercicio de las funciones que la 
Ley Electoral les confiere, y se pide se Ies aplique el castigo que 
la Ley Penal n«m>nal señala. 

Que la falsedad de que se trata, es uiu infracción de la Ley de 
Elecciones, que no tiene pena especial designada por ella y está 
prevista por las leyes generales. 
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Que por lo tanto, el caso en cuestión debe juzgarse con arre- 
glo á estas y no ¿la Ley de Elecciones, según el artículo sesenta 
y nuevo de la misma. 

Que el mencionado delito puede ser perseguido por acción po- 
pular, conforme á la ley quinta, título sétimo, Partida sétima, y 
se castiga con una grave pena corporal, por el artículo sesenta 

'enul de la nación, sin que en tal caso, 
pueda darse liádor por el acusado para obtener su libertad, con 
arreglo á la ley diez y seis, título primero de la misma Par* 
tida, 

Y que subsisten, en el actual estado de la causa, los mismos 
motivos que dieron lugar al auto de foja treinta y cuatro, por 
el cual se ordenó la prisión de los acusados ; esto es, eiiste la 
justilicucion legal, bastante paradirha prisión, según el artículo 
quince del capitulo tercero, sección cuarta del líeglamento Pro- 
visorio de mil ochocientos diez y siete. 

Por estos fundamentos, se fero au los autos apelados de 
foja tres, espediente a -regado, y fuja cinco vuelta, de estis 
actuaciones, y se declara no sor ailumibie la lianza dada por 
los acusados y aceptada por el Juzgado de Sección, remitiéndose 
diebas actuaciones con los autos principales, traídos para me- 
jor proveer, á lin de que proceda con arreglo á derecho. 

t LADISLAO FUI AS. 
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